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REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2011, DE 5 DE SEPTIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO  

DE LA LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MARINA MERCANTE 

 

 
 

 

 Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba 

el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 

Mercante 

 

[Texto consolidado] 

 

 Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de 

Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 

de julio, de Navegación Marítima 

[modificación]1 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales  

CAPÍTULO III 

Marina Mercante 

 

Artículo 6. Marina Mercante. 

 

1. A los efectos de esta ley se considera Marina Mercante: 

a) La actividad de transporte marítimo, exceptuando el que se lleva a cabo 

exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, que 

 

Artículo 6. Marina Mercante. 

 

1. A los efectos de esta ley se considera Marina Mercante: 

a) La actividad de transporte marítimo, exceptuando el que se lleva a cabo 

exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, 

 
1  Se resalta en la columna de la izquierda, en color rojo, lo que se suprime y en la de la derecha, en color azul, las modificaciones y adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  
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tenga competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de otros 

ámbitos territoriales. 

b) La ordenación y el control de la flota civil española. 

c) La seguridad de la navegación y de la vida humana en la mar. 

d) La seguridad marítima, incluyendo la habilitación para el ejercicio del 

servicio de practicaje y la determinación de los servicios necesarios de remolque 

portuario, así como la disponibilidad de ambos en caso de emergencia. 

e) El salvamento marítimo, en los términos previstos en el artículo 264. 

f) La prevención de la contaminación producida desde buques, plataformas fijas 

y otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y la protección del medio 

ambiente marino. 

g) La inspección técnica y operativa de buques, tripulaciones y mercancías. 

h) La ordenación del tráfico y las comunicaciones marítimas. 

i) El control de situación, abanderamiento y registro de buques civiles, así como 

su despacho, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas que 

correspondan a otras Autoridades. 

j) La garantía del cumplimiento de las obligaciones en materia de defensa 

nacional y protección civil en la mar. 

k) Cualquier otro servicio marítimo atribuido por ley a la Administración 

regulada en el título II del libro segundo de esta ley. 

2. No se considera Marina Mercante la ordenación de la flota pesquera, en los 

ámbitos propios de la pesca y de la ordenación del sector pesquero, ni la actividad 

inspectora en estos mismos ámbitos. 

que tenga competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de 

otros ámbitos territoriales. 

b) La ordenación y el control de la flota civil española. 

c) La seguridad de la navegación y de la vida humana en la mar. 

d) La seguridad marítima, incluyendo la habilitación para el ejercicio del 

servicio de practicaje y la determinación de los servicios necesarios de remolque 

portuario, así como la disponibilidad de ambos en caso de emergencia. 

e) El salvamento marítimo, en los términos previstos en el artículo 264. 

f) La prevención de la contaminación producida desde buques, plataformas 

fijas y otras instalaciones que se encuentren en los espacios marítimos en los 

que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y la protección 

del medio ambiente marino. 

g) La inspección técnica y operativa de buques, tripulaciones y mercancías. 

h) La ordenación del tráfico y las comunicaciones marítimas. 

i) El control de situación, abanderamiento y registro de buques civiles, así 

como su despacho, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas que 

correspondan a otras Autoridades. 

j) La garantía del cumplimiento de las obligaciones en materia de defensa 

nacional y protección civil en la mar. 

k) Cualquier otro servicio marítimo atribuido por ley a la Administración 

regulada en el título II del libro segundo de esta ley. 

2. No se considera Marina Mercante la ordenación de la flota pesquera, en 

los ámbitos propios de la pesca y de la ordenación del sector pesquero, ni la 

actividad inspectora en estos mismos ámbitos. 



 

Artículo 8. Zonas y tipos de navegación. 

 

1. Son zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción, además de las aguas interiores marítimas, el mar territorial, la zona 

contigua y la zona económica exclusiva. 

Son aguas interiores marítimas españolas, a los efectos de esta ley, las situadas 

en el interior de las líneas de base del mar territorial. Las aguas interiores marítimas 

incluyen las de los puertos y cualesquiera otras comunicadas permanentemente con 

el mar hasta donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como los tramos 

navegables de los ríos hasta donde existan puertos de interés general. 

Es mar territorial aquél que se extiende hasta una distancia de doce millas 

náuticas contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide su anchura. 

Es zona contigua la que se extiende desde el límite exterior del mar territorial 

hasta las veinticuatro millas náuticas contadas desde las líneas de base a partir de las 

cuales se mide la anchura del mar territorial. 

Es zona económica exclusiva la que se extiende desde el límite exterior del mar 

territorial hasta una distancia de doscientas millas náuticas contadas a partir de las 

líneas de base desde las que se mide la anchura de aquél. 

2. La navegación, en función de su ámbito, será interior, de cabotaje, exterior y 

extranacional. 

Navegación interior es la que transcurre íntegramente dentro del ámbito de un 

determinado puerto o de otras aguas interiores marítimas españolas. 

Navegación de cabotaje es la que, no siendo navegación interior, se efectúa 

entre puertos o puntos situados en zonas en las que España ejerce soberanía, 

derechos soberanos o jurisdicción. 

Navegación exterior es la que se efectúa entre puertos o puntos situados en 

zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y 

puertos o puntos situados fuera de dichas zonas. 

 

Artículo 8. Espacios marítimos españoles. 

 

1. Los espacios marítimos en los que España ejerce soberanía, derechos 

soberanos o jurisdicción son las aguas interiores marítimas, el mar territorial, la 

zona contigua y la zona económica exclusiva.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. Las aguas interiores marítimas españolas son las situadas en el interior 

de las líneas de base del mar territorial. Las aguas interiores marítimas incluyen 

las de los puertos y cualesquiera otras comunicadas permanentemente con el 

mar hasta donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como los tramos 

navegables de los ríos hasta donde existan puertos de interés general.  

 

 

 

 



Navegación extranacional es la que se efectúa entre puertos o puntos situados 

fuera de las zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos y 

jurisdicción. 

3. En función de sus condiciones de prestación, la navegación puede clasificarse 

en: 

a) Regular. Navegación de línea regular es la sujeta a itinerarios, frecuencias de 

escalas, tarifas y condiciones de transporte previamente establecidas. 

b) No regular. Navegación no regular es la que no está incluida en los términos 

de la letra anterior. 

4. El Gobierno en el ámbito de las competencias del Estado podrá establecer, 

en su caso, que la prestación de todas o alguna de estas navegaciones se realice con 

imposición de obligaciones de servicio público con el fin de garantizar la suficiencia 

de servicios de transporte regular con destino a o procedencia de las Islas Baleares, 

Islas Canarias, Ceuta y Melilla o bajo el régimen de contrato administrativo especial 

en atención a la satisfacción de forma directa o inmediata de la finalidad pública que 

aquellas representan. 

La imposición de obligaciones de servicio público habrá de hacerse de un modo 

objetivo, transparente, no discriminatorio y conocido de antemano por los 

interesados, con el fin de garantizar que el servicio se preste en condiciones de libre 

y leal competencia. 

 

 

3. El mar territorial se extiende hasta una distancia de doce millas náuticas 

contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide su anchura. 

 

 

 

4. La zona contigua comprende desde el límite exterior del mar territorial 

hasta las veinticuatro millas náuticas contadas desde las líneas de base a partir 

de las cuales se mide la anchura del mar territorial.  

 

 

 

 

 

5. La zona económica exclusiva se extiende desde el límite exterior del mar 

territorial hasta una distancia de doscientas millas náuticas contadas a partir de 

las líneas de base desde las que se mide la anchura de aquél. 

 

 

Artículo 9. Flota civil y plataformas fijas. 

 

1. A efectos de esta ley se considera flota civil española: 

 

 

Artículo 9. Tipos de navegación. 

 

1. La navegación, en función de su ámbito, será interior, de cabotaje, 

exterior y extranacional.  



a) La flota mercante nacional. 

b) La flota pesquera nacional. 

 

c) Los buques de recreo y deportivos nacionales. 

 

d) Los demás buques civiles españoles no incluidos en las letras anteriores. 

 

2. Se entiende por buque civil cualquier embarcación, plataforma o artefacto 

flotante, con o sin desplazamiento, apto para la navegación y no afecto al servicio 

de la defensa nacional. 

 

 

 

3. Se entiende por buque mercante todo buque civil utilizado para la navegación 

con un propósito mercantil, excluidos los dedicados a la pesca. 

4. Se entiende por plataforma fija todo artefacto o instalación susceptible de 

realizar operaciones de exploración o explotación de recursos marítimos o de 

destinarse a cualesquiera otra actividad, emplazadas sobre el lecho de la mar, 

anclado o apoyado en él. 

Se exceptúan de lo anterior aquellas instalaciones como son los oleoductos, 

gasoductos, cables submarinos, emisarios submarinos, y cualquier otro tipo de 

tuberías o instalaciones de carácter industrial o de saneamiento. 

5. La presente ley será de aplicación a la flota civil española, así como a las 

plataformas fijas situadas en aguas en las que España ejerce soberanía, derechos 

soberanos o jurisdicción. 

a) La navegación interior transcurre íntegramente dentro del ámbito de un 

determinado puerto o de otras aguas interiores marítimas españolas.  

b) La navegación de cabotaje es la que, no siendo navegación interior, se 

efectúa entre puertos o puntos situados en los espacios marítimos españoles.  

c) La navegación exterior se efectúa entre puertos o puntos situados en los 

espacios marítimos españoles y puertos o puntos situados fuera de dichos 

espacios.  

d) La navegación extranacional se efectúa entre puertos o puntos situados 

fuera de los espacios marítimos españoles.  

2. En función de sus condiciones de prestación, la navegación puede 

clasificarse en regular y no regular.  

a) La navegación de línea regular está sujeta a itinerarios, frecuencias de 

escalas, tarifas y condiciones de transporte previamente establecidas.  

b) La navegación no regular es aquella no se desarrolla en las circunstancias 

indicadas en el párrafo anterior.  

3. La navegación de recreo es aquella cuyo objeto exclusivo es el recreo, la 

práctica del deporte sin propósito lucrativo o la pesca no profesional, por su 

propietario o por otras personas que puedan llevarla a cabo, mediante 

arrendamiento náutico, contrato de cesión o por cualquier otro título. 

 



También serán de aplicación las disposiciones de esta ley a los buques civiles 

extranjeros que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce 

soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, con las limitaciones que establezca el 

Derecho Internacional, en particular en lo que se refiere a los supuestos de 

inmunidad. 

6. Reglamentariamente se establecerán las especialidades en la aplicación de la 

presente ley respecto de los buques afectos al servicio de la seguridad pública o de 

la vigilancia y represión del contrabando. 

 

Artículo 10. Empresas navieras. 

 

Se entiende por empresario o empresa naviera la persona física o jurídica que, 

utilizando buques mercantes propios o ajenos, se dedique a la explotación de los 

mismos, aun cuando ello no constituya su actividad principal, bajo cualquier 

modalidad admitida por los usos internacionales. 

 

Artículo 10. Flota civil y plataformas fijas. 

 

1. La flota civil española se compone de los buques y embarcaciones 

mercantes, pesqueros, de recreo o deportivos y demás, incluidos los artefactos 

navales, abanderados en España.  

2. Se entiende por buque civil cualquier buque o embarcación apto para la 

navegación y no afecto al servicio de la defensa nacional, así como los artefactos 

navales.  

3. Se considera buque mercante todo buque civil utilizado para la 

navegación con un propósito mercantil, excluidos los dedicados a la pesca.  

4. Se entiende por buque o embarcación de recreo o deportivo el buque civil 

que se utiliza para esta clase de navegación, con independencia de su propósito 

comercial o particular.  

5. La presente ley se aplicará a los buques, embarcaciones y artefactos 

navales que integran la flota civil española, cualquiera que sea el lugar en que 

se encuentren, así como a las plataformas fijas situadas en los espacios 

marítimos españoles.  

Las disposiciones de esta ley serán de aplicación, con arreglo a los 

dispuestos en los tratados internacionales vigentes en España, a los buques, 

embarcaciones y artefactos navales extranjeros que se encuentren en los 

espacios marítimos españoles.  



6. Mediante real decreto se establecerán las especialidades en la aplicación 

de la presente ley respecto de los buques y embarcaciones afectos al servicio de 

la seguridad pública, de la vigilancia y represión del contrabando, y del 

salvamento marítimo. 

LIBRO PRIMERO 

Sistema portuario de titularidad estatal  

TÍTULO I 

Organización y Gestión  

CAPÍTULO II 

Administración portuaria estatal  

Sección 1.ª Organismo Público Puertos del Estado 

 

Artículo 18. Funciones. 

 

1. Para el ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo anterior, 

corresponden a Puertos del Estado las siguientes funciones: 

a) Definir los objetivos del conjunto del sistema portuario estatal, así como los 

generales de gestión de las Autoridades Portuarias, a través de los Planes de Empresa 

que se acuerden con éstas, en el marco fijado por el Ministerio de Fomento. 

Cuando una Autoridad Portuaria considere necesario establecer unos objetivos 

con horizonte temporal superior a cuatro años, deberá formular un plan a tal fin que 

deberá ser acordado igualmente con Puertos del Estado. 

b) Ejercer el control de eficiencia de la gestión y del cumplimiento de los 

objetivos fijados para cada una de las Autoridades Portuarias, en los Planes de 

Empresa definidos en la letra a) anterior. 

 

Artículo 18. Funciones. 

 

1. Para el ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo anterior, 

corresponden a Puertos del Estado las siguientes funciones: 

a) Definir los objetivos del conjunto del sistema portuario estatal, así como 

los generales de gestión de las Autoridades Portuarias, a través de los Planes de 

Empresa que se acuerden con éstas, en el marco fijado por el Ministerio de 

Fomento. 

Cuando una Autoridad Portuaria considere necesario establecer unos 

objetivos con horizonte temporal superior a cuatro años, deberá formular un 

plan a tal fin que deberá ser acordado igualmente con Puertos del Estado. 

b) Ejercer el control de eficiencia de la gestión y del cumplimiento de los 

objetivos fijados para cada una de las Autoridades Portuarias, en los Planes de 

Empresa definidos en la letra a) anterior. 



c) Aprobar la programación financiera y de inversiones de las Autoridades 

Portuarias, derivada de los Planes de Empresa acordados con éstas, y la 

consolidación de sus contabilidades y presupuestos. 

d) Proponer, en su caso, para su inclusión en los Presupuestos Generales del 

Estado, las aportaciones que pudieran asignarse en los mismos para inversiones en 

obras e infraestructuras de las Autoridades Portuarias. 

e) Emitir informe vinculante sobre los proyectos que presenten características 

singulares desde el punto de vista técnico o económico, con carácter previo a su 

aprobación por las Autoridades Portuarias. En todo caso, procederá la emisión de 

informe vinculante sobre los proyectos de obras cuyo presupuesto exceda de 

3.000.000 de euros o estén financiados con fondos procedentes de la Unión Europea 

o de otros organismos internacionales. 

f) Definir los criterios para la aplicación de las disposiciones generales en 

materia de seguridad, de obras y adquisiciones y de relaciones económicas y 

comerciales con los usuarios. 

Las actuaciones en materia de seguridad se realizarán en colaboración con el 

Ministerio del Interior y, cuando proceda, con los órganos correspondientes de las 

Comunidades Autónomas competentes para la protección de personas y bienes y 

para el mantenimiento de la seguridad ciudadana. 

g) Autorizar la participación de las Autoridades Portuarias en sociedades 

mercantiles y la adquisición o enajenación de sus acciones, cuando no concurran los 

supuestos establecidos en el artículo 26.1.p), siempre que estas operaciones no 

impliquen la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria, en cuyo caso la 

autorización corresponderá al Consejo de Ministros. 

h) Planificar, normalizar, inspeccionar y controlar el funcionamiento de los 

servicios de señalización marítima y la prestación de los que no se atribuyan a las 

Autoridades Portuarias. 

i) Ostentar la representación de la Administración General del Estado en 

materia portuaria y de señalización marítima, en organismos y comisiones 

c) Aprobar la programación financiera y de inversiones de las Autoridades 

Portuarias, derivada de los Planes de Empresa acordados con éstas, y la 

consolidación de sus contabilidades y presupuestos. 

d) Proponer, en su caso, para su inclusión en los Presupuestos Generales 

del Estado, las aportaciones que pudieran asignarse en los mismos para 

inversiones en obras e infraestructuras de las Autoridades Portuarias. 

e) Emitir informe vinculante sobre los proyectos que presenten 

características singulares desde el punto de vista técnico o económico, con 

carácter previo a su aprobación por las Autoridades Portuarias. En todo caso, 

procederá la emisión de informe vinculante sobre los proyectos de obras cuyo 

presupuesto exceda de 3.000.000 de euros. 

f) Definir los criterios para la aplicación de las disposiciones generales en 

materia de seguridad, de obras y adquisiciones y de relaciones económicas y 

comerciales con los usuarios. 

Las actuaciones en materia de seguridad se realizarán en colaboración con 

el Ministerio del Interior y, cuando proceda, con los órganos correspondientes 

de las Comunidades Autónomas competentes para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana. 

g) Autorizar la participación de las Autoridades Portuarias en sociedades 

mercantiles y la adquisición o enajenación de sus acciones, cuando no concurran 

los supuestos establecidos en el artículo 26.1.p), siempre que estas operaciones 

no impliquen la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria, en cuyo caso 

la autorización corresponderá al Consejo de Ministros. 

h) Planificar, normalizar, inspeccionar y controlar el funcionamiento de los 

servicios de señalización marítima y la prestación de los que no se atribuyan a 

las Autoridades Portuarias. 

i) Ostentar la representación de la Administración General del Estado en 

materia portuaria y de señalización marítima, en organismos y comisiones 

internacionales, cuando no sea asumida por el Ministerio de Fomento, sin 



internacionales, cuando no sea asumida por el Ministerio de Fomento, sin perjuicio 

de las competencias propias del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. 

j) Impulsar medidas para la coordinación de la política comercial de las 

Autoridades Portuarias, en especial en su vertiente internacional, dentro del 

principio de autonomía de gestión de los puertos, sin perjuicio de las competencias 

de las Comunidades Autónomas. 

k) Elaborar y someter a la aprobación del Ministerio de Fomento, previos los 

trámites establecidos en el artículo 295, el Reglamento de Explotación y Policía de 

los puertos, e informar sobre la conformidad de las Ordenanzas Portuarias al modelo 

de Ordenanzas incluido en dicho Reglamento. 

l) Coordinar y supervisar las actuaciones de los diferentes órganos de la 

Administración General del Estado con competencias en materia de intermodalidad, 

logística y transporte, que se refieran a los puertos de interés general. En particular, 

Puertos del Estado participará, establecerá y tramitará los convenios de conexión 

entre las Autoridades Portuarias y ADIF, para su aprobación por el Ministerio de 

Fomento y coordinará su aplicación y seguimiento. 

m) Proponer políticas de innovación tecnológica y de formación para los 

gestores y responsables en el ámbito portuario. 

n) Establecer recomendaciones en determinadas materias para la fijación de 

objetivos y líneas de actuación de los puertos de interés general, facilitando, 

asimismo, el intercambio de información entre éstos. 

ñ) Elaborar las estadísticas de tráfico y de otras materias de interés para el 

sistema portuario. 

2. En cumplimiento de estas funciones, Puertos del Estado elaborará 

anualmente un informe relativo a la ejecución de la política portuaria, que 

comprenderá el análisis de la gestión desarrollada en los puertos de interés general, 

y que remitirá al Ministerio de Fomento que lo elevará a las Cortes Generales. Las 

Autoridades Portuarias suministrarán a dicho Organismo Público la información 

que les sea requerida. 

perjuicio de las competencias propias del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación. 

j) Impulsar medidas para la coordinación de la política comercial de las 

Autoridades Portuarias, en especial en su vertiente internacional, dentro del 

principio de autonomía de gestión de los puertos, sin perjuicio de las 

competencias de las Comunidades Autónomas. 

k) Elaborar y someter a la aprobación del Ministerio de Fomento, previos 

los trámites establecidos en el artículo 295, el Reglamento de Explotación y 

Policía de los puertos, e informar sobre la conformidad de las Ordenanzas 

Portuarias al modelo de Ordenanzas incluido en dicho Reglamento. 

l) Coordinar y supervisar las actuaciones de los diferentes órganos de la 

Administración General del Estado con competencias en materia de 

intermodalidad, logística y transporte, que se refieran a los puertos de interés 

general. En particular, Puertos del Estado participará, establecerá y tramitará los 

convenios de conexión entre las Autoridades Portuarias y ADIF, para su 

aprobación por el Ministerio de Fomento y coordinará su aplicación y 

seguimiento. 

m) Proponer políticas de innovación tecnológica y de formación para los 

gestores y responsables en el ámbito portuario. 

n) Establecer recomendaciones en determinadas materias para la fijación 

de objetivos y líneas de actuación de los puertos de interés general, facilitando, 

asimismo, el intercambio de información entre éstos. 

ñ) Elaborar las estadísticas de tráfico y de otras materias de interés para el 

sistema portuario. 

2. En cumplimiento de estas funciones, Puertos del Estado elaborará 

anualmente un informe relativo a la ejecución de la política portuaria, que 

comprenderá el análisis de la gestión desarrollada en los puertos de interés 

general, y que remitirá al Ministerio de Fomento que lo elevará a las Cortes 

Generales. Las Autoridades Portuarias suministrarán a dicho Organismo 

Público la información que les sea requerida. 



Asimismo, como consecuencia de dicha información, Puertos del Estado podrá 

establecer directrices técnicas, económicas y financieras para el conjunto del sistema 

portuario. 

Asimismo, como consecuencia de dicha información, Puertos del Estado 

podrá establecer directrices técnicas, económicas y financieras para el conjunto 

del sistema portuario. 

 

 

Sección 2.ª Autoridades Portuarias 

 

 

Artículo 30. Consejo de Administración: composición, funciones e 

incompatibilidades. 

 

1. El Consejo de Administración está integrado por los siguientes miembros: 

a) El Presidente de la entidad, que lo será del Consejo. 

b) Un miembro nato, que será el Capitán Marítimo. 

c) Un número de vocales comprendido entre 10 y 13, excepto para las Islas 

Canarias y las Baleares, en cuyo caso podrá llegar a 16 vocales, a establecer por las 

Comunidades Autónomas o por las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, y 

designados por las mismas. 

2. La designación por las Comunidades Autónomas o las Ciudades Autónomas 

de Ceuta y Melilla de los vocales referidos en la letra c) del apartado anterior 

respetará los siguientes criterios: 

a) La Administración General del Estado estará representada, además de por el 

Capitán Marítimo, por tres de estos Vocales, de los cuales uno será un Abogado del 

Estado y otro del Organismo Público Puertos del Estado. 

b) La Comunidad Autónoma estará representada, además de por el Presidente, 

por cuatro vocales. 

 

Artículo 30. Consejo de Administración: composición, funciones e 

incompatibilidades. 

 

1. El Consejo de Administración está integrado por los siguientes 

miembros: 

a) El Presidente de la entidad, que lo será del Consejo. 

b) Un miembro nato, que será el Capitán Marítimo. 

c) Un número de vocales comprendido entre 10 y 13, excepto para las Islas 

Canarias y las Baleares, en cuyo caso podrá llegar a 16 vocales, a establecer por 

las Comunidades Autónomas o por las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, 

y designados por las mismas. 

2. La designación por las Comunidades Autónomas o las Ciudades 

Autónomas de Ceuta y Melilla de los vocales referidos en la letra c) del apartado 

anterior respetará los siguientes criterios: 

a) La Administración General del Estado estará representada, además de 

por el Capitán Marítimo, por tres de estos Vocales, de los cuales uno será un 

Abogado del Estado y otro del Organismo Público Puertos del Estado. 

b) La Comunidad Autónoma estará representada, además de por el 

Presidente, por cuatro vocales. 



c) En el caso de las Islas Canarias cada Cabildo tendrá un representante y en el 

de las Islas Baleares cada Consell tendrá un representante. 

d) Los municipios en cuyo término está localizada la zona de servicio del puerto 

tendrán una representación del 33 por ciento del resto de los miembros del Consejo. 

Cuando sean varios los municipios afectados, la representación corresponderá en 

primer lugar a aquél o aquellos que den nombre al puerto o a los puertos 

administrados por la Autoridad Portuaria, y posteriormente a los demás en 

proporción a la superficie del término municipal afectada por la zona de servicio. 

e) El 66 por ciento del resto de los miembros del Consejo serán designados en 

representación de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, organizaciones 

empresariales y sindicales y sectores económicos relevantes en el ámbito portuario. 

La designación de los Vocales deberá hacerse necesariamente a propuesta de 

las Administraciones Públicas y Entidades y Organismos representados en el 

Consejo de Administración. En el caso de la Administración General del Estado, 

dicha propuesta será realizada por el Presidente del Organismo Público Puertos del 

Estado. 

Los nombramientos de los Vocales del Consejo de Administración a que se 

refiere la letra c) del apartado primero, tendrán una duración de cuatro años, siendo 

renovable, sin perjuicio de lo establecido en el apartado siguiente. 

La separación de los Vocales del Consejo será acordada por el órgano 

competente de la Comunidad Autónoma, a propuesta de las organizaciones, 

organismos y entidades a que aquellos representen. 

3. El Consejo designará a propuesta del Presidente, un Secretario, que si no 

fuera miembro de aquél, asistirá a sus reuniones con voz pero sin voto. También 

formará parte del Consejo, con voz pero sin voto, el Director. 

4. No podrán formar parte del Consejo de Administración de las Autoridades 

Portuarias: 

a) Los propietarios, socios, consejeros, directores, gerentes, cargos de 

confianza, o directivos en general de sociedades o empresas que presten servicios o 

desarrollen actividades en el puerto, cuya concesión, autorización o contratación sea 

c) En el caso de las Islas Canarias cada Cabildo tendrá un representante y 

en el de las Islas Baleares cada Consell tendrá un representante. 

d) Los municipios en cuyo término está localizada la zona de servicio del 

puerto tendrán una representación del 33 por ciento del resto de los miembros 

del Consejo. Cuando sean varios los municipios afectados, la representación 

corresponderá en primer lugar a aquél o aquellos que den nombre al puerto o a 

los puertos administrados por la Autoridad Portuaria, y posteriormente a los 

demás en proporción a la superficie del término municipal afectada por la zona 

de servicio. 

e) El 66 por ciento del resto de los miembros del Consejo serán designados 

en representación de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, 

organizaciones empresariales y sindicales y sectores económicos relevantes en 

el ámbito portuario. 

La designación de los Vocales deberá hacerse necesariamente a propuesta 

de las Administraciones Públicas y Entidades y Organismos representados en el 

Consejo de Administración. En el caso de la Administración General del 

Estado, dicha propuesta será realizada por el Presidente del Organismo Público 

Puertos del Estado. 

Los nombramientos de los Vocales del Consejo de Administración a que se 

refiere la letra c) del apartado primero, tendrán una duración de cuatro años, 

siendo renovable, sin perjuicio de lo establecido en el apartado siguiente. 

La separación de los Vocales del Consejo será acordada por el órgano 

competente de la Comunidad Autónoma, a propuesta de las organizaciones, 

organismos y entidades a que aquellos representen. 

3. El Consejo designará a propuesta del Presidente, un Secretario, que si no 

fuera miembro de aquél, asistirá a sus reuniones con voz pero sin voto. También 

formará parte del Consejo, con voz pero sin voto, el Director. 

4. No podrán formar parte del Consejo de Administración de las 

Autoridades Portuarias: 



competencia o corresponda suscribir a la Autoridad Portuaria, salvo que ostenten un 

cargo de representación empresarial electivo de ámbito estatal, autonómico o local. 

 

b) Todos aquellos que tengan participación o interés directo en empresas o 

entidades que realicen o tengan presentadas ofertas para la realización en el puerto 

de obras y suministros o de cualquier actividad que genere a la Autoridad Portuaria 

gastos relevantes, salvo que se trate de Entidades o Corporaciones de Derecho 

Público o que ostenten un cargo de representación empresarial electivo de ámbito 

estatal, autonómico o local. 

c) El personal laboral de la Autoridad Portuaria o de empresas, entidades o 

corporaciones que presten sus servicios en el puerto, en lo que se refiere a los puestos 

de representación sindical, salvo que ostenten un cargo sindical electivo de ámbito 

estatal, autonómico o local. 

d) Los que se hallen incursos en incompatibilidad, con arreglo a la legislación 

aplicable. 

e) Las personas que no ostenten la condición de ciudadano de la Unión Europea. 

5. Corresponden al Consejo de Administración las siguientes funciones: 

a) Regir y administrar el puerto, sin perjuicio de las facultades que le 

correspondan al Presidente. 

b) Delimitar las funciones y responsabilidades de sus órganos y conferir y 

revocar poderes generales o especiales a personas determinadas, tanto físicas como 

jurídicas para los asuntos en que fuera necesario tal otorgamiento. 

c) Aprobar, a iniciativa del Presidente, la organización de la entidad y sus 

modificaciones. 

d) Establecer sus normas de gestión y sus reglas de funcionamiento interno, su 

régimen económico y funciones del Secretario. 

a) Los propietarios, socios, consejeros, directores, gerentes, cargos de 

confianza, o directivos en general de sociedades o empresas que presten 

servicios o desarrollen actividades en el puerto, cuya concesión, autorización o 

contratación sea competencia o corresponda suscribir a la Autoridad Portuaria, 

salvo que ostenten un cargo de representación empresarial electivo de ámbito 

estatal, autonómico o local. 

b) Todos aquellos que tengan participación o interés directo en empresas o 

entidades que realicen o tengan presentadas ofertas para la realización en el 

puerto de obras y suministros o de cualquier actividad que genere a la Autoridad 

Portuaria gastos relevantes, salvo que se trate de Entidades o Corporaciones de 

Derecho Público o que ostenten un cargo de representación empresarial electivo 

de ámbito estatal, autonómico o local. 

c) El personal laboral de la Autoridad Portuaria o de empresas, entidades o 

corporaciones que presten sus servicios en el puerto, en lo que se refiere a los 

puestos de representación sindical, salvo que ostenten un cargo sindical electivo 

de ámbito estatal, autonómico o local. 

d) Los que se hallen incursos en incompatibilidad, con arreglo a la 

legislación aplicable. 

e) Las personas que no ostenten la condición de ciudadano de la Unión 

Europea. 

5. Corresponden al Consejo de Administración las siguientes funciones: 

a) Regir y administrar el puerto, sin perjuicio de las facultades que le 

correspondan al Presidente. 

b) Delimitar las funciones y responsabilidades de sus órganos y conferir y 

revocar poderes generales o especiales a personas determinadas, tanto físicas 

como jurídicas para los asuntos en que fuera necesario tal otorgamiento. 

c) Aprobar, a iniciativa del Presidente, la organización de la entidad y sus 

modificaciones. 



e) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la 

Autoridad Portuaria y su programa de actuación plurianual, así como su remisión a 

Puertos del Estado para su tramitación. 

f) Aprobar las cuentas anuales, que incluirán el balance, la cuenta de pérdidas 

y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de 

efectivo, la memoria y la propuesta, en su caso, de la aplicación de resultados, 

acordando el porcentaje de los mismos que se destine a la constitución de reservas, 

en la cantidad que resulte precisa para la realización de inversiones y para su 

adecuado funcionamiento. 

g) Autorizar las inversiones y operaciones financieras de la entidad, incluidas 

la constitución y participación en sociedades mercantiles, previo cumplimiento de 

los requisitos legales necesarios. 

h) Aprobar los proyectos que supongan la ocupación de bienes y adquisición de 

derechos a que se refiere el artículo 61 de la presente ley, sin perjuicio de la 

aprobación técnica de los mismos por técnico competente. 

i) Ejercer las facultades de policía que le atribuye la presente ley, y que sean 

necesarias para el cumplimiento de sus fines. 

j) Fijar los objetivos de gestión anuales, en el marco de los globales que 

establezca Puertos del Estado para el conjunto del sistema. 

k) Proponer las operaciones financieras de activo o pasivo cuya aprobación 

corresponde a Puertos del Estado, dentro del marco de los planes de inversión, de 

financiación y de endeudamiento que el Gobierno y las Cortes Generales aprueben 

para este Organismo Público. 

l) Autorizar créditos para financiamiento del circulante. 

m) Fijar las tarifas por los servicios comerciales que preste la Autoridad 

Portuaria. 

n) Otorgar las concesiones y autorizaciones, de acuerdo con los criterios y 

Pliegos de Condiciones Generales que apruebe el Ministerio de Fomento, recaudar 

d) Establecer sus normas de gestión y sus reglas de funcionamiento interno, 

su régimen económico y funciones del Secretario. 

e) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la 

Autoridad Portuaria y su programa de actuación plurianual, así como su 

remisión a Puertos del Estado para su tramitación. 

f) Aprobar las cuentas anuales, que incluirán el balance, la cuenta de 

pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de 

flujos de efectivo, la memoria y la propuesta, en su caso, de la aplicación de 

resultados, acordando el porcentaje de los mismos que se destine a la 

constitución de reservas, en la cantidad que resulte precisa para la realización 

de inversiones y para su adecuado funcionamiento. 

g) Autorizar las inversiones y operaciones financieras de la entidad, 

incluidas la constitución y participación en sociedades mercantiles, previo 

cumplimiento de los requisitos legales necesarios. 

h) Aprobar los proyectos que supongan la ocupación de bienes y 

adquisición de derechos a que se refiere el artículo 61 de la presente ley, sin 

perjuicio de la aprobación técnica de los mismos por técnico competente. 

i) Ejercer las facultades de policía que le atribuye la presente ley, y que sean 

necesarias para el cumplimiento de sus fines. 

j) Fijar los objetivos de gestión anuales, en el marco de los globales que 

establezca Puertos del Estado para el conjunto del sistema. 

k) Proponer las operaciones financieras de activo o pasivo cuya aprobación 

corresponde a Puertos del Estado, dentro del marco de los planes de inversión, 

de financiación y de endeudamiento que el Gobierno y las Cortes Generales 

aprueben para este Organismo Público. 

l) Autorizar créditos para financiamiento del circulante. 

m) Fijar las tarifas por los servicios comerciales que preste la Autoridad 

Portuaria. 



las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público 

portuario y por la prestación del servicio de señalización marítima. 

ñ) Aprobar aquellos acuerdos, pactos, convenios y contratos que el propio 

Consejo determine que han de ser de su competencia, en razón de su importancia o 

materia. 

o) Acordar lo conveniente sobre el ejercicio de las acciones y recursos que 

correspondan a las Autoridades Portuarias en defensa de sus intereses ante las 

Administraciones Públicas y Tribunales de Justicia de cualquier orden, grado o 

jurisdicción. En caso de urgencia, esta facultad podrá ser ejercida por el Presidente, 

quien dará cuenta inmediata de lo actuado al Consejo de Administración en su 

primera reunión. 

p) Favorecer la libre competencia y velar para que no se produzcan situaciones 

de monopolio en la prestación de los distintos servicios portuarios. 

q) Realizar cuantos actos de gestión, disposición y administración de su 

patrimonio propio se reputen precisos. 

r) Aprobar las Ordenanzas del Puerto, con sujeción a lo previsto en el artículo 

295 de esta ley. 

s) Ejercer las demás funciones de la Autoridad Portuaria establecidas en el 

artículo 26 de esta ley no atribuidas a otros órganos de gobierno o de gestión y no 

reseñadas en los apartados anteriores. 

6. Para que el Consejo de Administración pueda constituirse válidamente será 

necesario que concurran a sus reuniones la mitad más uno de la totalidad de sus 

miembros presentes o representados y, en todo caso, el Presidente o Vicepresidente 

y el Secretario. La representación de los Vocales sólo podrá conferirse a otros 

miembros del Consejo por escrito y para cada sesión. 

 

 

 

n) Otorgar las concesiones y autorizaciones, de acuerdo con los criterios y 

Pliegos de Condiciones Generales que apruebe el Ministerio de Fomento, 

recaudar las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del 

dominio público portuario y por la prestación del servicio de señalización 

marítima. 

ñ) Aprobar aquellos acuerdos, pactos, convenios y contratos que el propio 

Consejo determine que han de ser de su competencia, en razón de su 

importancia o materia. 

o) Acordar lo conveniente sobre el ejercicio de las acciones y recursos que 

correspondan a las Autoridades Portuarias en defensa de sus intereses ante las 

Administraciones Públicas y Tribunales de Justicia de cualquier orden, grado o 

jurisdicción. En caso de urgencia, esta facultad podrá ser ejercida por el 

Presidente, quien dará cuenta inmediata de lo actuado al Consejo de 

Administración en su primera reunión. 

p) Favorecer la libre competencia y velar para que no se produzcan 

situaciones de monopolio en la prestación de los distintos servicios portuarios. 

q) Realizar cuantos actos de gestión, disposición y administración de su 

patrimonio propio se reputen precisos. 

r) Aprobar las Ordenanzas del Puerto, con sujeción a lo previsto en el 

artículo 295 de esta ley. 

s) Ejercer las demás funciones de la Autoridad Portuaria establecidas en el 

artículo 26 de esta ley no atribuidas a otros órganos de gobierno o de gestión y 

no reseñadas en los apartados anteriores. 

6. Para que el Consejo de Administración pueda constituirse válidamente 

será necesario que concurran a sus reuniones la mitad más uno de la totalidad 

de sus miembros presentes o representados y, en todo caso, el Presidente o 

Vicepresidente y el Secretario. La representación de los Vocales sólo podrá 

conferirse a otros miembros del Consejo por escrito y para cada sesión. 

7. Los miembros del Consejo de Administración recibirán la convocatoria 

conteniendo el orden del día de las reuniones y tendrán a su disposición la 



 

Los acuerdos del Consejo de Administración serán adoptados por mayoría de 

votos de los miembros presentes o representados. No obstante, para el 

nombramiento del Director así como para el ejercicio de las funciones a que se 

refieren las letras e), f) y g) del apartado 5 de este artículo, será necesario que los 

acuerdos se adopten por mayoría absoluta de los miembros del Consejo de 

Administración. El Presidente del Consejo dirimirá los empates con su voto de 

calidad. 

información correspondiente a los asuntos que figuren en el mencionado orden 

del día, con una antelación mínima de cuatro días hábiles. 

Los acuerdos del Consejo de Administración serán adoptados por mayoría 

de votos de los miembros presentes o representados. No obstante, para el 

nombramiento del Director así como para el ejercicio de las funciones a que se 

refieren las letras e), f) y g) del apartado 5 de este artículo, será necesario que 

los acuerdos se adopten por mayoría absoluta de los miembros del Consejo de 

Administración. El Presidente del Consejo dirimirá los empates con su voto de 

calidad. 

 

Artículo 35. Impugnación y revisión de oficio de acuerdos de los órganos 

de gobierno de las Autoridades Portuarias. 

 

1. Los acuerdos que adopten los órganos de gobierno de las Autoridades 

Portuarias u omisiones de los mismos que sean contrarios a lo prevenido en el Plan 

de Empresa, aprobado con arreglo a lo previsto en el artículo 52 o que incurran en 

cualquier otra infracción de lo previsto en esta ley, podrán ser recurridos ante el 

Ministro de Fomento, en el plazo de un mes, computado desde que se tenga 

conocimiento de su contenido. Este recurso se regirá por lo establecido para el 

recurso de alzada en el capítulo II del título VII de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. Están legitimados para interponer el citado 

recurso, la Comunidad Autónoma en que se ubique la Autoridad Portuaria y Puertos 

del Estado, oídas, en su caso, las organizaciones empresariales o sindicales 

interesadas, que sean relevantes en el ámbito portuario estatal. En los recursos 

presentados por Puertos del Estado, será preceptivo el informe previo de la 

Comunidad Autónoma en la que se ubique la Autoridad Portuaria. Asimismo, se 

recabará informe de Puertos del Estado cuando el recurso sea interpuesto por una 

Comunidad Autónoma. 

 

2. El recurso a que se refiere el apartado anterior se entiende sin perjuicio de las 

facultades de revisión de oficio reguladas en el capítulo I del título VII de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 

y del Procedimiento Administrativo Común y en los artículos 217 y 218 de la Ley 

 

Artículo 35. Impugnación y revisión de oficio de acuerdos de los 

órganos de gobierno de las Autoridades Portuarias. 

 

1. Los acuerdos que adopten los órganos de gobierno de las Autoridades 

Portuarias o sus omisiones que sean contrarios a lo prevenido en el Plan de 

Empresa, aprobado con arreglo a lo previsto en el artículo 52 o que incurran en 

cualquier otra infracción de lo previsto en esta ley, podrán ser recurridos ante la 

persona titular del Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible, en el plazo 

de un mes, computado desde que se tenga conocimiento de su contenido. Este 

recurso se regirá por lo establecido para el recurso de alzada en el capítulo II 

del título V de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Están legitimados 

para interponer el citado recurso, la Comunidad Autónoma en que se ubique la 

Autoridad Portuaria y Puertos del Estado, oídas, en su caso, las organizaciones 

empresariales o sindicales interesadas, que sean relevantes en el ámbito 

portuario estatal. En los recursos presentados por Puertos del Estado, será 

preceptivo el informe previo de la Comunidad Autónoma en la que se ubique la 

Autoridad Portuaria. Asimismo, se recabará informe de Puertos del Estado 

cuando el recurso sea interpuesto por una Comunidad Autónoma. 

2. El recurso a que se refiere el apartado anterior se entiende sin perjuicio 

de las facultades de revisión de oficio reguladas en el capítulo I del título V de 

la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en los artículos 217 y 218 de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria, que se ejercerán con arreglo a las 

siguientes reglas: 



58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que se ejercerán con arreglo a las 

siguientes reglas: 

a) Con carácter general, los procedimientos podrán iniciarse por acuerdo del 

órgano que dictó el acto, de oficio o a instancia de persona interesada, o por orden 

del Ministro de Fomento, de oficio o por petición razonada del Consejo Rector de 

Puertos del Estado, correspondiendo su tramitación al Ministerio de Fomento o al 

órgano en el que delegue. 

b) En los supuestos de actos dictados en materia tributaria, los procedimientos 

podrán iniciarse por acuerdo del órgano que dictó el acto, de oficio o a instancia de 

persona interesada, o por orden del Ministro de Fomento, de oficio o por petición 

razonada del Consejo Rector de Puertos del Estado, siendo el Ministerio de Fomento 

el órgano competente para su tramitación. 

c) En los supuestos previstos en las letras a) y b) anteriores, el órgano que dictó 

el acto objeto del procedimiento deberá emitir, en el plazo de diez días, una copia 

cotejada del expediente, así como un informe de los antecedentes que fuesen 

relevantes para resolver al órgano competente para tramitar. 

d) En los procedimientos previstos en la letra a) anterior será competente para 

resolver sobre la revisión el Ministerio de Fomento u órgano en quien este delegue. 

e) La resolución de los procedimientos de revisión previstos en la letra b) 

anterior corresponderá al Ministerio de Hacienda o al órgano en quien delegue, 

según lo dispuesto en la Ley General Tributaria y disposiciones dictadas en 

desarrollo y aplicación de la misma. 

f) Iniciado cualquier procedimiento de revisión de oficio, Puertos del Estado 

podrá solicitar motivadamente al órgano competente para la resolución del 

procedimiento la suspensión de la ejecución del acto, cuando esta pudiera causar 

perjuicios de imposible o difícil reparación. 

 

a) Con carácter general, los procedimientos podrán iniciarse por acuerdo 

del órgano que dictó el acto, de oficio o a instancia de persona interesada, o por 

orden del Ministro de Fomento, de oficio o por petición razonada del Consejo 

Rector de Puertos del Estado, correspondiendo su tramitación al Ministerio de 

Fomento o al órgano en el que delegue. 

b) En los supuestos de actos dictados en materia tributaria, los 

procedimientos podrán iniciarse por acuerdo del órgano que dictó el acto, de 

oficio o a instancia de persona interesada, o por orden del Ministro de Fomento, 

de oficio o por petición razonada del Consejo Rector de Puertos del Estado, 

siendo el Ministerio de Fomento el órgano competente para su tramitación. 

c) En los supuestos previstos en las letras a) y b) anteriores, el órgano que 

dictó el acto objeto del procedimiento deberá emitir, en el plazo de diez días, 

una copia cotejada del expediente, así como un informe de los antecedentes que 

fuesen relevantes para resolver al órgano competente para tramitar. 

d) En los procedimientos previstos en la letra a) anterior será competente 

para resolver sobre la revisión el Ministerio de Fomento u órgano en quien este 

delegue. 

e) La resolución de los procedimientos de revisión previstos en la letra b) 

anterior corresponderá al Ministerio de Hacienda o al órgano en quien delegue, 

según lo dispuesto en la Ley General Tributaria y disposiciones dictadas en 

desarrollo y aplicación de la misma. 

f) Iniciado cualquier procedimiento de revisión de oficio, Puertos del 

Estado podrá solicitar motivadamente al órgano competente para la resolución 

del procedimiento la suspensión de la ejecución del acto, cuando esta pudiera 

causar perjuicios de imposible o difícil reparación. 

g) En los procedimientos de revisión de actos nulos de pleno derecho y de 

declaración de lesividad de actos anulables, el plazo máximo para resolver y 

notificar la resolución será de un año. 



TÍTULO III 

Régimen de planificación y construcción de los puertos de interés general  

CAPÍTULO II 

Consideración urbanística de los puertos 

 

Artículo 56. Articulación urbanística de los puertos. 

 

1. Para articular la necesaria coordinación entre las Administraciones con 

competencia concurrente sobre el espacio portuario, los planes generales y demás 

instrumentos generales de ordenación urbanística deberán calificar la zona de 

servicio de los puertos estatales, así como el dominio público portuario afecto al 

servicio de señalización marítima, como sistema general portuario y no podrán 

incluir determinaciones que supongan una interferencia o perturbación en el 

ejercicio de las competencias de explotación portuaria y de señalización marítima, 

requiriéndose informe previo vinculante de Puertos del Estado, previo dictamen de 

la Comisión de Faros, en los casos en los que pueda verse afectado el servicio de 

señalización marítima por actuaciones fuera de los espacios antes mencionados, 

cuando en sus proximidades exista alguna instalación de ayudas a la navegación 

marítima. 

2. Dicho sistema general portuario se desarrollará a través de un plan especial 

o instrumento equivalente, que se instrumentará de la forma siguiente: 

a) La Autoridad Portuaria formulará dicho plan especial. 

Con carácter previo a la formulación del plan especial o instrumento 

equivalente que ordene la zona de servicio de un puerto, deberá encontrarse 

delimitada ésta mediante la aprobación de la Delimitación de los Espacios y Usos 

Portuarios en dicho puerto, no pudiendo extenderse las determinaciones de aquel 

plan más allá de la zona de servicio así delimitada. 

 

Artículo 56. Articulación urbanística de los puertos. 

 

1. Para articular la necesaria coordinación entre las Administraciones con 

competencia concurrente sobre el espacio portuario, los planes generales y 

demás instrumentos generales de ordenación urbanística deberán calificar la 

zona de servicio de los puertos estatales, así como el dominio público portuario 

afecto al servicio de señalización marítima, como sistema general portuario y 

no podrán incluir determinaciones que supongan una interferencia o 

perturbación en el ejercicio de las competencias de explotación portuaria y de 

señalización marítima, requiriéndose informe previo vinculante de Puertos del 

Estado, previo dictamen de la Comisión de Faros, en los casos en los que pueda 

verse afectado el servicio de señalización marítima por actuaciones fuera de los 

espacios antes mencionados, cuando en sus proximidades exista alguna 

instalación de ayudas a la navegación marítima. 

2. Dicho sistema general portuario se desarrollará a través de un plan 

especial o instrumento equivalente, que se instrumentará de la forma siguiente: 

a) La Autoridad Portuaria formulará dicho plan especial. 

Con carácter previo a la formulación del plan especial o instrumento 

equivalente que ordene la zona de servicio de un puerto, deberá encontrarse 

delimitada ésta mediante la aprobación de la Delimitación de los Espacios y 

Usos Portuarios en dicho puerto, no pudiendo extenderse las determinaciones 

de aquel plan más allá de la zona de servicio así delimitada. 



b) Su tramitación y aprobación se realizará de acuerdo con lo previsto en la 

legislación urbanística y de ordenación del territorio, por la Administración 

competente en materia de urbanismo. 

c) Concluida la tramitación, y con carácter previo a la aprobación definitiva de 

dicho plan especial, la Administración competente en materia de urbanismo, en un 

plazo de quince días, a contar desde la aprobación provisional, dará traslado del 

contenido de aquél a la Autoridad Portuaria para que ésta, en el plazo de un mes, se 

pronuncie sobre los aspectos de su competencia. 

Recibido por la Autoridad Portuaria el contenido del plan especial, ésta lo 

remitirá a Puertos del Estado a fin de que formule las observaciones y sugerencias 

que estime convenientes. 

En caso de que el traslado no se realice o de que la Autoridad Portuaria se 

pronuncie negativamente sobre la propuesta de la Administración competente en 

materia urbanística, ésta no podrá proceder a la aprobación definitiva del plan 

especial, debiendo efectuarse las consultas necesarias con la Autoridad Portuaria, a 

fin de llegar a un acuerdo expreso sobre el contenido del mismo. 

De persistir el desacuerdo, durante un período de seis meses, contados a partir 

del pronunciamiento negativo de la Autoridad Portuaria, corresponderá al Consejo 

de Ministros informar con carácter vinculante, previa emisión del citado informe de 

Puertos del Estado. 

La aprobación definitiva de los planes especiales a que hace referencia este 

apartado deberá ser notificada a la Autoridad Portuaria con los requisitos 

establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

3. El plan especial deberá incluir entre sus determinaciones las medidas y 

previsiones necesarias para garantizar una eficiente explotación del espacio 

portuario, su desarrollo y su conexión con los sistemas generales de transporte 

terrestre. 

b) Su tramitación y aprobación se realizará de acuerdo con lo previsto en la 

legislación urbanística y de ordenación del territorio, por la Administración 

competente en materia de urbanismo. 

c) Concluida la tramitación, y con carácter previo a la aprobación definitiva 

de dicho plan especial, la Administración competente en materia de urbanismo, 

en un plazo de quince días, a contar desde la aprobación provisional, dará 

traslado del contenido de aquél a la Autoridad Portuaria para que ésta, en el 

plazo de un mes, se pronuncie sobre los aspectos de su competencia. 

Recibido por la Autoridad Portuaria el contenido del plan especial, ésta lo 

remitirá a Puertos del Estado a fin de que formule las observaciones y 

sugerencias que estime convenientes. 

En caso de que el traslado no se realice o de que la Autoridad Portuaria se 

pronuncie negativamente sobre la propuesta de la Administración competente 

en materia urbanística, ésta no podrá proceder a la aprobación definitiva del plan 

especial, debiendo efectuarse las consultas necesarias con la Autoridad 

Portuaria, a fin de llegar a un acuerdo expreso sobre el contenido del mismo. 

De persistir el desacuerdo, durante un período de seis meses, contados a 

partir del pronunciamiento negativo de la Autoridad Portuaria, corresponderá al 

Consejo de Ministros informar con carácter vinculante, previa emisión del 

citado informe de Puertos del Estado. 

La aprobación definitiva de los planes especiales a que hace referencia este 

apartado deberá ser notificada a la Autoridad Portuaria con los requisitos 

establecidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

3. El plan especial deberá incluir entre sus determinaciones las medidas y 

previsiones necesarias para garantizar una eficiente explotación del espacio 

portuario, su desarrollo y su conexión con los sistemas generales de transporte 

terrestre. 



TÍTULO IV 

Medio ambiente y seguridad 

 

Artículo 69. Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

 

1. El Ministerio de Fomento determinará en los puertos de titularidad estatal 

una zona de servicio que incluirá los espacios de tierra y de agua necesarios para el 

desarrollo de los usos portuarios a que se refiere el artículo 72.1 de esta ley, los 

espacios de reserva que garanticen la posibilidad de desarrollo de la actividad 

portuaria y aquellos que puedan destinarse a usos vinculados a la interacción puerto-

ciudad mencionados en dicho artículo. Esta determinación se efectuará a través de 

la Orden Ministerial de Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

 

TÍTULO V 

Dominio público portuario estatal  

CAPÍTULO II 

Dominio público portuario  

Sección 2.ª Espacios y Usos Portuarios 

 

Artículo 69. Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

 

1. El Ministerio de Fomento determinará en los puertos de titularidad estatal 

una zona de servicio que incluirá los espacios de tierra y de agua necesarios para el 

desarrollo de los usos portuarios a que se refiere el artículo 72.1 de esta ley, los 

espacios de reserva que garanticen la posibilidad de desarrollo de la actividad 

portuaria y aquellos que puedan destinarse a usos vinculados a la interacción puerto-

ciudad mencionados en dicho artículo. Esta determinación se efectuará a través de 

la Orden Ministerial de Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

 

Artículo 69. Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

 

1. El Ministerio de Fomento determinará en los puertos de titularidad estatal 

una zona de servicio que incluirá los espacios de tierra y de agua necesarios para 

el desarrollo de los usos portuarios a que se refiere el artículo 72.1 de esta ley, 

los espacios de reserva que garanticen la posibilidad de desarrollo de la 

actividad portuaria y aquellos que puedan destinarse a usos vinculados a la 

interacción puerto-ciudad mencionados en dicho artículo. Esta determinación 

se efectuará a través de la Orden Ministerial de Delimitación de los Espacios y 

Usos Portuarios. 



2. El espacio de agua incluido en la zona de servicio comprenderá las áreas de 

agua y dársenas donde se realicen las operaciones portuarias de carga, descarga y 

trasbordo de mercancías y pesca, de embarque y desembarque de pasajeros, donde 

se presten los servicios técnico-náuticos y donde tenga lugar la construcción, 

reparación y desguace de buques a flote, así como las áreas de atraque, reviro y 

maniobra de los buques y embarcaciones, los canales de acceso y navegación y las 

zonas de espera y de fondeo, incluyendo los márgenes necesarios para la seguridad 

marítima y para la protección ante acciones terroristas y antisociales. También 

comprenderá los espacios de reserva necesarios para la ampliación del puerto. El 

espacio de agua se subdividirá en dos zonas: 

 

a) Zona I, o interior de las aguas portuarias, que abarcará los espacios de agua 

abrigados ya sea de forma natural o por el efecto de diques de abrigo. 

b) Zona II, o exterior de las aguas portuarias, que comprenderá el resto de las 

aguas. 

3. La Autoridad Portuaria elaborará el expediente de propuesta de Delimitación 

de los Espacios y Usos Portuarios, que incluirá la definición exterior e interior del 

dominio público portuario, los usos previstos para cada una de las diferentes áreas 

en las que se divida la zona de servicio del puerto a los que se refiere el artículo 72 

de esta ley, y la justificación de la necesidad o conveniencia de tales usos, según 

criterios transparentes, objetivos, no discriminatorios y de fomento de la 

competencia en la prestación de servicios. 

Asimismo, se incluirán los espacios necesarios para que los órganos de las 

Administraciones públicas puedan ejercer competencias de vigilancia, seguridad 

pública, inspección, control de entradas y salidas de personas y mercancías del 

territorio nacional, identificación y otras que, por su relación directa con la actividad 

portuaria, deban desarrollarse necesariamente en el puerto conforme a lo dispuesto 

en el artículo 72.2 de esta ley. 

 

2. El espacio de agua incluido en la zona de servicio comprenderá las áreas 

de agua y dársenas donde se realicen las operaciones portuarias de carga, 

descarga y trasbordo de mercancías y pesca, de embarque y desembarque de 

pasajeros, donde se presten los servicios técnico-náuticos y donde tenga lugar 

la construcción, reparación y desguace de buques a flote, así como las áreas de 

atraque, reviro y maniobra de los buques y embarcaciones, los canales de acceso 

y navegación y las zonas de espera y de fondeo, incluyendo los márgenes 

necesarios para la seguridad marítima y para la protección ante acciones 

terroristas y antisociales. También comprenderá los espacios de reserva 

necesarios para la ampliación del puerto. El espacio de agua se subdividirá en 

dos zonas: 

a) Zona I, o interior de las aguas portuarias, que abarcará los espacios de 

agua abrigados ya sea de forma natural o por el efecto de diques de abrigo. 

b) Zona II, o exterior de las aguas portuarias, que comprenderá el resto de 

las aguas. 

3. La Autoridad Portuaria elaborará el expediente de propuesta de 

Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, que incluirá la definición 

exterior e interior del dominio público portuario, los usos previstos para cada 

una de las diferentes áreas en las que se divida la zona de servicio del puerto a 

los que se refiere el artículo 72 de esta ley, y la justificación de la necesidad o 

conveniencia de tales usos, según criterios transparentes, objetivos, no 

discriminatorios y de fomento de la competencia en la prestación de servicios. 

Asimismo, se incluirán los espacios necesarios para que los órganos de las 

Administraciones públicas puedan ejercer competencias de vigilancia, 

seguridad pública, inspección, control de entradas y salidas de personas y 

mercancías del territorio nacional, identificación y otras que, por su relación 

directa con la actividad portuaria, deban desarrollarse necesariamente en el 

puerto conforme a lo dispuesto en el artículo 72.2 de esta ley. 

4. Una vez elaborado el expediente de propuesta de Delimitación de los 

Espacios y Usos Portuarios por la Autoridad Portuaria, se seguirá el siguiente 

procedimiento administrativo: 



4. Una vez elaborado el expediente de propuesta de Delimitación de los 

Espacios y Usos Portuarios por la Autoridad Portuaria, se seguirá el siguiente 

procedimiento administrativo: 

a) La Autoridad Portuaria solicitará informe de las Administraciones 

urbanísticas, de la Administración con competencia en materia de costas, de pesca 

en aguas interiores, de ordenación del sector pesquero y deportes, así como en 

aquellos otros ámbitos sectoriales sobre los que pueda incidir la Delimitación de los 

Espacios y Usos Portuarios, que deberán informar en los aspectos relativos a sus 

propias competencias. 

b) Simultáneamente, la Autoridad Portuaria someterá a información pública el 

expediente elaborado por un plazo de 45 días, durante el cual los interesados podrán 

formular alegaciones. Tras la conclusión del plazo de información pública y del 

trámite de consultas, la Autoridad Portuaria dará respuesta a los interesados 

incorporando al expediente la documentación resultante de los trámites efectuados 

y procediendo a las modificaciones de la Delimitación de los Espacios y Usos 

Portuarios que sean oportunas, a la vista de las alegaciones. 

c) Cumplimentada dicha tramitación, se remitirá el expediente con la propuesta 

de Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios a Puertos del Estado. En el caso 

de que el informe de la Administración con competencia en materia de costas haya 

sido negativo o la Autoridad Portuaria no haya recogido en su propuesta sus 

sugerencias, Puertos del Estado convocará a la Autoridad Portuaria y al órgano 

competente de la citada Administración de costas a un periodo de consultas durante 

el plazo de un mes desde la recepción de la propuesta, a fin de que puedan contrastar 

sus posiciones y a fin de que por este último, a través del correspondiente informe, 

se formulen las observaciones y sugerencias finales que considere oportunas para 

que, en su caso, sean tomadas en consideración. En el caso de que dicho órgano 

competente en materia de costas no emita informe en el plazo máximo de un mes 

después de la finalización del proceso de consultas, se entenderá que es favorable a 

la propuesta de la Autoridad Portuaria. 

d) Simultáneamente, Puertos del Estado recabará informe del Ministerio de 

Defensa, desde la perspectiva de su posible incidencia sobre los intereses de la 

defensa nacional, del Ministerio del Interior, en lo que se refiere a los aspectos de 

seguridad pública y de control de entradas y salidas de personas del territorio 

a) La Autoridad Portuaria solicitará informe de las Administraciones 

urbanísticas, de la Administración con competencia en materia de costas, de 

pesca en aguas interiores, de ordenación del sector pesquero y deportes, así 

como en aquellos otros ámbitos sectoriales sobre los que pueda incidir la 

Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, que deberán informar en los 

aspectos relativos a sus propias competencias. 

b) Simultáneamente, la Autoridad Portuaria someterá a información 

pública el expediente elaborado por un plazo de 45 días, durante el cual los 

interesados podrán formular alegaciones. Tras la conclusión del plazo de 

información pública y del trámite de consultas, la Autoridad Portuaria dará 

respuesta a los interesados incorporando al expediente la documentación 

resultante de los trámites efectuados y procediendo a las modificaciones de la 

Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios que sean oportunas, a la vista 

de las alegaciones. 

c) Cumplimentada dicha tramitación, se remitirá el expediente con la 

propuesta de Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios a Puertos del 

Estado. En el caso de que el informe de la Administración con competencia en 

materia de costas haya sido negativo o la Autoridad Portuaria no haya recogido 

en su propuesta sus sugerencias, Puertos del Estado convocará a la Autoridad 

Portuaria y al órgano competente de la citada Administración de costas a un 

periodo de consultas durante el plazo de un mes desde la recepción de la 

propuesta, a fin de que puedan contrastar sus posiciones y a fin de que por este 

último, a través del correspondiente informe, se formulen las observaciones y 

sugerencias finales que considere oportunas para que, en su caso, sean tomadas 

en consideración. En el caso de que dicho órgano competente en materia de 

costas no emita informe en el plazo máximo de un mes después de la 

finalización del proceso de consultas, se entenderá que es favorable a la 

propuesta de la Autoridad Portuaria. 

d) Simultáneamente, Puertos del Estado recabará informe del Ministerio de 

Defensa, desde la perspectiva de su posible incidencia sobre los intereses de la 

defensa nacional, del Ministerio del Interior, en lo que se refiere a los aspectos 

de seguridad pública y de control de entradas y salidas de personas del territorio 

nacional, del Ministerio de Economía y Hacienda en lo que se refiere a los 

aspectos de vigilancia y control aduanero previsto en la normativa comunitaria 



nacional, del Ministerio de Economía y Hacienda en lo que se refiere a los aspectos 

de vigilancia y control aduanero previsto en la normativa comunitaria y nacional 

sobre la materia en la entrada y salida de mercancías y personas con destino o 

procedencia el territorio aduanero comunitario nacional y, cuando proceda, del 

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio en aspectos relacionados con la 

construcción naval. Estos informes deberán emitirse en el plazo de dos meses desde 

la recepción de la propuesta, entendiéndose en sentido favorable si transcurriera 

dicho plazo sin que el informe se haya emitido de forma expresa. 

 

e) Cuando la propuesta de delimitación incluya terrenos y bienes del Patrimonio 

del Estado destinados en ese momento a usos y finalidades distintos, Puertos del 

Estado la someterá a informe vinculante del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Asimismo, cuando la propuesta de delimitación incluya terrenos y bienes afectos al 

Ministerio del Interior o al Ministerio de Defensa, se someterá a informe vinculante 

de dichos ministerios. Dicho trámite se efectuará, cuando proceda, simultáneamente 

con la petición de informe indicada en el apartado d), y se entenderá favorable si no 

se emite de forma expresa en el plazo de dos meses desde la recepción de la 

documentación ampliable a tres meses cuando así lo exijan las circunstancias del 

destino actual o previsible que han de ser ponderadas, previa comunicación expresa 

del Departamento que solicite la ampliación en la que se consignen dichas 

circunstancias, que deberán remitirse a Puertos del Estado con anterioridad a la 

finalización del plazo inicial. 

f) Recibidos los informes o transcurrido el plazo para su emisión, Puertos del 

Estado emitirá informe que lo elevará, junto al expediente, al Ministerio de 

Fomento. En el caso de que el informe final de la Administración competente en 

materia de costas resulte desfavorable, Puertos del Estado hará constar 

expresamente en su informe esta circunstancia, debiendo motivar las razones por las 

que éstas deben ser tomadas en consideración, así como aquéllas que no puedan 

aceptarse. 

g) Corresponde al Ministro de Fomento la aprobación de la Delimitación de los 

Espacios y Usos Portuarios. 

 

y nacional sobre la materia en la entrada y salida de mercancías y personas con 

destino o procedencia el territorio aduanero comunitario nacional y, cuando 

proceda, del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio en aspectos 

relacionados con la construcción naval. Estos informes deberán emitirse en el 

plazo de dos meses desde la recepción de la propuesta, entendiéndose en sentido 

favorable si transcurriera dicho plazo sin que el informe se haya emitido de 

forma expresa. 

e) Cuando la propuesta de delimitación incluya terrenos y bienes del 

Patrimonio del Estado destinados en ese momento a usos y finalidades distintos, 

Puertos del Estado la someterá a informe vinculante del Ministerio de Economía 

y Hacienda. Asimismo, cuando la propuesta de delimitación incluya terrenos y 

bienes afectos al Ministerio del Interior o al Ministerio de Defensa, se someterá 

a informe vinculante de dichos ministerios. Dicho trámite se efectuará, cuando 

proceda, simultáneamente con la petición de informe indicada en el apartado d), 

y se entenderá favorable si no se emite de forma expresa en el plazo de dos 

meses desde la recepción de la documentación ampliable a tres meses cuando 

así lo exijan las circunstancias del destino actual o previsible que han de ser 

ponderadas, previa comunicación expresa del Departamento que solicite la 

ampliación en la que se consignen dichas circunstancias, que deberán remitirse 

a Puertos del Estado con anterioridad a la finalización del plazo inicial. 

f) Recibidos los informes o transcurrido el plazo para su emisión, Puertos 

del Estado emitirá informe que lo elevará, junto al expediente, al Ministerio de 

Fomento. En el caso de que el informe final de la Administración competente 

en materia de costas resulte desfavorable, Puertos del Estado hará constar 

expresamente en su informe esta circunstancia, debiendo motivar las razones 

por las que éstas deben ser tomadas en consideración, así como aquéllas que no 

puedan aceptarse. 

g) La Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios no ostenta la 

naturaleza de plan ni de programa y no está sometida a evaluación ambiental 

estratégica. 

h) Corresponde al Ministro de Fomento la aprobación de la Delimitación 

de los Espacios y Usos Portuarios. 



 

5. La aprobación de la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios llevará 

implícita la declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios de los bienes de 

propiedad privada y de rescate de las concesiones que requiera la actuación portuaria 

en el ámbito de dicha delimitación, así como la afectación al uso portuario de los 

bienes de dominio público y de los bienes patrimoniales incluidos en la zona de 

servicio que sean de interés para el puerto. 

6. Aprobada la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, el texto íntegro 

del acuerdo adoptado en el acto de aprobación de la misma se publicará en el 

«Boletín Oficial del Estado». 

5. La aprobación de la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios 

llevará implícita la declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios de 

los bienes de propiedad privada y de rescate de las concesiones que requiera la 

actuación portuaria en el ámbito de dicha delimitación, así como la afectación 

al uso portuario de los bienes de dominio público y de los bienes patrimoniales 

incluidos en la zona de servicio que sean de interés para el puerto. 

6. Aprobada la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, el texto 

íntegro del acuerdo adoptado se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y 

se comunicará a la Dirección General del Catastro. 

CAPÍTULO III  

Utilización del dominio público portuario estatal  

Sección 2.ª Autorizaciones  

 

Artículo 77. Requisitos de la solicitud. 

 

1. Para que la Autoridad Portuaria resuelva sobre la ocupación del dominio 

público portuario, el interesado deberá formular una solicitud acompañada de: 

a) Datos identificativos del solicitante o, en su caso, de los partícipes en la 

comunidad o entidad sin personalidad jurídica. 

b) Memoria y planos de conjunto o de detalle necesarios de los bienes e 

instalaciones a desarrollar, en los que se especifique la extensión de la zona de 

dominio público portuario a ocupar. 

c) Descripción de la actividad a desarrollar y, en su caso, plazo de la misma. 

d) Información económico-financiera de la actividad a desarrollar. 

 

Artículo 77. Requisitos de la solicitud. 

 

1. Para que la Autoridad Portuaria resuelva sobre la ocupación del dominio 

público portuario, el interesado deberá formular una solicitud acompañada de: 

a) Datos identificativos del solicitante o, en su caso, de los partícipes en la 

comunidad o entidad sin personalidad jurídica. 

b) Memoria y planos de conjunto o de detalle necesarios de los bienes e 

instalaciones a desarrollar, en los que se especifique la extensión de la zona de 

dominio público portuario a ocupar. 

c) Descripción de la actividad a desarrollar y, en su caso, plazo de la misma. 

d) Información económico-financiera de la actividad a desarrollar. 



e) Otros documentos y justificaciones que la Autoridad Portuaria considere 

necesarios y su exigencia esté justificada por razón imperiosa de interés general. 

2. Las solicitudes que se opongan a lo dispuesto en el Plan Estratégico, en el 

Plan Director, en la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, en el plan 

especial, en su caso, o en la normativa vigente, no se admitirán, archivándose en el 

plazo máximo de dos meses, sin más trámite que la audiencia previa al peticionario. 

 

Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos y éstos fueran susceptibles de 

subsanación, se procederá para ello en la forma prevista en la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

e) Otros documentos y justificaciones que la Autoridad Portuaria considere 

necesarios y su exigencia esté justificada por razón imperiosa de interés general. 

2. Las solicitudes que se opongan a lo dispuesto en el Plan Estratégico, en 

el Plan Director, en la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, en el 

plan especial, en su caso, o en la normativa vigente, no se admitirán, 

archivándose en el plazo máximo de dos meses, sin más trámite que la audiencia 

previa al peticionario. 

Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos y éstos fueran susceptibles 

de subsanación, se procederá para ello en la forma prevista en la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre. 

 

 

 

Sección 3.ª Concesiones demaniales 

 

 

Artículo 81. Ámbito de aplicación. 

 

1. Estará sujeta a previa concesión otorgada por la Autoridad Portuaria la 

ocupación del dominio público portuario, con obras o instalaciones no desmontables 

o usos por plazo superior a tres años. 

2. Las concesiones sólo podrán otorgarse para obras, instalaciones o usos que 

se ajusten a las determinaciones establecidas en el plan especial de ordenación de la 

zona de servicio del puerto o, en su defecto, la Delimitación de los Espacios y Usos 

Portuarios, y se someterán al correspondiente Pliego de Condiciones Generales para 

el otorgamiento de concesiones demaniales que apruebe el Ministro de Fomento y 

a las condiciones particulares que determine la Autoridad Portuaria, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 139 de esta ley. 

 

 

Artículo 81. Ámbito de aplicación. 

 

1. Estará sujeta a previa concesión otorgada por la Autoridad Portuaria la 

ocupación del dominio público portuario, con obras o instalaciones no 

desmontables o usos por plazo superior a tres años. 

2. Las concesiones sólo podrán otorgarse para obras, instalaciones o usos 

que se ajusten a las determinaciones establecidas en el plan especial de 

ordenación de la zona de servicio del puerto o, en su defecto, la Delimitación 

de los Espacios y Usos Portuarios, y se someterán al correspondiente Pliego de 

Condiciones Generales para el otorgamiento de concesiones demaniales que 

apruebe el Ministro de Fomento y a las condiciones particulares que determine 

la Autoridad Portuaria, de acuerdo con lo establecido en el artículo 139 de esta 

ley. 

3. Para el otorgamiento de una concesión será preciso que la Autoridad 

Portuaria tenga a disposición los terrenos y espacios de agua objeto de la misma, 



3. Para el otorgamiento de una concesión será preciso que la Autoridad 

Portuaria tenga a disposición los terrenos y espacios de agua objeto de la misma, 

salvo en aquellos supuestos en los que, próxima la fecha de extinción de una 

concesión, se tramite el otorgamiento de una nueva sobre los mismos terrenos y 

espacios de agua, y en aquellos otros supuestos en los que sea precisa la ejecución 

de obras por la Autoridad Portuaria previa a la puesta a disposición. En estos 

supuestos, el término inicial de la concesión coincidirá con la fecha de extinción de 

aquélla o con la fecha de finalización de las obras por la Autoridad Portuaria. No 

obstante, no podrán transcurrir más de dos años desde el acuerdo de otorgamiento 

de la concesión hasta la efectiva puesta a disposición de los terrenos. 

 

 

4. En el título concesional se incorporarán, además de las condiciones relativas 

a la ocupación del dominio público portuario, las relativas a la actividad o a la 

prestación del servicio. 

5. La concesión o autorización de instalaciones de atraque deberá incorporar la 

de la correspondiente zona de maniobra, sin perjuicio de que, excepcionalmente y 

por razones derivadas de la explotación portuaria o insuficiencia de instalaciones de 

atraque disponibles, la Autoridad Portuaria impondrá, en el momento del 

otorgamiento del correspondiente título administrativo o posteriormente, la 

utilización obligatoria de las instalaciones en concesión o autorización a favor de 

terceros prestadores de servicios portuarios. En este caso, los beneficiarios deberán 

abonar al titular de la concesión o autorización la correspondiente tarifa, que deberá 

ser fijada con criterios de objetividad, transparencia y no discriminación y que no 

podrá exceder de la cuantía máxima aprobada por la Autoridad Portuaria en el 

correspondiente título. El Reglamento de Explotación y Policía determinará las 

razones objetivas derivadas de la explotación portuaria o de insuficiencia de 

instalaciones de atraque disponibles que justifiquen la utilización obligatoria a favor 

de terceros prestadores de servicios portuarios. 

El Consejo de Administración aprobará, con carácter general, los supuestos de 

cesión, las condiciones de la misma y las tarifas máximas a percibir conforme a lo 

salvo en aquellos supuestos en los que, próxima la fecha de extinción de una 

concesión, se tramite el otorgamiento de una nueva sobre los mismos terrenos 

y espacios de agua, y en aquellos otros en los que, con carácter previo a la puesta 

a disposición, sea precisa la ejecución de obras por la Autoridad Portuaria. En 

estos supuestos, el término inicial de la concesión coincidirá con la fecha de 

extinción del anterior título demanial o con la fecha de finalización de las obras 

por la Autoridad Portuaria, sin que puedan transcurrir más de dos años desde el 

acuerdo de otorgamiento de la concesión hasta la efectiva puesta a disposición 

de los terrenos. Se exceptúa el supuesto de ejecución de obras por la Autoridad 

Portuaria, en cuyo caso el plazo de puesta a disposición de los terrenos no podrá 

ser superior a cuatro años. 

4. En el título concesional se incorporarán, además de las condiciones 

relativas a la ocupación del dominio público portuario, las relativas a la 

actividad o a la prestación del servicio. 

5. La concesión o autorización de instalaciones de atraque deberá 

incorporar la de la correspondiente zona de maniobra, sin perjuicio de que, 

excepcionalmente y por razones derivadas de la explotación portuaria o 

insuficiencia de instalaciones de atraque disponibles, la Autoridad Portuaria 

impondrá, en el momento del otorgamiento del correspondiente título 

administrativo o posteriormente, la utilización obligatoria de las instalaciones 

en concesión o autorización a favor de terceros prestadores de servicios 

portuarios. En este caso, los beneficiarios deberán abonar al titular de la 

concesión o autorización la correspondiente tarifa, que deberá ser fijada con 

criterios de objetividad, transparencia y no discriminación y que no podrá 

exceder de la cuantía máxima aprobada por la Autoridad Portuaria en el 

correspondiente título. El Reglamento de Explotación y Policía determinará las 

razones objetivas derivadas de la explotación portuaria o de insuficiencia de 

instalaciones de atraque disponibles que justifiquen la utilización obligatoria a 

favor de terceros prestadores de servicios portuarios. 

El Consejo de Administración aprobará, con carácter general, los supuestos 

de cesión, las condiciones de la misma y las tarifas máximas a percibir conforme 

a lo dispuesto en esta ley por los titulares de las concesiones o autorizaciones, 

en función de las características de las instalaciones portuarias. 



dispuesto en esta ley por los titulares de las concesiones o autorizaciones, en función 

de las características de las instalaciones portuarias. 

Cuando una instalación fija otorgada en concesión o autorización impida el uso 

por terceros de una instalación de atraque, ésta deberá ser asimismo incorporada a 

dicha concesión o autorización. 

Cuando una instalación fija otorgada en concesión o autorización impida el 

uso por terceros de una instalación de atraque, ésta deberá ser asimismo 

incorporada a dicha concesión o autorización. 

 

Artículo 92. Actos de transmisión y de gravamen. 

 

1. En caso de fallecimiento del concesionario, sus causahabientes, a título de 

herencia o legado, podrán subrogarse, en el plazo de un año, en los derechos y 

obligaciones de aquél. Transcurrido dicho plazo sin manifestación expresa a la 

Autoridad Portuaria, se entenderá que renuncian a la concesión. 

Si hubiera varios herederos, la Autoridad Portuaria podrá exigirles que designen 

un representante a todos los efectos. 

2. Previa autorización de la Autoridad Portuaria, las concesiones podrán 

transmitirse por actos inter vivos, subrogándose el nuevo titular en los derechos y 

obligaciones derivados de la concesión. La Autoridad Portuaria podrá ejercer los 

derechos de tanteo y retracto en el plazo de tres meses. Dicho plazo se computará, 

en el primer caso, desde la notificación por el concesionario de las condiciones en 

que va a proceder a transmitir la concesión, entre las que necesariamente habrán de 

reflejarse las relativas al precio y formas de pago. Y, en el caso del retracto, desde 

que tenga conocimiento expreso la Autoridad Portuaria. 

 

3. Para que la Autoridad Portuaria autorice la transmisión de una concesión se 

deberán cumplir, al menos, las siguientes condiciones: 

a) Que el concesionario se encuentre al corriente en el cumplimiento de todas 

las obligaciones derivadas de la concesión. 

b) Que el nuevo titular reúna los requisitos exigidos para el ejercicio de la 

actividad o prestación del servicio objeto de la concesión. 

 

Artículo 92. Actos de transmisión y de gravamen. 

 

1. En caso de fallecimiento del concesionario, sus causahabientes, a título 

de herencia o legado, podrán subrogarse, en el plazo de un año, en los derechos 

y obligaciones de aquél. Transcurrido dicho plazo sin manifestación expresa a 

la Autoridad Portuaria, se entenderá que renuncian a la concesión. 

Si hubiera varios herederos, la Autoridad Portuaria podrá exigirles que 

designen un representante a todos los efectos. 

2. Previa autorización de la Autoridad Portuaria, las concesiones podrán 

transmitirse por actos inter vivos, subrogándose el nuevo titular en los derechos 

y obligaciones derivados de la concesión. La Autoridad Portuaria podrá ejercer 

los derechos de tanteo y retracto en el plazo de tres meses. Dicho plazo se 

computará, en el primer caso, desde la notificación por el concesionario de las 

condiciones en que va a proceder a transmitir la concesión, entre las que 

necesariamente habrán de reflejarse las relativas al precio y formas de pago. Y, 

en el caso del retracto, desde que tenga conocimiento expreso la Autoridad 

Portuaria. 

3. Para que la Autoridad Portuaria autorice la transmisión de una concesión 

se deberán cumplir, al menos, las siguientes condiciones:  

a) Que el concesionario se encuentre al corriente en el cumplimiento de 

todas las obligaciones derivadas de la concesión.  

b) Que el nuevo titular reúna los requisitos exigidos para el ejercicio de la 

actividad o prestación del servicio objeto de la concesión.  



c) Que, desde su fecha de otorgamiento, haya transcurrido, al menos, un plazo 

de dos años. Excepcionalmente, la Autoridad Portuaria podrá autorizar su 

transmisión antes de que transcurra dicho plazo, siempre que se hayan ejecutado al 

menos un 50 por ciento de las obras que, en su caso, hayan sido aprobadas. 

d) Que no se originen situaciones de dominio del mercado susceptibles de 

afectar a la libre competencia dentro del puerto, en la prestación de los servicios 

portuarios o en las actividades y servicios comerciales directamente relacionados 

con la actividad portuaria, de acuerdo con lo establecido en el apartado 4. 

En los supuestos de remate judicial, administrativo o adjudicación de bienes por 

impago de créditos hipotecarios, el nuevo concesionario deberá subrogarse en las 

obligaciones derivadas de la concesión del antiguo titular, y cuando no reúna los 

requisitos para el ejercicio de la actividad o prestación del servicio objeto de la 

concesión deberá proceder en la forma establecida en el apartado 8. 

 

 

 

4. La enajenación de las acciones, participaciones o cuotas de una sociedad, 

comunidad de bienes u otros entes sin personalidad jurídica que tengan como 

actividad principal la explotación de la concesión, exigirá la autorización de la 

Autoridad Portuaria siempre que pueda suponer que el adquirente obtenga una 

posición que le permita influir de manera efectiva en la gestión o control de dicha 

sociedad o comunidad. 

En el supuesto de que la concesión tenga por objeto la prestación de un servicio 

portuario o el desarrollo de una actividad o servicio comercial directamente 

relacionado con la actividad portuaria, la transmisión no podrá ser autorizada 

cuando el adquirente sea titular de una concesión con el mismo objeto o tenga una 

participación directa o indirecta que le permita influir de manera efectiva en una 

sociedad o comunidad titular de una concesión cuyo objeto sea el mismo, siempre 

que ostente una posición dominante en la actividad objeto de la concesión dentro 

del puerto o cuando como consecuencia de la adquisición pueda adquirirla. 

c) Que, desde su fecha de otorgamiento, haya transcurrido, al menos, un 

plazo de dos años. Excepcionalmente, la Autoridad Portuaria podrá autorizar su 

transmisión antes de que transcurra dicho plazo, siempre que se hayan ejecutado 

al menos un 50 por ciento de las obras que, en su caso, hayan sido aprobadas.  

d) Que no se originen situaciones de dominio del mercado susceptibles de 

afectar a la libre competencia dentro del puerto, en la prestación de los servicios 

portuarios o en las actividades y servicios comerciales directamente 

relacionados con la actividad portuaria, de acuerdo con lo establecido en el 

apartado 4.  

En los supuestos de remate judicial o administrativo, así como en los 

procedimientos regulados en la ley concursal, el adquirente quedará subrogado 

en la posición del concesionario, previa autorización de la Autoridad Portuaria.  

Todo el que desee participar en el procedimiento de enajenación en estos 

supuestos deberá solicitar la oportuna autorización a la Autoridad Portuaria, 

cuya resolución deberá notificarse al interesado en el plazo máximo de 15 días, 

y sin la cual no se le admitirá en el procedimiento. La autorización se otorgará 

siempre que el peticionario cumpla los requisitos exigidos al concesionario y la 

condición señalada en la letra d) anterior. 

4. La enajenación de las acciones, participaciones o cuotas de una sociedad, 

comunidad de bienes u otros entes sin personalidad jurídica que tengan como 

actividad principal la explotación de la concesión, exigirá la autorización de la 

Autoridad Portuaria siempre que pueda suponer que el adquirente obtenga una 

posición que le permita influir de manera efectiva en la gestión o control de 

dicha sociedad o comunidad. 

En el supuesto de que la concesión tenga por objeto la prestación de un 

servicio portuario o el desarrollo de una actividad o servicio comercial 

directamente relacionado con la actividad portuaria, la transmisión no podrá ser 

autorizada cuando el adquirente sea titular de una concesión con el mismo 

objeto o tenga una participación directa o indirecta que le permita influir de 

manera efectiva en una sociedad o comunidad titular de una concesión cuyo 

objeto sea el mismo, siempre que ostente una posición dominante en la actividad 



Para la determinación de las situaciones de influencia efectiva en la gestión o 

control de una entidad y de tenencia de posición dominante en el puerto se estará a 

lo dispuesto en el artículo 121.1 de esta ley. 

5. Si la sociedad titular cambia de denominación social, estará obligada a 

notificarlo a la Autoridad Portuaria. 

6. En el supuesto de adjudicación de la concesión mediante remate judicial o 

administrativo, la Autoridad Portuaria podrá ejercer el derecho de retracto en el 

plazo de tres meses, a contar desde el momento en que aquélla tenga conocimiento 

de la adjudicación. 

7. La constitución de hipotecas y otros derechos de garantía sobre las 

concesiones deberá ser previamente autorizada por la Autoridad Portuaria. 

8. Si el adjudicatario de una concesión mediante remate judicial o 

administrativo o los herederos de un concesionario no cumpliesen los requisitos 

establecidos en este artículo, los nuevos titulares de la concesión deberán 

transferirla, en el plazo de 12 meses, a un nuevo concesionario que, a estos efectos, 

no presente limitación alguna. 

9. No se inscribirá en el Registro de la Propiedad la transmisión de las 

concesiones o la constitución de derechos reales sobre las mismas sin que se 

acompañe certificación de la Autoridad Portuaria acreditativa del cumplimiento de 

los requisitos exigidos en este artículo y de las cláusulas de la concesión. 

objeto de la concesión dentro del puerto o cuando como consecuencia de la 

adquisición pueda adquirirla. 

Para la determinación de las situaciones de influencia efectiva en la gestión 

o control de una entidad y de tenencia de posición dominante en el puerto se 

estará a lo dispuesto en el artículo 121.1 de esta ley. 

5. Si la sociedad titular cambia de denominación social, estará obligada a 

notificarlo a la Autoridad Portuaria. 

6. En el supuesto de adjudicación de la concesión mediante remate judicial 

o administrativo, la Autoridad Portuaria podrá ejercer el derecho de retracto en 

el plazo de tres meses, a contar desde el momento en que aquélla tenga 

conocimiento de la adjudicación. 

7. La constitución de hipotecas y otros derechos de garantía sobre las 

concesiones deberá ser previamente autorizada por la Autoridad Portuaria. 

8. Si los herederos de un concesionario no cumpliesen los requisitos 

establecidos en este artículo, los nuevos titulares de la concesión deberán 

transferirla, en el plazo de 12 meses, a un nuevo concesionario que, a estos 

efectos, no presente limitación alguna. 

 

9. No se inscribirá en el Registro de la Propiedad la transmisión de las 

concesiones o la constitución de derechos reales sobre las mismas sin que se 

acompañe certificación de la Autoridad Portuaria acreditativa del cumplimiento 

de los requisitos exigidos en este artículo y de las cláusulas de la concesión. 

 

 

Sección 4.ª Extinción de autorizaciones y concesiones 

 

 

Artículo 96. Causas de extinción. 

 

Las autorizaciones y concesiones se extinguirán por: 

 

Artículo 96. Causas de extinción. 

 

Las autorizaciones y concesiones se extinguirán por: 



a) Vencimiento del plazo de otorgamiento. 

b) Revisión de oficio, en los supuestos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

c) Renuncia del titular, que sólo podrá ser aceptada por la Autoridad Portuaria 

cuando no cause perjuicio a ésta o a terceros. 

d) Mutuo acuerdo entre la Autoridad Portuaria y el titular. 

e) Disolución o extinción de la sociedad, salvo en los supuestos de fusión o 

escisión. 

f) Revocación. 

g) Caducidad. 

h) Rescate, cuando se trate de concesiones. 

i) Extinción de la autorización o de la licencia de la que el título demanial sea 

soporte. 

a) Vencimiento del plazo de otorgamiento. 

b) Revisión de oficio, en los supuestos establecidos en la Ley 39/2015, de 

1 de octubre. 

c) Renuncia del titular, que sólo podrá ser aceptada por la Autoridad 

Portuaria cuando no cause perjuicio a ésta o a terceros. 

d) Mutuo acuerdo entre la Autoridad Portuaria y el titular. 

e) Disolución o extinción de la sociedad, salvo en los supuestos de fusión 

o escisión. 

f) Revocación. 

g) Caducidad. 

h) Rescate, cuando se trate de concesiones. 

i) Extinción de la autorización o de la licencia de la que el título demanial 

sea soporte. 

 

 

Sección 6.ª Medios de ejecución 

 

 

Artículo 102. Ejecución forzosa. 

 

La Autoridad Portuaria podrá proceder, previo apercibimiento, a la ejecución 

forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda la 

ejecución de los mismos, o cuando la Constitución o la ley exijan la intervención de 

los tribunales. 

 

Artículo 102. Ejecución forzosa. 

 

La Autoridad Portuaria podrá proceder, previo apercibimiento, a la 

ejecución forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se 

suspenda la ejecución de los mismos, o cuando la Constitución o la ley exijan 

la intervención de los tribunales. 

La ejecución forzosa de las resoluciones de las Autoridades Portuarias se 

regirá por lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 



La ejecución forzosa de las resoluciones de las Autoridades Portuarias se regirá 

por lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

 

TÍTULO VI 

Prestación de servicios  

CAPÍTULO IV 

Servicio de señalización marítima 

 

Artículo 137. Concepto y regulación. 

 

1. El servicio de señalización marítima gestionado por los organismos 

portuarios tiene como objeto la instalación, mantenimiento, control e inspección de 

dispositivos visuales, acústicos, electrónicos o radioeléctricos, activos o pasivos, 

destinados a mejorar la seguridad de la navegación y los movimientos de los buques 

en el mar litoral español, y, en su caso, confirmar la posición de los buques en 

navegación. 

La prestación de este servicio corresponde a cada Autoridad Portuaria en la 

zona geográfica que tenga asignada a estos efectos. 

Quedan excluidos de este servicio: 

a) La instalación y mantenimiento de los dispositivos anteriormente citados, 

que sirvan para la aproximación y acceso del buque a los puertos de competencia de 

las Comunidades Autónomas y el balizamiento de su zona de servicio. 

b) La instalación y mantenimiento del balizamiento de cualesquiera otras 

instalaciones de las Administraciones públicas o de organismos dependientes de 

ellas. 

c) La instalación y mantenimiento del balizamiento de instalaciones otorgadas 

en concesión o autorización, incluidas las destinadas a cultivos marinos y emisarios 

 

Artículo 137. Concepto y regulación. 

 

1. El servicio de señalización marítima gestionado por los organismos 

portuarios tiene como objeto la instalación, mantenimiento, control e inspección 

de dispositivos visuales, acústicos, electrónicos o radioeléctricos, activos o 

pasivos, destinados a mejorar la seguridad de la navegación y los movimientos 

de los buques en el mar litoral español, y, en su caso, confirmar la posición de 

los buques en navegación. 

La prestación de este servicio corresponde a cada Autoridad Portuaria en la 

zona geográfica que tenga asignada a estos efectos. 

Quedan excluidos de este servicio: 

a) La instalación y mantenimiento de los dispositivos anteriormente 

citados, que sirvan para la aproximación y acceso del buque a los puertos de 

competencia de las Comunidades Autónomas y el balizamiento de su zona de 

servicio. 

b) La instalación y mantenimiento del balizamiento de cualesquiera otras 

instalaciones de las Administraciones públicas o de organismos dependientes 

de ellas. 



submarinos, o de otras instalaciones ubicadas en el medio marino, susceptibles de 

poder representar un obstáculo a la navegación. 

d) El balizamiento de instalaciones y obstáculos artificiales, que deberán ser 

realizados y abonados por el titular, promotor, responsable o causante de los 

mismos. 

e) El servicio de balizamiento de las zonas de baño y de lanzamiento y varada 

de artefactos flotantes de recreo en las playas. 

 

f) Los dispositivos necesarios para señalizar la aproximación, el acceso y la 

navegación por el interior de los puertos de titularidad estatal. 

Asimismo, comprenderá el servicio de control y ayuda del tráfico marítimo 

costero que corresponda prestar a la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima. 

2. Corresponde a Puertos del Estado determinar la procedencia o no del 

balizamiento, estableciendo sus características técnicas y ubicación, previo 

dictamen de la Comisión de Faros, sin perjuicio del órgano o entidad competente 

para su instalación y mantenimiento. Por razones de seguridad o urgencia, Puertos 

del Estado podrá autorizar balizamientos provisionales, sin perjuicio de los que 

definitivamente sean aprobados. La composición y funciones de la Comisión de 

Faros serán determinadas por el Ministerio de Fomento. 

 

3. En los supuestos previstos en los párrafos a), b), c), d) y e) del apartado 1, el 

proyecto de ejecución, la instalación y el mantenimiento de las ayudas a la 

navegación marítima deberán ser ejecutados a su costa por la Comunidad Autónoma 

o Administración correspondiente, o por el concesionario o autorizado, por el titular, 

promotor o responsable de la instalación, o por el causante del obstáculo artificial, 

según proceda, de conformidad con la normativa y características técnicas y 

ubicación de los dispositivos que hayan sido aprobados por Puertos del Estado, 

previo dictamen de la Comisión de Faros. 

c) La instalación y mantenimiento del balizamiento de instalaciones 

otorgadas en concesión o autorización, incluidas las destinadas a cultivos 

marinos y emisarios submarinos, o de otras instalaciones ubicadas en el medio 

marino, susceptibles de poder representar un obstáculo a la navegación. 

d) El balizamiento de instalaciones y obstáculos artificiales, que deberán 

ser realizados y abonados por el titular, promotor, responsable o causante de los 

mismos. 

e) El servicio de balizamiento de las zonas de baño y de lanzamiento y 

varada de artefactos flotantes de recreo en las playas. 

f) Los dispositivos necesarios para señalizar la aproximación, el acceso y 

la navegación por el interior de los puertos de titularidad estatal. 

Asimismo, comprenderá el servicio de control y ayuda del tráfico marítimo 

costero que corresponda prestar a la Sociedad de Salvamento y Seguridad 

Marítima. 

2. Corresponde a Puertos del Estado determinar la procedencia o no del 

balizamiento, estableciendo sus características técnicas y ubicación, previo 

dictamen de la Comisión de Faros, sin perjuicio del órgano o entidad 

competente para su instalación y mantenimiento. Por razones de seguridad o 

urgencia, Puertos del Estado podrá autorizar balizamientos provisionales, sin 

perjuicio de los que definitivamente sean aprobados. La composición y 

funciones de la Comisión de Faros serán determinadas por el Ministerio de 

Fomento. 

3. En los supuestos previstos en los párrafos a), b), c), d) y e) del apartado 

1, el proyecto de ejecución, la instalación y el mantenimiento de las ayudas a la 

navegación marítima deberán ser ejecutados a su costa por la Comunidad 

Autónoma o Administración correspondiente, o por el concesionario o 

autorizado, por el titular, promotor o responsable de la instalación, o por el 

causante del obstáculo artificial, según proceda, de conformidad con la 

normativa y características técnicas y ubicación de los dispositivos que hayan 

sido aprobados por Puertos del Estado, previo dictamen de la Comisión de. 



4. A las Autoridades Portuarias, como parte del servicio de señalización 

marítima, se les asignan las siguientes funciones: 

a) Aprobar los proyectos de ejecución o modificación de los dispositivos de 

señalización marítima cuya instalación y mantenimiento corresponda a la Autoridad 

Portuaria. 

b) Garantizar el efectivo cumplimiento de los balizamientos establecidos por 

Puertos del Estado, de forma que, en el supuesto de que los responsables de su 

instalación y mantenimiento no los ejecuten en el plazo establecido, será ejecutado 

por la Autoridad Portuaria a costa de aquéllos. 

c) Informar, con carácter vinculante, los proyectos de ejecución de nuevos 

dispositivos o modificación de los existentes, cuya instalación y mantenimiento 

corresponda a terceros. 

d) Inspeccionar las ayudas a la navegación marítima cuya instalación y 

mantenimiento corresponde a terceros y, en su caso, a costa de éstos, la adopción de 

las medidas conducentes al restablecimiento del servicio, incluidas las derivadas del 

ejercicio de la potestad sancionadora, cuando proceda. 

5. Los responsables de la instalación y mantenimiento de las ayudas a la 

navegación marítima tienen la obligación de comunicar tanto la puesta en servicio 

de nuevas señales, como las incidencias que se produzcan al Servicio Nacional de 

Coordinación de Radioavisos Náuticos Locales y Costeros, de la Sociedad de 

Salvamento y Seguridad Marítima u órgano competente, a los efectos de su difusión 

a navegantes, cuando proceda, así como a Puertos del Estado. Las ayudas a la 

navegación a las que se refiere el apartado 1 son una información adicional a la 

suministrada por las cartas náuticas y, en su caso, por los avisos a navegantes, que 

deben ser interpretadas conjuntamente con dichos documentos náuticos. 

6. Previamente a la aprobación de nuevos polígonos de cultivos marinos o de 

otras instalaciones ubicadas en el medio marino, susceptibles de poder representar 

un obstáculo a la navegación, la Comunidad Autónoma o Administración 

competente deberá remitir el proyecto que incluya la delimitación de los mismos a 

Puertos del Estado, a fin de que, en el plazo máximo de dos meses, determine las 

características técnicas y ubicación de su balizamiento, debiendo garantizarse por la 

4. A las Autoridades Portuarias, como parte del servicio de señalización 

marítima, se les asignan las siguientes funciones: 

a) Aprobar los proyectos de ejecución o modificación de los dispositivos 

de señalización marítima cuya instalación y mantenimiento corresponda a la 

Autoridad Portuaria. 

b) Garantizar el efectivo cumplimiento de los balizamientos establecidos 

por Puertos del Estado, de forma que, en el supuesto de que los responsables de 

su instalación y mantenimiento no los ejecuten en el plazo establecido, será 

ejecutado por la Autoridad Portuaria a costa de aquéllos. 

c) Informar, con carácter vinculante, los proyectos de ejecución de nuevos 

dispositivos o modificación de los existentes, cuya instalación y mantenimiento 

corresponda a terceros. 

d) Inspeccionar las ayudas a la navegación marítima cuya instalación y 

mantenimiento corresponde a terceros y, en su caso, a costa de éstos, la 

adopción de las medidas conducentes al restablecimiento del servicio, incluidas 

las derivadas del ejercicio de la potestad sancionadora, cuando proceda. 

5. Los responsables de la instalación y mantenimiento de las ayudas a la 

navegación marítima tienen la obligación de comunicar tanto la puesta en 

servicio de nuevas señales, como las incidencias que se produzcan al Servicio 

Nacional de Coordinación de Radioavisos Náuticos Locales y Costeros, de la 

Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima u órgano competente, a los 

efectos de su difusión a navegantes, cuando proceda, así como a Puertos del 

Estado. Las ayudas a la navegación a las que se refiere el apartado 1 son una 

información adicional a la suministrada por las cartas náuticas y, en su caso, por 

los avisos a navegantes, que deben ser interpretadas conjuntamente con dichos 

documentos náuticos. 

6. Previamente a la aprobación de nuevos polígonos de cultivos marinos o 

de otras instalaciones ubicadas en el medio marino, susceptibles de poder 

representar un obstáculo a la navegación, la Comunidad Autónoma o 

Administración competente deberá remitir el proyecto que incluya la 

delimitación de los mismos a Puertos del Estado, a fin de que, en el plazo 

máximo de dos meses, determine las características técnicas y ubicación de su 



Comunidad Autónoma o Administración competente la instalación y mantenimiento 

de dicho balizamiento. 

 

7. Para la protección del servicio que prestan, garantizando su adecuada 

identificación y uso, el Ministerio de Fomento, a propuesta de Puertos del Estado, 

oída la Comisión de Faros, podrá establecer las servidumbres necesarias para 

garantizar la eficacia de las señales y de la prestación del servicio. 

 

Previamente la Autoridad Portuaria correspondiente remitirá a Puertos del 

Estado la memoria técnica solicitando dichas servidumbres, las cuales se limitarán 

a garantizar el acceso a las ayudas y su efectividad. En el caso de las ayudas visuales, 

las servidumbres podrán referirse a la protección del cono de luz, sus colores, su 

cadencia y su ritmo, así como a la iluminación del fondo. 

Las servidumbres de protección de las ayudas radioeléctricas no podrán suponer 

limitaciones superiores a las establecidas en la normativa vigente en materia de 

telecomunicaciones en cuanto a la protección del espacio radioeléctrico. 

balizamiento, debiendo garantizarse por la Comunidad Autónoma o 

Administración competente la instalación y mantenimiento de dicho 

balizamiento. 

7. Para la protección del servicio que prestan, garantizando su adecuada 

identificación y uso, el Ministerio de Fomento, a propuesta de Puertos del 

Estado, oída la Comisión de Faros, podrá establecer las servidumbres necesarias 

para garantizar la eficacia de las señales y de la prestación del servicio. 

 

Previamente la Autoridad Portuaria correspondiente remitirá a Puertos del 

Estado la memoria técnica solicitando dichas servidumbres, las cuales se 

limitarán a garantizar el acceso a las ayudas y su efectividad. En el caso de las 

ayudas visuales, las servidumbres podrán referirse a la protección del cono de 

luz, sus colores, su cadencia y su ritmo, así como a la iluminación del fondo. 

Las servidumbres de protección de las ayudas radioeléctricas no podrán 

suponer limitaciones superiores a las establecidas en la normativa vigente en 

materia de telecomunicaciones en cuanto a la protección del espacio 

radioeléctrico.  

El plazo máximo para resolver el procedimiento al que se refiere este 

apartado será de un año. 

 

CAPÍTULO V 

 

Servicios comerciales 

 

Artículo 138. Definición y régimen de aplicación. 

 

1. A los efectos previstos en esta ley, son servicios comerciales las actividades 

de prestación de naturaleza comercial que, no teniendo el carácter de servicios 

portuarios, estén vinculadas a la actividad portuaria. 

 

Artículo 138. Definición y régimen de aplicación. 

 

1. A los efectos previstos en esta ley, son servicios comerciales las 

actividades de prestación de naturaleza comercial que, no teniendo el carácter 

de servicios portuarios, estén vinculadas a la actividad portuaria. 



2. El desarrollo de actividades industriales, comerciales o de servicios en el 

dominio público portuario se someterá al régimen jurídico previsto en esta ley para 

los servicios comerciales. 

2. El desarrollo de actividades industriales, comerciales o de servicios en el 

dominio público portuario se someterá al régimen jurídico previsto en esta ley 

para los servicios comerciales. 

3. El servicio de suministro de combustible consiste en el 

aprovisionamiento de combustible sólido, líquido o gaseoso o de cualquier otra 

fuente de energía utilizada para la propulsión del buque y para el abastecimiento 

general y específico de energía a bordo de dicho buque mientras esté atracado 

o fondeado. 

 Este servicio se somete al régimen jurídico previsto en esta ley para los 

servicios comerciales, respetando en todo caso el marco para la prestación de 

servicios y las normas comunes del Reglamento (UE) 2017/352 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 15 de febrero de 2017, por el que se crea un marco 

para la prestación de servicios portuarios y se adoptan normas comunes sobre 

la transparencia financiera de los puertos. 

 

TÍTULO VII 

 

Régimen económico  
 

CAPÍTULO II 

 

Régimen económico de la utilización del dominio público y de la prestación de los servicios portuarios  
 

Sección 1.ª Tasas portuarias; disposiciones generales 

 

 

Artículo 162. Régimen jurídico. 

 

Las tasas portuarias se regirán por lo dispuesto en esta ley y, en lo no previsto 

en la misma, por la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y las normas reglamentarias 

dictadas en desarrollo de las mismas. 

 

Artículo 162. Régimen jurídico. 

 

1. Las tasas portuarias se regirán por lo dispuesto en esta ley y, en lo no 

previsto en la misma, por la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios 

Públicos, la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, y las normas reglamentarias 

dictadas en desarrollo de las mismas.  



2. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución en los 

procedimientos de aplicación de las tasas reguladas en esta ley será de seis 

meses. Los procedimientos iniciados a instancia de parte podrán entenderse 

desestimados cuando haya vencido dicho plazo sin que se haya notificado 

resolución expresa. 

 

 

Sección 2.ª Tasa de ocupación 

 

 

Artículo 175. Base imponible. 

 

La base imponible de la tasa es el valor del bien de dominio público ocupado, 

que se determinará de la forma siguiente: 

a) Ocupación de terrenos. Será el valor de los terrenos, que se determinará sobre 

la base de criterios de mercado. A tal efecto, la zona de servicio se dividirá en áreas 

funcionales, asignando a los terrenos incluidos en cada una de ellas un valor por 

referencia a otros terrenos del término municipal o de los términos municipales 

próximos, con similares usos y condiciones, en particular los calificados como uso 

logístico, comercial o industrial, tomando en consideración el aprovechamiento que 

les corresponda. Además, en el caso de áreas destinadas a la manipulación de 

mercancías, podrá tomar también en consideración el valor de superficies portuarias 

que pudieran ser alternativas para los tráficos de dicho puerto. 

 

En la valoración de los terrenos de cada área portuaria deberá además tenerse 

en cuenta el grado de urbanización general de la zona, las características de 

ordenación establecidas en el plan especial del puerto, su centralidad en la zona de 

servicio, y su proximidad, accesibilidad y la conexión con los diferentes modos e 

infraestructuras de transporte, en particular, a las instalaciones de atraque y áreas de 

agua abrigada. 

 

 

Artículo 175. Base imponible. 

 

La base imponible de la tasa es el valor del bien de dominio público 

ocupado, que se determinará de la forma siguiente: 

a) Ocupación de terrenos. Será el valor de los terrenos, que se determinará 

sobre la base de criterios de mercado. A tal efecto, la zona de servicio se dividirá 

en áreas funcionales, asignando a los terrenos incluidos en cada una de ellas un 

valor por referencia a otros terrenos del término municipal o de los términos 

municipales próximos, con similares usos y condiciones, en particular los 

calificados como uso logístico, comercial o industrial, tomando en 

consideración el aprovechamiento que les corresponda. Además, en el caso de 

áreas destinadas a la manipulación de mercancías, podrá tomar también en 

consideración el valor de superficies portuarias que pudieran ser alternativas 

para los tráficos de dicho puerto.  

En la valoración de los terrenos de cada área portuaria deberá, además, 

tenerse en cuenta el grado de urbanización general de la zona, las características 

de ordenación establecidas en el plan especial del puerto, su centralidad en la 

zona de servicio, y su proximidad, accesibilidad y la conexión con los diferentes 

modos e infraestructuras de transporte, en particular, a las instalaciones de 

atraque y áreas de agua abrigada.  



b) Ocupación de las aguas del puerto. Será el valor de los espacios de agua 

incluidos en cada una de las áreas funcionales en que se divida la zona de servicio 

del puerto, que se determinará por referencia al valor de los terrenos de las áreas de 

la zona de servicio con similar finalidad o uso o, en su caso, al de los terrenos más 

próximos. En la valoración deberá tenerse en cuenta las condiciones de abrigo, 

profundidad y localización de las aguas, sin que pueda exceder del valor de los 

terrenos de referencia. 

No obstante, cuando el espacio de agua se otorgue en concesión para su relleno, 

el valor del mismo será el asignado a los terrenos de similar utilidad que se 

encuentren más próximos. 

c) Ocupación de obras e instalaciones. El valor del bien de dominio público 

ocupado estará integrado por los siguientes conceptos: 

1.º El valor de los terrenos y de las aguas ocupados. 

2.º El valor de las infraestructuras, superestructuras e instalaciones, en el 

momento de otorgamiento de las mismas, calculado sobre la base de criterios de 

mercado, y el valor de su depreciación anual. Estos valores, que serán aprobados 

por la Autoridad Portuaria, permanecerán constantes durante el período concesional, 

y no será de aplicación la actualización anual prevista en el artículo 178. 

El cálculo del valor de las obras e instalaciones y del valor de su depreciación 

se realizará por las Autoridades Portuarias conforme a los siguientes criterios: 

2.º 1 Si se trata de un bien construido a cargo de la Autoridad Portuaria y desde 

la fecha de recepción no han transcurrido más de cinco años, deberá considerarse 

como valor inicial del bien el coste total de la inversión. 

2.º 2 En los restantes casos, el valor del bien se determinará mediante tasación 

realizada por una sociedad de tasación inscrita en el Registro de Sociedades de 

Tasación del Banco de España, salvo cuando se trate de bienes cuyo valor no supere 

los tres millones de euros, en cuyo caso la tasación podrá realizarse por los servicios 

técnicos de la Autoridad Portuaria. En ambos casos, el valor del bien se determinará 

en el momento del otorgamiento, permanecerá constante, y se tomará en 

consideración, entre otros factores, el uso a que se destine, su estado de conservación 

y su posible obsolescencia. A los efectos de otorgamiento de nuevas concesiones o 

Los terrenos afectados a las ayudas a la navegación también se valorarán 

con los criterios descritos en los párrafos anteriores en lo que resulten 

aplicables. 

b) Ocupación de las aguas del puerto. Será el valor de los espacios de agua 

incluidos en cada una de las áreas funcionales en que se divida la zona de 

servicio del puerto, que se determinará por referencia al valor de los terrenos de 

las áreas de la zona de servicio con similar finalidad o uso o, en su caso, al de 

los terrenos más próximos. En la valoración deberá tenerse en cuenta las 

condiciones de abrigo, profundidad y localización de las aguas, sin que pueda 

exceder del valor de los terrenos de referencia. 

No obstante, cuando el espacio de agua se otorgue en concesión para su 

relleno, el valor del mismo será el asignado a los terrenos de similar utilidad que 

se encuentren más próximos. 

c) Ocupación de obras e instalaciones. El valor del bien de dominio público 

ocupado estará integrado por los siguientes conceptos:  

1.º El valor de los terrenos y de las aguas ocupados.  

2.º El valor de las infraestructuras, superestructuras e instalaciones, en el 

momento de otorgamiento de las mismas, calculado sobre la base de criterios 

de mercado, al que se sumará el valor de su depreciación anual. Estos dos 

valores, que serán aprobados por la Autoridad Portuaria, permanecerán 

constantes durante el período concesional y serán aplicables aun cuando haya 

finalizado la vida útil del bien. 

El cálculo del valor de las obras e instalaciones se realizará por las 

Autoridades Portuarias conforme a los siguientes criterios:  

2.º 1 Si se trata de un bien construido a cargo de la Autoridad Portuaria y 

desde la fecha de recepción no han transcurrido más de cinco años, deberá 

considerarse como valor inicial del bien el coste total de la inversión.  

2.º 2 En los restantes casos, el valor del bien se determinará mediante 

tasación realizada por una sociedad de tasación inscrita en el Registro de 

Sociedades de Tasación del Banco de España, salvo cuando se trate de bienes 



autorizaciones, estas valoraciones tendrán una vigencia de cinco años, salvo cuando 

los bienes hayan sufrido a juicio de la Autoridad Portuaria, desde la última 

valoración, una alteración significativa en su valor de mercado. 

2.º 3 La depreciación anual será el resultado de dividir el valor del bien por su 

vida útil. En el caso del ordinal 2.º 1 la vida útil se determinará aplicando las tablas 

de vidas útiles vigentes para los activos integrantes del inmovilizado material de los 

organismos públicos portuarios. En el caso del ordinal 2.º 2 la vida útil será la que 

se establezca en la tasación. 

2.º 4 En caso de prórroga de la concesión o autorización, se procederá a una 

nueva tasación de las obras e instalaciones cuando éstas reviertan a la Autoridad 

Portuaria. 

d) Cuando la ocupación del dominio público portuario incluya un uso 

consuntivo del mismo, el valor de este uso será el de los materiales consumidos a 

precio de mercado. 

cuyo valor no supere los 3.000.000 euros, en cuyo caso la tasación podrá 

realizarse por los servicios técnicos de la Autoridad Portuaria. En ambos casos, 

el valor del bien se determinará en el momento del otorgamiento, permanecerá 

constante y se tomará en consideración, entre otros factores, el uso a que se 

destine y su estado de conservación. A los efectos de otorgamiento de nuevas 

concesiones o autorizaciones, estas valoraciones tendrán una vigencia de cinco 

años, salvo cuando los bienes hayan sufrido a juicio de la Autoridad Portuaria, 

desde la última valoración, una alteración significativa en su valor de mercado.  

La depreciación anual de las obras e instalaciones será el resultado de 

dividir el valor del bien por su vida útil. En el caso del ordinal 2.º 1 la vida útil 

se determinará aplicando las tablas de vidas útiles vigentes para los activos 

integrantes del inmovilizado material de los organismos públicos portuarios. En 

el caso del ordinal 2.º 2 la vida útil será la que se establezca en la tasación 

 

 

Sección 3.ª Tasa de actividad 

 

 

Artículo 189. Fijación de la base imponible y el tipo de gravamen. 

 

La base imponible y el tipo de gravamen asociado a la misma se fijarán, en el 

momento de otorgamiento de la autorización o licencia, de acuerdo con los criterios 

y límites establecidos en los artículos anteriores, debiendo figurar en la autorización 

de actividad, en la licencia o, en su caso, en el título habilitante de la concesión o 

autorización de ocupación privativa de dominio público portuario. La base 

imponible y el tipo de gravamen no serán revisables, sin perjuicio de su 

actualización conforme a lo establecido en el artículo siguiente. 

 

Artículo 189. Fijación de la base imponible y el tipo de gravamen. 

 

La base imponible y el tipo de gravamen asociado a la misma se fijarán, en 

el momento de otorgamiento de la autorización o licencia, de acuerdo con los 

criterios y límites establecidos en los artículos anteriores, debiendo figurar en la 

autorización de actividad, en la licencia o, en su caso, en el título habilitante de 

la concesión o autorización de ocupación privativa de dominio público 

portuario.  

La base imponible y el tipo de gravamen no serán revisables, salvo que, 

como consecuencia de la modificación del título concesional por alguna de las 

causas previstas en el artículo 88.2, la Autoridad Portuaria considere necesario 



revisar dichos elementos, y sin perjuicio de su actualización conforme a lo 

establecido en el artículo siguiente. 

 

TÍTULO VII 

Régimen económico  

CAPÍTULO II 

Régimen económico de la utilización del dominio público y de la prestación de los servicios portuarios  

Sección 5.ª Tasa de ayudas a la navegación 

 

Artículo 240. Cuota íntegra. 

 

1. La cuota íntegra de la tasa es la siguiente: 

a) A los buques mercantes, así como a los pesqueros congeladores y, en general, 

a aquellos buques a los que por sus características les sea de aplicación la tasa del 

buque: la resultante del producto del número de GT del buque, con un mínimo de 

100 GT, por las cuantías básicas (A + C) y por el coeficiente 0,035 en las tres 

primeras escalas de cada año natural en un puerto español. 

b) A los buques y embarcaciones dedicados a la pesca de altura o gran altura: 

1.º En el caso de buques y embarcaciones que tengan la base en un puerto 

español: la resultante del producto del número de GT del buque o embarcación por 

las cuantías básicas (A + C) en cada año natural. 

2.º En el caso de buques y embarcaciones que no tengan la base en un puerto 

español, la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del 

ordinal 1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el 

número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer el 

buque o la embarcación en aguas jurisdiccionales españolas. 

 

Artículo 240. Cuota íntegra. 

 

1. La cuota íntegra de la tasa es la siguiente: 

a) A los buques mercantes, así como a los pesqueros congeladores y, en 

general, a aquellos buques a los que por sus características les sea de aplicación 

la tasa del buque: la resultante del producto del número de GT del buque, con 

un mínimo de 100 GT, por las cuantías básicas (A + C) y por el coeficiente 

0,035 en las tres primeras escalas de cada año natural en un puerto español. 

b) A los buques y embarcaciones dedicados a la pesca de altura o gran 

altura: 

1.º En el caso de buques y embarcaciones que tengan la base en un puerto 

español: la resultante del producto del número de GT del buque o embarcación 

por las cuantías básicas (A + C) en cada año natural. 

2.º En el caso de buques y embarcaciones que no tengan la base en un puerto 

español, la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante 

del ordinal 1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado 



c) A los buques y embarcaciones dedicados a la pesca de bajura o litoral. 

 

1.º En el caso de buques y embarcaciones que tengan la base en un puerto 

español: la resultante del producto de las cuantías básicas (A + C) por el coeficiente 

50 en cada año natural. 

2.º En el caso de buques y embarcaciones que no tengan la base en un puerto 

español, la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del 

ordinal 1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el 

número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer el 

buque o la embarcación en aguas jurisdiccionales españolas. 

d) A los buques y embarcaciones de recreo o deportivos de eslora igual o 

superior a nueve metros si su propulsión es el motor y superior a 12 metros si su 

propulsión es la vela, que deban estar provistas de certificado de registro español-

permiso de navegación o rol de despacho o dotación de buques. 

1.º En el caso de embarcaciones que tengan la base en un puerto español: la 

resultante del producto de las cuantías básicas (A + C) por la eslora del buque, 

expresada en metros, por la manga del buque, expresada en metros, y por el 

coeficiente 16 en cada año natural. 

2.º En el caso de embarcaciones que no tengan la base en un puerto español, la 

cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del ordinal 1.º 

anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el número de 

días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer la embarcación 

en aguas jurisdiccionales españolas. 

e) A las embarcaciones de recreo o deportivas de eslora inferior a nueve metros 

si su propulsión es el motor, que deban estar provistas de certificado de registro 

español-permiso de navegación, o rol de despacho o dotación de buques, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 171.e) de esta ley: 

1.º En el caso de embarcaciones que tengan la base en un puerto español: la 

resultante del producto de las cuantías básicas (A + C) por la eslora del buque, 

por el número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a 

permanecer el buque o la embarcación en aguas jurisdiccionales españolas. 

c) A los buques y embarcaciones dedicados a la pesca de bajura o litoral. 

1.º En el caso de buques y embarcaciones que tengan la base en un puerto 

español: la resultante del producto de las cuantías básicas (A + C) por el 

coeficiente 50 en cada año natural. 

2.º En el caso de buques y embarcaciones que no tengan la base en un puerto 

español, la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante 

del ordinal 1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado 

por el número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a 

permanecer el buque o la embarcación en aguas jurisdiccionales españolas. 

d) A los buques y embarcaciones de recreo o deportivos de eslora igual o 

superior a nueve metros si su propulsión es el motor y superior a 12 metros si 

su propulsión es la vela:  

1.º En el caso de embarcaciones que tengan la base en un puerto español: 

la resultante del producto de las cuantías básicas (A + C) por la eslora del buque, 

expresada en metros, por la manga del buque, expresada en metros, y por el 

coeficiente 16 en cada año natural.  

2.º En el caso de embarcaciones que no tengan la base en un puerto español, 

la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del ordinal 

1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el 

número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer la 

embarcación en los espacios marítimos españoles. 

 

e) A las embarcaciones de recreo o deportivas de eslora inferior a nueve 

metros si su propulsión es el motor, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

171.e) de esta ley:  

1.º En el caso de embarcaciones que tengan la base en un puerto español: 

la resultante del producto de las cuantías básicas (A + C) por la eslora del buque, 



expresada en metros, por la manga del buque, expresada en metros, y por el 

coeficiente 40, en una sola vez y validez indefinida. 

2.º En el caso de embarcaciones que no tengan la base en un puerto español, la 

cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del ordinal 1.º 

anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el número de 

días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer la embarcación 

en aguas jurisdiccionales españolas. 

2. Los valores de las cuantías básicas de la tasa de ayudas a la navegación se 

establecen en 0,29 euros para la cuantía básica correspondiente al servicio de ayudas 

a la navegación prestado por las Autoridades Portuarias (A) y 0,28 euros para la 

cuantía básica correspondiente al servicio de ayudas a la navegación prestado por la 

Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima y a la actividad investigadora de la 

Autoridad Administrativa Independiente para la Investigación Técnica de 

Accidentes e Incidentes ferroviarios, marítimos y de aviación civil (C). El valor de 

la cuantía básica podrá ser revisado en la Ley de Presupuestos Generales del Estado 

o en otra que, en su caso, se apruebe a estos efectos en función de la evolución de 

los costes del servicio. 

expresada en metros, por la manga del buque, expresada en metros, y por el 

coeficiente 40, en una sola vez y validez indefinida.  

2.º En el caso de embarcaciones que no tengan la base en un puerto español, 

la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del ordinal 

1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el 

número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer la 

embarcación en los espacios marítimos españoles. 

2. Los valores de las cuantías básicas de la tasa de ayudas a la navegación 

se establecen en 0,29 euros para la cuantía básica correspondiente al servicio de 

ayudas a la navegación prestado por las Autoridades Portuarias (A) y 0,28 euros 

para la cuantía básica correspondiente al servicio de ayudas a la navegación 

prestado por la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima y a la actividad 

investigadora de la Autoridad Administrativa Independiente para la 

Investigación Técnica de Accidentes e Incidentes ferroviarios, marítimos y de 

aviación civil (C). El valor de la cuantía básica podrá ser revisado en la Ley de 

Presupuestos Generales del Estado o en otra que, en su caso, se apruebe a estos 

efectos en función de la evolución de los costes del servicio. 

LIBRO SEGUNDO 

Marina Mercante  

TÍTULO I 

Explotación Naviera y Régimen de las Navegaciones 

CAPÍTULO I 

Buques y Empresas Navieras 

CAPÍTULO I 

Registros marítimos españoles 

 

Artículo 251. Registro de Buques y Empresas Navieras. 

 

 

Artículo 251. Registros marítimos españoles, su clasificación, 

matriculación y baja. 

 



1. El Registro de Buques y Empresas Navieras es un registro público de carácter 

administrativo que tiene por objeto la inscripción de: 

a) Los buques abanderados en España. 

b) Las empresas navieras españolas. 

 

 

 

 

2. En la inscripción de los buques se hará constar, a efectos de su identificación, 

todas sus circunstancias esenciales y sus modificaciones, así como los actos y 

contratos por los que se adquiera o transmita su propiedad, los de constitución de 

hipotecas o imposición de derechos reales y cualquier otro extremo que se determine 

legal o reglamentariamente. 

3. En la inscripción de las empresas navieras se hará constar el acto constitutivo 

y sus modificaciones, el nombramiento y cese de sus administradores, los buques 

de su propiedad o que exploten, y cualquier otra circunstancia que se determine legal 

o reglamentariamente. 

 

4. La inscripción en el Registro de Buques y Empresas Navieras no exime del 

cumplimiento de los deberes de inscripción en otros Registros públicos que puedan 

existir. 

5. La inscripción de buques en el Registro de Buques y Empresas Navieras, 

supondrá la baja simultánea, en su caso, en el Registro Especial de Buques y 

Empresas Navieras. 

 

1. Los registros marítimos españoles son:  

a) El Registro de Buques.  

b) El Registro de Empresas Navieras.  

c) El Registro Especial de Buques.  

d) El Registro Especial de Empresas Navieras.  

e) El Registro Especial de Buques y Embarcaciones de Recreo.  

f) El Registro de buques y embarcaciones históricos y sus reproducciones 

singulares.  

2. Los registros marítimos españoles son registros públicos de carácter 

administrativo y la información que contienen será pública, salvo los datos de 

carácter personal.  

3. Mediante real decreto se desarrollará la estructura de los registros 

marítimos españoles, la forma de inscripción y los supuestos de baja, su 

funcionamiento y su función coordinadora de la información obtenida del 

conjunto de competencias de la Administración marítima. Reglamentariamente 

se podrá prever la existencia de registros complementarios de los registros 

marítimos españoles.  

4. La inscripción en los registros marítimos españoles no exime del 

cumplimiento de los deberes de inscripción en otros registros públicos que 

puedan existir. La inscripción de un buque o embarcación en alguno de los 

registros marítimos españoles supondrá la baja simultánea en cualquiera de los 

otros registros marítimos previstos en esta ley.  

5. Las personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en España o en 

otros Estados pertenecientes al Espacio Económico Europeo, siempre y cuando 

acrediten tener una representación permanente en España, estarán facultadas 

para obtener el registro y el abanderamiento en España de buques civiles, 

mediante su inscripción en alguno de los registros marítimos españoles, de 

acuerdo con los requisitos señalados en este capítulo y en el real decreto que lo 

desarrolle. Si los buques estuvieran dedicados a la navegación de recreo o 



 

 

6. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo preceptuado en 

la disposición adicional decimosexta, reguladora del Registro Especial de Buques y 

Empresas Navieras. 

deportiva sin finalidad comercial no será necesario el requisito de residencia, 

siendo suficiente la designación de un representante en España.  

6. Las solicitudes de baja en los registros marítimos españoles serán 

presentadas por el titular registral del buque, entendiéndose concedida la baja si 

no se resolviera expresamente en el plazo de un mes siempre que se hubieran 

cancelado todas las hipotecas, demás cargas y gravámenes; si estas subsistieran 

el silencio será desestimatorio. Por razones de urgencia debidamente 

justificadas, se podrán resolver las solicitudes de baja en el plazo de 15 días.  

7. Los buques de pabellón español que estén sujetos a inspección por el 

Estado rector del puerto podrán causar baja en los registros marítimos 

españoles, previa instrucción de procedimiento a tal fin, cuando cuenten con 

tres detenciones en firme en los últimos 36 meses o que tengan 18 o más años 

y que cuenten con dos detenciones en firme, asimismo, en los últimos 36 meses. 

Los mismos requisitos se aplicarán para denegar el abanderamiento en España 

de buques procedentes de los registros de otros países.  

8. Los buques civiles españoles podrán ser abanderados temporalmente en 

el extranjero y los extranjeros en España, cumpliendo los requisitos previstos 

en los artículos 94 a 96 de la Ley 14/2014, de 24 de julio.  

9. En circunstancias excepcionales en que no queden asegurados los 

servicios de transporte marítimo esenciales del territorio nacional o el 

abastecimiento de suministros y mercancías, el Gobierno podrá acordar las 

condiciones o restricciones temporalmente aplicables al cambio de pabellón de 

los buques mercantes.  

Estas medidas tendrán vigencia durante el tiempo que persistan las 

mencionadas circunstancias. 

 

Artículo 252. Abanderamiento de buques. 

 

1. Los buques debidamente registrados y abanderados en España tendrán a 

todos los efectos la nacionalidad española. 

 

Artículo 252. Registro de Buques y Registro de Empresas Navieras. 

 

1. El objeto del Registro de Buques es la inscripción de los buques y 

embarcaciones abanderados en España, así como los artefactos navales y las 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. Estarán facultadas para obtener el registro y el abanderamiento de buques 

civiles las personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en España u otros 

Estados pertenecientes al Espacio Económico Europeo siempre que, en este último 

supuesto, designen un representante en España. 

Si los buques a los que se refiere el párrafo anterior estuvieran dedicados a la 

navegación de recreo o deportiva sin finalidad mercantil, no será necesario el 

requisito de residencia, siendo suficiente la designación de un representante en 

España. 

Por navegación de recreo o deportiva, se entiende aquella cuyo objeto exclusivo 

sea el recreo, la práctica del deporte sin propósito lucrativo o la pesca no profesional, 

plataformas fijas. En la inscripción de los buques, embarcaciones, artefactos 

navales y plataformas fijas se hará constar, a efectos de su identificación:  

a) Clasificación y tipología.  

b) Sus circunstancias esenciales y sus modificaciones relevantes desde el 

punto de vista técnico y de la seguridad marítima.  

c) Los certificados emitidos.  

d) La identidad del propietario y del explotador, con los datos de contacto 

necesarios, así como las modificaciones en su propiedad.  

Los cambios de propiedad de buques, embarcaciones y artefactos navales 

se realizarán en coordinación con la sección de buques de Registro de Bienes 

Muebles, cuando proceda.  

Mediante herramientas de gestión informática que permitan la 

comunicación automática de datos con el Registro de Bienes Muebles, se 

anotarán en el Registro de Buques los actos y contratos por los que se adquiera 

o transmita la propiedad de buques y embarcaciones, la constitución de 

hipotecas o imposición de derechos reales y cualquier otro extremo que se 

determine legal o reglamentariamente.  

e) La información que se determine reglamentariamente.  

2. En relación con cada buque o embarcación inscrita en el Registro de 

Buques será pública la información relativa a su titularidad, clasificación y 

tipología.  

 

 

 

 



por su propietario o por otras personas que puedan llevarla a cabo, mediante 

arrendamiento, contrato de pasaje, cesión o por cualquier otro título, siempre que en 

estos casos el buque o embarcación no sea utilizado por más de 12 personas, sin 

contar con su tripulación. 

3. Los buques civiles españoles podrán ser abanderados provisionalmente en el 

extranjero y los extranjeros en España, en aquellos casos en los que se determine 

reglamentariamente. 

 

 

 

 

 

 

4. Los buques de pabellón español que estén sujetos a inspección por el Estado 

rector del Puerto, podrán causar baja en el Registro de Buques y Empresas Navieras 

o, en su caso, en el Registro Especial de Buques y Empresas Navieras, previa 

instrucción de expediente al efecto, en los supuestos de buques que cuenten con tres 

detenciones en firme en los últimos treinta y seis meses o que tengan 18 o más años 

y que cuenten con dos detenciones en firme, asimismo, en los últimos treinta y seis 

meses. 

Los mismos requisitos se aplicarán para denegar el abanderamiento en España 

de buques procedentes de otros Registros. 

5. Las condiciones de todo tipo que deban ser cumplimentadas con carácter 

previo a la concesión del abanderamiento, así como el establecimiento de otros 

supuestos de alta y baja en tales Registros, se establecerán reglamentariamente. 

 

 

3. El Registro de Empresas Navieras tiene por objeto la inscripción de las 

empresas navieras. Para la inscripción de las empresas navieras, será necesaria:  

a) La aportación del certificado de su inscripción en el Registro Mercantil 

que refleje que su objeto social incluye la explotación económica de buques 

mercantes bajo cualquier modalidad admitida por los usos internacionales. 

b) Una relación de los buques de su titularidad o cuya explotación lleve a 

cabo, así como del registro de bandera en el que están inscritos, y que se 

actualizará periódicamente.  

c) La identificación del medio electrónico donde se llevarán a cabo las 

notificaciones, incluida una dirección de correo electrónico u otro dispositivo 

equivalente, así como una dirección postal y su sede social. 

 



 

Artículo 253. Dotaciones de los buques. 

 

 

1. El número de miembros de la dotación de los buques y sus condiciones de 

capacitación profesional deben ser las adecuadas para garantizar en todo momento 

la seguridad de la navegación y del buque, teniendo en cuenta sus características 

técnicas y de explotación, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

2. El capitán y el primer oficial de cubierta de los buques nacionales deberán 

tener la nacionalidad de un Estado miembro del Espacio Económico Europeo, salvo 

en los supuestos en que se establezca por la Administración marítima que estos 

empleos han de ser desempeñados por ciudadanos de nacionalidad española por 

implicar el ejercicio efectivo de forma habitual de prerrogativas de poder público 

que no representen una parte muy reducida de sus actividades. El resto de la 

dotación, en el caso de buques mercantes, deberá ser de nacionalidad española o de 

algún otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo, al menos en su 50 por 

ciento. 

 

Artículo 253. Registro Especial de Buques y Registro Especial de 

Empresas Navieras. 

 

1. En el Registro Especial de Buques y en el Registro Especial de Empresas 

Navieras se podrán inscribir, respectivamente, los buques y las empresas 

navieras siempre que reúnan los requisitos previstos en este artículo.  

 

2. La gestión y administración del Registro Especial de Buques y del 

Registro Especial de Empresas Navieras se realizará a través de dos oficinas de 

gestión, adscritas a la Dirección General de la Marina Mercante, con sede en 

Las Palmas de Gran Canaria y en Santa Cruz de Tenerife. Estas oficinas se 

incardinarán en las Capitanías Marítimas de estas provincias y actuarán con un 

mismo sistema de gestión, coordinación e información simultánea.  

3. En relación con el Registro Especial de Buques, corresponde a la persona 

titular de la Dirección General de la Marina Mercante:  

a) Acordar la inscripción y la baja de los buques.  

b) Determinar las inspecciones y aquellos otros trámites administrativos 

que habilitan la normal operatividad de los buques.  

c) Con carácter previo a la inscripción y a instancia de la empresa naviera, 

determinar la dotación mínima del buque, en función de su clase o tipo, de su 

grado de automatización y del tráfico a que esté destinado, ajustándose al 

mínimo compatible con la seguridad del buque y de la navegación, su operativa 

y a los compromisos internacionales asumidos por España.  

d) Expedir el certificado de registro que habilitará a los buques inscritos en 

el Registro Especial para navegar bajo pabellón español y legitimará a los 

capitanes para el ejercicio de sus funciones a bordo de dichos buques.  

4. Las empresas navieras podrán solicitar la inscripción en el Registro 

Especial de Buques de aquellos que cumplan los siguientes requisitos:  



a) Que se trate de un buque apto para la navegación con un propósito 

mercantil, incluido cuando esté en construcción. Se considerarán también 

inscribibles los buques civiles de titularidad o posesión pública que desempeñen 

funciones que pudieran tener propósito mercantil o comercial si pertenecieran 

al sector privado.  

b) Que tengan un arqueo bruto igual o superior a 100 GT.  

c) Que sean propietarias o arrendatarias financieras de los buques cuya 

inscripción solicitan; o que tengan su posesión por contrato de arrendamiento a 

casco desnudo u otro título que lleve aparejado el control de la gestión náutica 

y comercial del buque.  

d) Cuando se trate de buques procedentes de otros registros deberán 

justificar el cumplimiento de las normas de seguridad establecidas por la 

legislación española y por los convenios internacionales suscritos por España. 

A tal fin podrán ser objeto de una inspección con carácter previo a su inscripción 

en el Registro Especial.  

e) Que los buques a matricular cumplan la normativa de la Unión Europea 

en materia de ayudas de Estado al transporte marítimo.  

f) Con carácter previo a la matriculación, el titular del buque deberá aportar 

el justificante que acredite el pago de la deuda aduanera y de los demás tributos 
estatales exigibles por la autorización del régimen aduanero solicitado para los 

buques que arriben con pasavante.  

g) Las empresas navieras titulares de buques de pabellón extranjero que 

soliciten el abanderamiento temporal en España presentarán la certificación 

emitida por el registro de procedencia acreditativo de la relación de hipotecas, 

cargas y gravámenes existentes, así como del consentimiento del cambio 

temporal prestado por los correspondientes acreedores.  

5. Los buques y embarcaciones dedicados a la pesca no podrán inscribirse 

en el Registro Especial de Buques.  

6. Las embarcaciones de más de 15 metros de eslora y que desarrollen una 

actividad con fines comerciales o lucrativos, incluida la náutica de recreo, 



podrán inscribirse en el Registro Especial, sin que les sea exigible el requisito 

de arqueo bruto previsto en el apartado anterior.  

7. Se exigirá que el capitán, el primer oficial y el 50 por ciento de la 

dotación mínima de seguridad de los buques inscritos en el Registro Especial 

tengan, en todo caso, la nacionalidad española o de un Estado miembro de la 

Unión Europea o del Espacio Económico Europeo.  

Cuando no haya disponibilidad de tripulantes de nacionalidad española o 

de algún otro Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico 

Europeo, medien razones de viabilidad económica del servicio de transporte, o 

por cualquier otra causa que pudiera tener una incidencia fundamental en la 

existencia del servicio, la persona titular de la Dirección General de la Marina 

Mercante podrá autorizar a las empresas solicitantes la contratación de 

tripulantes de otras nacionalidades en proporción superior a la expresada 

anteriormente. En todo caso, deberá garantizarse la seguridad del buque y de la 

navegación, así como el cumplimiento de la normativa española vigente en 

materia de extranjería e inmigración.  

8. En materia de jornada laboral y descansos, las relaciones laborales en los 

buques inscritos en el Registro Especial de Buques se regirán por lo dispuesto 

en el Convenio sobre normas de formación, titulación y guardia para la gente 

de mar (STCW), el Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006, de la 

Organización Internacional del Trabajo y la legislación laboral española.  

El resto de las condiciones laborales y de Seguridad Social de los 

trabajadores no nacionales, empleados a bordo de los buques matriculados en el 

Registro Especial de Buques, se regularán por la legislación que libremente 

elijan las partes, de conformidad con las normas de la Unión Europea y siempre 

que se respete la normativa emanada de la Organización Internacional del 

Trabajo, así como los convenios internacionales suscritos por España. En 

defecto de acuerdo expreso, se aplicará a los trabajadores no nacionales lo 

dispuesto en la normativa laboral y de Seguridad Social española.  

9. Las empresas navieras podrán solicitar su inscripción en el Registro 

Especial de Empresas Navieras cuando cumplan los siguientes requisitos:  



a) Que tengan en España su centro efectivo de control o que, teniéndolo en 

el extranjero, cuenten con una sucursal o representación en Canarias e inscrita 

en el Registro Mercantil.  

Para la inscripción de las empresas navieras españolas será necesaria 

únicamente la aportación del certificado de su inscripción en el Registro 

Mercantil que refleje que su objeto social incluye la explotación económica de 

buques mercantes bajo cualquier modalidad que asegure la disponibilidad sobre 

la totalidad del buque.  

Para la inscripción de las empresas navieras extranjeras se aportará 

certificado de inscripción en el registro correspondiente de su país, en la que se 

acredite su objeto social, así como la certificación correspondiente a la sucursal 

o representante en las Islas Canarias. 

b) Si se trata de Administraciones u organismos públicos deberán acreditar 

la titularidad o posesión de al menos un buque inscrito en el Registro Especial 

de Buques, y su competencia para la navegación de esos buques. 

 

Artículo 254. Responsabilidad civil. 

 

Las empresas navieras españolas estarán obligadas a tener asegurada la 

responsabilidad civil en la que puedan incurrir en el curso de la explotación de sus 

buques, en los términos que reglamentariamente se determinen por el Gobierno de 

acuerdo con las coberturas usuales de este ramo en el mercado internacional. 

Dicha reglamentación establecerá, asimismo, la obligatoriedad y el alcance del 

seguro de responsabilidad civil para la navegación de cualesquiera otros buques 

civiles españoles no incluidos en el párrafo anterior. 

Igualmente, el Gobierno determinará los supuestos en que los buques 

extranjeros que naveguen por la zona económica exclusiva, zona contigua, mar 

territorial o aguas interiores españolas deban tener asegurada la responsabilidad civil 

que pueda derivarse de su navegación, así como el alcance de dicha cobertura. 

 

Artículo 254. Registro Especial de Buques y Embarcaciones de Recreo. 

 

1. En el Registro Especial de Buques y Embarcaciones de Recreo se podrán 

inscribir los buques y embarcaciones de recreo que sean objeto de explotación 

comercial o lucrativa.  

2. La gestión y administración del Registro Especial de Buques y 

Embarcaciones de Recreo se realizará a través de dos oficinas de gestión, 

adscritas a la Dirección General de la Marina Mercante, con sede en Ceuta y 

Melilla. Estas oficinas se incardinarán en las Capitanías Marítimas respectivas 

y actuarán con un mismo sistema de gestión, coordinación e información 

simultánea.  

3. Corresponde a la persona titular de la Dirección General de la Marina 

Mercante:  

a) Acordar la inscripción y la baja en este registro.  



b) Determinar las inspecciones y aquellos otros trámites administrativos 

que habilitan la normal operatividad de los buques y embarcaciones. c) Expedir 

el certificado de registro que habilitará a los buques y embarcaciones inscritos 

en el Registro Especial para navegar bajo pabellón español.  

4. Se podrán inscribir en este registro los buques y embarcaciones de recreo 

objeto de explotación comercial siempre que cumplan las normas de seguridad 

establecidas por la normativa española y los convenios internacionales suscritos 

por España, cuando estos últimos les sean de aplicación.  

5. Los buques y embarcaciones inscritos en el registro especial tendrán las 

ventajas fiscales previstas por la normativa tributaria para Ceuta y Melilla. 

CAPÍTULO II 

Comercio exterior de buques 

CAPÍTULO II 

Navegación de recreo 

 

Artículo 255. Importación y exportación de buques. 

 

1. Las empresas navieras españolas podrán importar los buques mercantes 

precisos para su actividad, previa acreditación de su baja en el registro de 

procedencia y la superación de los controles técnicos referentes a la seguridad u 

otros pertinentes de acuerdo con la legislación vigente. 

 

 

 

 

 

2. Las empresas navieras españolas podrán exportar libremente los buques 

mercantes españoles de su propiedad. 

 

Artículo 255. Navegación de recreo o deportiva. 

 

1. Los titulares de buques y embarcaciones dedicados a la navegación de 

recreo o deportiva deberán cumplir las normas de seguridad, prevención de la 

contaminación y aseguramiento de su responsabilidad civil que se establezcan 

en la ley o reglamentariamente siempre que:  

a) Estén abanderadas o matriculadas en España.  

b) Desarrollen una actividad con fines comerciales o lucrativos en espacios 

marítimos españoles, cualquiera que sea su Estado de pabellón.  

c) Naveguen por las aguas interiores marítimas españolas o el mar 

territorial español, cualquiera que sea su Estado de pabellón cuando sus 

propietarios o quienes tengan su uso o disfrute tengan su residencia o domicilio 

social en España.  



No obstante, cuando sobre dichos buques existan cargas, gravámenes o créditos 

marítimos privilegiados reconocidos por la legislación vigente e inscritos en el 

Registro Mercantil o en los que le sustituyan, de conformidad con lo dispuesto en la 

disposición final segunda de la Ley 19/1989, de 25 de julio, el acreedor podrá exigir, 

previamente a la exportación, que la Empresa naviera preste garantía suficiente 

ejecutable sobre bienes o derechos en territorio español o que el naviero consigne el 

importe de la deuda en la forma prevista en los artículos 1.176 a 1.181 del Código 

Civil. A tal efecto, la Dirección General de la Marina Mercante notificará a los 

acreedores con derechos inscritos, la existencia del expediente de baja en el Registro 

de Buques para que puedan ejercitar el derecho que este artículo les reconoce. 

3. Las solicitudes de baja en el Registro de Buques y Empresas Navieras serán 

presentadas por el titular registral del buque ante la Dirección General de la Marina 

Mercante, entendiéndose concedida la baja si no se resolviera expresamente en el 

plazo de cuarenta y cinco días. 

 

 

 

 

4. En circunstancias excepcionales en que no queden aseguradas las 

comunicaciones marítimas esenciales del territorio nacional o el abastecimiento de 

suministros y mercancías, el Gobierno podrá establecer reglamentariamente las 

condiciones o restricciones aplicables a la exportación de buques mercantes. 

Estas medidas tendrán vigencia durante el tiempo que persistan las 

mencionadas circunstancias. 

 

 

 

2. Las embarcaciones de recreo o deportivas tendrán un régimen 

simplificado de inscripción en los registros marítimos españoles.  

 

 

 

 

 

 

3. Los armadores o propietarios de buques y embarcaciones de recreo o 

deportivas deberán tener cubierta la responsabilidad civil por los daños 

personales y materiales que puedan causar con ocasión de la navegación a 

terceros, a la Administración marítima, a puertos o a instalaciones marítimas, 

incluida la remoción, mediante la suscripción de un seguro u otra garantía 

financiera. Cuando el buque o embarcación se destine a su explotación 

comercial mediante arrendamiento náutico o contrato de pasaje, o durante los 

periodos en que ello tenga lugar, se deberán cubrir los riesgos de muerte y 

accidente que puedan causar a todas las personas a bordo durante el desarrollo 

de esa actividad, mediante la suscripción de un seguro de accidentes u otra 

garantía financiera.  

4. Las entidades aseguradoras que asuman la cobertura derivada de los 

seguros obligatorios de responsabilidad civil derivada de la navegación de 

buques o embarcaciones de recreo o deportivas comunicarán, a través de medios 

electrónicos que se habiliten para ello, a la Dirección General de la Marina 

Mercante los datos relativos a buques y embarcaciones aseguradas por ellas, el 

tomador del seguro o asegurado y las coberturas de la póliza suscrita, así como 

la extinción de estos contratos de seguro. Esta información no comprenderá la 

relativa a las motos náuticas dedicadas a la navegación de recreo o deportiva.  

Se autoriza el tratamiento automatizado de los datos a que se refiere el 

párrafo anterior, mediante el denominado «Fichero Informativo de Buques y 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

5. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo previsto en la 

normativa sobre comercio exterior. 

Embarcaciones de Recreo», del que será responsable el encargado del Registro 

de Buques.  

En el «Fichero Informativo de Buques y Embarcaciones de Recreo» 

también constará la información correspondiente a la superación de revisiones 

y reconocimientos técnicos del buque o embarcación.  

Tendrán acceso al «Fichero Informativo de Buques y Embarcaciones de 

Recreo» la Administración marítima y el Servicio Marítimo de la Guardia Civil 

al objeto de que tengan conocimiento del buque o embarcación asegurada y su 

titular, su póliza y la entidad aseguradora que la haya suscrito, así como de la 

información técnica de los certificados.  

También tendrán acceso al fichero las Autoridades Portuarias, los 

responsables de puertos deportivos, instalaciones náuticas y varaderos en 

relación con aquellos buques y embarcaciones que tengan en aquellos su puerto 

de atraque. Se exigirá en estos casos justificar la vinculación del buque o 

embarcación con el puerto o instalación de que se trate y el acceso incluirá la 

información sobre la póliza de seguro del buque o embarcación, así como la 

vigencia de sus reconocimientos y certificados. Asimismo, se dará acceso al 

fichero a las entidades aseguradoras y a los terceros perjudicados con el fin de 

conocer la póliza de seguro contratada por el responsable de un siniestro.  

5. El Gobierno desarrollará las especialidades de la navegación de recreo o 

deportiva en un reglamento general. Este reglamento incluirá la concreción de 

las actividades cuya responsabilidad debe ser objeto de aseguramiento, el 

tomador obligado a la contratación, el asegurado o beneficiario de las mismas, 

la forma de constitución, su importe mínimo o método de cuantificación y su 

duración, así como los compromisos derivados de la remoción de un buque o 

embarcación de recreo. 

 

CAPÍTULO III 

Navegación interior 



 

Artículo 256. Régimen de la navegación interior. 

 

1. La navegación interior con finalidad mercantil queda reservada a los buques 

mercantes españoles, salvo lo previsto a este respecto en la normativa comunitaria. 

Excepcionalmente, cuando no existan buques mercantes españoles adecuados 

y disponibles para prestar una determinada actividad, y por el tiempo que perdure 

tal circunstancia, las empresas navieras españolas podrán ser autorizadas por el 

Ministerio de Fomento para contratar y emplear buques mercantes extranjeros para 

efectuar navegaciones interiores. 

 

2. Los buques señalados en el apartado anterior podrán realizar libremente 

navegación interior con sujeción a las normas de seguridad marítima, navegación y 

despacho que reglamentariamente se determinen. 

3. La realización de navegación de línea regular interior con finalidad mercantil 

podrá quedar sujeta a autorización administrativa por la Administración competente. 

 

Artículo 256. Régimen de la navegación interior. 

 

1. La navegación interior con finalidad mercantil queda reservada a los 

buques mercantes españoles, salvo lo previsto a este respecto en la normativa 

comunitaria. 

Excepcionalmente, cuando no existan buques mercantes españoles 

adecuados y disponibles para prestar una determinada actividad, la Dirección 

General de la Marina Mercante podrá autorizar la contratación y empleo de 

buques mercantes extranjeros para efectuar navegaciones interiores durante el 

tiempo que perdure aquella circunstancia. 

2. Los buques señalados en el apartado anterior podrán realizar libremente 

navegación interior con sujeción a las normas de seguridad marítima, 

navegación y despacho que reglamentariamente se determinen. 

3. La realización de navegación de línea regular interior con finalidad 

mercantil podrá quedar sujeta a autorización administrativa por la 

Administración competente. 

CAPÍTULO IV 

Navegación de cabotaje 

 

Artículo 257. Navegación de cabotaje. 

 

1. La navegación de cabotaje con finalidad mercantil queda reservada a buques 

mercantes españoles, salvo lo previsto a este respecto en la normativa comunitaria. 

 

 

 

 

Artículo 257. Navegación de cabotaje. 

 

1. La navegación de cabotaje con finalidad mercantil queda reservada a 

buques mercantes españoles, salvo lo previsto a este respecto en la normativa 

de la Unión Europea.  

La reserva de bandera no se aplicará:  

a) Al transporte entre puertos peninsulares de mercancías cuyo origen o 

destino sea un puerto extranjero, siempre que en el trayecto que discurra por los 

espacios marítimos españoles no se lleve a cabo un transporte de mercancías 



 

 

 

Excepcionalmente, cuando no existan buques mercantes españoles aptos y 

disponibles, y por el tiempo que perdure tal circunstancia, las empresas navieras 

españolas podrán ser autorizadas por el Ministerio de Fomento para contratar y 

emplear buques mercantes extranjeros para efectuar navegaciones de cabotaje. 

2. La realización, con finalidad mercantil, de navegaciones de línea regular de 

cabotaje que, a tenor del artículo 8.4, se considere de interés público, se prestará de 

acuerdo con lo previsto en dicho artículo. El Ministerio de Fomento determinará los 

requisitos que deberán cumplir las empresas navieras en orden a acreditar su 

capacidad económica, así como la de los buques para poder dedicarse a este tipo de 

navegaciones. 

3. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de línea regular aquellos 

servicios de cabotaje que, sin denominarse de tal modo, se oferten de forma general 

a los posibles usuarios y se presten en condiciones de regularidad, publicidad y 

contratación asimilables a los servicios regulares de cabotaje. 

4. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a las Comunidades 

Autónomas con competencia en materia de transporte marítimo cuando éste 

transcurra entre puertos o puntos de la misma Comunidad sin conexión con puertos 

o puntos de otros ámbitos territoriales. 

cuyo origen y destino sean puertos nacionales reservado a buques mercantes 

con pabellón español o de la Unión Europea.  

b) A la navegación de buques de recreo con finalidad comercial.  

Excepcionalmente, cuando no existan buques mercantes españoles o de 

otro Estado miembro de la Unión Europea adecuados y disponibles, la 

Dirección General de la Marina Mercante podrá autorizar la contratación y 

empleo de buques mercantes extranjeros para efectuar navegaciones de cabotaje 

durante el tiempo que perdure aquella circunstancia. 

2. La realización, con finalidad mercantil, de navegaciones de línea regular 

de cabotaje que, a tenor del artículo 8.4, se considere de interés público, se 

prestará de acuerdo con lo previsto en dicho artículo. El Ministerio de Fomento 

determinará los requisitos que deberán cumplir las empresas navieras en orden 

a acreditar su capacidad económica, así como la de los buques para poder 

dedicarse a este tipo de navegaciones. 

3. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de línea regular 

aquellos servicios de cabotaje que, sin denominarse de tal modo, se oferten de 

forma general a los posibles usuarios y se presten en condiciones de regularidad, 

publicidad y contratación asimilables a los servicios regulares de cabotaje. 

4. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a las Comunidades 

Autónomas con competencia en materia de transporte marítimo cuando éste 

transcurra entre puertos o puntos de la misma Comunidad sin conexión con 

puertos o puntos de otros ámbitos territoriales. 

CAPÍTULO V 

Navegación exterior y extranacional 

CAPÍTULO V 

Navegación de buques y embarcaciones autónomos 

 

Artículo 258. Navegación exterior y extranacional. 

 

1. En situaciones de grave atentado contra los principios de libre competencia 

o de libertad comercial o contra aquéllos en que se fundamenta el transporte 

 

Artículo 258. Buques y embarcaciones autónomos. 

 



marítimo internacional, y que afecten a buques españoles, el Gobierno podrá adoptar 

cuantas medidas y disposiciones resulten precisas para la defensa de intereses 

españoles en conflicto. 

2. El Gobierno, con respeto a lo establecido en la normativa comunitaria o en 

los acuerdos internacionales suscritos por España, podrá reservar, total o 

parcialmente, ciertos tráficos a buques mercantes españoles o comunitarios si ello 

fuera necesario para la economía o defensa nacionales. 

1. Los buques y embarcaciones autónomos son aquellos que, debido a su 

grado de automatización, pueden navegar sin tripulación a bordo.  

 

 

2. Los buques y embarcaciones autónomos estarán siempre bajo el control 

de su armador y de un operador a distancia, con la capacitación y los medios 

necesarios para garantizar la navegación del buque con condiciones de 

seguridad.  

 

3. Los buques y embarcaciones autónomos cumplirán con los requisitos 

generales de navegación exigibles al resto de buques y embarcaciones, con las 

particularidades que se puedan establecer en la normativa internacional y 

nacional que les sea de aplicación. Los buques y embarcaciones autónomos 

deberán contar con los certificados y demás documentación que les sean 

exigibles y que garanticen la seguridad de la navegación, de la protección 

marítima, de la vida humana en el mar y la protección de medio ambiente 

marino.  

4. La navegación por los espacios marítimos españoles de los buques y 

embarcaciones autónomos, incluido el acceso a los puertos y terminales 

portuarias, se sujetarán a las normas generales, con las siguientes 

especialidades:  

a) Previamente a la operación de buques y embarcaciones autónomos, la 

Administración marítima comprobará que su navegación es segura. A tal efecto, 

se podrán establecer zonas de pruebas específicas.  

b) El armador deberá realizar una evaluación y análisis de la totalidad de 

los riesgos de la operación del buque y embarcación autónomo con carácter 

previo a la autorización de operación.  



c) La navegación de buques y embarcaciones autónomos en el ámbito 

portuario deberá contar con la autorización específica del órgano competente en 

dicho ámbito.  

d) La navegación de buques y embarcaciones autónomos extranjeros en los 

espacios marítimos españoles precisará de una autorización previa específica, 

otorgada por la Administración marítima.  

e) La Administración marítima establecerá las condiciones para la 

operación segura de estas unidades, incluyendo, entre otros, el alcance de sus 

navegaciones y limitaciones operacionales.  

5. Mediante real decreto se podrá establecer un régimen específico para este 

tipo de buques y embarcaciones nacionales en materia de inspección y 

certificación, titulaciones, o registro, así como aquellas cuestiones que resulten 

necesarias para la protección de la seguridad marítima y del medio ambiente 

marino. 

CAPÍTULO VI 

Consignatarios de buques 

 

Artículo 259. Consignatario de buques. 

 

1. A los efectos de esta ley, se considera agente consignatario de un buque a la 

persona física o jurídica que actúa en nombre y representación del naviero o del 

propietario del buque. 

2. El consignatario, en el supuesto de que exista, estará obligado directamente 

ante las Autoridades Portuarias y Marítimas al pago de las liquidaciones que se 

establezcan por tasas u otros conceptos originados por la estancia del buque en 

puerto conforme a lo dispuesto en esta ley. En el supuesto de que el buque no 

estuviera consignado, estará obligado al pago de dichas liquidaciones el capitán del 

buque. En ambos casos, el naviero o el propietario del buque estará obligado con 

carácter solidario. 

 

Artículo 259. Consignatario de buques. 

 

1. A los efectos de esta ley, se considera agente consignatario de un buque 

a la persona física o jurídica que actúa en nombre y representación del naviero 

o del propietario del buque. 

2. El consignatario, en el supuesto de que exista, estará obligado 

directamente ante las Autoridades Portuarias y Marítimas al pago de las 

liquidaciones que se establezcan por tasas u otros conceptos originados por la 

estancia del buque en puerto conforme a lo dispuesto en esta ley. En el supuesto 

de que el buque no estuviera consignado, estará obligado al pago de dichas 

liquidaciones el capitán del buque. En ambos casos, el naviero o el propietario 

del buque estará obligado con carácter solidario. 



La responsabilidad del consignatario en cuanto al cumplimiento de las 

obligaciones asumidas por el naviero para con los cargadores o receptores de las 

mercancías transportadas por el buque se regirá por la legislación mercantil 

específica. 

3. Para garantizar las obligaciones del consignatario frente a la Autoridad 

Portuaria o la Capitanía Marítima, el consignatario de buques deberá depositar ante 

la Autoridad Portuaria garantías económicas o avales bancarios suficientes, de 

acuerdo con los criterios que se determinen en el Pliego de Prescripciones 

Particulares a que se refiere el artículo 113 de esta ley. 

4. El agente consignatario de un buque podrá renunciar unilateralmente a la 

consignación del mismo, debiendo comunicar de forma fehaciente a la Autoridad 

Portuaria y a la Capitanía Marítima tal renuncia, que será efectiva respecto de cada 

Autoridad, una vez que se haya satisfecho a cada una de ellas sus deudas pendientes, 

hasta el momento de las respectivas comunicaciones. 

La responsabilidad del consignatario en cuanto al cumplimiento de las 

obligaciones asumidas por el naviero para con los cargadores o receptores de 

las mercancías transportadas por el buque se regirá por la legislación mercantil 

específica.  

3. Para garantizar las obligaciones del consignatario frente a la Autoridad 

Portuaria o la Capitanía Marítima, el consignatario de buques deberá depositar 

ante la Autoridad Portuaria garantías económicas o avales bancarios suficientes, 

de acuerdo con las condiciones particulares que al respecto determine la 

Autoridad Portuaria de conformidad con lo previsto en el artículo 139.2. 

4. El agente consignatario de un buque podrá renunciar unilateralmente a 

la consignación del mismo, debiendo comunicar de forma fehaciente a la 

Autoridad Portuaria y a la Capitanía Marítima tal renuncia, que será efectiva 

respecto de cada Autoridad, una vez que se haya satisfecho a cada una de ellas 

sus deudas pendientes, hasta el momento de las respectivas comunicaciones. 

CAPÍTULO VII  

Establecimiento de obligaciones de servicio público 

CAPÍTULO VII  

Establecimiento de obligaciones y otras medidas 

 

Artículo 260. Establecimiento de obligaciones de servicio público. 

 

1. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Fomento y previo informe de la 

Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, podrá establecer 

obligaciones generales de servicio público en los servicios regulares de navegación 

interior y de cabotaje en los casos en que las empresas operadoras no los prestarían 

si tuviesen en cuenta exclusivamente su propio interés comercial, y que resulten 

necesarios para asegurar el servicio de transporte entre distintas localidades o para 

garantizar su prestación en condiciones razonablemente aceptables de frecuencia, 

precio, calidad o universalidad. Dichas obligaciones podrán, en su caso, dar derecho 

a compensaciones económicas por parte de la Administración. 

La compensación se ha de definir en procedimientos de licitación pública, 

transparentes, equitativos y no discriminatorios, en los que se ponderará 

 

Artículo 260. Establecimiento de obligaciones de servicio público y 

otras medidas en defensa de la libertad comercial en el transporte marítimo 

internacional. 

 

1. El Gobierno, a propuesta de la persona titular del ministerio competente 

en materia de marina mercante y previo informe de la Comisión Delegada del 

Gobierno para Asuntos Económicos, podrá establecer obligaciones generales de 

servicio público en los servicios de navegación interior y de cabotaje.  

La finalidad de estas obligaciones será garantizar la suficiencia de servicios 

de transporte marítimo con destino a o procedencia de las Islas Baleares, Islas 

Canarias, Ceuta y Melilla.  

 



debidamente la oferta que solicite una menor compensación. Las compensaciones 

que, en su caso, procedan, deberán ser suficientes en esa extensión, no solo para 

cubrir el coste sino también para comprender un beneficio razonable. 

2. Asimismo, la Administración competente podrá establecer obligaciones 

específicas a las empresas navieras que realicen servicios regulares o no regulares 

de navegación interior, de cabotaje, exterior o extranacional por motivos de 

salvamento, seguridad marítima, lucha contra la contaminación, sanitarios u otras 

causas graves de utilidad pública o interés social. Esta exigencia dará derecho, en su 

caso, a las empresas afectadas a la percepción de la correspondiente compensación 

económica por los costes adicionales en que hubieran incurrido. 

En particular, la Administración marítima podrá obligar a las empresas navieras 

que realicen tráficos marítimos a la intercambiabilidad de billetes y sujeción a 

horarios establecidos. El cumplimiento de estas obligaciones por parte de las 

empresas navieras, incluyendo la fijación de una tarifa de intercambio común 

aplicable a los servicios de transporte que recíprocamente se presten por razón de la 

intercambiabilidad de billetes, tendrá la consideración de conducta exenta por ley a 

los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 

de Defensa de la Competencia, únicamente en lo que respecta a las líneas que unen 

puertos españoles con las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla o con puertos de 

Marruecos o de Argelia y durante los días de la Operación Paso del Estrecho y otros 

periodos justificados en los que concurran circunstancias similares de intensidad del 

tráfico marítimo o causas graves de utilidad pública o interés social, en los que la 

Administración Marítima active el intercambio. 

 

 

2. La imposición de obligaciones de servicio público habrá de hacerse de 

un modo objetivo, transparente, no discriminatorio y conocido de antemano por 

los interesados, con el fin de garantizar que el servicio se preste en condiciones 

de libre y leal competencia.  

El establecimiento de obligaciones de servicio público estará precedido por 

la elaboración de una propuesta con el contenido establecido legalmente y, tras 

su aprobación, serán objeto de seguimiento y evaluación.  

 

 

 

 

 

 

 

3. Las obligaciones de servicio público se podrán adoptar en los casos en 

que las empresas operadoras no los prestarían si tuviesen en cuenta 

exclusivamente su propio interés comercial, y que resulten necesarios para 

asegurar el servicio de transporte entre distintas localidades o para garantizar su 

prestación en condiciones razonablemente aceptables de frecuencia, precio, 

calidad o universalidad. Estas obligaciones podrán, en su caso, dar derecho a 

compensaciones económicas por parte de la Administración.  

La compensación por la imposición de obligaciones de servicio público se 

definirá en procedimientos de licitación pública, transparentes, equitativos y no 



discriminatorios. Las compensaciones que procedan deberán ser suficientes 

para cubrir el coste y un beneficio razonable.  

4. Las obligaciones a la navegación podrán imponerse en régimen de 

contrato administrativo, de acuerdo con la legislación de contratos del sector 

público, cuando se acredite que la imposición de obligaciones de servicio 

público no asegure una oferta de servicios de transporte marítimo adecuada. La 

celebración de un contrato será compatible con el establecimiento de 

obligaciones de servicio público.  

5. En situaciones de grave atentado contra los principios de libre 

competencia o de libertad comercial o contra aquéllos en que se fundamenta el 

transporte marítimo internacional, y que afecten a buques españoles que lleven 

a cabo navegaciones exteriores o extranacionales, el Gobierno podrá adoptar las 

medidas y disposiciones que resulten precisas para la defensa de intereses 

españoles en conflicto.  

El Gobierno, con respeto a lo establecido en la normativa de la Unión 

Europea o en los acuerdos internacionales suscritos por España, podrá reservar, 

total o parcialmente, ciertos tráficos a buques mercantes españoles o 

comunitarios si ello fuera necesario para la economía o defensa nacionales. 

CAPÍTULO VIII  

Conferencias marítimas y consejos de usuarios 

 

  

Artículo 261. Obligaciones en circunstancias excepcionales. 

 

1. Cuando concurran circunstancias excepcionales, debidamente 

justificadas, la persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante 

podrá imponer obligaciones específicas a las empresas navieras que realicen 

servicios regulares o no regulares de navegación interior, de cabotaje, exterior 

o extranacional.  



Estas obligaciones específicas podrán consistir en la suspensión de los 

servicios de transporte marítimo, que podrá ser general o afectar a determinados 

tipos de buques y embarcaciones, la reducción o el aumento del número de 

viajes o cualesquiera otras que proceda y sean proporcionales en atención a la 

circunstancia que los justifica.  

Entre las circunstancias que justifican la imposición de obligaciones se 

encuentran las derivadas de crisis sanitarias, riesgos cibernéticos marítimos, 

salvamento, seguridad marítima, lucha contra la contaminación u otras causas 

graves de utilidad pública o interés social.  

Esas obligaciones darán derecho, en su caso, a la percepción de la 

correspondiente compensación económica por los costes adicionales en que 

incurran.  

2. La Administración marítima podrá obligar a las empresas navieras que 

realicen determinados tráficos marítimos regulares a mantener la capacidad del 

plan de flota acordado, a cumplir determinados requisitos de seguridad y 

medioambientales en los buques empleados, a la sujeción a horarios 

establecidos, a fijar determinados requisitos sobre la venta de billetes y a la 

intercambiabilidad de billetes. La participación en dichos tráficos se sujetará a 

las condiciones que se establezcan por la Administración marítima, entre las 

que se podrá incluir la obligación de constitución de avales, seguros de caución 

o garantías equivalentes.  

El cumplimiento de estas obligaciones por parte de las empresas navieras, 

incluyendo la fijación de una tarifa de intercambio común aplicable a los 

servicios de transporte que recíprocamente se presten por razón de la 

intercambiabilidad de billetes, tendrá la consideración de conducta exenta por 

ley a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 4 de la Ley 15/2007, de 

3 de julio, de Defensa de la Competencia. Esta exención se aplica únicamente 

en las líneas que unen puertos españoles con las Ciudades Autónomas de Ceuta 

y Melilla o con puertos de Marruecos o de Argelia y durante los días de la 

Operación Paso del Estrecho y otros periodos justificados en los que concurran 

circunstancias similares de intensidad del tráfico marítimo o causas graves de 



utilidad pública o interés social, en los que la Administración marítima active 

el intercambio. 

  

Artículo 262. Aseguramiento obligatorio. 

 

1. Las empresas navieras españolas estarán obligadas a tener cubierta la 

responsabilidad civil en la que puedan incurrir en el curso de la explotación de 

sus buques, de conformidad con lo dispuesto en los convenios internacionales 

de los que España sea Estado parte y en los términos que reglamentariamente 

se determinen por el Gobierno de acuerdo con las coberturas usuales en el 

mercado internacional. Esta cobertura deberá realizarse mediante seguro o 

garantía financiera equivalente.  

Dicha reglamentación establecerá, asimismo, la obligatoriedad y el alcance 

del seguro de responsabilidad civil o garantía financiera equivalente para la 

navegación de cualesquiera otros buques civiles españoles no incluidos en el 

párrafo anterior.  

2. Los buques extranjeros que naveguen por cualquiera de los espacios 

marítimos españoles deberán tener asegurada su responsabilidad civil de 

acuerdo con lo dispuesto en los convenios internacionales de los que España sea 

Estado parte, así como en los supuestos y con la cobertura que se determine por 

el Gobierno.  

3. El Gobierno podrá establecer la obligación de garantizar la cobertura de 

la responsabilidad civil y por accidentes mediante la contratación de un seguro 

o una garantía financiera equivalente. Estas obligaciones se establecerán para 

actividades distintas de las previstas en los apartados anteriores, que se lleven a 

cabo con ocasión de la navegación marítima y que puedan afectar a la seguridad 

marítima o a la protección del medio ambiente marino. Reglamentariamente se 

determinarán las actividades a las que se exigen estas garantías, el tomador 

obligado a la contratación, el asegurado o beneficiario de las mismas, la forma 

de constitución, su importe mínimo o método de cuantificación y su duración. 



TÍTULO II 

Administración marítima  

CAPÍTULO I 

Administración central 

 

Artículo 263. Competencias del Ministerio de Fomento. 

 

En el ámbito de lo dispuesto en el artículo 7, corresponden al Ministerio de 

Fomento las competencias en materia de ordenación general de la navegación 

marítima, de conformidad con las normas europeas correspondientes, y de la flota 

civil, excepción hecha de las que en relación con la actividad de la flota pesquera y 

la ordenación del sector pesquero corresponden al Ministerio de Medio Ambiente, 

y Medio Rural y Marino. En especial, son competencias del Ministerio de Fomento 

las siguientes: 

a) Las relativas a la seguridad de la vida humana en la mar y de la navegación 

en relación con todas las plataformas fijas o los buques civiles españoles, así como 

con los extranjeros cuando se encuentren en aguas situadas en zonas en las que 

España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y de acuerdo con el 

Derecho Internacional. 

b) Las relativas al salvamento de la vida humana en la mar, así como la limpieza 

de las aguas marítimas y la lucha contra la contaminación del medio marino, en 

zonas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, 

adoptando las medidas que pudieran resultar precisas y en particular las señaladas 

en la letra d) del artículo 310.2 de la presente ley y en los términos que le atribuyan 

los planes y programas previstos en el artículo 264, sin perjuicio de las competencias 

atribuidas a las Comunidades Autónomas en los casos de vertidos procedentes de 

tierra. 

 

 

 

Artículo 263. Competencias del Ministerio de Fomento. 

 

En el ámbito de lo dispuesto en el artículo 7, corresponden al Ministerio de 

Fomento las competencias en materia de ordenación general de la navegación 

marítima, de conformidad con las normas europeas correspondientes, y de la 

flota civil, excepción hecha de las que en relación con la actividad de la flota 

pesquera y la ordenación del sector pesquero corresponden al Ministerio de 

Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino. En especial, son competencias del 

Ministerio de Fomento las siguientes: 

a) Las relativas a la seguridad de la vida humana en la mar y de la 

navegación en relación con todas las plataformas fijas o los buques civiles 

españoles, así como con los extranjeros cuando se encuentren en aguas situadas 

en zonas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción 

y de acuerdo con el Derecho Internacional.  

b) Las relativas al salvamento de la vida humana en la mar, así como la 

limpieza de las aguas marítimas, la lucha contra la contaminación del medio 

marino y el control del cumplimiento de las condiciones medioambientales de 

los buques, embarcaciones, artefactos navales y plataformas fijas en los 

espacios marítimos españoles, y, en su caso, en las zonas marítimas de 

responsabilidad asignadas a España.  

Con esta finalidad, se adoptarán las medidas que puedan resultar precisas 

para la protección del medio ambiente marino, en los términos que establezcan 

los planes y programas de lucha contra la contaminación, sin perjuicio de las 

competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas en los casos de vertidos 

procedentes de tierra. 



 

c) Las referentes al control de la situación, del registro y del abanderamiento de 

todos los buques civiles españoles, así como la regulación del despacho, sin 

perjuicio de las autorizaciones previas que correspondan a otras autoridades. 

d) El otorgamiento de concesiones o autorizaciones de servicios de navegación 

marítima, salvo en el supuesto en que una Comunidad Autónoma tenga 

competencias en materia de transporte marítimo y éste transcurra entre puertos o 

puntos de la misma, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales. 

e) La ordenación y ejecución de las inspecciones y los controles técnicos, 

radioeléctricos, de seguridad y de prevención de la contaminación de todos los 

buques civiles españoles, de los que se hallen en construcción en España, y de los 

extranjeros en los casos autorizados por los acuerdos internacionales. En este ámbito 

se incluyen las aprobaciones y homologaciones de los aparatos y elementos del 

buque o de los materiales o equipos del mismo, por razones de tutela de la seguridad 

marítima, de la vida humana en la mar y de la navegación. 

La realización efectiva de las inspecciones y los controles antes señalados podrá 

efectuarse, bien directamente por el Ministerio de Fomento o bien a través de 

Entidades Colaboradoras, en los términos que reglamentariamente se establezcan, 

que, en todo caso, actuarán bajo los criterios y directrices emanados de la 

Administración titular, y pudiendo percibir como contraprestación de sus servicios 

las compensaciones económicas que se establezcan para cubrir sus costes. 

 

f) (Derogada) 

Cuando, como resultado de la actuación directa de la Administración del 

Estado, se produjesen premios o compensaciones, éstos se ingresarán directamente 

en el Tesoro, pudiendo generar crédito para el desarrollo de las actividades que 

hayan producido el citado ingreso. 

Cuando la Administración realice las actividades a que se hace referencia 

anteriormente a través de entidades privadas o públicas, podrá convenir fórmulas de 

c) Las referentes al control de la situación, del registro y del 

abanderamiento de todos los buques civiles españoles, así como la regulación 

del despacho, sin perjuicio de las autorizaciones previas que correspondan a 

otras autoridades. 

d) El otorgamiento de concesiones o autorizaciones de servicios de 

navegación marítima, salvo en el supuesto en que una Comunidad Autónoma 

tenga competencias en materia de transporte marítimo y éste transcurra entre 

puertos o puntos de la misma, sin conexión con puertos o puntos de otros 

ámbitos territoriales. 

e) La ordenación y ejecución de las inspecciones y los controles técnicos, 

radioeléctricos, de seguridad y de prevención de la contaminación de todos los 

buques civiles españoles, de los que se hallen en construcción en España, y de 

los extranjeros en los casos autorizados por los acuerdos internacionales. En 

este ámbito se incluyen las aprobaciones y homologaciones de los aparatos y 

elementos del buque o de los materiales o equipos del mismo, por razones de 

tutela de la seguridad marítima, de la vida humana en la mar y de la navegación. 

La realización efectiva de las inspecciones y los controles antes señalados 

podrá efectuarse, bien directamente por el Ministerio de Fomento o bien a través 

de Entidades Colaboradoras, en los términos que reglamentariamente se 

establezcan, que, en todo caso, actuarán bajo los criterios y directrices emanados 

de la Administración titular, y pudiendo percibir como contraprestación de sus 

servicios las compensaciones económicas que se establezcan para cubrir sus 

costes.  

f) La determinación de las condiciones de seguridad y de formación para el 

ejercicio de las actividades de buceo, sin perjuicio de la aplicación de las normas 

y convenios colectivos que proceda. Las inspecciones que se lleven a cabo por 

la Administración marítima velarán por el respeto de dichas normas y, en 

particular, en el buceo profesional, por el cumplimiento de los planes de 

inmersión y, dentro de estos, del respeto de los tiempos de inmersión por parte 

de cada buceador. 

 



reparto de los citados premios o compensaciones en los oportunos contratos de 

prestación de los servicios. 

g) La ordenación y el control del tráfico marítimo en las aguas situadas en zonas 

en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, sin perjuicio 

de las competencias que se atribuyan a otras autoridades, y específicamente las que 

corresponden al Ministerio de Defensa para la salvaguarda de la soberanía nacional. 

h) El régimen tarifario y de prestación de toda clase de servicios marítimos, 

incluso el establecimiento de obligaciones de servicio público cuando no esté 

atribuido a otras Administraciones. 

i) El registro y control del personal marítimo civil, la composición mínima de 

las dotaciones de los buques civiles a efectos de seguridad, la determinación de las 

condiciones generales de idoneidad, profesionalidad, y titulación para formar parte 

de las dotaciones de todos los buques civiles españoles, sin perjuicio de las 

competencias del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino en 

materia de capacitación y de enseñanzas de formación profesional náutico-pesquera 

y subacuático-pesquera respecto de las dotaciones de los buques pesqueros. 

j) La participación en la Comisión de Faros u otros instrumentos de 

colaboración institucional en materia de señalización marítima en las aguas situadas 

en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, en 

los siguientes aspectos: 

1.º Determinación de las características técnicas y el funcionamiento operativo 

de las señales y su correcta ubicación a los efectos de tutelar la seguridad de los 

buques y de la navegación. 

2.º La coordinación de los sistemas de señalización marítima entre sí y con otros 

sistemas de ayudas a la navegación activa. 

k) El ejercicio de la potestad sancionadora de conformidad con lo previsto en 

la legislación vigente. 

l) Cualesquiera otras que le sean atribuidas en la presente ley o en el resto del 

ordenamiento jurídico. 

 

g) La ordenación y el control del tráfico marítimo en las aguas situadas en 

zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, sin 

perjuicio de las competencias que se atribuyan a otras autoridades, y 

específicamente las que corresponden al Ministerio de Defensa para la 

salvaguarda de la soberanía nacional. 

h) El régimen tarifario y de prestación de toda clase de servicios marítimos, 

incluso el establecimiento de obligaciones de servicio público cuando no esté 

atribuido a otras Administraciones.  

i) El registro y control del personal marítimo civil, la composición mínima 

de las dotaciones de los buques civiles a efectos de seguridad, la determinación 

de las condiciones generales de formación, idoneidad, profesionalidad y 

titulación para formar parte de las dotaciones de todos los buques civiles 

españoles, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Agricultura, 

Pesca y Alimentación en materia de capacitación y de enseñanzas de formación 

profesional náutico‑pesquera y subacuático‑pesquera respecto de las dotaciones 

de los buques pesqueros. 

j) La participación en la Comisión de Faros u otros instrumentos de 

colaboración institucional en materia de señalización marítima en las aguas 

situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción, en los siguientes aspectos: 

1.º Determinación de las características técnicas y el funcionamiento 

operativo de las señales y su correcta ubicación a los efectos de tutelar la 

seguridad de los buques y de la navegación. 

2.º La coordinación de los sistemas de señalización marítima entre sí y con 

otros sistemas de ayudas a la navegación activa. 

k) El ejercicio de la potestad sancionadora de conformidad con lo previsto 

en la legislación vigente. 

l) Cualesquiera otras que le sean atribuidas en la presente ley o en el resto 

del ordenamiento jurídico. 



  

Artículo 263 bis. Comité Asesor Marítimo. 

 

1. El Comité Asesor Marítimo es el órgano colegiado adscrito a la 

Dirección General de la Marina Mercante para la cooperación y coordinación 

de las medidas en materia de ordenación general de la navegación marítima, así 

como en materia de salvamento marítimo.  

El Comité Asesor Marítimo promoverá, asimismo, la participación y 

seguimiento de las medidas adoptadas en el ámbito de la marina mercante.  

2. Dentro de las materias de su competencia, corresponderá al Comité 

Asesor Marítimo:  

a) Emitir informe sobre los anteproyectos de ley y proyectos de reglamento 

con incidencia en materia de marina mercante.  

b) Informar los planes y propuestas en materia de marina mercante.  

3. La presidencia del Comité Asesor Marítimo corresponde a la Secretaría 

General de Transporte Aéreo y Marítimo y su vicepresidencia a la Dirección 

General de la Marina Mercante. Asimismo, participarán en el Comité Asesor 

Marítimo:  

a) Un representante con rango de director general o equivalente de cada uno 

de los ministerios u organismos de la Administración General del Estado con 

competencia en la materia marítima objeto de consulta o examen.  

b) Un representante de cada una de las Comunidades Autónomas con litoral 

con competencia en la materia marítima objeto de consulta.  

c) Hasta seis representantes de asociaciones representativas del sector 

naval. A la Subdirección General de Normativa Marítima y Cooperación 

Internacional corresponderá la función de secretaría del Comité Asesor 

Marítimo.  



4. El Comité Asesor Marítimo se reunirá al menos una vez al año, así como 

cuantas veces lo acuerde su presidente con la composición que corresponda en 

atención a las materias a tratar.  

5. El funcionamiento Comité Asesor Marítimo se ajustará a las 

disposiciones sobre órganos colegiados de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público. 6. El Gobierno desarrollará mediante real 

decreto la estructura y funciones del Comité Asesor Marítimo. 

 

Artículo 264. Del servicio público de salvamento. 

 

1. El servicio público de salvamento de la vida humana en la mar y de la lucha 

contra la contaminación del medio marino se prestará por la Administración General 

del Estado, así como por las restantes Administraciones públicas competentes, de 

acuerdo con el principio de coordinación, instrumentado a través de los planes y 

programas correspondientes. Estos contemplarán de forma integrada las actuaciones 

de cada Administración, así como los medios para desarrollarlas con independencia 

de su titularidad, de su adscripción funcional o de su localización territorial. 

2. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Fomento, aprobará el Plan Nacional 

de Servicios Especiales de Salvamento de la vida humana en la mar y de la lucha 

contra la contaminación del medio marino. 

Los planes que en esta materia aprueben las Comunidades Autónomas 

competentes deberán acomodarse a las directrices sobre movilización y 

coordinación de recursos que figuren en el Plan Nacional. 

El citado Plan tendrá como objetivos básicos: 

a) Coordinar la actuación de los distintos medios capaces de realizar 

operaciones de búsqueda, salvamento de vidas humanas y lucha contra la 

contaminación marina, pertenecientes a las diversas Administraciones, así como a 

instituciones públicas y privadas. 

 

Artículo 264. Del servicio público de salvamento. 

 

1. El servicio público de salvamento de la vida humana en la mar y de la 

lucha contra la contaminación del medio marino se prestará por la 

Administración General del Estado, así como por las restantes Administraciones 

públicas competentes, de acuerdo con el principio de coordinación, 

instrumentado a través de los planes y programas correspondientes. Estos 

contemplarán de forma integrada las actuaciones de cada Administración, así 

como los medios para desarrollarlas con independencia de su titularidad, de su 

adscripción funcional o de su localización territorial. 

2. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Fomento, aprobará el Plan 

Nacional de Servicios Especiales de Salvamento de la vida humana en la mar y 

de la lucha contra la contaminación del medio marino. 

Los planes que en esta materia aprueben las Comunidades Autónomas 

competentes deberán acomodarse a las directrices sobre movilización y 

coordinación de recursos que figuren en el Plan Nacional. 

El citado Plan tendrá como objetivos básicos: 

a) Coordinar la actuación de los distintos medios capaces de realizar 

operaciones de búsqueda, salvamento de vidas humanas y lucha contra la 

contaminación marina, pertenecientes a las diversas Administraciones, así 

como a instituciones públicas y privadas. 



b) Implantar un sistema de control de tráfico marítimo que cubra la totalidad de 

nuestras costas, mediante el establecimiento de centros coordinadores regionales y 

locales. 

c) Potenciar los medios de salvamento y lucha contra la contaminación marina 

ya existentes y formar al personal especializado que será el responsable de la 

dirección y coordinación de las operaciones de búsqueda y salvamento y lucha 

contra la contaminación marina. 

3. El Plan Nacional será objeto de desarrollo mediante programas sectoriales y 

territoriales, que serán aprobados por el Ministerio de Fomento. 

Para la elaboración de los programas, la Administración General del Estado 

podrá contar con la colaboración de las Comunidades Autónomas competentes o 

que dispongan de medios humanos y materiales necesarios para la realización de las 

actividades que comprendan, a fin de asegurar la debida coordinación. 

4. La Comisión Nacional de Salvamento Marítimo es el órgano de coordinación 

de las Administraciones públicas competentes en la planificación y en el 

seguimiento de los objetivos comprendidos en la misma. Su composición, en la que 

participan dichas Administraciones, y sus funciones se determinan 

reglamentariamente. 

5. Corresponde a las Comunidades Autónomas que la hayan asumido como 

competencia propia en sus respectivos Estatutos de Autonomía la ejecución de la 

legislación del Estado en materia de salvamento marítimo en las aguas territoriales 

correspondientes a su litoral, en la que se entiende incluida en todo caso la potestad 

sancionadora. 

b) Gestionar el sistema de control de tráfico marítimo, integrado por los 

centros coordinadores que se establezcan y que cubra la totalidad de las costas 

españolas. 

c) Potenciar los medios de salvamento y lucha contra la contaminación 

marina ya existentes y formar al personal especializado que será el responsable 

de la dirección y coordinación de las operaciones de búsqueda y salvamento y 

lucha contra la contaminación marina. 

3. El Plan Nacional será objeto de desarrollo mediante programas 

sectoriales y territoriales, que serán aprobados por el Ministerio de Fomento. 

Para la elaboración de los programas, la Administración General del Estado 

podrá contar con la colaboración de las Comunidades Autónomas competentes 

o que dispongan de medios humanos y materiales necesarios para la realización 

de las actividades que comprendan, a fin de asegurar la debida coordinación.  

4. El Comité Asesor Marítimo es el órgano de coordinación de las 

Administraciones públicas competentes en la planificación y en el seguimiento 

de los objetivos en materia de salvamento marítimo recogidos en el Plan 

Nacional de Servicios Especiales de Salvamento de la Vida Humana en la Mar 

y de Lucha contra la Contaminación del Medio Ambiente Marino. 

5. Corresponde a las Comunidades Autónomas que la hayan asumido como 

competencia propia en sus respectivos Estatutos de Autonomía la ejecución de 

la legislación del Estado en materia de salvamento marítimo en las aguas 

territoriales correspondientes a su litoral, en la que se entiende incluida en todo 

caso la potestad sancionadora. 

 

CAPÍTULO II 

Administración periférica 

 



 

Artículo 266. Capitanía Marítima. Funciones. 

 

1. En aquellos puertos, o grupos de puertos, en los que se desarrolle un 

determinado nivel de actividades de navegación o lo requieran las condiciones de 

tráfico, seguridad o protección marítima, existirá una Capitanía Marítima. 

 

 

 

Reglamentariamente se establecen los requisitos mínimos que respondan a los 

criterios enunciados en el párrafo anterior, así como el procedimiento para la 

creación de estos órganos periféricos. 

2. En los puertos de competencia de las Comunidades Autónomas la 

Administración portuaria y la Capitanía Marítima coordinarán sus actuaciones para 

el cumplimiento de sus fines respectivos. 

3. En los puertos en que no existan Consejos de Navegación y Puerto podrán 

existir Consejos de Navegación presididos por el Capitán Marítimo, como órganos 

de asistencia, información y colaboración en asuntos marítimos, cuya composición 

y funcionamiento se determinan reglamentariamente. 

4. El Capitán Marítimo, sin perjuicio de las instrucciones emanadas de la 

Dirección General de la Marina Mercante, ejercerá la dirección, organización y 

control de todos los servicios de la Capitanía Marítima, así como, entre otras, las 

siguientes funciones: 

a) La autorización o prohibición de entrada y salida de buques en aguas situadas 

en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, así 

como el despacho de buques, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas 

que correspondan a otras autoridades. 

b) La determinación por razones de seguridad marítima de las zonas de fondeo 

y de maniobra en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, 

 

Artículo 266. Capitanía Marítima. Funciones. 

 

1. En aquellos puertos, o grupos de puertos, en los que se desarrolle un 

determinado nivel de actividades de navegación o lo requieran las condiciones 

de tráfico, seguridad o protección marítima, existirá una Capitanía Marítima. 

En los términos que establece el apartado 1 del artículo 30, el Capitán 

Marítimo será vocal nato del Consejo de Administración de la Autoridad 

Portuaria. Cuando existan carias Capitanías Marítimas dentro del ámbito de una 

misma Autoridad Portuaria, todos los Capitanes Marítimos ostentarán la 

condición de vocales natos dentro de su Consejo de Administración. 

Reglamentariamente se establecerán los requisitos mínimos que respondan 

a los criterios enunciados en este apartado, así como el procedimiento para la 

creación de estos órganos periféricos. 

2. En los puertos de competencia de las Comunidades Autónomas la 

Administración portuaria y la Capitanía Marítima coordinarán sus actuaciones 

para el cumplimiento de sus fines respectivos. 

3. En los puertos en que no existan Consejos de Navegación y Puerto 

podrán existir Consejos de Navegación presididos por el Capitán Marítimo, 

como órganos de asistencia, información y colaboración en asuntos marítimos, 

cuya composición y funcionamiento se determinan reglamentariamente. 

4. El Capitán Marítimo, sin perjuicio de las instrucciones emanadas de la 

Dirección General de la Marina Mercante, ejercerá la dirección, organización y 

control de todos los servicios de la Capitanía Marítima, así como, entre otras, 

las siguientes funciones: 

a) La autorización o prohibición de entrada y salida de buques en aguas 

situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción, así como el despacho de buques, sin perjuicio de las preceptivas 

autorizaciones previas que correspondan a otras autoridades. 

b) La determinación por razones de seguridad marítima de las zonas de 

fondeo y de maniobra en aguas situadas en zonas en las que España ejerce 



derechos soberanos o jurisdicción, correspondiendo a la Administración portuaria 

competente la autorización de fondeo y asignación de puestos en la zona de servicio 

de los puertos. 

Asimismo, el Capitán Marítimo podrá autorizar el fondeo de los buques en 

aquellas aguas que no sean consideradas como zona de servicio de los puertos. 

Igualmente, el Capitán Marítimo podrá designar zonas prohibidas a la 

navegación por motivos de seguridad y protección marítima, seguridad de la 

navegación, prevención y lucha contra la contaminación marina u otras causas 

debidamente justificadas. 

c) La intervención en los procedimientos de determinación de las condiciones 

de los canales de entrada y salida de los puertos, mediante informe vinculante en lo 

que afecte a la seguridad marítima. 

d) La fijación por razones de seguridad marítima de los criterios que determinen 

las maniobras, incluido el atraque, a realizar por buques que porten mercancías 

peligrosas o presenten condiciones excepcionales. 

e) La disponibilidad por razones de seguridad marítima de los servicios de 

practicaje y remolque en aguas situadas en zonas en las que España ejerza soberanía, 

derechos soberanos o jurisdicción. 

f) La dirección y control organizativos de la función inspectora de los buques 

civiles españoles, de los que se hallen en construcción en España, de los extranjeros 

en casos autorizados por los acuerdos internacionales y de las mercancías a bordo 

de los mismos, especialmente de las clasificadas internacionalmente como 

peligrosas, así como de los medios de estiba y desestiba en los aspectos relacionados 

con la seguridad marítima. 

g) Y, en general, todas aquellas funciones relativas a la navegación, seguridad 

marítima, salvamento marítimo y lucha contra la contaminación del medio marino 

en aguas situadas en zonas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos 

o jurisdicción, salvo en los casos de contaminación que se produzca en la zona de 

servicio de los puertos, que corresponde a las Autoridades Portuarias, con las que 

tendrán un deber de especial colaboración en esos supuestos. 
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c) La intervención en los procedimientos de determinación de las 

condiciones de los canales de entrada y salida de los puertos, mediante informe 

vinculante en lo que afecte a la seguridad marítima. 

d) La fijación por razones de seguridad marítima de los criterios que 

determinen las maniobras, incluido el atraque, a realizar por buques que porten 

mercancías peligrosas o presenten condiciones excepcionales. 

e) La disponibilidad por razones de seguridad marítima de los servicios de 

practicaje y remolque en aguas situadas en zonas en las que España ejerza 

soberanía, derechos soberanos o jurisdicción. 

f) La dirección y control organizativos de la función inspectora de los 

buques civiles españoles, de los que se hallen en construcción en España, de los 

extranjeros en casos autorizados por los acuerdos internacionales y de las 

mercancías a bordo de los mismos, especialmente de las clasificadas 

internacionalmente como peligrosas, así como de los medios de estiba y 

desestiba en los aspectos relacionados con la seguridad marítima. 

g) Y, en general, todas aquellas funciones relativas a la navegación, 

seguridad marítima, salvamento marítimo y lucha contra la contaminación del 

medio marino en aguas situadas en zonas en las que España ejerza soberanía, 

derechos soberanos o jurisdicción, salvo en los casos de contaminación que se 

produzca en la zona de servicio de los puertos, que corresponde a las 

Autoridades Portuarias, con las que tendrán un deber de especial colaboración 

en esos supuestos. 



CAPÍTULO III 

Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima 

 

Artículo 268. Objeto de la Sociedad. 

 

1. Constituye el objeto de la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima la 

prestación de los servicios públicos de salvamento de la vida humana en la mar, y 

de la prevención y lucha contra la contaminación del medio marino, la prestación de 

los servicios de seguimiento y ayuda al tráfico marítimo, de seguridad marítima y 

de la navegación, de remolque y asistencia a buques, así como la de aquellos 

complementarios de los anteriores. 

Todo ello en el ámbito de las competencias de la Administración Marítima, sin 

perjuicio de la prestación de los servicios de ordenación y coordinación de tráfico 

portuario. 

2. La Administración marítima podrá delegar en la Sociedad de Salvamento y 

Seguridad Marítima actividades de formación, docencia, ensayos y homologación 

en el ámbito de la Marina Mercante, así como cualquier otro servicio o actividad en 

el marco de la legislación vigente. 

 

 

 

 

3. Cuando la Sociedad preste sus servicios por orden de la Administración 

marítima, estará facultada para ejercer las acciones legales necesarias para reclamar 

los gastos dimanantes de la prestación de dichos servicios. 

4. En el supuesto de que la Administración marítima encomiende a la Sociedad 

de Salvamento y Seguridad Marítima la adopción de medidas preventivas tendentes 

 

Artículo 268. Objeto de la Sociedad. 

 

1. Constituye el objeto de la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima 

la prestación de los servicios públicos de salvamento de la vida humana en la 

mar, y de la prevención y lucha contra la contaminación del medio marino, la 

prestación de los servicios de seguimiento y ayuda al tráfico marítimo, de 

seguridad marítima y de la navegación, de remolque y asistencia a buques, así 

como la de aquellos complementarios de los anteriores. 

Todo ello en el ámbito de las competencias de la Administración Marítima, 

sin perjuicio de la prestación de los servicios de ordenación y coordinación de 

tráfico portuario.  

2. La persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante podrá 

delegar en la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima:  

a) Actividades de formación, docencia, ensayos y homologación en el 

ámbito de la Marina Mercante.  

b) El control en la mar del cumplimiento de las condiciones 

medioambientales de buques, embarcaciones, artefactos navales, plataformas 

fijas u otras instalaciones.  

c) Cualquier otro servicio o actividad en el marco de la legislación vigente. 

 



a evitar o minimizar la contaminación, así como la realización de operaciones de 

limpieza una vez producida ésta, o cualquier otro servicio derivado de un accidente 

o incidente marítimo, la Sociedad estará facultada para, sobre la base de la 

documentación justificativa correspondiente, reclamar los costes y gastos 

ocasionados por tales medidas y operaciones directamente de quien los haya 

ocasionado. Asimismo, podrá ejercer las acciones legales necesarias para reclamar 

los gastos dimanantes de la ejecución de dichas medidas y operaciones. 

Del mismo modo, si la Administración marítima exigiera un aval para hacer 

frente a los gastos ocasionados por la limpieza de una contaminación o por cualquier 

otro accidente o incidente marítimo, dicho aval podrá extenderse a favor de la 

Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima que podrá ejecutarlo para satisfacer 

los gastos en que hubieran incurrido, tanto la propia Sociedad como terceros 

intervinientes en la resolución de la contaminación, accidente o incidente marítimo. 

 

Artículo 275. Régimen patrimonial y financiero. 

 

1. La Sociedad tendrá, para el cumplimiento de su objeto, un patrimonio propio, 

formado por el conjunto de los bienes y derechos que el Estado le atribuya como 

propios, los que adquiera en el futuro por cualquier título o le sean cedidos o donados 

por cualquier persona o entidad. 

2. A la Sociedad se le adscribirán, asimismo para el cumplimiento de su objeto, 

los Centros de Control de Tráfico Marítimo y de Coordinación Regional de 

Salvamento Marítimo y Lucha contra la Contaminación, así como los 

correspondientes medios materiales, personales, presupuestarios y financieros. 

Igualmente, se adscribirán a la Sociedad, los remolcadores, las embarcaciones 

de salvamento, las lanchas de limpieza y la totalidad del material de seguridad 

adscrito a la Dirección General de la Marina Mercante, incluyendo los medios 

materiales cedidos por esta Dirección General a la Cruz Roja, así como los 

correspondientes recursos presupuestarios. 

3. La Sociedad se financia mediante: 

 

Artículo 275. Régimen patrimonial y financiero. 

 

1. La Sociedad tendrá, para el cumplimiento de su objeto, un patrimonio 

propio, formado por el conjunto de los bienes y derechos que el Estado le 

atribuya como propios, los que adquiera en el futuro por cualquier título o le 

sean cedidos o donados por cualquier persona o entidad.  

2. Se adscriben a la Sociedad, para el cumplimiento de su objeto, los 

Centros de Coordinación y Salvamento, así como los medios materiales, 

personales, presupuestarios y financieros que resulten necesarios. 

Igualmente, se adscribirán a la Sociedad, los remolcadores, las 

embarcaciones de salvamento, las lanchas de limpieza y la totalidad del material 

de seguridad adscrito a la Dirección General de la Marina Mercante, incluyendo 

los medios materiales cedidos por esta Dirección General a la Cruz Roja, así 

como los correspondientes recursos presupuestarios. 

 

3. La Sociedad se financia mediante: 



a) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio propio, así como las 

rentas del patrimonio que se le adscriba. 

b) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos en el ejercicio de sus 

actividades. 

c) Las subvenciones que, en su caso, pudieran incluirse en los Presupuestos 

Generales del Estado. 

d) Las subvenciones, aportaciones y donaciones que se concedan a su favor 

procedentes de fondos específicos de la Unión Europea, de otras Administraciones 

públicas, de entes públicos, así como de particulares. 

e) Los procedentes de préstamos, créditos y demás operaciones financieras que 

pueda concertar. 

f) Los ingresos devengados por el sumando de la tasa de ayudas a la navegación 

marítima asociado con la cuantía básica (C). 

g) Cualquier otro recurso no previsto en las letras anteriores que pueda 

corresponderle por ley o le sea atribuido por convenio, donación o por cualquier otro 

procedimiento legalmente establecido. 

a) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio propio, así como 

las rentas del patrimonio que se le adscriba. 

b) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos en el ejercicio de sus 

actividades. 

c) Las subvenciones que, en su caso, pudieran incluirse en los Presupuestos 

Generales del Estado. 

d) Las subvenciones, aportaciones y donaciones que se concedan a su favor 

procedentes de fondos específicos de la Unión Europea, de otras 

Administraciones públicas, de entes públicos, así como de particulares. 

e) Los procedentes de préstamos, créditos y demás operaciones financieras 

que pueda concertar. 

f) Los ingresos devengados por el sumando de la tasa de ayudas a la 

navegación marítima asociado con la cuantía básica (C). 

g) Cualquier otro recurso no previsto en las letras anteriores que pueda 

corresponderle por ley o le sea atribuido por convenio, donación o por cualquier 

otro procedimiento legalmente establecido. 

 

Artículo 276. Régimen de contratación. 

 

La Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima habrá de someterse, en todo 

caso, a los principios de publicidad, concurrencia, salvaguarda del interés de la 

Entidad y homogeneización del sistema de contratación en el sector público, así 

como a lo establecido en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector 

público. 

 

Artículo 276. Tarifas por la prestación de servicios y abono de costes 

ocasionados. 

 

1. Todas las actividades realizadas por la Sociedad de Salvamento y 

Seguridad Marítima a solicitud de los interesados, sean particulares o 

Administraciones Públicas distintas de la Administración marítima, y en 

régimen de concurrencia con otras entidades darán lugar al pago del importe de 

las tarifas que correspondan a los servicios prestados.  

Estas tarifas tendrán la consideración de precios públicos y se regirán, en 

cuanto a su administración y cobro, por la Ley 8/1989, de 13 de abril, y por el 

artículo 3 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real 

Decreto 939/2005, de 29 de julio.  



2. Será obligatorio el pago por parte del responsable del siniestro de las 

tarifas y, en su caso, de los costes ocasionados por la adopción de medidas 

preventivas ordenadas por la Administración marítima y llevadas a cabo por la 

Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima con la finalidad de evitar o 

minimizar la contaminación del medio marino, así como la realización de 

operaciones de limpieza una vez producida aquélla, o cualquier otro servicio 

derivado de un accidente o incidente marítimo. Estos costes se abonarán en 

concepto de resarcimiento de daños causados.  

La Sociedad estará facultada para reclamar las tarifas y, en su caso, los 

costes directamente de quien los haya ocasionado, sobre la base de la 

documentación justificativa correspondiente. Asimismo, podrá ejercer las 

acciones legales necesarias para reclamar los importes dimanantes de la 

ejecución de dichas medidas y operaciones.  

3. Si la Administración marítima exigiera un aval, seguro de caución o 

garantía equivalente, para hacer frente a las tarifas y costes ocasionados por la 

limpieza de una contaminación o por cualquier otro accidente o incidente 

marítimo, dicha garantía podrá extenderse a favor de la Sociedad de Salvamento 

y Seguridad Marítima que podrá ejecutarlo para satisfacer los gastos en que 

hayan incurrido, tanto la propia Sociedad como terceros intervinientes en la 

resolución de la contaminación, accidente o incidente marítimo. Cuando las 

tarifas, así como los demás costes que se hayan generado, no sean abonadas 

voluntariamente, la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima solicitará, a 

través de la Dirección General de la Marina Mercante, su abono con cargo a la 

garantía que se hubiera constituido por el responsable del siniestro, en los casos 

en que la garantía no se extendiera a favor de aquella.  

En todo caso, la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima informará 

a la Dirección General de la Marina Mercante de la satisfacción o no de sus 

tarifas y costes ocasionados con cargo a la garantía que se hubiera constituido. 

 



 

Artículo 277. Contabilidad y régimen de control. 

 

1. La Sociedad está sujeta al régimen de contabilidad pública en los términos 

previstos en el título V de la Ley General Presupuestaria. 

2. El régimen de control de las actividades económicas y financieras de la 

Sociedad se ejerce, de conformidad con lo establecido en el artículo 140 de la Ley 

General Presupuestaria, por la Intervención General de la Administración del Estado 

y el Tribunal de Cuentas, respectivamente. 

 

TÍTULO III 

Servicio de practicaje 

 

Artículo 281. Responsabilidad. 

 

La responsabilidad civil en la que pudieran incurrir los prácticos o las 

Autoridades Portuarias en la gestión del servicio de practicaje no podrá superar, en 

caso de siniestro, la cuantía de veinte euros por unidad de arqueo bruto del buque 

para el que prestan el servicio, con un tope máximo de un millón de euros. Este 

importe se actualizará anualmente en la misma proporción que la variación 

interanual experimentada por el índice general de precios de consumo para el 

conjunto nacional total (IPC) en el mes de octubre. 

A tal efecto, se entenderá por arqueo bruto el definido en los convenios 

internacionales suscritos por España y en las normas reglamentarias nacionales que 

resulten aplicables. 

 

Artículo 281. Responsabilidad. 

 

La responsabilidad civil en la que pudieran incurrir los prácticos o las 

Autoridades Portuarias en la gestión del servicio de practicaje no podrá superar, 

en caso de siniestro, la cuantía de veinte euros por unidad de arqueo bruto del 

buque para el que prestan el servicio, con un tope máximo de un millón de euros. 

Este importe se actualizará anualmente en la misma proporción que la variación 

interanual experimentada por el índice general de precios de consumo para el 

conjunto nacional total (IPC) en el mes de octubre. 

A tal efecto, se entenderá por arqueo bruto el definido en los convenios 

internacionales suscritos por España y en las normas reglamentarias nacionales 

que resulten aplicables. 

 

Este régimen de responsabilidad de las Autoridades Portuarias y las 

Corporaciones o empresas prestatarias del servicio Portuario de Practicaje se 

aplicará con independencia de que la responsabilidad se exija en un 

procedimiento judicial de naturaleza civil, social o penal, o bien en vía 

administrativa. 

 



           TÍTULO IV 

         Tasas 

CAPÍTULO I 

Tasas por servicios de inspección y control 

 CAPÍTULO I 

Normas generales 

 

Artículo 282. Ámbito y régimen de exigencia. 

 

1. Las inspecciones y los controles técnicos, radioeléctricos, de seguridad 

marítima y de prevención de la contaminación a que se refiere el apartado e) del 

artículo 263 de esta ley y que sean precisos para la emisión, renovación o 

modificación de certificaciones que acrediten el cumplimiento por los buques y sus 

elementos de los requisitos y especificaciones previstos en la legislación vigente, 

darán derecho a la percepción por la Administración marítima de tasas 

compensatorias del coste de los trámites y actuaciones necesarias con arreglo a lo 

que se dispone en los apartados siguientes. 

2. Constituye el hecho imponible de dichas tasas la prestación por la 

Administración de los servicios o actuaciones mencionados en el apartado anterior. 

3. Serán sujetos pasivos de las tasas, las personas naturales o jurídicas 

destinatarias de los correspondientes servicios o actuaciones administrativas. 

4. La determinación de la cuantía de las tasas y sus correspondientes 

modificaciones se efectuará de acuerdo con las previsiones contenidas en la Ley 

8/1989, de 13 de abril, sobre Tasas y Precios Públicos. 

 

5. Las tasas se devengarán en el momento de la solicitud o en el de la prestación 

del servicio cuando éste no sea a petición de parte. 

 

Artículo 282. Régimen de las tasas de la Marina Mercante. 

 

1. Las tasas por las actuaciones y servicios prestados por la Dirección 

General de la Marina Mercante se rigen por lo dispuesto en este título, en la Ley 

8/1989, de 13 de abril, en la Ley 58/2003, de 17 de noviembre, y en las normas 

reglamentarias de desarrollo.  

 

 

2. La cuantía de las tasas se determina en función del coste de los trámites 

y actuaciones llevadas a cabo por la Administración marítima y podrá ser objeto 

de modificación por las leyes de presupuestos generales del Estado.  

3. El rendimiento de las tasas se ingresará en el Tesoro Público y podrá 

generar crédito para la mejora de las actividades objeto de las tasas.  

4. Se establece una bonificación del 100 por ciento de la cantidad de la tasa 

de que se trate cuando se refiera a alguna actuación o servicio prestado a un 

buque o embarcación inscrito en el Registro de buques y embarcaciones 

históricas y sus reproducciones singulares. 

 



6. El rendimiento de las tasas se ingresará en el Tesoro, pudiendo generar 

crédito para actividades objeto de las tasas. 

7. Las tasas podrán ser objeto de autoliquidación por el sujeto pasivo en la forma 

que reglamentariamente se determine. 

CAPÍTULO II 

Tasas por actuaciones registrales 

 

 

Artículo 283. Clases de tasas. 

 

Las actuaciones de los Registros de Buques y Empresas Navieras regulados en 

el artículo 251 y en la disposición adicional decimosexta de la presente ley darán 

lugar a la percepción de las siguientes tasas: 

a) Tasa de inscripción. 

b) Tasa de baja. 

c) Tasa de actuaciones administrativas intermedias. 

Estas tasas se regirán por la presente ley y por las demás fuentes normativas 

que para las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 

Tasas y Precios Públicos. 

 

Artículo 283. Gestión y liquidación de las tasas de la Marina Mercante. 

 

1. La gestión de las tasas reguladas en este título se llevará a cabo por la 

Dirección General de la Marina Mercante.  

2. El devengo de la tasa se produce con la solicitud de la actuación o 

servicio de la Dirección General de la Marina Mercante de que se trate.  

Cuando el servicio o la actuación que constituye el hecho imponible de la 

tasa se prestase de oficio por la Administración, la obligación del pago de 

aquélla nacerá en el momento en que se inicie la prestación del servicio o se 

realice la actividad, sin perjuicio de la posibilidad de exigir su depósito previo.  

3. Serán sujetos pasivos de las tasas de la Marina Mercante todas las 

personas físicas o jurídicas que soliciten la prestación de servicios que 

constituyen el hecho imponible, o que sean sus destinatarias.  

4. Los sujetos pasivos autoliquidarán esta tasa conforme al modelo oficial 

disponible en la sede electrónica asociada del ministerio competente en materia 

de marina mercante, y procederán a su ingreso en el Tesoro Público, con arreglo 

a lo dispuesto en la legislación tributaria general.  

5. El justificante del pago de la tasa en el modelo oficial, debidamente 

validado, acompañará a la petición de la actividad de la Dirección General de la 

Marina Mercante en la que se realice el hecho imponible de este tributo.  



En caso de que no se acompañase dicho justificante por no haberse 

realizado el pago mismo o por haberse omitido su aportación, o cuando la 

liquidación efectuada fuera errónea, se requerirá al sujeto pasivo para que lo 

aporte o corrija la liquidación en el plazo de diez días, no dando curso al escrito 

o trámite hasta que tal omisión fuese subsanada.  

6. Si a lo largo de cualquier actuación se fijase una cuantía superior o 

inferior a la inicialmente determinada por el sujeto pasivo, se rectificará la 

autoliquidación presentada, de oficio o a solicitud del interesado. 

 
CAPÍTULO II 

Tasas  

 

Artículo 284. Hecho imponible de las tasas. 

 

Constituye el hecho imponible de las tasas a que se refiere el artículo anterior, 

respectivamente, la inscripción, la baja y las actuaciones intermedias, a instancia de 

parte, de cada buque matriculado en los Registros. 

 

Artículo 284. Tasas por servicios de inspección, reconocimientos, 

verificaciones, auditorías y control. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por las inspecciones, los 

reconocimientos, las verificaciones, las auditorías y los controles técnicos, 

radioeléctricos, de seguridad marítima y de prevención de la contaminación 

previstos en la legislación vigente y que sean precisos para la emisión, 

renovación, refrendo o modificación de certificaciones que acrediten el 

cumplimiento por los buques y sus elementos de los requisitos y 

especificaciones exigidos.  

2. Las cuantías de las tasas serán:  

a) Certificado nacional arqueo, según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 100 GT: 130 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 20.000 GT: 200 euros.  

  3.º A partir de 20.000 GT: 500 euros.  



El certificado nacional de arqueo comprende el de pesqueros catamaranes 

(eslora L < 15 m), (eslora L < 15 m), GT/TRB (pesqueros de eslora L >= 24 m), 

GT/TRB (eslora total < 24 m, o b/existente) y (eslora L >= 15 y <24 m).  

b) Certificado de aptitud para el transporte de cargas sólidas a granel, que 

comprende:  

  1.º El documento de aptitud: 200 euros.  

  2.º El apéndice al documento de aptitud: 150 euros.  

c) Certificado prescripciones especificas estabilidad buques trasbordo 

rodado:  

  1.º Menos de 100 GT: 60 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 500 GT: 80 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 130 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 200 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 20.000 GT: 350 euros.  

  6.º A partir de 20.000 GT: 450 euros.  

d) Acta de estabilidad para embarcaciones de menos de 20 GT/TRB: 75 

euros tanto para buque nuevo como para buque existente.  

e) Acta de pruebas de estabilidad, según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 100 GT: 70 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 500 GT: 100 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 160 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 250 euros.  



  5.º Entre 5.000 y menos de 20.000 GT: 450 euros.  

  6.º A partir de 20.000 GT: 550 euros.  

f) Certificado de comprobación de la estabilidad:  

  1.º Menos de 100 GT: 35 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 500 GT: 50 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 80 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 125 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 20.000 GT: 225 euros.  

  6.º A partir de 20.000 GT: 275 euros.  

g) Certificado especial de francobordo para navegación por aguas 

interiores:  

  1.º Menos de 100 GT: 25 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 500 GT: 40 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 60 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 90 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 20.000 GT: 150 euros.  

  6.º A partir de 20.000 GT: 200 euros. 

 h) Certificado de reconocimiento de la instalación frigorífica, según la 

siguiente escala:  

  1.º Menos de 150 m3: 80 euros.  

  2.º Entre 150 y menos de 500 m3: 130 euros.  



  3.º A partir de 500 m3: 200 euros.  

i) Certificado de instalaciones de máquinas sin dotación permanente, 

incluido para buques de pesca de eslora L de 24 metros o superior: 300 euros. 

 j) Resolución de tripulación mínima de seguridad, certificado aptitud de 

medios flotantes de recepción desechos de buques, acta de pruebas oficiales y 

certificado de valoración: 110 euros.  

k) Certificado de número máximo de pasajeros y tripulantes: 100 euros.  

l) Certificado de navegabilidad para buques o embarcaciones, certificado 

de seguridad para buques de pasaje y su inventario adjunto, y certificado de 

conformidad de buques pesqueros, según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 250 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 400 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 700 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 1.000 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 1.300 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 1.800 euros. Cuando se trate de embarcaciones 

de eslora L inferior a 16 metros, la tasa será del 50 por ciento que resulte de la 

escala anterior.  

m) Certificado nacional de exención de buques de pasaje (Convenio 

internacional 1974) y certificado nacional de exención de buques de carga: 60 

euros.  

n) Certificado nacional de seguridad del equipo convenio (1974) y 

certificado nacional de seguridad del equipo:  

  1.º Menos de 250 GT: 150 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 200 euros.  



  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 300 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 500 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 600 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 900 euros.  

ñ) Certificado de conformidad de buques pesqueros de menos de 6 metros: 

80 euros.  

o) Certificado de reconocimiento de material náutico: 80 euros.  

p) Certificado de conformidad de buques de recreo: 200 euros.  

q) Certificado de seguridad radioeléctrica:  

  1.º Para buques no acogidos al Sistema Mundial de Socorro y Seguridad 

Marítima (SMSSM/GMDSS): 100 euros. Renovación o refrendo de certificado 

para buques no acogidos al Sistema Mundial de Socorro y Seguridad Marítima: 

40 euros.  

  2.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A1: 100 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A1: 

40 euros.  

  3.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A2:125 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A2: 

50 euros.  

  4.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A3: 175 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A3: 

60 euros.  

  5.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A4: 175 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A4: 

60 euros.  



  6.º Expedición o renovación de licencia de estación de barco (LEB): 60 

euros.  

  7.º Asignación de número de identificación del servicio móvil marítimo: 

60 euros.  

  8.º Aprobación y renovación de equipos radioeléctricos y de 

radionavegación: 60 euros.  

  9.º Autorización y renovación de empresas instaladoras de equipos de 

radiocomunicaciones: 60 euros.  

r) Certificado de buque listo para reciclado, certificado de inventario de 

materiales potencialmente peligrosos, permiso de obra de reforma, certificado 

de permiso de construcción, reconocimiento extraordinario operativo, 

reconocimiento para autorización de remolque, certificado de homologación o 

aprobación y certificado de prueba tiro fijo: 400 euros.  

s) Certificado de medios de carga y descarga, según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 1.000 kg: 50 euros.    

  2.º Entre 1.000 y menos de 10.000 kg: 100 euros.  

  3.º Entre 10.000 y menos de 20.000 kg: 150 euros.  

  4.º A partir de 20.000 kg: 200 euros. Para la expedición de otros 

certificados que puedan exigirse por la normativa nacional, la tasa será de 100 

euros.  

3. La copia de alguno de los certificados anteriores estará gravada con una 

tasa de 30 euros.  

4. Se aplicarán a las tasas previstas en este artículo las siguientes 

variaciones en su cuantía:  

a) Cuando la actuación de la Administración marítima se realice fuera de 

jornada, la cuantía de la tasa se incrementará un 50 por ciento.  



b) Cuando la actuación de que se trate se haya realizado por una 

organización reconocida, la cuantía de la tasa se reducirá un 50 por ciento.  

c) Cuando la actuación de que se trate sea la renovación de un certificado, 

la cuantía de la tasa se reducirá un 30 por ciento.  

d) Cuando la actuación de que se trate sea el refrendo de un certificado, la 

cuantía de la tasa se reducirá un 65 por ciento.  

e) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedentes de un Estado que no es miembro de la Unión Europea (no sujeto a 

revisión), la cuantía de la tasa se reducirá un 50 por ciento.  

f) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedentes de un Estado que no es miembro de la Unión Europea (sujeto a 

revisión), la cuantía de la tasa se aumentará un 40 por ciento.  

g) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedentes de un país comunitario (no sujeto a revisión), la cuantía de la tasa 

se reducirá un 75 por ciento.  

h) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedentes de país comunitario (sujeto a revisión), la cuantía de la tasa se 

reducirá un 30 por ciento.  

i) Cuando la actuación de que se trate sea la renovación del certificado por 

cambio de datos sin realización de cálculos, la cuantía de la tasa se reducirá en 

un 90 por ciento, con un mínimo de 30 euros.  

j) Cuando la actuación de que se trate sea el permiso de construcción y el 

certificado nacional de seguridad para buques petroleros, quimiqueros y 

gaseros, la cuantía de la tasa se aumentará un 50 por ciento.  

k) Cuando la actuación de que se trate sea el permiso de construcción para 

buques de pasaje, la cuantía de la tasa se aumentará al doble.  

l) Cuando la actuación de que se trate sea el acta y experiencia de 

estabilidad en averías, la cuantía de la tasa se aumentará un 50 por ciento. 



 

Artículo 285. Devengo de las tasas. 

 

El devengo de la tasa se producirá: 

a) En el caso de las tasas de inscripción o baja, cuando se practiquen los 

correspondientes asientos en los Registros. 

b) En el caso de actuaciones administrativas intermedias, en el momento de la 

solicitud del servicio. 

 

Artículo 285. Tasas por la emisión de certificados internacionales. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la prestación, por parte 

de la Administración marítima, de los servicios y actuaciones inherentes a la 

emisión, renovación, refrendo o modificación de los certificados en materia de 

seguridad marítima exigidos por los convenios internacionales que han sido 

ratificados por España, así como las actividades en materia de inspección 

marítima que se concretan en el presente artículo.  

2. Las cuantías de las tasas por la emisión de los certificados internacionales 

serán las indicadas a continuación:  

a) Certificado internacional de arqueo reducido (1969) (GT) y certificado 

internacional de arqueo (1969) (GT), según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 100 GT: 130 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 20.000 GT: 200 euros.  

  3.º A partir de 20.000 GT: 500 euros.  

b) Certificado de autorización para el transporte de grano, según la 

siguiente escala:  

  1.º Menos de 1.000 GT: 130 euros.  

  2.º Entre 1.000 y menos de 10.000 GT: 175 euros.  

  3.º Entre 10.000 y menos de 20.000 GT: 220 euros  

  4.º A partir de 20.000 GT: 300 euros.  

c) Certificado aptitud para el transporte de mercancías peligrosas y 

certificado de aptitud para el transporte de mercancías peligrosas (naves de gran 

velocidad), certificado internacional de aptitud para el transporte de productos 

químicos peligrosos a granel (CIQ) y certificado internacional (CGrQ) de 



aptitud para el transporte de productos químicos peligrosos a granel, según la 

siguiente escala:  

  1.º Menos de 10.000 GT: 300 euros.  

  2.º A partir de 10.000 GT: 500 euros.  

d) Certificado internacional de aptitud para el transporte de gases licuados 

a granel (CIG), según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 10.000 GT: 400 euros.  

  2.º A partir de 10.000 GT: 700 euros.  

e) Certificado internacional relativo al sistema antiincrustante: 130 euros. 

Declaración relativa al sistema antiincrustante para buques de eslora L >= 24 

m, y arqueo bruto < 400: 60 euros. f) Certificado internacional de gestión de 

agua de lastre:  

  1.º Menos de 250 GT: 80 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 100 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 200 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 300 euros. 5.º Entre 5.000 y menos 

de 10.000 GT: 400 euros. 6.º A partir de 10.000 GT: 600 euros.  

g) Certificado de aprobación del instrumento de estabilidad, según la 

siguiente escala:  

  1.º Menos de 100 GT: 70 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 500 GT: 100 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 160 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 250 euros.  



  5.º Entre 5.000 y menos de 20.000 GT: 450 euros.  

  6.º A partir de 20.000 GT: 550 euros.  

h) Certificados internacionales de francobordo, según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 100 GT: 70 euros.  

  2.º Entre 100 y menos de 500 GT: 100 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 160 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 250 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 20.000 GT: 450 euros.  

  6.º A partir de 20.000 GT: 550 euros.  

i) Certificado internacional de exención relativo al francobordo: 60 euros.  

j) Documento relativo a la dotación mínima de seguridad (MSM): 100 

euros.  

k) Prestación de los servicios de emisión de documento del Registro 

Sinóptico Continuo: 25 euros.  

l) Certificado internacional de prevención de la contaminación por 

hidrocarburos de buques petroleros (PET) y de buques no petroleros (NO PET), 

certificado internacional de prevención de la contaminación para transporte 

sustancias nocivas liquidas granel (SNL) y certificado de aptitud para transporte 

en cantidades limitadas de SNL en buques de suministro (SNL SUMINISTRO), 

según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 2.500 GT: 200 euros.  

  2.º Entre 2.500 y menos de 5.000 GT: 300 euros.  

  3.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 400 euros.  



  4.º A partir de 10.000 GT: 500 euros.  

m) Certificado internacional de prevención contaminación aguas sucias 

(incluye las normas obligatorias relativas al régimen de descarga de aguas 

sucias sin tratar por los buques), certificado internacional de prevención de la 

contaminación atmosférica, suplemento del certificado internacional de 

prevención de la contaminación atmosférica, y certificado de buque polar según 

la siguiente escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 30 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 50 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 80 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 100 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 140 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 200 euros.  

n) Certificado internacional de eficiencia energética, según la siguiente 

escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 60 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 100 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 150 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 250 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 300 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 500 euros.  

ñ) Certificado de confirmación del cumplimiento de la parte II del SEEMP: 

200 euros.  



o) Certificado internacional de prevención de la contaminación atmosférica 

para motores (EIAPP) y suplemento del certificado internacional de prevención 

de la contaminación atmosférica por motores (EIAPP): 300 euros  

p) Certificado de seguridad para buque de pasaje, certificado de seguridad 

para naves gran velocidad (NGV), certificado de seguridad para naves gran 
velocidad 1994 (NGV), certificado de seguridad para naves de sustentación 

dinámica (NSDINAMICA), certificado de seguridad para buque de carga, 

certificado de seguridad de buques para fines especiales, según la siguiente 

escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 300 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 500 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 700 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 1.000 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 1.300 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 1.800 euros.  

q) Certificado de limitaciones operacionales para buques de pasaje: 300 

euros.  

r) Permiso de explotación para naves de gran velocidad, permiso de 

explotación para naves de gran velocidad 2000 y permiso de explotación para 

naves de sustentación dinámica: 100 euros.  

s) Certificado de seguridad para buque de carga, buques petroleros, gaseros 

y quimiqueros:  

1.º Menos de 250 GT: 300 euros.  

2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 450 euros.  

3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 750 euros.  



4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 1.200 euros.  

5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 1.500 euros.  

6.º A partir de 10.000 GT: 2.250 euros.  

t) certificado de exención para buques de carga y certificado de exención 

para buques de pasaje: 75 euros.  

u) Certificado armonizado de seguridad radioeléctrica para buque de carga:  

  1.º Para buques no acogidos al Sistema Mundial de Socorro y Seguridad 

Marítima (SMSSM/GMDSS): 100 euros. Renovación o refrendo de certificado 

para buques no acogidos al Sistema Mundial de Socorro y Seguridad Marítima: 

40 euros.  

  2.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A1: 100 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A1: 

40 euros.  

  3.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A2:125 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A2: 

50 euros.  

  4.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A3: 175 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A3: 

60 euros.  

  5.º Expedición para buques SMSSM/GMDSS zona A4: 175 euros. 

Renovación o refrendo de certificado para buques SMSSM/GMDSS zona A4: 

60 euros.  

  6.º Expedición o renovación de licencia de estación de barco (LEB): 60 

euros.  

  7.º Asignación de número de identificación del servicio móvil marítimo: 

60 euros.  



  8.º Aprobación y renovación de equipos radioeléctricos y de 

radionavegación: 60 euros.  

  9.º Autorización y renovación de empresas instaladoras de equipos de 

radiocomunicaciones: 60 euros.  

v) Certificado de gestión de la seguridad convenio 1974 (ISM CGS), según 

la siguiente escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 100 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 150 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 250 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 350 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 500 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 800 euros.  

w) Documento de cumplimiento (ISM DOC): el 25 por ciento de la suma 

por la tasa del certificado de gestión de la seguridad convenio 1974 (ISM CGS) 

de cada uno de los buques de la compañía.  

x) Certificado internacional de protección del buque (ISPS), la aprobación 

del plan de protección del buque (PPB) y revisión de la evaluación de protección 

del buque (EPB), y enmiendas al plan de protección del buque (PPB): 200 euros.  

y) Declaración de conformidad laboral marítima — parte I y certificado de 

trabajo marítimo e informe de inspección a bordo, según la siguiente escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 60 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 100 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 150 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 250 euros.  



  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 300 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 500 euros.  

z) Certificado de valoración estado del buque CAS, conforme a la siguiente 

escala:  

  1.º Menos de 250 GT: 100 euros.  

  2.º Entre 250 y menos de 500 GT: 150 euros.  

  3.º Entre 500 y menos de 1.000 GT: 250 euros.  

  4.º Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 400 euros.  

  5.º Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 500 euros.  

  6.º A partir de 10.000 GT: 750 euros.  

Para la expedición de otros certificados que puedan exigirse por 

instrumentos internacionales, la tasa será de 200 euros si se trata de un buque o 

embarcación de hasta 500 GT y de 400 euros para aquellos de más de 500 GT.  

3. La copia de alguno de los certificados anteriores estará gravada una tasa 

de 30 euros.  

4. Se aplicarán a las tasas previstas en este artículo las siguientes 

correcciones:  

a) Cuando la actuación de la Administración marítima se realice fuera de 

jornada, la cuantía de la tasa se incrementará un 50 por ciento.  

b) Cuando la actuación de que se trate se haya realizado por una 

organización reconocida, la cuantía de la tasa se reducirá un 50 por ciento.  

c) Cuando la actuación de que se trate sea la renovación de un certificado, 

la cuantía de la tasa se reducirá un 30 por ciento.  



d) Cuando la actuación de que se trate sea el refrendo de un certificado, la 

cuantía de la tasa se reducirá un 65 por ciento.  

e) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedentes de un Estado que no es miembro de la Unión Europea (no sujeto a 

revisión), la cuantía de la tasa se reducirá un 50 por ciento. Esta reducción no 

será aplicable al certificado internacional de arqueo (1969), al certificado de 

autorización para el transporte de grano y al certificado internacional de 

francobordo.  

f) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedentes de un Estado que no es miembro de la Unión Europea (sujeto a 

revisión), la cuantía de la tasa se aumentará un 40 por ciento. Este aumento no 

será aplicable al certificado internacional de arqueo (1969), al certificado de 

autorización para el transporte de grano y al certificado internacional de 

francobordo.  

g) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buque 

procedente de un país comunitario (no sujeto a revisión), la cuantía de la tasa se 

reducirá un 75 por ciento.  

h) Cuando la actuación de que se trate sea el abanderamiento de buques 

procedente de país comunitario (sujeto a revisión), la cuantía de la tasa se 

reducirá un 30 por ciento.  

i) Cuando la actuación de que se trate sea la renovación del certificado por 

cambio de datos sin realización de cálculos, la cuantía de la tasa se reducirá en 

un 90 por ciento, con un mínimo de 30 euros.  

j) Cuando la actuación de que se trate sean los reconocimientos para la 

emisión de certificados a buques extranjeros comunitarios la cuantía de la tasa 

será la que corresponda, sin ninguna variación.  

k) Cuando la actuación de que se trate sean los reconocimientos para 

emisión de certificados a buques extranjeros no comunitarios, la cuantía de la 

tasa se aumentará al doble.  



l) Cuando la actuación de que se trate sea el certificado de IOPP para 

buques petroleros, quimiqueros y gaseros, la cuantía de la tasa se aumentará un 

50 por ciento. 

 

 

Artículo 286. Sujetos pasivos. 

 

Serán sujetos pasivos todas las personas físicas o jurídicas que soliciten la 

prestación de servicios que constituyen el hecho imponible. 

 

Artículo 286. Tasas por actuaciones registrales. 

 

1. El hecho imponible de las tasas por actuaciones registrales está 

constituido por:  

a) La inscripción, la baja y las actuaciones intermedias, a instancia de parte, 

de cada buque matriculado en alguno de los registros marítimos españoles.  

b) La expedición del certificado de registro.  

2. Las cuantías de las tasas de inscripción y de baja serán:  

a) Menos de 250 GT: 30 euros.  

b) Entre 250 y menos de 500 GT: 80 euros.  

c) Entre 500 y menos de 1.000 GT: 150 euros.  

d) Entre 1.000 y menos de 5.000 GT: 300 euros.  

e) Entre 5.000 y menos de 10.000 GT: 600 euros.  

f) A partir de 10.000 GT: 1.000 euros.  

3. Las cuantías de la tasa de actuaciones administrativas intermedias serán:  

a) Tarifa primera. Actuación administrativa a instancia de parte que 

conlleve anotación en hoja de asiento: 20 euros.  

b) Tarifa segunda. Certificaciones a instancia de parte. Copia de hojas de 

asiento, por cada una: 10 euros.  



c) Tarifa tercera. Copia simple del contenido de los expedientes: 20 euros.  

4. La cuantía de la tasa por expedición del certificado de registro y 

navegación de las embarcaciones de recreo será de 150 euros.  

Cuando se trate del certificado de registro y navegación de embarcaciones 

de recreo sin marcado CE la cuantía será de:  

a) Cuando su eslora sea inferior o igual a 12 metros: 250 euros.  

b) Cuando su eslora sea superior a 12 metros: 350 euros.  

La cuantía de la tasa por renovación del certificado de registro y navegación 

de las embarcaciones de recreo de 100 euros. 

 

Artículo 287. Cuantías exigibles. 

 

Las cuantías exigibles serán las siguientes: 

a) Tasa de inscripción: 0,15 € por unidad de arqueo, con un mínimo de 15,03 €. 

b) Tasa de baja: 0,15 € por unidad de arqueo, con un mínimo de 15,03 €. 

c) Tasa de actuaciones administrativas intermedias: 

1.º Tarifa primera. Actuación administrativa a instancia de parte que conlleve 

anotación en hoja de asiento: 15 €. 

2.º Tarifa segunda. Certificaciones a instancia de parte. Copia de hojas de 

asiento, por cada una: 6 €. 

3.º Tarifa tercera. Copia simple del contenido de los expedientes: 15 €. 

 

Artículo 287. Tasas por la emisión de certificados de seguro o de otra 

garantía financiera. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la prestación de los 

servicios de emisión de certificado de seguro o de otra garantía financiera 

cuando así lo exija la normativa vigente.  

2. El devengo de una y otra tasa se producirá en el momento en que se 

presente la solicitud que motive el servicio, que no se tramitará sin que se haya 

efectuado el pago correspondiente.  

3. La cuantía de las tasas es:  

a) Certificado de seguro o garantía financiera relativa a la responsabilidad 

civil nacida de daños debidos a contaminación por los hidrocarburos para 

combustible de los buques o por hidrocarburos, respectivamente, a personas 

físicas o jurídicas: 150 euros.  

b) Certificado de seguro o garantía financiera relativo a la responsabilidad 

civil nacida de daños a los pasajeros por vía marítima en caso de accidente: 140 

euros.  



c) Otros certificados de seguro o garantía financiera exigidos por la 

normativa vigente: 100 euros.  

 

Artículo 288. Gestión, liquidación y pago de las tasas. 

 

1. La gestión de la tasa se llevará a cabo por la Dirección General de la Marina 

Mercante, dependiente del Ministerio de Fomento. 

 

 

 

 

 

 

2. La tasa será objeto de autoliquidación por el sujeto pasivo. 

 

3. El pago de la tasa se realizará en efectivo, en entidad de depósito autorizada 

por el Ministerio de Economía y Hacienda, y le será aplicable lo dispuesto en el 

Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 

de julio. 

 

Artículo 288. Tasa por trámites de títulos profesionales marítimos y de 

recreo. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la prestación de los 

servicios de:  

a) Expedición, revalidación, renovación, convalidación y duplicado, según 

corresponda, de títulos profesionales, tarjetas profesionales, certificados de 

suficiencia y certificados de formación marítima, necesarios para el ejercicio de 

la profesión en buques civiles de acuerdo con las disposiciones vigentes.  

b) Expedición, renovación, canje, renovación y duplicado, según 

corresponda, de títulos y tarjetas necesarios para el gobierno de embarcaciones 

de recreo.  

2. Los desempleados de larga duración inscritos en las Oficinas de Empleo 

y tengan ingresos anuales inferiores a dos veces el indicador público de renta de 

efectos múltiples (IPREM) tendrán una exención total de tasa en los trámites 

referidos a los títulos profesionales.  

3. Las cuantías de la tasa serán las siguientes:  

a) Tarifa primera. Expedición y duplicado de títulos profesionales de la 

Marina Mercante: 75 euros.  

b) Tarifa segunda. Expedición, revalidación, renovación, convalidación, 

duplicado o dispensas de tarjetas profesionales de la marina mercante: 10 euros.  

c) Tarifa tercera. Expedición, revalidación, convalidación o duplicado de 

certificados de suficiencia, certificados de formación marítima y certificados 

nacionales: 6 euros.  



d) Tarifa cuarta. Expedición de títulos que habilitan el gobierno de 

embarcaciones de recreo: 50 euros.  

e) Tarifa quinta. Expedición, renovación o duplicado de tarjetas que 

habilitan el gobierno de embarcaciones de recreo: 10 euros.  

f) Tarifa sexta. Canje o convalidación de títulos y tarjetas que habilitan el 

gobierno de embarcaciones de recreo: 60 euros.  

g) Tarifa séptima. Otros servicios:  

  1.º Legalización de firma de títulos y tarjetas o compulsa de documentos 

no incorporados al expediente: 3 euros.  

  2.º Copia de los documentos del expediente que obren en el historial del 

marino: 10 euros. 

3.º Grabar certificados extranjeros en la base de datos de títulos 

profesionales: 5 euros. 

CAPÍTULO III 

Tasa por la emisión o renovación de la libreta marítima 

 

 

Artículo 289. Hecho imponible y devengo. 

 

1. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios de 

expedición o renovación de la Libreta Marítima, necesaria para el ejercicio de la 

profesión en buques de acuerdo con las disposiciones vigentes. 

 

2. El devengo de la tasa se producirá en el momento en que se presente la 

solicitud que motive el servicio, que no se tramitará sin que se haya efectuado el 

pago correspondiente. 

 

Artículo 289. Tasa por la emisión o renovación de la libreta de 

navegación marítima. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la prestación de los 

servicios de expedición, renovación, canje o duplicado de la libreta de 

navegación marítima, necesaria para el ejercicio de la profesión en buques 

civiles de acuerdo con las disposiciones vigentes.  

2. Los desempleados de larga duración que figuren inscritos como tales en 

las Oficinas de Empleo y tengan ingresos anuales inferiores a dos veces el 

IPREM tendrán exención parcial del 50 por ciento de tasa.  



3. La cuantía de la tasa es: 30 euros. 

 

Artículo 290. Sujetos pasivos, cuantía, gestión y pago. 

 

1. Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas que soliciten la prestación 

de servicios que constituyen el hecho imponible. 

 

 

2. La cuantía de la tasa es: 40 €. 

 

3. La gestión de la tasa se llevará a cabo por la Dirección General de la Marina 

Mercante del Ministerio de Fomento. 

4. El pago de la tasa se realizará en efectivo, en entidad de depósito autorizada 

por el Ministerio de Economía y Hacienda, y le será aplicable lo dispuesto en el 

Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 

de julio. 

 

Artículo 290. Tasa por trámites del documento de identidad del marino 

(DIM). 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la prestación de los 

servicios de expedición, renovación, canje o duplicado del documento de 

identidad del marino (DIM), necesaria para el ejercicio de la profesión en 

buques civiles de acuerdo con las disposiciones vigentes.  

2. Tendrán una exención parcial del 50 por ciento de la tasa los 

desempleados de larga duración que figuren inscritos como tales en las Oficinas 

de Empleo y tengan ingresos anuales inferiores a dos veces el IPREM.  

3. La cuantía de la tasa es: 30 euros. 

 

CAPÍTULO IV 

Tasas por la emisión de certificado de seguro o de otra garantía financiera 

relativa a la responsabilidad civil por daños debidos a contaminación por 

hidrocarburos 

 

 



 

Artículo 291. Hecho imponible y devengo. 

 

1. Constituye el hecho imponible de las tasas la prestación de los servicios de 

emisión de certificado de seguro o de otra garantía financiera relativa a la 

responsabilidad civil nacida de daños debidos a contaminación por los 

hidrocarburos para combustible de los buques o por hidrocarburos, respectivamente, 

a personas físicas o jurídicas. 

2. El devengo de una y otra tasa se producirá en el momento en que se presente 

la solicitud que motive el servicio, que no se tramitará sin que se haya efectuado el 

pago correspondiente. 

 

Artículo 291. Tasas por derechos de acceso a exámenes de títulos 

profesionales de la marina mercante. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la realización de las 

pruebas de idoneidad o aptitud profesional para la obtención de las titulaciones 

profesionales de la marina mercante.  

2. Los desempleados de larga duración que figuren inscritos como tales en 

las Oficinas de Empleo y tengan ingresos anuales inferiores a dos veces el 

IPREM tendrán una exención total de la tasa por derechos de acceso a exámenes 

de titulaciones profesionales de la marina mercante.  

3. La cuantía de las tasas por derechos de acceso a exámenes de titulaciones 

profesionales de la marina mercante será la siguiente:  

a) Tasa para la realización de la prueba de idoneidad para la obtención de 

los títulos de piloto de segunda, patrón de altura, patrón de litoral, oficial de 

máquinas de segunda, mecánico mayor naval, mecánico naval, oficial 

radioelectrónico de segunda y oficial electrotécnico de la marina mercante: 60 

euros.  

b) Tasa para la realización de la prueba de aptitud para la obtención del 

título nacional de patrón portuario: 60 euros.  

c) Tasa para la realización del examen teórico de acceso al certificado de 

patrón profesional de embarcaciones de recreo: 60 euros.  

d) Tasa para la realización del examen sobre conocimiento de legislación 

marítima española que proporcione las habilitaciones para ejercer de capitán o 

primer oficial de puente, jefe de máquinas o primer oficial de máquinas: 60 

euros. 

 



 

Artículo 292. Sujetos pasivos, cuantía, gestión y pago. 

 

1. Son sujetos pasivos de las tasas las personas físicas o jurídicas que soliciten 

la prestación de servicios que constituyen el hecho imponible. 

 

2. La cuantía de ambas tasas es: 120 €. 

 

 

 

 

 

 

 

 

3. La gestión de las tasas se llevará a cabo por la Dirección General de la Marina 

Mercante del Ministerio de Fomento. 

4. El pago de las tasas se realizará en efectivo, en entidad de depósito autorizada 

por el Ministerio de Economía y Hacienda, y le será aplicable lo dispuesto en el 

Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 

de julio. 

 

 

Artículo 292. Tasas por derechos de acceso a exámenes para la 

obtención de títulos náuticos para el gobierno de embarcaciones de recreo. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la realización de los 

exámenes para la obtención de los títulos náuticos que habilitan para el gobierno 

de las embarcaciones destinadas a un uso de recreo o deportivo.  

2. La cuantía de las tasas por derechos de acceso a exámenes para la 

obtención de títulos náuticos para el gobierno de embarcaciones de recreo será 

la siguiente:  

a) Tasa para la realización del examen para la obtención del título de capitán 

de yate: 100 euros.  

b) Tasa para la realización del examen para la obtención del título de patrón 

de yate: 80 euros.  

c) Tasa para la realización del examen para la obtención del título de patrón 

de embarcaciones de recreo: 65 euros.  

d) Tasa para la realización del examen para la obtención del título de patrón 

para navegación básica: 50 euros. 



CAPÍTULO V 

Tasa por la emisión de documento del registro sinóptico continuo 

 

 

Artículo 293. Hecho imponible y devengo. 

 

1. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios de 

emisión de documento del Registro Sinóptico Continuo. 

 

 

2. El devengo de la tasa se producirá en el momento en que se presente la 

solicitud que motive el servicio, que no se tramitará sin que se haya efectuado el 

pago correspondiente. 

 

Artículo 293. Tasa para la homologación y la prórroga de 

homologación de centros de formación para impartir los cursos de 

formación marítima. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la realización de todas 

las acciones necesarias para determinar que el centro de formación cumple con 

las condiciones exigidas para impartir el curso de formación marítima que este 

solicita homologar.  

2. La cuantía de las tasas serán las siguientes:  

a) Tarifa única para la homologación de cursos de formación marítima: 

1.800 euros.  

b) Tarifa única para la prórroga de homologación de cursos de formación 

marítima: 1.100 euros. 

 

 

Artículo 294. Sujetos pasivos, cuantía, gestión y pago. 

 

1. Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten la 

prestación de servicios que constituyen el hecho imponible. 

 

 

 

2. La cuantía de la tasa es: 18 €. 

 

Artículo 294. Tasa por asignación del código único del fabricante. 

 

1. El hecho imponible de la tasa está constituido por la asignación del 

código único del fabricante, tal y como se establece en el Reglamento de 

Ejecución (UE) 2017/1 de la Comisión, de 3 de enero de 2017, sobre los 

procedimientos de identificación de embarcaciones con arreglo a la Directiva 

2013/53/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a las 

embarcaciones recreo y a las motos acuáticas o, en su caso, la norma que la 

sustituya.  

2. La cuantía de la tasa para la asignación del código único del fabricante 

será de 20 euros. 



3. La gestión de la tasa se llevará a cabo por la Dirección General de la Marina 

Mercante del Ministerio de Fomento. 

4. El pago de la tasa se realizará en efectivo, en entidad de depósito autorizada 

por el Ministerio de Economía y Hacienda, y le será aplicable lo dispuesto en el 

Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 

de julio. 

 

LIBRO TERCERO 

Régimen de policía  

TÍTULO III 

Medidas que garantizan la actividad portuaria y la navegación 

 

Artículo 302. Buques abandonados. 

1. Corresponde al Estado la propiedad de los buques abandonados en la zona 

de servicio del puerto.  

2. Se considerarán abandonados aquellos buques que permanezcan durante más 

de tres meses atracados, amarrados o fondeados en el mismo lugar dentro del puerto 

sin actividad apreciable exteriormente, y sin haber abonado las correspondientes 

tasas o tarifas, y así lo declare el Consejo de Administración de la Autoridad 

Portuaria. 

La declaración de abandono exigirá la tramitación del correspondiente 

procedimiento, en el que se acreditarán las circunstancias expresadas y en el que se 

dará audiencia al propietario, al naviero, al capitán del buque o, en su caso, al 

consignatario del buque, en la forma prevista en la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

3. Declarado el abandono del buque por el Consejo de Administración de la 

Autoridad Portuaria, ésta procederá, bien a su venta en pública subasta, ingresando 

el producto de la enajenación en el Tesoro Público, previa detracción de los créditos 

 

Artículo 302. Buques abandonados. 

1. Corresponde al Estado la propiedad de los buques abandonados en la 

zona de servicio del puerto. 

2. Se considerarán abandonados aquellos buques que permanezcan durante 

más de tres meses atracados, amarrados o fondeados en el mismo lugar dentro 

del puerto sin actividad apreciable exteriormente, y sin haber abonado las 

correspondientes tasas o tarifas, y así lo declare el Consejo de Administración 

de la Autoridad Portuaria. 

La declaración de abandono exigirá la tramitación del correspondiente 

procedimiento, en el que se acreditarán las circunstancias expresadas y en el que 

se dará audiencia al propietario, al naviero, al capitán del buque o, en su caso, 

al consignatario del buque, en la forma prevista en la Ley 39//2015, de 1 de 

octubre. 

3. Declarado el abandono del buque por el Consejo de Administración de 

la Autoridad Portuaria, ésta procederá, bien a su venta en pública subasta, 

ingresando el producto de la enajenación en el Tesoro Público, previa detracción 

de los créditos devengados a su favor por las correspondientes tasas y tarifas 



devengados a su favor por las correspondientes tasas y tarifas portuarias, así como 

los gastos del procedimiento; o bien procederá al hundimiento del buque cuando, 

por su estado, así lo aconsejen razones de seguridad marítima. 

Cuando la venta regulada en el párrafo anterior tenga por objeto buques no 

comunitarios, se observarán, además, las siguientes reglas:  

a) Dicha venta tendrá la consideración de despacho a consumo de las 

mercancías y, por tanto, incluirá los trámites previstos para la importación de las 

mismas. 

b) En el precio de venta estarán incluidos los tributos devengados con motivo 

de la importación. A los efectos de su constatación y de la contracción de los 

recursos propios comunitarios, dicha enajenación deberá comunicarse a la 

correspondiente Administración de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia 

Estatal de la Administración Tributaria. 

portuarias, así como los gastos del procedimiento; o bien procederá al 

hundimiento del buque cuando, por su estado, así lo aconsejen razones de 

seguridad marítima. 

Cuando la venta regulada en el párrafo anterior tenga por objeto buques no 
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a) Dicha venta tendrá la consideración de despacho a consumo de las 

mercancías y, por tanto, incluirá los trámites previstos para la importación de 

las mismas. 

b) En el precio de venta estarán incluidos los tributos devengados con 

motivo de la importación. A los efectos de su constatación y de la contracción 
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la correspondiente Administración de Aduanas e Impuestos Especiales de la 

Agencia Estatal de la Administración Tributaria. 

 

Artículo 304. Hundimiento de buques. 

 

1. La Autoridad Portuaria, previo informe de la Capitanía Marítima, cuando un 

buque presente peligro de hundimiento en el puerto o constituya un riesgo grave, ya 

sea por el propio buque o por la carga transportada, que pueda perjudicar a la 

actividad portuaria o suponer un peligro notorio para las personas, o para los bienes 

o para el medio ambiente, requerirá al naviero, armador o consignatario para que 

dicho buque abandone el puerto, repare el buque o adopte las medidas procedentes 

en el plazo fijado al efecto. Si éstos no lo hacen, la Autoridad Portuaria podrá, 

respecto del buque y su carga, trasladarlo o proceder a su descarga, venta en pública 

subasta, o a su hundimiento de acuerdo con la normativa vigente, a costa de aquellos, 

en lugar donde no perjudique la actividad portuaria, la navegación o la pesca y no 

constituya un riesgo grave para las personas o para los bienes o para el medio 

ambiente marino. A este último efecto, se solicitará informe de la Administración 

pesquera y de Medio Ambiente que se entenderá positivo si no se emite en el plazo 

de quince días o en el que se fije por la Autoridad Portuaria, por razones de urgencia 

ante la amenaza de hundimiento. 
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personas, o para los bienes o para el medio ambiente, requerirá al naviero, 

armador o consignatario para que dicho buque abandone el puerto, repare el 

buque o adopte las medidas procedentes en el plazo fijado al efecto. Si éstos no 
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2. En los supuestos de hundimiento de buques en las aguas de un puerto que, ya 

sea por el propio buque o por la carga transportada, afecte a la actividad portuaria o 

constituyan un riesgo grave para las personas o para los bienes o para el medio 

ambiente, la Autoridad Portuaria requerirá a sus propietarios, navieros, armadores, 

consignatarios o a las compañías aseguradoras para que procedan a su remoción y 

señalará dónde deben situar su carga, combustible, sus restos o el buque una vez 

reflotado, dentro del plazo que al efecto determine, así como las garantías o medidas 

de seguridad a tomar para evitar un nuevo hundimiento. 

Las Autoridades Portuarias podrán, por razones de urgencia, inclusive antes de 

iniciado el plazo fijado, exigir que se adopten medidas o adoptarlas a costa de los 

obligados, tales como señalización, iluminación o cualquier otra que se estime 

apropiada, al objeto de disminuir o evitar el peligro real o potencial. 

Si incumplieran las órdenes o acuerdos de la Autoridad Portuaria, ésta podrá 

utilizar para la remoción del buque hundido, de su combustible o de la carga que se 

encuentre a bordo, o haya caído del mismo, los medios de ejecución forzosa 

previstos en el ordenamiento jurídico, quedando obligado, en todo caso, el 

propietario o naviero a sufragar los gastos ocasionados. 

Si éste no abonase en el plazo establecido las cantidades devengadas por la 

remoción, la Autoridad Portuaria podrá proceder a la enajenación de los restos del 

buque, deduciendo del importe obtenido los gastos ocasionados. Si no fuera 

suficiente, la diferencia será exigida por vía de apremio. 

Por remoción, a los efectos de esta ley, debe entenderse la puesta a flote, la 

retirada, traslado, desguace o destrucción deliberada de buques naufragados, de su 

carga y su combustible, incluido todo lo que esté o haya estado a bordo de tal buque 

o de cualquiera otros bienes hundidos con la finalidad de evitar un peligro o un 

inconveniente para la navegación, para los recursos naturales o para el medio 

ambiente marino. 

 

3. Si el peligro de hundimiento, el hundimiento o el naufragio del buque tuviere 

lugar fuera de las aguas portuarias y en aguas marítimas situadas en zonas en las que 

España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, el Capitán Marítimo 

será competente para ejercer las acciones a que se refiere el presente artículo. 

2. En los supuestos de hundimiento de buques en las aguas de un puerto 

que, ya sea por el propio buque o por la carga transportada, afecte a la actividad 

portuaria o constituyan un riesgo grave para las personas o para los bienes o 

para el medio ambiente, la Autoridad Portuaria requerirá a sus propietarios, 

navieros, armadores, consignatarios o a las compañías aseguradoras para que 

procedan a su remoción y señalará dónde deben situar su carga, combustible, 

sus restos o el buque una vez reflotado, dentro del plazo que al efecto determine, 

así como las garantías o medidas de seguridad a tomar para evitar un nuevo 

hundimiento. 

Las Autoridades Portuarias podrán, por razones de urgencia, inclusive antes 

de iniciado el plazo fijado, exigir que se adopten medidas o adoptarlas a costa 

de los obligados, tales como señalización, iluminación o cualquier otra que se 

estime apropiada, al objeto de disminuir o evitar el peligro real o potencial. 

Si incumplieran las órdenes o acuerdos de la Autoridad Portuaria, ésta 

podrá utilizar para la remoción del buque hundido, de su combustible o de la 

carga que se encuentre a bordo, o haya caído del mismo, los medios de ejecución 

forzosa previstos en el ordenamiento jurídico, quedando obligado, en todo caso, 

el propietario o naviero a sufragar los gastos ocasionados. 

Si éste no abonase en el plazo establecido las cantidades devengadas por la 

remoción, la Autoridad Portuaria podrá proceder a la enajenación de los restos 

del buque, deduciendo del importe obtenido los gastos ocasionados. Si no fuera 

suficiente, la diferencia será exigida por vía de apremio. 

Por remoción, a los efectos de esta ley, debe entenderse la puesta a flote, la 

retirada, traslado, desguace o destrucción deliberada de buques naufragados, de 

su carga y su combustible, incluido todo lo que esté o haya estado a bordo de 

tal buque o de cualquiera otros bienes hundidos con la finalidad de evitar un 

peligro o un inconveniente para la navegación, para los recursos naturales o para 

el medio ambiente marino.  

3. Si el peligro de hundimiento, el hundimiento o el naufragio del buque 

tuviere lugar fuera de las aguas portuarias y en los espacios marítimos 

españoles, el Capitán Marítimo será competente para ejercer las acciones a que 

se refiere el presente artículo. Asimismo, el Capitán Marítimo emitirá informe 



Asimismo, el Capitán Marítimo emitirá informe en todos los supuestos en los cuales 

el peligro de hundimiento o el hundimiento del buque, pudieran producir episodios 

de contaminación marítima o verse afectada la seguridad en la navegación. 

 

 

 

A los efectos de la protección del crédito administrativo, las cantidades 

devengadas a favor de la Autoridad Portuaria o de la Administración marítima por 

la remoción o cualquier otra actuación derivada de lo establecido en los apartados 

anteriores de este artículo, tendrán la consideración de crédito privilegiado en los 

términos previstos en el artículo 580.3º del Código de Comercio. 

 

 

4. Cuando con ocasión de un procedimiento judicial o administrativo se hubiere 

acordado la retención, conservación o depósito de un buque en la zona de servicio 

de un puerto, la Autoridad Portuaria correspondiente podrá instar de la Autoridad 

judicial el hundimiento del buque o su enajenación en pública subasta, cuando la 

estancia del buque en el puerto produjera un peligro real o potencial a las personas 

o a los bienes o causare grave quebranto a la explotación del puerto. 

La Autoridad judicial acordará el hundimiento o la venta conforme al 

procedimiento legalmente previsto en cada caso, salvo que considere imprescindible 

su conservación para los fines de la instrucción del procedimiento y por el tiempo 

estrictamente necesario. 

Igualmente se procederá a la venta en pública subasta en los casos en que por 

la previsible duración del proceso judicial exista riesgo de una notable depreciación 

del buque, depositando el producto de la venta a resultas del procedimiento. 

 

en todos los supuestos en los cuales el peligro de hundimiento o el hundimiento 

del buque, pudieran producir episodios de contaminación marítima o verse 

afectada la seguridad en la navegación.  

En los casos en que la Administración marítima proceda a la remoción del 

buque, si el propietario, armador o naviero no abonase los gastos ocasionados 

podrá proceder a la enajenación de los restos del buque, mediante subasta 

notarial, deduciendo del importe obtenido los gastos ocasionados. Si no fuera 

suficiente, la diferencia será exigida por vía de apremio.  

A los efectos de la protección del crédito administrativo, las cantidades 

devengadas a favor de la Autoridad Portuaria o de la Administración marítima 

por la remoción o cualquier otra actuación derivada de lo establecido en los 

apartados anteriores de este artículo, tendrán la preferencia de cobro establecida 

en el artículo 122.2 de la Ley de Navegación Marítima y en el artículo 12.3 del 

Convenio internacional sobre los privilegios marítimos y la hipoteca naval, 

hecho en Ginebra el 6 de mayo de 1993. 

4. Cuando con ocasión de un procedimiento judicial o administrativo se 

hubiere acordado la retención, conservación o depósito de un buque en la zona 

de servicio de un puerto, la Autoridad Portuaria correspondiente podrá instar de 

la Autoridad judicial el hundimiento del buque o su enajenación en pública 

subasta, cuando la estancia del buque en el puerto produjera un peligro real o 

potencial a las personas o a los bienes o causare grave quebranto a la explotación 

del puerto. 

La Autoridad judicial acordará el hundimiento o la venta conforme al 

procedimiento legalmente previsto en cada caso, salvo que considere 

imprescindible su conservación para los fines de la instrucción del 

procedimiento y por el tiempo estrictamente necesario. 

Igualmente se procederá a la venta en pública subasta en los casos en que 

por la previsible duración del proceso judicial exista riesgo de una notable 

depreciación del buque, depositando el producto de la venta a resultas del 

procedimiento. 

 



5. En todos los supuestos de embargo o retención judicial o administrativa de 

buques, como medida para garantizar la actividad portuaria, la Autoridad Portuaria 

determinará o modificará la ubicación del buque en el puerto, dando cuenta de ello, 

en todo caso, a la Autoridad que decrete el embargo o retención. 

6. De conformidad con la reserva formulada por el Reino de España en el 

Instrumento de Adhesión al Protocolo de 1996, que enmienda el Convenio sobre 

limitación de la responsabilidad nacida de reclamaciones de Derecho Marítimo, 

1976, hecho en Londres el 2 de mayo de 1996, los propietarios de los buques o los 

navieros no tendrán derecho a limitar su responsabilidad por las reclamaciones 

derivadas de la puesta a flote, remoción, destrucción o eliminación de los peligros 

derivados de un buque hundido, naufragado, varado o abandonado. 

Tampoco podrán limitar su responsabilidad en relación con la carga 

transportada así como por todo bien que esté o haya estado a bordo del buque en 

relación con las actuaciones descritas en el párrafo anterior. 

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo establecido en los Convenios 

Internacionales que regulan la responsabilidad civil de los propietarios de los 

buques, siempre que se hallen en vigor en España. 

7. No podrá promoverse contra las empresas encargadas de la extracción o 

remoción, sus empleados o sus agentes, ninguna reclamación de indemnización de 

daños por contaminación producidos por el combustible del buque o por la 

mercancía descargada, que se ocasionen en la realización de esos trabajos, ya sean 

por acción u omisión, salvo que hayan actuado con intención de causar dichos daños 

o bien temerariamente, a sabiendas de que probablemente se producirían tales daños. 

5. En todos los supuestos de embargo o retención judicial o administrativa 

de buques, como medida para garantizar la actividad portuaria, la Autoridad 

Portuaria determinará o modificará la ubicación del buque en el puerto, dando 

cuenta de ello, en todo caso, a la Autoridad que decrete el embargo o retención. 

6. De conformidad con la reserva formulada por el Reino de España en el 

Instrumento de Adhesión al Protocolo de 1996, que enmienda el Convenio sobre 

limitación de la responsabilidad nacida de reclamaciones de Derecho Marítimo, 

1976, hecho en Londres el 2 de mayo de 1996, los propietarios de los buques o 

los navieros no tendrán derecho a limitar su responsabilidad por las 

reclamaciones derivadas de la puesta a flote, remoción, destrucción o 

eliminación de los peligros derivados de un buque hundido, naufragado, varado 

o abandonado. 

Tampoco podrán limitar su responsabilidad en relación con la carga 

transportada así como por todo bien que esté o haya estado a bordo del buque 

en relación con las actuaciones descritas en el párrafo anterior. 

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo establecido en los Convenios 

Internacionales que regulan la responsabilidad civil de los propietarios de los 

buques, siempre que se hallen en vigor en España. 

7. No podrá promoverse contra las empresas encargadas de la extracción o 

remoción, sus empleados o sus agentes, ninguna reclamación de indemnización 

de daños por contaminación producidos por el combustible del buque o por la 

mercancía descargada, que se ocasionen en la realización de esos trabajos, ya 

sean por acción u omisión, salvo que hayan actuado con intención de causar 

dichos daños o bien temerariamente, a sabiendas de que probablemente se 

producirían tales daños. 

TÍTULO IV 

Régimen sancionador 

CAPÍTULO I 

Infracciones 



 

Artículo 306. Infracciones leves. 

 

Son infracciones leves las acciones u omisiones que, no teniendo la 

consideración de infracción grave o muy grave, por su trascendencia o por la 

importancia de los daños ocasionados, estén tipificadas en alguno de los siguientes 

supuestos: 

1. En lo que se refiere al uso del puerto y sus instalaciones: 

a) El incumplimiento de las disposiciones establecidas en el Reglamento de 

Explotación y Policía del puerto. 

b) El incumplimiento de las ordenanzas establecidas o instrucciones dadas por 

la Autoridad Portuaria en relación con las operaciones marítimas en el ámbito del 

puerto. 

c) La realización de estas operaciones marítimas en el ámbito portuario con 

peligro para las obras, instalaciones, equipo portuario u otros buques, o sin tomar 

las precauciones necesarias. 

d) El incumplimiento de las ordenanzas establecidas o instrucciones dadas por 

la Autoridad Portuaria en lo que se refiere a operaciones de estiba y desestiba, carga 

y descarga, almacenamiento, entrega y recepción y cualesquiera otras relacionadas 

con la mercancía. 

e) La utilización no autorizada, inadecuada o sin las condiciones de seguridad 

suficientes, de los equipos portuarios, ya sean de la Autoridad Portuaria o de 

particulares. 

f) El incumplimiento de las ordenanzas o instrucciones dadas por la Autoridad 

Portuaria en el ámbito de sus competencias sobre la ordenación de los tráficos y 

modos de transporte terrestre o marítimo. 

g) La información incorrecta facilitada a la Autoridad Portuaria sobre los 

tráficos de buques, mercancías, pasajeros y vehículos de transporte terrestre, 
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Explotación y Policía del puerto. 

b) El incumplimiento de las ordenanzas establecidas o instrucciones dadas 

por la Autoridad Portuaria en relación con las operaciones marítimas en el 

ámbito del puerto. 

c) La realización de estas operaciones marítimas en el ámbito portuario con 

peligro para las obras, instalaciones, equipo portuario u otros buques, o sin 

tomar las precauciones necesarias. 

d) El incumplimiento de las ordenanzas establecidas o instrucciones dadas 

por la Autoridad Portuaria en lo que se refiere a operaciones de estiba y 

desestiba, carga y descarga, almacenamiento, entrega y recepción y 

cualesquiera otras relacionadas con la mercancía. 

e) La utilización no autorizada, inadecuada o sin las condiciones de 

seguridad suficientes, de los equipos portuarios, ya sean de la Autoridad 

Portuaria o de particulares. 

f) El incumplimiento de las ordenanzas o instrucciones dadas por la 

Autoridad Portuaria en el ámbito de sus competencias sobre la ordenación de 

los tráficos y modos de transporte terrestre o marítimo. 

g) La información incorrecta facilitada a la Autoridad Portuaria sobre los 

tráficos de buques, mercancías, pasajeros y vehículos de transporte terrestre, 



especialmente sobre los datos que sirvan de base para la aplicación de las tarifas 

portuarias. 

h) Causar por negligencia o dolo directamente daños a las obras, instalaciones, 

equipos, mercancías, contenedores y medios de transporte marítimos o terrestres, 

situados en la zona portuaria. 

i) El incumplimiento de la normativa o de las instrucciones que en materia de 

seguridad marítima o de contaminación se dicten por los órganos competentes. 

j) Cualquier otra actuación u omisión que cause daños o menoscabo a los bienes 

del dominio público portuario, o a su uso o explotación. 

 

2. En lo que se refiere a las actividades sujetas a previa autorización, concesión 

o prestadas mediante licencia: 

a) El incumplimiento de las condiciones de los correspondientes títulos 

administrativos, de las licencias que habiliten para la prestación de servicios 

portuarios o de los Pliegos de Prescripciones Particulares que los regulen, sin 

perjuicio de su caducidad o rescisión. 

b) La publicidad exterior no autorizada en el espacio portuario. 

c) El suministro incorrecto o deficiente de información a la Autoridad Portuaria, 

por propia iniciativa o a requerimiento de ésta. 

d) El incumplimiento parcial o total de otras obligaciones establecidas en la 

presente ley y en las disposiciones que la desarrollen y apliquen, y la omisión de 

actos que fueren obligatorios conforme a ellas. 

e) El incumplimiento de los Reglamentos de Explotación y Policía del puerto, 

del Reglamento General de Practicaje Portuario y demás normas reglamentarias que 

regulen actividades portuarias. 

3. Infracciones contra la seguridad marítima: 

especialmente sobre los datos que sirvan de base para la aplicación de las tarifas 

portuarias. 

h) Causar por negligencia o dolo directamente daños a las obras, 

instalaciones, equipos, mercancías, contenedores y medios de transporte 

marítimos o terrestres, situados en la zona portuaria. 

i) El incumplimiento de la normativa o de las instrucciones que en materia 

de seguridad marítima o de contaminación se dicten por los órganos 

competentes. 

j) Cualquier otra actuación u omisión que cause daños o menoscabo a los 

bienes del dominio público portuario, o a su uso o explotación. 

2. En lo que se refiere a las actividades sujetas a previa autorización, 

concesión o prestadas mediante licencia: 

a) El incumplimiento de las condiciones de los correspondientes títulos 

administrativos, de las licencias que habiliten para la prestación de servicios 

portuarios o de los Pliegos de Prescripciones Particulares que los regulen, sin 

perjuicio de su caducidad o rescisión. 

b) La publicidad exterior no autorizada en el espacio portuario. 

c) El suministro incorrecto o deficiente de información a la Autoridad 

Portuaria, por propia iniciativa o a requerimiento de ésta. 

d) El incumplimiento parcial o total de otras obligaciones establecidas en 

la presente ley y en las disposiciones que la desarrollen y apliquen, y la omisión 

de actos que fueren obligatorios conforme a ellas. 

e) El incumplimiento de los Reglamentos de Explotación y Policía del 

puerto, del Reglamento General de Practicaje Portuario y demás normas 

reglamentarias que regulen actividades portuarias. 

3. Infracciones contra la seguridad marítima: 



a) Las acciones de las personas embarcadas que, en estado de ebriedad o bajo 

la influencia de sustancias psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes, pongan 

en peligro la seguridad del buque. 

b) Los actos contrarios a las normas reglamentarias u órdenes dictadas por el 

capitán u oficialidad del buque que puedan perturbar la seguridad de la navegación. 

4. Infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo: 

a) La falta de presentación por parte del capitán, o de la persona que deba 

hacerlo, de la documentación exigida. 

b) El incumplimiento de las normas reglamentarias en materia de Marina 

Mercante sobre carga o descarga de mercancía a bordo o embarque o desembarque 

de pasajeros. 

c) La utilización, dentro del puerto, de señales acústicas no autorizadas por el 

correspondiente reglamento. 

d) El incumplimiento del deber de facilitar la información que deba ser 

suministrada a la Autoridad Marítima, por propia iniciativa o a requerimiento de 

ésta, o el hacerlo de manera incorrecta o deficiente. 

5. Infracciones relativas a la contaminación del medio marino: 

a) El incumplimiento de las normas o la inobservancia de las prohibiciones 

contenidas en los Reglamentos de Explotación y Policía de los puertos o de otras 

normas sobre mantenimiento de la limpieza de las aguas o aprovechamientos 

comunes del medio marítimo. 

b) La realización de reparaciones, carenas y recogidas susceptibles de causar 

contaminación en contravención de la normativa aplicable. 

c) El incumplimiento de la normativa y de las instrucciones dictadas por la 

Autoridad competente en relación con las obligaciones de entrega de residuos 

generados por los buques y residuos de carga. 

a) Las acciones de las personas embarcadas que, en estado de ebriedad o 

bajo la influencia de sustancias psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes, 

pongan en peligro la seguridad del buque. 

b) Las órdenes dictadas por el capitán u oficialidad del buque o los actos 

contrarios a estas órdenes que puedan perturbar la seguridad marítima. 

4. Infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo: 

a) La falta de presentación por parte del capitán, o de la persona que deba 

hacerlo, de la documentación exigida. 

b) El incumplimiento de las normas reglamentarias en materia de Marina 

Mercante sobre carga o descarga de mercancía a bordo o embarque o 

desembarque de pasajeros. 

c) La utilización, dentro del puerto, de señales acústicas no autorizadas por 

el correspondiente reglamento. 

d) El incumplimiento del deber de facilitar la información que deba ser 

suministrada a la Autoridad Marítima, por propia iniciativa o a requerimiento 

de ésta, o el hacerlo de manera incorrecta o deficiente. 

5. Infracciones relativas a la contaminación del medio marino: 

a) El incumplimiento de las normas o la inobservancia de las prohibiciones 

contenidas en los Reglamentos de Explotación y Policía de los puertos o de otras 

normas sobre mantenimiento de la limpieza de las aguas o aprovechamientos 

comunes del medio marítimo. 

b) La realización de reparaciones, carenas y recogidas susceptibles de 

causar contaminación en contravención de la normativa aplicable. 

c) El incumplimiento de la normativa y de las instrucciones dictadas por la 

Autoridad competente en relación con las obligaciones de entrega de residuos 

generados por los buques y residuos de carga. 



 

Artículo 307. Infracciones graves. 

 

Son infracciones graves las acciones u omisiones tipificadas en el artículo 

anterior, cuando supongan lesión a alguna persona que motive baja por incapacidad 

laboral no superior a siete días, o daños o perjuicios superiores a 1.200 euros e 

inferiores a 6.000 euros, las que pongan en peligro la seguridad del buque o de la 

navegación, la reincidencia en cualquiera de las faltas tipificadas como leves antes 

del plazo establecido para su prescripción y, en todo caso, las siguientes: 

 

1. Infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que se 

prestan en él: 

a) Las que supongan o impliquen riesgo grave para las personas. 

b) El vertido no autorizado desde buques o artefactos flotantes de productos 

sólidos, líquidos o gaseosos en la Zona II, exterior de las aguas portuarias. 

c) El incumplimiento de la normativa establecida para las operaciones de estiba 

o desestiba. 

d) El incumplimiento de las normas, ordenanzas e instrucciones sobre la 

manipulación y almacenamiento en tierra de mercancías peligrosas o la ocultación 

de éstas o de su condición. 

e) El ofrecimiento o entrega de dinero u otro tipo de regalos o dádivas al 

personal de la Autoridad Portuaria o Marítima, con objeto de captar su voluntad, así 

como la solicitud, exigencia o aceptación por el personal de estas entidades de 

dádivas, obsequios, regalos o dinero. 

f) La obstrucción al ejercicio de las funciones de policía que correspondan a la 

Autoridad Portuaria o Marítima. 

g) El falseamiento de la información suministrada a la Autoridad Portuaria por 

propia iniciativa o a requerimiento de ésta. 

 

Artículo 307. Infracciones graves. 

 

Son infracciones graves las acciones u omisiones tipificadas en el artículo 

anterior, cuando supongan lesión a alguna persona que motive baja por 

incapacidad laboral no superior a siete días, o daños o perjuicios superiores a 

1.200 euros e inferiores a 6.000 euros, las que pongan en peligro la seguridad 

del buque o de la navegación, la reincidencia en cualquiera de las faltas 

tipificadas como leves antes del plazo establecido para su prescripción y, en 

todo caso, las siguientes: 

1. Infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que 

se prestan en él: 

a) Las que supongan o impliquen riesgo grave para las personas. 

b) El vertido no autorizado desde buques o artefactos flotantes de productos 

sólidos, líquidos o gaseosos en la Zona II, exterior de las aguas portuarias. 

c) El incumplimiento de la normativa establecida para las operaciones de 

estiba o desestiba. 

d) El incumplimiento de las normas, ordenanzas e instrucciones sobre la 

manipulación y almacenamiento en tierra de mercancías peligrosas o la 

ocultación de éstas o de su condición. 

e) El ofrecimiento o entrega de dinero u otro tipo de regalos o dádivas al 

personal de la Autoridad Portuaria o Marítima, con objeto de captar su voluntad, 

así como la solicitud, exigencia o aceptación por el personal de estas entidades 

de dádivas, obsequios, regalos o dinero. 

f) La obstrucción al ejercicio de las funciones de policía que correspondan 

a la Autoridad Portuaria o Marítima. 

g) El falseamiento de la información suministrada a la Autoridad Portuaria 

por propia iniciativa o a requerimiento de ésta. 



h) La omisión por el capitán de solicitar los servicios de practicaje o 

remolcadores que resulten obligatorios según las disposiciones vigentes. 

2. Infracciones contra la seguridad y protección marítimas: 

a) Las riñas y pendencias entre las personas embarcadas cuando afecten a la 

seguridad del buque o de la navegación. 

b) Los actos contrarios a las normas reglamentarias u órdenes dictadas por el 

capitán u oficiales, susceptibles de perjudicar gravemente la seguridad del buque o 

de la navegación. 

c) Portar armas, aparatos o sustancias peligrosas sin la previa autorización del 

capitán del buque. 

d) Las acciones u omisiones de cualquier miembro de la tripulación del buque 

mientras se halle en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias 

psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes a consecuencia de los cuales se 

pueda alterar su capacidad para desempeñar sus funciones. 

e) La negativa del capitán a mantener a bordo un polizón hasta su entrega a las 

autoridades competentes o a las que éstas dispongan. 

f) La omisión injustificada por el capitán, o por quien desempeñe el mando en 

sustitución de aquél, en caso de abordaje, de dar información referente al nombre y 

puerto de matrícula del buque que se halla bajo su mando, lugar de procedencia y 

de destino. 

g) El embarque clandestino a bordo de un buque español. 

h) Traspasar los capitanes, patrones u otro personal marítimo los límites de 

atribuciones que correspondan a la titulación profesional o de recreo que posean, o 

contratar o permitir ejercer las funciones de capitán, patrón u oficial encargado de 

la guardia durante la navegación, a quienes no se encuentren en posesión de 

titulación suficiente que legalmente les habilite para ello, así como ejercer sin la 

referida titulación tales funciones. 

h) La omisión por el capitán de solicitar los servicios de practicaje o 

remolcadores que resulten obligatorios según las disposiciones vigentes. 

2. Infracciones contra la seguridad y protección marítimas:  

a) Las riñas y pendencias entre las personas embarcadas cuando afecten a 

la seguridad marítima.  

b) Los actos contrarios a las órdenes de la Administración marítima o a la 

normativa vigente, susceptibles de perjudicar gravemente a la seguridad 

marítima. 

c) Portar armas, aparatos o sustancias peligrosas sin la previa autorización 

del capitán del buque. 

d) Las acciones u omisiones de cualquier miembro de la tripulación del 

buque mientras se halle en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias 

psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes a consecuencia de los cuales se 

pueda alterar su capacidad para desempeñar sus funciones. 

e) La negativa del capitán a mantener a bordo un polizón hasta su entrega 

a las autoridades competentes o a las que éstas dispongan. 

f) La omisión injustificada por el capitán, o por quien desempeñe el mando 

en sustitución de aquél, en caso de abordaje, de dar información referente al 

nombre y puerto de matrícula del buque que se halla bajo su mando, lugar de 

procedencia y de destino. 

g) El embarque clandestino a bordo de un buque español.  

h) El ejercicio de las funciones de los capitanes, patrones, oficiales 

encargados de la guardia durante la navegación u otro personal marítimo cuando 

traspase los límites de las atribuciones que correspondan al título profesional o 

de recreo que posean, o cuando lo hagan sin el título requerido para esas 

funciones o cuando estuviera caducado. 

 



i) La falta de comunicación por los interesados a la Capitanía Marítima más 

próxima, salvo causa justificada, del cese de la situación de peligro de un buque o 

plataforma fija que hubiera ocasionado su petición de socorro. 

j) La falta de conocimiento o cumplimiento por parte de los miembros de la 

dotación de todo buque civil español de sus obligaciones y funciones atribuidas en 

el correspondiente cuadro orgánico para situaciones de siniestro, aprobado por la 

Administración de acuerdo con los reglamentos aplicables. 

k) El incumplimiento por los navieros, capitanes y patrones de las normas sobre 

reconocimientos y certificados del buque y de sus elementos, así como la negativa 

u obstrucción a ser inspeccionados y a colaborar con la inspección cuando sean 

requeridos. 

l) La navegación, salvo causa de fuerza mayor, realizada por cualquier clase de 

buque, embarcación o artefacto destinado a usos de transporte, pesca o de recreo 

fuera de los canales balizados de acceso a la costa, en las zonas marcadas como 

reservadas al baño y debidamente balizadas, así como la navegación en la franja de 

mar contigua a la costa de una anchura de doscientos metros en las playas y 

cincuenta metros en el resto de la costa, excediendo el límite de velocidad que 

marquen las disposiciones vigentes. 

m) El incumplimiento de las normas sobre protección marítima por los 

navieros, capitanes, oficiales o algún otro miembro de la dotación. 

n) El incumplimiento del deber de comunicación de los accidentes e incidentes 

marítimos; la obstaculización de las investigaciones de la Comisión Permanente de 

Investigación de Accidentes e Incidentes Marítimos; la simulación, ocultación, 

alteración o destrucción de datos, registros, grabaciones, materiales, informaciones 

y documentos útiles para las investigaciones de la Comisión Permanente de 

Investigación de Accidentes e Incidentes Marítimos. 

ñ) Las acciones u omisiones no comprendidas en los apartados anteriores que 

pongan en peligro la seguridad del buque o de la navegación. 

 

i) La falta de comunicación por los interesados a la Capitanía Marítima más 

próxima, salvo causa justificada, del cese de la situación de peligro de un buque 

o plataforma fija que hubiera ocasionado su petición de socorro. 

j) La falta de conocimiento o cumplimiento por parte de los miembros de 

la dotación de todo buque civil español de sus obligaciones y funciones 

atribuidas en el correspondiente cuadro orgánico para situaciones de siniestro, 

aprobado por la Administración de acuerdo con los reglamentos aplicables. 

k) El incumplimiento por los navieros, capitanes y patrones de las normas 

sobre reconocimientos y certificados del buque y de sus elementos, así como la 

negativa u obstrucción a ser inspeccionados y a colaborar con la inspección 

cuando sean requeridos. 

l) La navegación de cualquier clase de buque, embarcación o artefacto 

destinado a usos de transporte, pesca o de recreo fuera de los canales balizados 

de acceso a la costa, en las zonas marcadas como reservadas al baño y 

debidamente balizadas, así como en la franja de mar contigua a la costa de una 

anchura de 200 metros en las playas y 50 metros en el resto de la costa cuando 

se incumpla la normativa aplicable. 

m) El incumplimiento de las normas sobre protección marítima por los 

navieros, capitanes, oficiales o algún otro miembro de la dotación.  

n) El incumplimiento del deber de comunicación de los accidentes e 

incidentes marítimos.  

 

 

 

ñ) La simulación, ocultación, alteración o destrucción de datos, registros, 

grabaciones, materiales, informaciones y documentos útiles para las 

investigaciones o la obstaculización de la actuación de la Comisión Permanente 

de Investigación de Accidentes e Incidentes Marítimos.  



 

 

 

 

 

 

 

3. Infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo: 

a) El incumplimiento de las normas vigentes sobre el uso en los buques del 

pabellón nacional o contraseñas. 

b) Navegar los buques sin llevar el nombre, número OMI y folio de inscripción 

reglamentaria cuando proceda. 

c) La carencia, deterioro o inexactitud grave de la documentación reglamentaria 

del buque. 

d) La realización sin la debida autorización de actividades comerciales 

portuarias, de comercio exterior o interautonómico en puertos, lugares de la costa o 

situaciones de fondeo en aguas interiores o mar territorial. 

e) Incumplir las instrucciones de las Capitanías Marítimas en el ámbito de sus 

competencias, sobre maniobras y navegación de los buques en los puertos, radas u 

otras aguas marítimas no portuarias. 

f) Incumplir las normas reglamentarias o las instrucciones de las Capitanías 

Marítimas sobre régimen y tráfico de embarcaciones, incluso de recreo o dedicadas 

a cualquier uso, y sobre el empleo de todo artefacto cuya utilización pueda significar 

riesgo para la navegación o para las personas. 

o) El incumplimiento de las normas o resoluciones de la Administración 

marítima en materia de dotaciones mínimas de seguridad.  

p) El incumplimiento de las normas de seguridad para el ejercicio de 

actividades de buceo por parte de empresas de buceo profesional, escuelas de 

buceo, centros turísticos de buceo y clubes de buceo, o por quien practique las 

actividades subacuáticas, tanto profesionales como deportivo‑recreativas o de 

cualquier otra índole en un medio hiperbárico.  

q) Las acciones u omisiones no comprendidas en los apartados anteriores 

que pongan en peligro la seguridad marítima. 

3. Infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo: 

a) El incumplimiento de las normas vigentes sobre el uso en los buques del 

pabellón nacional o contraseñas. 

b) Navegar los buques sin llevar el nombre, número OMI y folio de 

inscripción reglamentaria cuando proceda. 

c) La carencia, deterioro o inexactitud grave de la documentación 

reglamentaria del buque. 

d) La realización sin la debida autorización de actividades comerciales 

portuarias, de comercio exterior o interautonómico en puertos, lugares de la 

costa o situaciones de fondeo en aguas interiores o mar territorial. 

e) Incumplir las instrucciones de las Capitanías Marítimas en el ámbito de 

sus competencias, sobre maniobras y navegación de los buques en los puertos, 

radas u otras aguas marítimas no portuarias. 

f) Incumplir las normas reglamentarias o las instrucciones de las Capitanías 

Marítimas sobre régimen y tráfico de embarcaciones, incluso de recreo o 

dedicadas a cualquier uso, y sobre el empleo de todo artefacto cuya utilización 

pueda significar riesgo para la navegación o para las personas. 



g) Incumplir las normas sobre despacho de buques y embarcaciones o sobre 

enrolamiento de tripulaciones y régimen del rol ante las Capitanías Marítimas y 

oficinas consulares. 

h) El ejercicio de las industrias marítimas a flote incumpliendo las normas sobre 

inscripción marítima, así como la falta de libreta o de cualquier otro documento o 

requisito reglamentario exigido para el ejercicio de la profesión. 

i) La infracción de las normas sobre inscripción de los buques, embarcaciones 

o plataformas fijas en las correspondientes listas del Registro de Buques y Empresas 

Navieras y la utilización de unos u otras en tráficos o actividades no permitidas por 

las inscripciones. 

j) La infracción de las normas sobre utilización de estaciones y servicios 

radioeléctricos por los buques. 

k) El incumplimiento de la obligación de inscripción de las empresas en el 

Registro de Buques y Empresas Navieras, o de dar cuenta al mismo de los actos, 

contratos o acuerdos que deban ser inscritos o anotados. 

l) La construcción de un buque o la realización de obras de transformación o 

cambio de motor sin la autorización administrativa estatal que corresponda o con 

infracción de las normas que la regulan, así como la botadura sin el permiso 

correspondiente. 

m) La infracción de las normas reglamentarias sobre desguace de los buques y 

sobre destrucción o abandono de las plataformas fijas en aguas situadas en zonas en 

las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción. 

 

n) El incumplimiento de las condiciones establecidas en las concesiones o 

autorizaciones de prestación de servicios marítimos. 

 

g) Incumplir las normas sobre despacho de buques y embarcaciones o sobre 

enrolamiento de tripulaciones y régimen del rol ante las Capitanías Marítimas y 

oficinas consulares. 

h) El ejercicio de las industrias marítimas a flote incumpliendo las normas 

sobre inscripción marítima, así como la falta de libreta o de cualquier otro 

documento o requisito reglamentario exigido para el ejercicio de la profesión.  

i) La infracción de las normas sobre inscripción de los buques, 

embarcaciones o plataformas fijas en los registros españoles de buques y 

empresas navieras y la utilización de unos u otras en tráficos o actividades no 

permitidas por las inscripciones.  

j) La infracción de las normas sobre utilización de estaciones y servicios 

radioeléctricos marítimos.  

k) El incumplimiento de la obligación de inscripción de las empresas en 

alguno de los registros españoles de buques y empresas navieras, o de 

proporcionar la información exigida para su inscripción y la actualización de 

los datos inscribibles.  

l) La construcción de un buque o la realización de obras de transformación 

o cambio de motor sin la autorización administrativa estatal que corresponda o 

con infracción de las normas que la regulan, así como la botadura sin el permiso 

correspondiente. 

m) La infracción de las normas reglamentarias sobre desguace de los 

buques y sobre destrucción o abandono de las plataformas fijas en aguas 

situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción. 

n) El incumplimiento de las condiciones establecidas en las autorizaciones 

para el ejercicio de una actividad de servicios marítimos en materia de marina 

mercante o de los requisitos previstos para el ejercicio de dicha actividad cuando 

se realice mediante una declaración responsable o comunicación.  

 



ñ) El incumplimiento del deber de facilitar la información que 

reglamentariamente se deba suministrar a las autoridades marítimas o hacerlo de 

modo incorrecto. 

o) Navegar sin sistemas de señalización reglamentariamente establecidos que 

permitan la localización y visualización permanente del buque o embarcación o 

artefacto destinado a usos de transporte, pesca o de recreo. 

 

p) Navegar sin haber obtenido la patente de navegación, pasavante o documento 

acreditativo de la nacionalidad del buque o embarcación. 

q) Navegar sin que el buque o embarcación o artefacto destinado a usos de 

transporte, pesca o de recreo se halle debidamente matriculado, o con los 

certificados reglamentarios caducados. 

 

 

 

 

4. Infracciones relativas a la prevención de la contaminación del medio marino 

producida desde buques o plataformas fijas u otras instalaciones que se encuentren 

en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción: 

a) La evacuación negligente en aguas situadas en zonas en las que España ejerce 

soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, de desechos u otras sustancias desde 

buques, plataformas fijas u otras construcciones en la mar cuando se produzca en 

contravención de la legislación vigente sobre la materia. 

b) El incumplimiento de las normas especiales sobre navegación, manipulación 

de la carga y seguro obligatorio de buques que transporten hidrocarburos u otras 

sustancias contaminantes. 

ñ) El incumplimiento del deber de facilitar información a las autoridades 

marítimas cuando sea exigible por la normativa vigente o hacerlo de modo 

incorrecto; así como la interferencia u obstrucción de la actividad inherente a 

las funciones asignadas a la Administración marítima.  

o) Navegar sin sistemas de señalización reglamentariamente establecidos 

que permitan la localización y visualización permanente del buque o 

embarcación o artefacto destinado a usos de transporte, pesca o de recreo. 

p) Navegar sin haber obtenido el certificado de registro, pasavante o 

documento acreditativo de la nacionalidad del buque o embarcación.  

q) Navegar sin que el buque o embarcación o artefacto destinado a usos de 

transporte, pesca o de recreo se halle debidamente matriculado, o con los 

certificados reglamentarios caducados. 

r) El incumplimiento de la obligación de disponer de un contrato de seguro 

o garantía equivalente cuando así lo establezca la normativa vigente.  

s) El incumplimiento de la obligación de consignar buques en un puerto o 

en espacios marítimos españoles, cuando así este previsto en la normativa 

vigente o cuando lo acuerde la Administración marítima. 

4. Infracciones relativas a la prevención de la contaminación del medio 

marino producida desde buques o plataformas fijas u otras instalaciones que se 

encuentren en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción: 

a) La evacuación negligente en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, de desechos u otras 

sustancias desde buques, plataformas fijas u otras construcciones en la mar 

cuando se produzca en contravención de la legislación vigente sobre la materia. 

b) El incumplimiento de las normas especiales sobre navegación, 

manipulación de la carga y seguro obligatorio de buques que transporten 

hidrocarburos u otras sustancias contaminantes. 



c) El incumplimiento de las disposiciones vigentes sobre elementos, 

instalaciones y documentos a bordo para la prevención y el control de las 

operaciones de evacuación de desechos u otras sustancias. 

d) La falta de comunicación inmediata a la Capitanía Marítima más próxima o 

a la Dirección General de la Marina Mercante, en los casos y en los términos 

previstos en la legislación aplicable, de los vertidos y evacuaciones contaminantes 

que se produzcan desde los buques o desde las plataformas fijas u otras instalaciones 

que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, 

derechos soberanos o jurisdicción. 

e) La introducción negligente, de modo directo o indirecto en el medio marino 

de sustancias, materiales o formas de energía que puedan constituir un peligro para 

la salud humana, perjudicar los recursos turísticos, paisajísticos o biológicos y la 

vida marina, reducir las posibilidades de esparcimiento u obstaculizar otros usos 

legales de los mares, en la medida que dicha introducción fuera contraria a la 

legislación vigente o no contase con la debida autorización. 

f) Las acciones u omisiones no comprendidas en los apartados anteriores que 

constituyan un riesgo potencial de producir la contaminación del medio marino. 

 

5. Infracciones en la prestación de servicios portuarios: 

a) Incumplimiento de las obligaciones de mantener los niveles de rendimiento 

y de calidad para la prestación de los servicios portuarios. 

b) Utilización de medios distintos de los consignados en la licencia sin 

autorización, cuando se causen daños a la prestación del servicio. 

c) Negativa u obstrucción a ser inspeccionado y a colaborar con la inspección 

cuando sea requerida. 

d) Incumplimiento de los requerimientos de información formulados por la 

Autoridad Portuaria. 

e) Transmisión total o parcial de las licencias sin autorización. 

c) El incumplimiento de las disposiciones vigentes sobre elementos, 

instalaciones y documentos a bordo para la prevención y el control de las 

operaciones de evacuación de desechos u otras sustancias. 

d) La falta de comunicación inmediata a la Capitanía Marítima más 

próxima o a la Dirección General de la Marina Mercante, en los casos y en los 

términos previstos en la legislación aplicable, de los vertidos y evacuaciones 

contaminantes que se produzcan desde los buques o desde las plataformas fijas 

u otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que 

España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción. 

e) La introducción negligente, de modo directo o indirecto en el medio 

marino de sustancias, materiales o formas de energía que puedan constituir un 

peligro para la salud humana, perjudicar los recursos turísticos, paisajísticos o 

biológicos y la vida marina, reducir las posibilidades de esparcimiento u 

obstaculizar otros usos legales de los mares, en la medida que dicha 

introducción fuera contraria a la legislación vigente o no contase con la debida 

autorización. 

f) Las acciones u omisiones no comprendidas en los apartados anteriores 

que constituyan un riesgo potencial de producir la contaminación del medio 

marino. 

5. Infracciones en la prestación de servicios portuarios: 

a) Incumplimiento de las obligaciones de mantener los niveles de 

rendimiento y de calidad para la prestación de los servicios portuarios. 

b) Utilización de medios distintos de los consignados en la licencia sin 

autorización, cuando se causen daños a la prestación del servicio. 

c) Negativa u obstrucción a ser inspeccionado y a colaborar con la 

inspección cuando sea requerida. 

d) Incumplimiento de los requerimientos de información formulados por la 

Autoridad Portuaria. 

e) Transmisión total o parcial de las licencias sin autorización. 



 

Artículo 308. Infracciones muy graves. 

 

Son infracciones muy graves las acciones u omisiones tipificadas en los dos 

artículos anteriores cuando ocasionen lesión a alguna persona que motive baja por 

incapacidad laboral superior a siete días, o daños o perjuicios superiores a 6.000 

euros, las que pongan en grave peligro la seguridad del buque o de la navegación, la 

reincidencia en cualquiera de las infracciones tipificadas como graves antes del 

plazo establecido para su prescripción, y en todo caso las siguientes: 

1. Infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que se 

prestan en él: 

a) Las que impliquen un riesgo muy grave para la salud o seguridad de vidas 

humanas. 

b) El vertido no autorizado desde buques o artefactos flotantes de productos 

sólidos, líquidos o gaseosos en la Zona I, interior de las aguas portuarias. 

c) La realización, sin el debido título administrativo conforme a esta ley, de 

cualquier tipo de obras o instalaciones en el ámbito portuario, así como el aumento 

de la superficie ocupada o del volumen o de la altura construidos sobre los 

autorizados, siempre que se hubiera desatendido el requerimiento expreso de la 

Autoridad Portuaria para la cesación de la conducta abusiva o que, habiéndose 

notificado la incoación de expediente sancionador, se hubiere persistido en tal 

conducta. 

2. Infracciones contra la seguridad marítima: 

a) Ordenar o emprender la navegación sin que el buque reúna las debidas 

condiciones de navegabilidad haciendo peligrar su seguridad. 

b) Las alteraciones sustanciales realizadas en la construcción de los elementos 

de salvamento respecto de las características de los prototipos oficialmente 

homologados. 

 

Artículo 308. Infracciones muy graves. 

 

Son infracciones muy graves las acciones u omisiones tipificadas en los dos 

artículos anteriores cuando ocasionen lesión a alguna persona que motive baja 

por incapacidad laboral superior a siete días, o daños o perjuicios superiores a 

6.000 euros, las que pongan en grave peligro la seguridad del buque o de la 

navegación, la reincidencia en cualquiera de las infracciones tipificadas como 

graves antes del plazo establecido para su prescripción, y en todo caso las 

siguientes: 

1. Infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que 

se prestan en él: 

a) Las que impliquen un riesgo muy grave para la salud o seguridad de 

vidas humanas. 

b) El vertido no autorizado desde buques o artefactos flotantes de productos 

sólidos, líquidos o gaseosos en la Zona I, interior de las aguas portuarias. 

c) La realización, sin el debido título administrativo conforme a esta ley, de 

cualquier tipo de obras o instalaciones en el ámbito portuario, así como el 

aumento de la superficie ocupada o del volumen o de la altura construidos sobre 

los autorizados, siempre que se hubiera desatendido el requerimiento expreso 

de la Autoridad Portuaria para la cesación de la conducta abusiva o que, 

habiéndose notificado la incoación de expediente sancionador, se hubiere 

persistido en tal conducta. 

2. Infracciones contra la seguridad marítima: 

a) Ordenar o emprender la navegación sin que el buque reúna las debidas 

condiciones de navegabilidad haciendo peligrar su seguridad. 

b) Las alteraciones sustanciales realizadas en la construcción de los 

elementos de salvamento respecto de las características de los prototipos 

oficialmente homologados. 



c) El incumplimiento de las normas o instrucciones de las Autoridades 

Marítimas sobre depósito, manipulación, carga, estiba, desestiba, transporte o 

mantenimiento de materias explosivas o peligrosas a bordo de los buques. 

d) Emplear, sin necesidad, señales de socorro y utilizar arbitrariamente signos 

distintivos que confieran al buque el carácter de buque hospital o cualquier otro 

característico en contra de lo previsto en el Derecho Internacional. 

e) La falta de conocimiento o cumplimiento por parte de los miembros de la 

dotación de los buques españoles de pasaje de sus obligaciones y funciones 

atribuidas en el correspondiente cuadro orgánico para situaciones de siniestro, 

aprobado por la Administración de acuerdo con las normas aplicables. 

 

f) El incumplimiento de las normas o resoluciones de la Administración en 

materia de dotaciones mínimas de seguridad a las que se refiere el artículo 253 de la 

presente ley. 

g) El incumplimiento de las disposiciones reglamentarias sobre la seguridad 

marítima que ocasione accidentes con daños para las personas. 

h) El incumplimiento de las normas o resoluciones de las Autoridades 

Marítimas en relación con la instalación y el desarrollo de actividades desde 

plataformas fijas que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, cuando se ponga en peligro la 

seguridad marítima. 

i) Las acciones u omisiones del capitán, patrón del buque o práctico de servicio 

mientras se hallen en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias 

psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes a consecuencia de lo cual se pueda 

alterar su capacidad para desempeñar sus funciones. 

j) Las acciones u omisiones del capitán o de los miembros de la dotación del 

buque que supongan la no prestación o denegación de auxilio a las personas o 

buques, cuando el mismo sea solicitado o se presuma su necesidad. 

c) El incumplimiento de las normas o instrucciones de las Autoridades 

Marítimas sobre depósito, manipulación, carga, estiba, desestiba, transporte o 

mantenimiento de materias explosivas o peligrosas a bordo de los buques. 

d) Emplear, sin necesidad, señales de socorro y utilizar arbitrariamente 

signos distintivos que confieran al buque el carácter de buque hospital o 

cualquier otro característico en contra de lo previsto en el Derecho 

Internacional. 

e) La falta de conocimiento o cumplimiento por parte de los miembros de 

la dotación de los buques españoles de pasaje de sus obligaciones y funciones 

atribuidas en el correspondiente cuadro orgánico para situaciones de siniestro, 

aprobado por la Administración de acuerdo con las normas aplicables.  

f) El incumplimiento de las normas o resoluciones de la Administración en 

materia de dotaciones mínimas de los buques cuando ponga en peligro la 

seguridad marítima. 

marítima que ocasione accidentes con daños para las personas. 

h) El incumplimiento de las normas o resoluciones de las Autoridades 

Marítimas en relación con la instalación y el desarrollo de actividades desde 

plataformas fijas que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, cuando se ponga en peligro 

la seguridad marítima. 

i) Las acciones u omisiones del capitán, patrón del buque o práctico de 

servicio mientras se hallen en estado de ebriedad o bajo la influencia de 

sustancias psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes a consecuencia de lo 

cual se pueda alterar su capacidad para desempeñar sus funciones. 

j) Las acciones u omisiones del capitán o de los miembros de la dotación 

del buque que supongan la no prestación o denegación de auxilio a las personas 

o buques, cuando el mismo sea solicitado o se presuma su necesidad. 

 



k) Las acciones u omisiones no comprendidas en los apartados anteriores que 

pongan en grave peligro la seguridad del buque o de la navegación. 

3. Infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo: 

a) El incumplimiento de las normas que reservan para buques de bandera 

española determinados tráficos o actividades conforme a lo previsto en la presente 

ley. 

b) El incumplimiento de las normas sobre Registro de Buques y Empresas 

Navieras, exportación, importación o abanderamiento provisional de buque español 

en favor de extranjeros o de buques extranjeros en España. 

c) El incumplimiento de las órdenes, prohibiciones o condiciones a que se 

refieren los artículos 297, 298, 300 y 301 de la presente ley. 

 

d) Prestar servicios de navegación marítima careciendo de la correspondiente 

concesión o autorización administrativa cuando sea exigible conforme a lo previsto 

en la presente ley. 

e) El falseamiento de la información que reglamentariamente se deba 

suministrar a las Autoridades Marítimas. 

f) El incumplimiento de las obligaciones de servicio público impuestas a las 

empresas navieras titulares de líneas regulares o servicios no regulares de 

navegación interior, de cabotaje, exterior o extranacional. 

g) La falta de cumplimiento de las obligaciones derivadas de las disposiciones 

que se dicten en aplicación de lo previsto en la presente ley, sobre coordinación de 

los Puertos del Estado y de la Marina Mercante con las necesidades de la defensa 

nacional y la seguridad pública. 

4. Infracciones relativas a la prevención de la contaminación del medio marino 

producida desde buques o plataformas fijas u otras instalaciones que se encuentren 

en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción: 

k) Las acciones u omisiones no comprendidas en los apartados anteriores 

que pongan en grave peligro la seguridad del buque o de la navegación. 

3. Infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo: 

a) El incumplimiento de las normas que reservan para buques de bandera 

española determinados tráficos o actividades conforme a lo previsto en la 

presente ley.  

b) El incumplimiento de las normas sobre registro de buques y empresas 

navieras, cambio de pabellón o abanderamiento de buque español en favor de 

extranjeros o de buques extranjeros en España.  

c) El incumplimiento de las órdenes, prohibiciones o condiciones a que se 

refieren los artículos 297, 298, 300 y 301 de la presente ley, así como de las que 

se impartan por la persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante 

en el ejercicio de la atribuciones o habilitaciones previstas normativamente.  

d) La prestación de servicios marítimos en materia de marina mercante 

cuando se carezca de la autorización exigida por la normativa vigente. 

e) El falseamiento de la información que reglamentariamente se deba 

suministrar a las Autoridades Marítimas. 

f) El incumplimiento de las obligaciones de servicio público impuestas a 

las empresas navieras titulares de líneas regulares o servicios no regulares de 

navegación interior, de cabotaje, exterior o extranacional. 

g) La falta de cumplimiento de las obligaciones derivadas de las 

disposiciones que se dicten en aplicación de lo previsto en la presente ley, sobre 

coordinación de los Puertos del Estado y de la Marina Mercante con las 

necesidades de la defensa nacional y la seguridad pública. 

4. Infracciones relativas a la prevención de la contaminación del medio 

marino producida desde buques o plataformas fijas u otras instalaciones que se 

encuentren en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción: 



a) La evacuación deliberada desde buques o plataformas fijas u otras 

construcciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, de residuos, desechos u otras 

materias cargadas a bordo o depositadas con tal propósito, salvo cuando se cuente 

con la debida autorización de vertido o ésta no sea exigible según lo previsto en la 

legislación específica vigente. 

b) Llevar a cabo con deliberación la contaminación del medio marino por el 

hundimiento de buques o la destrucción de plataformas fijas u otras construcciones 

que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, 

derechos soberanos o jurisdicción, con las mismas excepciones señaladas en el 

párrafo anterior. 

c) La evacuación deliberada de desechos u otras materias resultante directa o 

indirectamente de las operaciones normales de los buques, plataformas fijas u otras 

construcciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, cuando tales evacuaciones se 

produzcan en contravención de la legislación vigente sobre la materia. 

d) La introducción deliberada, de modo directo o indirecto en el medio marino 

de sustancias, materiales o formas de energía que puedan constituir un peligro para 

la salud humana, perjudicar los recursos turísticos, paisajísticos o biológicos y la 

vida marina, reducir las posibilidades de esparcimiento u obstaculizar otros usos 

legales de los mares, en la medida en que dicha introducción fuera contraria a la 

legislación vigente o no contase con la debida autorización. 

 

5. Infracciones en la prestación de servicios portuarios: 

a) Prestación de servicios portuarios sin el debido título habilitante. 

b) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de servicio público. 

 

 

a) La evacuación deliberada desde buques o plataformas fijas u otras 

construcciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, de residuos, desechos u 

otras materias cargadas a bordo o depositadas con tal propósito, salvo cuando 

se cuente con la debida autorización de vertido o ésta no sea exigible según lo 

previsto en la legislación específica vigente. 

b) Llevar a cabo con deliberación la contaminación del medio marino por 

el hundimiento de buques o la destrucción de plataformas fijas u otras 

construcciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, con las mismas 

excepciones señaladas en el párrafo anterior. 

c) La evacuación deliberada de desechos u otras materias resultante directa 

o indirectamente de las operaciones normales de los buques, plataformas fijas u 

otras construcciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que 

España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, cuando tales 

evacuaciones se produzcan en contravención de la legislación vigente sobre la 

materia. 

d) La introducción deliberada, de modo directo o indirecto en el medio 

marino de sustancias, materiales o formas de energía que puedan constituir un 

peligro para la salud humana, perjudicar los recursos turísticos, paisajísticos o 

biológicos y la vida marina, reducir las posibilidades de esparcimiento u 

obstaculizar otros usos legales de los mares, en la medida en que dicha 

introducción fuera contraria a la legislación vigente o no contase con la debida 

autorización. 

5. Infracciones en la prestación de servicios portuarios: 

a) Prestación de servicios portuarios sin el debido título habilitante. 

b) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de servicio 

público. 



c) Incumplimiento de las instrucciones dictadas por los organismos portuarios, 

en el ámbito de sus competencias, sobre salvaguarda de la libre competencia. 

d) Incumplimiento grave o reiterado por los titulares de las licencias de las 

condiciones esenciales que se les imponga. 

c) Incumplimiento de las instrucciones dictadas por los organismos 

portuarios, en el ámbito de sus competencias, sobre salvaguarda de la libre 

competencia. 

d) Incumplimiento grave o reiterado por los titulares de las licencias de las 

condiciones esenciales que se les imponga. 

 

Artículo 310. Responsables. 

 

Serán responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas siguientes: 

1. Supuestos de infracciones en materia de usos y actividades portuarias: 

a) En el caso de incumplimiento de las condiciones de una licencia o título 

administrativo, su titular. 

b) En otros casos de infracciones relacionadas con el buque, el naviero o, en su 

defecto, el capitán del buque, sin perjuicio de las responsabilidades que le puedan 

corresponder al titular de la licencia de prestación del servicio de practicaje y al 

práctico en el ejercicio de su función, de acuerdo con su regulación específica. 

Cuando las infracciones estén relacionadas con la estancia del buque en puerto, 

el consignatario será responsable solidario con el naviero. 

c) En el caso de infracciones atribuidas a la manipulación de mercancías, con 

carácter solidario el personal que manipule las mismas y la empresa estibadora 

responsable de la ejecución de dichas operaciones, y subsidiariamente el 

consignatario de las mercancías. 

d) En el caso previsto en el artículo 306.1.g), las entidades obligadas a facilitar 

dicha información. 

 

 

e) En el caso de las acciones u omisiones a que se refiere el artículo 306.1.h) y 

j), el autor o responsable de la acción u omisión y solidariamente, en su caso, la 

 

Artículo 310. Responsables. 

 

Serán responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas 

siguientes: 

1. Supuestos de infracciones en materia de usos y actividades portuarias: 

a) En el caso de incumplimiento de las condiciones de una licencia o título 

administrativo, su titular. 

b) En otros casos de infracciones relacionadas con el buque, el naviero o, 

en su defecto, el capitán del buque, sin perjuicio de las responsabilidades que le 

puedan corresponder al titular de la licencia de prestación del servicio de 

practicaje y al práctico en el ejercicio de su función, de acuerdo con su 

regulación específica. 

Cuando las infracciones estén relacionadas con la estancia del buque en 

puerto, el consignatario será responsable solidario con el naviero. 

c) En el caso de infracciones atribuidas a la manipulación de mercancías, 

con carácter solidario el personal que manipule las mismas y la empresa 

estibadora responsable de la ejecución de dichas operaciones, y 

subsidiariamente el consignatario de las mercancías. 

d) En el caso previsto en el artículo 306.1.g), las entidades obligadas a 

facilitar dicha información. 

 

e) En el caso de las acciones u omisiones a que se refiere el artículo 306.1.h) 

y j), el autor o responsable de la acción u omisión y solidariamente, en su caso, 



Empresa responsable de la prestación del servicio con la que el autor tenga relación 

laboral en el momento de producir dichos daños o perjuicios. 

f) En el caso previsto en el artículo 307.1.d), las entidades responsables del 

transporte de las mercancías peligrosas, y subsidiariamente las obligadas a facilitar 

la información de acuerdo con las reglamentaciones sobre la materia. 

g) En el caso previsto en el artículo 307.1.e), las personas que ofrezcan o 

entreguen el dinero o los regalos y los trabajadores que los soliciten o reciban. 

h) En el caso de la realización de obras sin título administrativo suficiente, el 

promotor de la actividad, el empresario que la ejecuta y el técnico director de la 

misma. 

i) En el caso de infracciones en la prestación de servicios portuarios, el titular 

de la licencia de prestación del servicio portuario o quien preste el servicio sin título 

habilitante. 

2. Supuestos de infracciones en materia de Marina Civil: 

a) En las infracciones cometidas con ocasión de la navegación marítima de 

buques civiles no mercantes, o con motivo de la instalación de plataformas fijas u 

otras construcciones situadas fuera de la zona de servicio de los puertos, la persona 

física o jurídica titular de la actividad empresarial que realice el buque, la plataforma 

o construcción o, en el caso de buques utilizados exclusivamente en la navegación 

de recreo, la persona física o jurídica propietaria de la embarcación, o la que sea 

directamente responsable de la infracción. En estos supuestos serán responsables 

subsidiarios los capitanes o patrones de los buques. 

 

 

b) En las infracciones cometidas con ocasión de la navegación marítima de 

buques mercantes, la empresa naviera titular de la actividad o, en su defecto, el 

capitán del buque. 

 

la Empresa responsable de la prestación del servicio con la que el autor tenga 

relación laboral en el momento de producir dichos daños o perjuicios. 

f) En el caso previsto en el artículo 307.1.d), las entidades responsables del 

transporte de las mercancías peligrosas, y subsidiariamente las obligadas a 

facilitar la información de acuerdo con las reglamentaciones sobre la materia. 

g) En el caso previsto en el artículo 307.1.e), las personas que ofrezcan o 

entreguen el dinero o los regalos y los trabajadores que los soliciten o reciban. 

h) En el caso de la realización de obras sin título administrativo suficiente, 

el promotor de la actividad, el empresario que la ejecuta y el técnico director de 

la misma. 

i) En el caso de infracciones en la prestación de servicios portuarios, el 

titular de la licencia de prestación del servicio portuario o quien preste el 

servicio sin título habilitante.  

2. Supuestos de infracciones en materia de Marina Civil:  

a) En las infracciones cometidas con ocasión de la navegación marítima de 

buques civiles no mercantes, o con motivo de la instalación o actividad de 

plataformas fijas u otras construcciones situadas fuera de la zona de servicio de 

los puertos, la persona física o jurídica titular de la actividad empresarial que 

realice el buque, la plataforma o construcción. En el caso de buques utilizados 

exclusivamente en la navegación de recreo sin propósito comercial o lucrativo, 

el propietario del buque. En todos estos supuestos serán responsables 

subsidiarios los capitanes o patrones de los buques.  

En los casos en que no se conozca al propietario o titular de la actividad 

empresarial del buque utilizado exclusivamente en la navegación de recreo, será 

responsable de las infracciones cometidas su capitán, patrón o usuario.  

b) En las infracciones cometidas con ocasión de la navegación marítima de 

buques mercantes, la empresa naviera titular de la actividad o armador, o, en su 

defecto, el capitán del buque.  



c) En las infracciones cometidas por usuarios y, en general, por terceros que, 

sin estar comprendidos en los anteriores apartados, realicen actividades que se vean 

afectadas por la legislación reguladora de la Marina Mercante, la persona física o 

jurídica a la que vaya dirigido el precepto infringido o a la que las normas 

correspondientes atribuyan específicamente la responsabilidad. 

d) De las infracciones por contaminación del medio marino producidas desde 

buques, serán solidariamente responsables el naviero, el propietario, el asegurador 

de la responsabilidad civil y el capitán del buque. Si la infracción se cometiera desde 

plataformas fijas u otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas 

en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, serán 

solidariamente responsables el propietario de las mismas, el titular de la actividad 

empresarial, en su caso, y el asegurador de la actividad. 

Asimismo, los sujetos responsables citados quedarán solidariamente obligados 

a reparar el daño causado, pudiendo la Administración competente ejecutar o 

encomendar a su costa las operaciones que, con carácter de urgencia, pudieran 

resultar necesarias para la preservación del medio ambiente. 

 

 

 

 

 

3. Las disposiciones sobre infracciones y sanciones en materia de Marina Civil 

no resultarán de aplicación a las personas no nacionales, embarcadas a bordo de 

buques extranjeros, aunque se hallen en zonas sometidas a la jurisdicción española, 

siempre que el hecho afecte exclusivamente al orden interior del buque y hubieren 

participado en él únicamente súbditos extranjeros. 

En estos casos, las autoridades españolas se limitarán a prestar a los capitanes 

y cónsules del país de la bandera los auxilios que soliciten y fueren procedentes de 

acuerdo con el Derecho Internacional. 

c) En las infracciones cometidas por usuarios y, en general, por terceros 

que, sin estar comprendidos en los anteriores apartados, realicen actividades que 

se vean afectadas por la legislación reguladora de la Marina Mercante, la 

persona física o jurídica a la que vaya dirigido el precepto infringido o a la que 

las normas correspondientes atribuyan específicamente la responsabilidad.  

d) De las infracciones por contaminación del medio marino producidas 

desde buques, serán solidariamente responsables el naviero o armador, el 

propietario, el asegurador de la responsabilidad civil y el capitán del buque. Si 

la infracción se cometiera desde plataformas fijas u otras instalaciones que se 

encuentren en los espacios marítimos españoles, serán solidariamente 

responsables el propietario, el titular de la actividad empresarial, en su caso, y 

el asegurador de la actividad.  

En este caso, los sujetos responsables citados quedarán solidariamente 

obligados a reparar el daño causado por la contaminación del medio marino. La 

Administración competente ejecutará o encomendará a costa de los 

responsables las operaciones que, con carácter de urgencia, pudieran resultar 

necesarias para la preservación del medio ambiente.  

e) En las infracciones cometidas por buques mercantes, a las que se refieren 

las letras b) y d), la responsabilidad recaerá sobre la entidad que ha aceptado las 

obligaciones y responsabilidades previstas en el Código Internacional de 

Gestión de la Seguridad (Código IGS) o en el Convenio sobre el trabajo 

marítimo, 2006, hecho en Ginebra el 23 de febrero de 2006, cuando les resulten 

de aplicación. 

3. Las disposiciones sobre infracciones y sanciones en materia de Marina 

Civil no resultarán de aplicación a las personas no nacionales, embarcadas a 

bordo de buques extranjeros, aunque se hallen en zonas sometidas a la 

jurisdicción española, siempre que el hecho afecte exclusivamente al orden 

interior del buque y hubieren participado en él únicamente súbditos extranjeros. 

En estos casos, las autoridades españolas se limitarán a prestar a los 

capitanes y cónsules del país de la bandera los auxilios que soliciten y fueren 

procedentes de acuerdo con el Derecho Internacional. 



4. Las sanciones que se impongan a los distintos sujetos como consecuencia de 

una misma infracción tendrán entre sí carácter independiente, salvo que se 

establezca un régimen diferente en esta ley. 

 

4. Las sanciones que se impongan a los distintos sujetos como consecuencia 

de una misma infracción tendrán entre sí carácter independiente, salvo que se 

establezca un régimen diferente en esta ley. 

CAPÍTULO II 

Sanciones y otras medidas  

Sección 2.ª Sanciones aplicables 

 

Artículo 312. Multas y sanciones accesorias. 

 

1. Las infracciones leves serán sancionadas con multas de hasta 60.000 euros. 

2. En el caso de infracción grave, la sanción será: 

a) Para las infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de las 

actividades que se prestan en él: 

1.º En los supuestos del artículo 307.1.b), c), e), f), g) y h), multa de hasta 

120.000 euros. 

2.º En los supuestos del artículo 307.1.a) y d), multa de hasta 300.000 euros. 

b) En las infracciones contra la seguridad marítima, multa de hasta 180.000 

euros. 

c) En las infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo, multa de hasta 

120.000 euros. 

d) En las infracciones por contaminación del medio marino, multa de hasta 

601.000 euros. 

 

 

Artículo 312. Multas y sanciones accesorias. 

 

1. Las infracciones leves serán sancionadas con multas de hasta 100.000 

euros.  

2. En el caso de infracción grave, la sanción será:  

a) Para las infracciones relativas al uso y al ejercicio de las actividades que 

se prestan en el puerto:  

1.º En los supuestos del artículo 307.1.b), c), e), f), g) y h), multa de hasta 

150.000 euros.  

2.º En los supuestos del artículo 307.1.a) y d), multa de hasta 350.000 euros.  

b) En las infracciones contra la seguridad marítima, multa de hasta 250.000 

euros.  

c) En las infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo, multa de 

hasta 150.000 euros.  

d) En las infracciones por contaminación del medio marino, multa de hasta 

1.200.000 euros.  



e) En las infracciones en la prestación de servicios portuarios, multa de hasta 

602.000 euros. 

3. En caso de infracción muy grave, la sanción será: 

a) Para las infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de las 

actividades que se prestan en él: 

1.º En los supuestos del artículo 308.1.c), multa del 50 por 100 del valor de las 

obras e instalaciones. 

2.º En el resto de los supuestos, multa de hasta 601.000 euros. 

b) En las infracciones contra la seguridad marítima, multa de hasta 901.000 

euros. 

c) En las infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo, multa de hasta 

300.000 euros. 

d) En las infracciones por contaminación del medio marino, multa de hasta 

3.005.000 euros. 

e) En las infracciones en la prestación de servicios portuarios, multa de hasta 

3.005.000 euros. 

4. En el supuesto de infracción grave o muy grave por reincidencia en faltas 

leves o graves, respectivamente, antes del plazo previsto para su prescripción, la 

multa se obtendrá por la suma de las establecidas para cada una de éstas. 

5. La cuantía de la multa fijada de conformidad con las reglas establecidas en 

los números anteriores podrá condonarse parcialmente mediante acuerdo del órgano 

competente para su imposición, y siempre que el infractor hubiera procedido a 

corregir la situación creada por la comisión de la infracción, previo requerimiento y 

en el plazo que reglamentariamente se determine. 

6. Para los supuestos de infracciones muy graves se podrá acordar la retención 

del buque o impedir su entrada o las operaciones de carga y descarga del mismo 

como sanción complementaria a la que en cada caso procediera. 

e) En las infracciones en la prestación de servicios portuarios, multa de 

hasta 1.200.000 euros.  

3. En caso de infracción muy grave, la sanción será:  

a) Para las infracciones relativas al uso y al ejercicio de las actividades que 

se prestan en el puerto:  

1.º En los supuestos del artículo 308.1.c), multa del 50 por 100 del valor de 

las obras e instalaciones.  

2.º En el resto de los supuestos, multa de hasta 800.000 euros.  

b) En las infracciones contra la seguridad marítima, multa de hasta 

1.200.000 euros.  

c) En las infracciones contra la ordenación del tráfico marítimo, multa de 

hasta 500.000 euros.  

d) En las infracciones por contaminación del medio marino, multa de hasta 

5.000.000 euros.  

e) En las infracciones en la prestación de servicios portuarios, multa de 

hasta 5.000.000 euros. 

4. En el supuesto de infracción grave o muy grave por reincidencia en faltas 

leves o graves, respectivamente, antes del plazo previsto para su prescripción, 

la multa se obtendrá por la suma de las establecidas para cada una de éstas. 

5. La cuantía de la multa fijada de conformidad con las reglas establecidas 

en los números anteriores podrá condonarse parcialmente mediante acuerdo del 

órgano competente para su imposición, y siempre que el infractor hubiera 

procedido a corregir la situación creada por la comisión de la infracción, previo 

requerimiento y en el plazo que reglamentariamente se determine. 

6. Para los supuestos de infracciones muy graves se podrá acordar la 

retención del buque o impedir su entrada o las operaciones de carga y descarga 

del mismo como sanción complementaria a la que en cada caso procediera. 



7. En el supuesto del artículo 308.2.b), la multa llevará consigo la anulación de 

la homologación oficial del prototipo. 

8. En el caso de infracciones muy graves, en lo que se refiere al uso del puerto 

y sus instalaciones, realizadas en el ejercicio de las actividades de utilización del 

dominio público portuario a que se refiere los artículos 72 y 73 de esta ley, se podrá 

declarar por el Ministerio de Fomento, a propuesta de Puertos del Estado, la 

inhabilitación temporal de los infractores por un plazo máximo de tres a cinco años 

para ser titulares de autorizaciones y concesiones, respectivamente, en el ámbito del 

puerto correspondiente o para el desempeño de actividades portuarias. 

9. En el caso de las autorizaciones de prestación de servicios o de actividad y 

de las licencias de prestación de servicios portuarios, las infracciones relativas a su 

uso o a las actividades que en él se prestan podrán llevar aparejadas además la 

suspensión temporal de la actividad o del servicio, de acuerdo con los siguientes 

criterios: 

a) Infracciones leves: suspensión por un período no superior a un mes. 

b) Infracciones graves: suspensión por un período no superior a seis meses. 

c) Infracciones muy graves: suspensión e inhabilitación temporal por un 

período no superior a cinco años para desempeñar cualquier actividad o prestar 

cualquier servicio en el supuesto de que se trate. 

10. En los supuestos de infracciones graves o muy graves contra la seguridad 

marítima, cometidas por el capitán o el patrón del buque, el práctico de servicio o 

demás miembros de la dotación, se podrá declarar por el Director general de la 

Marina Mercante, para las graves, y por el Ministro de Fomento, a propuesta de la 

Dirección General de la Marina Mercante, para las muy graves, la suspensión del 

título profesional de acuerdo con los siguientes criterios: 

a) Infracciones graves: Suspensión por un período no superior a un año. 

b) Infracciones muy graves: Suspensión por un período entre uno y cinco años. 

 

7. En el supuesto del artículo 308.2.b), la multa llevará consigo la anulación 

de la homologación oficial del prototipo. 

8. En el caso de infracciones muy graves, en lo que se refiere al uso del 

puerto y sus instalaciones, realizadas en el ejercicio de las actividades de 

utilización del dominio público portuario a que se refiere los artículos 72 y 73 

de esta ley, se podrá declarar por el Ministerio de Fomento, a propuesta de 

Puertos del Estado, la inhabilitación temporal de los infractores por un plazo 

máximo de tres a cinco años para ser titulares de autorizaciones y concesiones, 

respectivamente, en el ámbito del puerto correspondiente o para el desempeño 

de actividades portuarias. 

9. En el caso de las autorizaciones de prestación de servicios o de actividad 

y de las licencias de prestación de servicios portuarios, las infracciones relativas 

a su uso o a las actividades que en él se prestan podrán llevar aparejadas además 

la suspensión temporal de la actividad o del servicio, de acuerdo con los 

siguientes criterios: 

a) Infracciones leves: suspensión por un período no superior a un mes. 

b) Infracciones graves: suspensión por un período no superior a seis meses. 

c) Infracciones muy graves: suspensión e inhabilitación temporal por un 

período no superior a cinco años para desempeñar cualquier actividad o prestar 

cualquier servicio en el supuesto de que se trate.  

10. En los supuestos de infracciones graves o muy graves contra la 

seguridad marítima, se podrá acordar la suspensión del título o tarjeta habilitante 

del capitán, el patrón o demás miembros de la dotación del buque, o del práctico 

de servicio, de acuerdo con los siguientes criterios:  

a) Por la persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante para 

las infracciones graves: suspensión por un período no superior a un año.  

b) Por la persona titular de la Secretaría de Estado de Transportes y 

Movilidad Sostenible, a propuesta de la persona titular de la Dirección General 

de la Marina Mercante, para las infracciones muy graves: suspensión por un 

período entre uno y cinco años. La suspensión producirá efectos desde que sea 



 

 

11. Las sanciones impuestas por infracciones graves o muy graves, una vez 

firmes, se harán públicas en la forma que reglamentariamente se establezca. 

 

12. El plazo de prescripción de las sanciones será de cinco años para las 

correspondientes a infracciones muy graves, de tres años para las graves y de un año 

para las leves. 

 

 

13. En el caso de que los reconocimientos efectuados a buques mercantes 

españoles y extranjeros confirmen o revelen deficiencias que tengan como 

consecuencia la medida de policía administrativa de prohibir la navegación del 

buque, se impondrá como sanción accesoria a la multa el pago de todos los costes 

de inspección. 

El coste de la hora de inspección se determinará por el Ministro de Fomento. 

firme en vía administrativa y se anotará en el registro de la administración 

competente para la expedición del título o tarjeta. Esta administración requerirá 

al interesado la entrega del título o tarjeta.  

11. En los supuestos de infracciones graves o muy graves en los que se 

produzcan lesiones a alguna persona o se ponga en riesgo grave su integridad 

física, se podrá acordar el decomiso de los buques, embarcaciones, equipos, 

aparatos, elementos y materiales implicados en la comisión de la infracción.  

12. En los supuestos de infracciones graves o muy graves contra la 

seguridad marítima, la ordenación del tráfico marítimo o la prevención de la 

contaminación del medio marino, cometidas por buques civiles españoles, se 

podrá declarar o proponer, según proceda, su baja en los registros marítimos 

españoles, mediante resolución motivada de la persona titular de la Dirección 

General de la Marina Mercante.  

13. En el caso de que los reconocimientos e inspecciones efectuados a 

buques y embarcaciones españoles y extranjeros confirmen o revelen 

deficiencias que tengan como consecuencia la medida de prohibición de la 

navegación del buque se impondrá como sanción accesoria a la multa principal:  

a) El pago de todos los costes de inspección. El coste de la hora de 

inspección será de 100 euros. Esta cantidad se actualizará mediante orden 

ministerial.  

b) El abono de los costes derivados, en su caso, de su retención, 

inmovilización, detención, depósito o de cualquier otra medida de policía 

administrativa.  

14. El plazo de prescripción de las sanciones será de cinco años para las 

correspondientes a infracciones muy graves, de tres años para las graves y de 

un año para las leves.  

15. Las sanciones impuestas por infracciones graves o muy graves, una vez 

firmes en vía administrativa, podrán hacerse públicas, en función de la 

relevancia o grado de responsabilidad o de cualesquiera otras circunstancias de 

la infracción cometida, a fin de reforzar la ejemplaridad de las sanciones. 



 

Artículo 313. Medidas no sancionadoras. 

 

1. Las acciones u omisiones que sean constitutivas de infracción darán lugar, 

además de la imposición de la sanción que proceda, a la adopción, en su caso, de las 

siguientes medidas: 

a) La restitución de las cosas o su reposición a su estado anterior. 

b) La indemnización de los daños irreparables por cuantía igual al valor de los 

bienes destruidos o del deterioro causado, así como de los perjuicios ocasionados, 

en el plazo que se fije. 

Cuando el beneficio que se deduzca para el infractor de las acciones u omisiones 

constitutivas de infracción sea superior a la indemnización, se tomará para la fijación 

de ésta, como mínimo, la cuantía de aquél. 

c) La caducidad del título administrativo, cuando sea procedente, por 

incumplimiento de sus condiciones. 

d) La denegación de escala, salida, carga o descarga del buque en los casos en 

que legal o reglamentariamente se establezca. 

e) La revocación de la licencia, cuando sea procedente. 

2. Con independencia de la sanción que proceda, en su caso, imponer, las 

Autoridades Portuarias podrán acordar la aplicación de multas coercitivas, que no 

tendrán carácter tributario, en los casos siguientes: 

En los casos de incumplimiento de la obligación de presentar en plazo la 

declaración o manifiesto de carga. Su cuantía será de un 5, 10, 15 ó 25 por ciento de 

la cuota íntegra de la tasa de la mercancía (T-3), según que la declaración se presente 

respectivamente dentro de los tres, seis, doce o más de doce días siguientes al 

término del plazo voluntario de presentación. 

 

Artículo 313. Medidas no sancionadoras. 

 

1. Las acciones u omisiones que sean constitutivas de infracción darán 

lugar, además de la imposición de la sanción que proceda, a la adopción, en su 

caso, de las siguientes medidas: 

a) La restitución de las cosas o su reposición a su estado anterior. 

b) La indemnización de los daños irreparables por cuantía igual al valor de 

los bienes destruidos o del deterioro causado, así como de los perjuicios 

ocasionados, en el plazo que se fije. 

Cuando el beneficio que se deduzca para el infractor de las acciones u 

omisiones constitutivas de infracción sea superior a la indemnización, se tomará 

para la fijación de ésta, como mínimo, la cuantía de aquél. 

c) La caducidad del título administrativo, cuando sea procedente, por 

incumplimiento de sus condiciones. 

d) La denegación de escala, salida, carga o descarga del buque en los casos 

en que legal o reglamentariamente se establezca. 

e) La revocación de la licencia, cuando sea procedente.  

2. Con independencia de la sanción que proceda, en su caso, las 

Autoridades Portuarias podrán acordar la aplicación de multas coercitivas, de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 103 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y 

que no tendrán carácter tributario, en los casos de incumplimiento de la 

obligación de presentar en plazo la declaración o manifiesto de carga. Su cuantía 

será de un 5, 10, 15 o 25 por ciento de la cuota íntegra de la tasa de la mercancía 

(T‑3), según que la declaración se presente respectivamente dentro de los tres, 

seis, doce o más de doce días siguientes al término del plazo voluntario de 

presentación.  

3. Con independencia de la sanción que proceda, la persona titular de la 

Dirección General de la Marina Mercante podrá acordar la imposición de multas 



coercitivas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 103 de la Ley 39/2015, de 

1 de octubre.  

Las multas coercitivas se impondrán en caso de incumplimiento de lo 

ordenado por la Administración marítima para la salvaguarda de la seguridad 

marítima, la ordenación del tráfico marítimo y la prevención de la 

contaminación del medio marino, en el plazo concedido al afecto.  

La cuantía de cada una de las multas coercitivas no podrá superar el 20 por 

ciento de la sanción propuesta o que se hubiere impuesto.  

4. La resolución por la que se declare la inexactitud, falsedad u omisión, de 

carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a una 

declaración responsable o a una comunicación, o la falta de presentación de 

estas o de la documentación requerida para acreditar el cumplimiento de lo 

declarado o comunicado ante la Administración marítima, podrá determinar la 

obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al 

reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad 

correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento 

con el mismo objeto durante un periodo de tiempo entre 3 meses y 1 año. 

 

Artículo 315. Competencia. 

 

1. La competencia para la imposición de las sanciones previstas en esta ley 

corresponderá: 

a) Al Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria, para los supuestos 

de infracciones leves relativas al uso del puerto y al ejercicio de las actividades que 

se prestan en él. 

b) A los Capitanes Marítimos en los supuestos de infracciones leves contra la 

seguridad marítima y ordenación del tráfico marítimo o las relativas a la 

contaminación del medio marino producida desde buques o plataformas fijas u otras 

instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce 

soberanía, derechos soberanos o jurisdicción. 

 

Artículo 315. Competencia. 

 

1. La competencia para la imposición de las sanciones previstas en esta ley 

corresponderá:  

a) Al Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria, para los 

supuestos de infracciones leves relativas al uso del puerto y al ejercicio de las 

actividades que se prestan en él.  

b) A los Capitanes Marítimos en los supuestos de infracciones leves contra 

la seguridad marítima y ordenación del tráfico marítimo o las relativas a la 

contaminación producida desde buques o plataformas fijas u otras instalaciones 

que se encuentren en aguas situadas en espacios marítimos en los que España 

ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción.  



c) Al Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria en los supuestos de 

infracciones graves: 

1.° Relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que se prestan en él, 

en el ámbito de sus competencias. 

2.° Relativas a la prevención de la contaminación de la zona de servicio del 

puerto incluyendo el medio marino producida desde tierra. 

3.° En la prestación de servicios portuarios. 

d) Al Director General de la Marina Mercante en los supuestos de infracciones 

graves: 

1.° Relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que se prestan en él, 

en el ámbito de sus competencias. 

2.° Contra la seguridad y protección marítimas. 

3.° Contra la ordenación del tráfico marítimo. 

4.º Relativas a la prevención de la contaminación del medio marino producida 

desde buques o plataformas fijas u otras instalaciones que se encuentren en espacios 

marítimos españoles. 

e) Al Secretario de Estado de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, a 

propuesta de Puertos del Estado, o del Director General de la Marina Mercante, en 

el ámbito de sus competencias, en los casos de infracciones muy graves, en cuantía 

interior a 1.202.000 euros. 

f) Al Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, a propuesta del 

Secretario de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en los casos de infracciones 

muy graves, en cuantía superior a 1.202.000 euros. 

 

 

c) Al Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria en los supuestos 

de infracciones graves:  

1.º Relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que se prestan 

en él, en el ámbito de sus competencias.  

2.º Relativas a la prevención de la contaminación de la zona de servicio del 

puerto incluyendo el medio marino producida desde tierra.  

3.º En la prestación de servicios portuarios.  

d) A la persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante en 

los supuestos de infracciones graves:  

1.º Relativas al uso del puerto y al ejercicio de actividades que se prestan 

en él, en el ámbito de sus competencias.  

2.º Contra la seguridad y protección marítimas.  

3.º Contra la ordenación del tráfico marítimo.  

4.º Relativas a la prevención de la contaminación producida desde buques 

o plataformas fijas u otras instalaciones que se encuentren en espacios 

marítimos españoles.  

e) A la persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante, en 

el ámbito de sus competencias, en los casos de infracciones muy graves, en 

cuantía hasta 1.200.000 euros.  

f) Al Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria, en el ámbito de 

sus competencias, en los casos de infracciones muy graves, en cuantía hasta 

1.200.000 euros.  

g) A la persona titular de la Secretaría de Estado de Transportes y 

Movilidad Sostenible, a propuesta de Puertos del Estado, o de la persona titular 

de la Dirección General de la Marina Mercante, en el ámbito de sus 

competencias, en los casos de infracciones muy graves, en cuantía superior a 

1.200.000 euros y hasta 2.500.000 euros.  



 

 

2. Estos límites, así como la cuantía de las multas, podrán ser actualizados o 

modificados por el Gobierno, de acuerdo con las variaciones que experimente el 

índice de precios de consumo general nacional. 

 

3. El importe de las multas e indemnizaciones por infracciones relativas al uso 

del puerto y al ejercicio de las actividades que se prestan en él, se considerará ingreso 

propio de la Autoridad Portuaria en cuyo ámbito se hubiera cometido la infracción. 

h) A la persona titular del Ministerio, a propuesta de la persona titular de la 

Secretaría de Transportes y Movilidad Sostenible, en los casos de infracciones 

muy graves, en cuantía superior a 2.500.000 euros.  

2. Estos límites, así como la cuantía de las multas, podrán ser actualizados 

o modificados por las leyes de presupuestos generales del Estado, de acuerdo 

con las variaciones que experimente el índice de precios de consumo general 

nacional.  

3. El importe de las multas e indemnizaciones por infracciones relativas al 

uso del puerto y al ejercicio de las actividades que se prestan en él, se 

considerará ingreso propio de la Autoridad Portuaria en cuyo ámbito se hubiera 

cometido la infracción. 

 

 

Sección 4.ª Procedimiento, medios de ejecución y medidas cautelares 

 

 

Sección 4.ª Procedimiento administrativo sancionador y medidas 

provisionales 

 

Artículo 317. Procedimiento. 

 

1. El personal y los responsables de la Autoridad Portuaria o Marítima estarán 

obligados a formular las denuncias, tramitar las que se presenten, y resolver las de 

su competencia imponiendo las sanciones procedentes. 

 

2. A los efectos indicados, el personal con funciones de inspección o control 

estará facultado para acceder a las superficies e instalaciones objeto de concesión o 

autorización situadas en la zona de servicio de los puertos o a los buques y 

plataformas de pabellón español o, con las limitaciones, en su caso, establecidas en 

los Convenios Internacionales suscritos por España, a los de pabellón extranjero que 

se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, 

derechos soberanos o jurisdicción en que hubieran de realizarse las comprobaciones 

y actuaciones correspondientes, salvo que tuvieran la consideración legal de 

 

Artículo 317. Procedimiento. 

 

1. En el ejercicio de la potestad sancionadora, en los supuestos de 

infracciones tipificadas en la presente ley, se respetarán los principios de la 

potestad sancionadora establecidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y se 

cumplirán las normas de procedimiento establecidas en los artículos siguientes 

y, supletoriamente, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre.  

2. El personal y los responsables de la Autoridad Portuaria o de la 

Administración marítima estarán obligados a formular las denuncias y tramitar 

las que se presenten por otros órganos de la Administración española o 

extranjera, y resolver las de su competencia imponiendo las sanciones 

procedentes. A los efectos indicados, el personal con funciones de inspección o 

control estará facultado para acceder a:  

a) Las superficies e instalaciones objeto de concesión o autorización 

situadas en la zona de servicio de los puertos.  



domicilio, en cuyo caso la labor inspectora deberá ajustarse a las reglas que 

garantizan su inviolabilidad. 

 

 

 

 

3. No obstante lo anterior, para las infracciones relativas al uso del puerto y al 

ejercicio de las actividades que se prestan en él, la incoación del procedimiento 

sancionador y la adopción de medidas de restauración del orden jurídico vulnerado 

se adecuarán a lo establecido en la legislación de costas, sin otra peculiaridad que el 

órgano competente para acordarlas será la Autoridad Portuaria. En todo caso, 

corresponde a ésta la adopción de las medidas de restauración. 

Las infracciones previstas en la presente ley serán sancionadas previa 

instrucción del oportuno expediente administrativo en la forma establecida en la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 

y del Procedimiento Administrativo Común. 

b) Los buques y plataformas de pabellón español.  

c) Los buques de pabellón extranjero que se encuentren en los espacios 

marítimos españoles en los que deban realizarse las comprobaciones y 

actuaciones correspondientes, con las limitaciones, en su caso, establecidas en 

los convenios internacionales suscritos por España. Se exceptúan de esta 

facultad aquellas zonas de las instalaciones, buques y plataformas que tengan la 

consideración legal de domicilio, en los que la labor inspectora deberá ajustarse 

a las reglas que garantizan su inviolabilidad.  

3. Para las infracciones relativas al uso del puerto y al ejercicio de las 

actividades que se prestan en él, la incoación del procedimiento sancionador y 

la adopción de medidas de restauración del orden jurídico vulnerado se 

adecuarán a lo establecido en la legislación de costas, sin otra peculiaridad que 

el órgano competente para acordarlas será la Autoridad Portuaria. En todo caso, 

corresponde a ésta la adopción de las medidas de restauración.  

 

 

 

4. Cuando los presuntos responsables tengan su residencia en el extranjero, 

se les requerirá para que señalen un domicilio en España, a efectos de 

notificaciones. Este requerimiento se efectuará en las medidas provisionales que 

se adopten con anterioridad o en el propio acuerdo de iniciación del 

procedimiento sancionador. 

 

Artículo 318. Medidas para garantizar el cobro. 

 

1. Tanto el importe de las multas como el de las indemnizaciones por daños o 

perjuicios causados podrá ser exigido por la vía administrativa de apremio. 

 

 

 

Artículo 318. Medidas provisionales. 

 

1. Además de las medidas provisionales expresamente previstas en el 

artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, el órgano competente para el 

ejercicio de la potestad sancionadora, mediante acuerdo motivado, podrá 

ordenar la inmediata retención del buque o embarcación supuestamente 

implicados en la comisión de la infracción. Asimismo, podrá acordar la 

retención de los equipos, aparatos, elementos y materiales implicados en la 



 

 

2. Asimismo, las Autoridades Portuarias y Marítimas gozarán, para garantizar 

el cobro de las multas e indemnizaciones y el restablecimiento del orden jurídico 

vulnerado, de los medios de ejecución forzosa recogidos en la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común y en la legislación de costas. 

comisión de la infracción. Excepcionalmente, el Director de la Autoridad 

Portuaria podrá acordar la retención del buque como medida provisional cuando 

se requiera una decisión inmediata.  

2. La adopción de la medida de retención de un buque o embarcación 

prevista en el apartado anterior por la Administración marítima se podrá adoptar 

siempre que se trate de infracciones graves o muy graves y se fundará:  

a) En la necesidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera 

recaer en el procedimiento que se incoe al efecto.  

b) En la necesidad de evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción 

o en atención a las exigencias de los intereses generales, a que se refiere esta 

ley.  

c) En la necesidad de asegurar las obligaciones derivadas de la 

contaminación del medio marino. Para adoptar esta medida se podrá solicitar la 

colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cuando sea necesario.  

3. Los gastos que genere la retención de un buque o embarcación o de 

equipos, aparatos, elementos y materiales serán a cargo de los responsables de 

la infracción. 

 

 

Artículo 319. Obligaciones de consignación de los hechos producidos. 

 

Los capitanes de los buques vendrán obligados a consignar en el diario de 

navegación o en el rol de despacho y dotación, los hechos cometidos por personas 

que se encuentren a bordo durante la navegación y que, a su juicio, pudieran 

constituir infracción de las contempladas en esta ley. El asiento será suscrito por el 

capitán y por el interesado o, caso de negarse éste, por dos testigos. 

 

Artículo 319. Sustitución de la medida de retención de un buque o 

embarcación. 

 

1. La adopción de la medida de retención de un buque o embarcación, así 

como de equipos, aparatos, elementos y materiales, se podrá sustituir por la 

constitución de una garantía en efectivo, aval prestado por entidades de crédito, 

establecimientos financieros de crédito o sociedades de garantía recíproca, o 

seguro de caución otorgado por entidades aseguradoras conforme a lo 

establecido en la regulación de la Caja General de Depósitos.  

Cuando no fuera posible constituir una garantía en la forma prevista en el 

párrafo anterior, se podrá consignar la cantidad exigida ante notario, de acuerdo 

con lo dispuesto en la legislación notarial, con orden de constituir una garantía 



en efectivo en la Caja General de Depósitos en el plazo máximo de 3 días 

hábiles.  

De manera excepcional, cuando se acredite que no ha sido posible constituir 

una garantía con arreglo a los párrafos anteriores y las circunstancias lo 

justifiquen, la persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante 

podrá admitir otra garantía de efectos equivalentes. Estas garantías se 

presentarán en documento traducido al español, se emitirán en euros, tendrán 

carácter indefinido, incluirán como garantizados a todos los responsables en el 

procedimiento administrativo sancionador de que se trate y se extenderán sus 

efectos a cualquier otro que pudiera sustanciarse por los mismos hechos. Estas 

garantías serán pagaderas a primer requerimiento de la persona titular de la 

Dirección General de la Marina Mercante cuando la obligación de pago esté 

determinada en una resolución que ponga fin a la vía administrativa. La 

resolución de cualquier controversia que derive de la tramitación y exigencia de 

pago de estas garantías será competencia exclusiva de los tribunales españoles 

y así se hará constar expresamente en ellas.  

2. El levantamiento de la retención del buque o embarcación quedará 

condicionado a la designación de domicilio prevista en el apartado 4 del artículo 

317. 

 

Artículo 320. Retención de buques. 

 

El Capitán Marítimo podrá ordenar la inmediata retención del buque, como 

medida cautelar, a fin de asegurar las obligaciones a que se refiere el artículo 

310.2.d) de la presente ley. 

Dicha retención podrá ser sustituida por aval o garantía suficiente a juicio de la 

Dirección General de la Marina Mercante. 

El órgano competente para el ejercicio de la potestad sancionadora podrá en 

cualquier momento del procedimiento sancionador y mediante acuerdo motivado, 

ordenar la inmediata retención del buque como medida cautelar para asegurar la 

eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del procedimiento, evitar el 

mantenimiento de los efectos de la infracción y las exigencias de los intereses 

 

Artículo 320. Retención de embarcaciones de recreo. 

 

1. La retención de una embarcación de recreo supondrá la prohibición de 

navegación y su permanencia en el puerto o instalación de amarre habitual. 

Cuando sea necesario acordar el depósito o precinto de una embarcación 

destinada a un uso de recreo o deportivo, en la resolución sancionadora que 

recaiga se exigirá al responsable de la infracción el abono de los costes 

generados por la adopción de esta medida.  

2. Si durante la tramitación del procedimiento se constata que el importe 

los gastos que genera el depósito o precinto de la embarcación supera su valor, 

acreditado mediante informe de la autoridad que ordenó esta medida, previa 

audiencia del propietario, se llevará a cabo su enajenación a la mayor brevedad 

o se acordará su desguace si así lo exige el estado de la embarcación. No 



generales, siempre que se trate de infracciones graves o muy graves a que se refiere 

esta ley. Para ello podrá solicitar de la autoridad gubernativa correspondiente la 

colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cuando fuera necesario. 

Dicha retención podrá ser sustituida por aval o garantía suficiente. 

Excepcionalmente, cuando se requiera la asunción inmediata de la retención del 

buque como medida cautelar, ésta podrá ser impuesta por el Director de la Autoridad 

Portuaria. 

obstante, abonados los gastos que corresponda, se autorizará al propietario la 

retirada de la embarcación siempre que respete la prohibición de navegación 

hasta que finalice el procedimiento sancionador. En todo caso, los gastos 

generados por el depósito o precinto de la embarcación, así como del desguace 

si se lleva a efecto, serán de cuenta del propietario.  

La enajenación de las embarcaciones se realizará mediante subasta notarial, 

a instancias de la Capitanía Marítima. El producto de la enajenación se ingresará 

en el Tesoro Público, previa detracción de los gastos del procedimiento y de las 

tasas y tarifas de puertos, de salvamento marítimo y lucha contra contaminación 

marítima devengadas y demás tributos por los que pueda responder la 

embarcación. En el supuesto de tratarse de embarcaciones sin estatuto aduanero 

de la Unión Europea, la disposición de la embarcación deberá cumplir con la 

legislación aduanera aplicable.  

3. Con carácter previo al levantamiento de la medida de retención de la 

embarcación, los interesados habrán de acreditar ante la Administración 

marítima el abono de la sanción impuesta y de los costes del depósito o precinto. 

Asimismo, deberán acreditar la regularización de la situación de la 

embarcación. El plazo para solicitar el levantamiento de la medida de retención 

será de dos meses a contar desde el pago efectivo de la sanción y de los costes 

del depósito o precinto.  

4. Transcurridos tres meses desde la firmeza de la sanción impuesta, si no 

se hubieran abonado los costes del depósito o precinto de la embarcación, la 

instalación náutico‑deportiva o el concesionario del amarre, atraque o 

instalación portuaria o terrestre donde se localice el buque o embarcación 

podrán iniciar el expediente en materia de abandono de buques y embarcaciones 

de recreo, previsto en los artículos 525 y siguientes de la Ley de Navegación 

Marítima. 

5. Cuando se constate que cualquier embarcación se destina a fines 

delictivos, se entregará a las autoridades competentes para que decidan sobre su 

decomiso o destrucción. 



 

 

 

Artículo 321. Plazo máximo para resolver. 

 

El plazo máximo para dictar y notificar la resolución de los procedimientos 

sancionadores será de doce meses, desde la fecha en que se dicte el acuerdo de 

iniciación. 

  

 Sección 5.ª Procedimiento administrativo sancionador en el ámbito de 

la marina civil 

  

Artículo 322. Iniciación del procedimiento. 

 

Serán órganos competentes para acordar la iniciación de procedimientos 

administrativos sancionadores por infracciones tipificadas en la presente ley:  

a) La persona titular de la Capitanía Marítima, para las infracciones graves 

y leves.  

b) La persona titular de la Dirección General de la Marina Mercante, para 

las infracciones muy graves. 

  

Artículo 323. Instrucción del procedimiento. 

 

1. Será competente para la instrucción el funcionario de la Administración 

marítima, designado por el órgano competente para iniciar el procedimiento, sin 

que sea imprescindible que el instructor preste sus servicios en el mismo órgano 

que lo inicie. En todo caso deberá entenderse que el funcionario designado para 

la instrucción del procedimiento tendrá el carácter de órgano instructor.  

2. La fase de instrucción finaliza con la notificación a los interesados o sus 

representantes de la propuesta de resolución, en la que se indicará la puesta de 

manifiesto del procedimiento y se concederá el plazo para formular alegaciones 

y presentar los documentos e informaciones que se estimen pertinente ante el 



órgano competente para resolver. Finalizada la instrucción del procedimiento el 

órgano instructor elevará el expediente completo al órgano competente para 

sancionar.  

La calificación jurídica de la infracción y la cuantía de la sanción incluidas 

en la propuesta de resolución no vincularán al órgano competente para resolver.  

3. Durante el plazo de alegaciones concedido, los interesados podrán 

reconocer su responsabilidad sobre los hechos infractores. En este caso, el 

órgano competente para resolver reducirá el importe de la sanción a imponer en 

un 30 por ciento. Cuando la sanción tenga única y exclusivamente carácter 

pecuniario, si el infractor procede a su pago voluntario con anterioridad a la 

resolución del procedimiento, su importe se reducirá el 20 por ciento. Estas 

reducciones son acumulables entre sí y su efectividad estará condicionada al 

desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso en vía administrativa 

contra la sanción.  

  

Artículo 324. Prueba. 

 

Las actas de inspección levantadas por los inspectores adscritos a los 

órganos de la Administración marítima, así como las actas de constatación de 

hechos acaecidos provenientes de otros órganos de la Administración española 

o extranjera, siempre que se formalicen observando los requisitos legales 

pertinentes, tendrán valor probatorio respecto de los hechos reflejados en las 

mismas, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos 

o intereses puedan señalar o aportar los presuntos responsables. 

  

Artículo 325. Acceso a los datos de localización de los sujetos 

infractores. 

 

Las autoridades y órganos administrativos competentes en la materia 

sancionadora regulada en esta ley podrán acceder a los datos relativos a los 

sujetos infractores que estén directamente relacionados con la investigación de 

los hechos constitutivos de infracción, a los solos efectos de la iniciación de los 

procedimientos. En estos casos no será necesario consentimiento previo del 



titular de los datos, de conformidad con lo establecido en las normas de 

protección de datos. A estos efectos, el Instituto Nacional de Estadística 

facilitará al personal de aquellos órganos el acceso a los ficheros en los que 

obren datos sobre el domicilio del interesado recogidos en el Padrón Municipal, 

a los efectos de la iniciación del procedimiento sancionador. 

  

Sección 6.ª Medidas cautelares en colaboración con otros órganos u 

organismos públicos 

  

Artículo 326. Retención de un buque o embarcación a petición de otros 

órganos u organismos públicos. 

 

1. La Administración marítima podrá acordar la retención de un buque o 

embarcación, de conformidad con el procedimiento previsto en esta ley, previa 

solicitud motivada de otros órganos u organismos de la Administración General 

del Estado, cuando así lo requieran para el ejercicio de sus competencias y 

siempre que se trate de una medida proporcionada.  

2. Los costes que se produzcan como consecuencia de la retención del 

buque o embarcación serán a cargo del responsable de la conducta o 

circunstancia que da lugar a la adopción de la medida. No obstante, se excluirán 

de esta obligación las tasas que se hubiesen devengado en caso de 

responsabilidad subsidiaria del órgano u organismo que acordó la retención. 

  

Artículo 327. Medidas cautelares como consecuencia de medidas 

restrictivas o sanciones internacionales. 

 

1. La Administración marítima acordará la retención de un buque o 

embarcación que se vea afectado por la adopción de medidas restrictivas o 

sanciones internacionales.  

2. Las condiciones de la retención serán las que establezca la resolución 

sancionadora o, en su caso, el órgano competente para su cumplimiento o 



supervisión. La Administración marítima determinará las medidas de seguridad 

que deberán cumplirse durante el tiempo que dure la retención del buque o 

embarcación. 

 

Disposición adicional decimosexta. Registro Especial de Buques y 

Empresas Navieras. 

 

1. Objeto, régimen jurídico y normas de funcionamiento. 

a) Se crea un Registro Especial de Buques y Empresas Navieras, en el que se 

podrán inscribir los buques y las empresas navieras siempre que reúnan los 

requisitos previstos en esta disposición adicional. 

b) El Registro Especial de Buques y Empresas Navieras estará situado en el 

territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

c) El Registro Especial de Buques y Empresas Navieras es un Registro público 

de carácter administrativo, que se regirá por lo establecido en esta disposición 

adicional y en sus normas de desarrollo. 

2. Gestión y administración del Registro. 

a) La gestión y administración del Registro Especial de Buques y Empresas 

Navieras se realizará a través de dos oficinas de gestión, adscritas al Ministerio de 

Fomento, una, con sede en Las Palmas de Gran Canaria, y otra, con sede en Santa 

Cruz de Tenerife, incardinadas en las Capitanías Marítimas de las provincias citadas. 

b) En todo caso, el Ministerio de Fomento tendrá las competencias para 

conceder la inscripción y la baja en el Registro Especial, para determinar las 

características de la dotación de los buques, las inspecciones de los mismos y 

aquellos otros trámites administrativos que habilitan la normal operatividad de los 

buques. 

3. Matrícula, abanderamiento y patente de navegación de los buques. 

 

Disposición adicional decimosexta. Excepciones al silencio positivo en 

los procedimientos de la marina mercante. 

 

Como excepción a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, y fundado en razones de protección de la seguridad marítima y del 

medio ambiente, en los siguientes procedimientos de la marina mercante el 

silencio tendrá un efecto desestimatorio:  

1.º Procedimiento sobre autorización de construcción de buques.  

2.º Procedimiento sobre autorización de obras de reforma y cambio de 

motor.  

3.º Procedimiento sobre pruebas oficiales de funcionamiento de buques.  

4.º Procedimiento sobre autorización de botadura de naves.  

5.º Procedimiento sobre pruebas de motores.  

6.º Procedimiento sobre pruebas de estabilidad.  

7.º Procedimiento sobre homologación y aprobación de equipos para 

buques.  

8.º Procedimiento sobre expedición, renovación, prórroga y visado de 

certificados de cumplimiento de Convenios Internacionales y normativa interna.  

9.º Procedimiento sobre exenciones y equivalencias en materia de 

certificados.  

10.º Procedimiento sobre cambios de clasificación de buques.  



a) La inscripción de buques en el Registro Especial, supondrá la baja 

simultánea, en su caso, en el Registro de Buques y Empresas Navieras. 

b) La patente de navegación de los buques inscritos en el Registro Especial será 

otorgada por el Ministro de Fomento y expedida por el Director General de la 

Marina Mercante. 

c) Dicha patente habilitará a los buques para navegar bajo pabellón español y 

legitimará a los capitanes para el ejercicio de sus funciones a bordo de dichos 

buques. 

d) A las empresas navieras titulares de buques de pabellón extranjero no se les 

exigirá la presentación del certificado de baja en el Registro de bandera de 

procedencia para el abanderamiento provisional en España. 

4. Requisitos de inscripción de las empresas navieras y de los buques. 

a) Podrán solicitar su inscripción en el Registro Especial las empresas navieras 

que tengan en Canarias su centro efectivo de control, o que, teniéndolo en el resto 

de España o en el extranjero, cuenten con un establecimiento o representación 

permanente en Canarias, a través del cual vayan a ejercer los derechos y a cumplir 

las obligaciones atribuidas a las mismas por la legislación vigente. 

Para la inscripción de las empresas navieras será necesaria únicamente la 

aportación del certificado de su inscripción en el Registro mercantil donde se refleje 

que el objeto social incluye la explotación económica de buques mercantes bajo 

cualquier modalidad que asegure la disponibilidad sobre la totalidad del buque. 

También podrán solicitar su inscripción en el Registro Especial los organismos 

públicos o la Administración pública que, cumpliendo los requisitos anteriormente 

establecidos, ostenten la titularidad o la posesión por cualquier título que garantice 

la disponibilidad sobre la totalidad de los buques civiles a que se refiere la letra b) 

de este apartado, aportando una certificación del órgano competente que acredite la 

titularidad o posesión del buque. 

11.º Procedimiento sobre asignación de números para el funcionamiento de 

sistemas de radiocomunicación.  

12.º Procedimiento sobre autorización de instalaciones de equipos de 

radiocomunicación.  

13.º Procedimiento sobre autorizaciones para la instalación de estaciones 

de radiocomunicación de buque.  

14.º Procedimiento sobre adaptación de buques al sistema SMSSM.  

15.º Procedimiento de evaluación de conformidad de equipos marinos.  

16.º Procedimiento sobre acceso a exámenes de titulaciones profesionales 

o náuticas de recreo.  

17.º Procedimiento sobre certificados para personal marítimo sobre 

especialidad y seguridad marítima.  

18.º Procedimiento de titulaciones profesionales y de títulos náuticos de 

recreo y tarjetas.  

19.º Procedimientos sobre la libreta de navegación marítima y el 

documento de identidad del marino (DIM).  

20.º Procedimientos sobre centros de formación.  

21.º Procedimiento sobre autorización de vertidos al mar de material 

procedente de obras portuarias de dragado.  

22.º Procedimiento sobre autorización de tripulaciones mínimas de 

seguridad.  

23.º Procedimiento sobre habilitaciones y exenciones de practicaje.  

24.º Procedimiento sobre autorización para el transporte de mercancías 

peligrosas.  

25.º Procedimiento de autorización expresa para el despacho de buques.  



b) Las empresas a que se refiere el número anterior podrán solicitar la 

inscripción en el Registro Especial de aquellos buques que cumplan los siguientes 

requisitos: 

1.º Tipo de buques: Todo buque civil apto para la navegación con un propósito 

mercantil, excluidos los dedicados a la pesca, ya estén los buques construidos o en 

construcción. Se considerarán también inscribibles los buques civiles de titularidad 

o posesión pública que desempeñen funciones que pudieran tener propósito 

mercantil si pertenecieran al sector privado. 

2.º Tamaño mínimo: 100 GT. 

3.º Título de posesión: Las empresas navieras habrán de ser propietarias o 

arrendatarias financieras de los buques cuya inscripción solicitan; o bien tener la 

posesión de aquéllos bajo contrato de arrendamiento a casco desnudo u otro título 

que lleve aparejado el control de la gestión náutica y comercial del buque. 

4.º Condiciones de los buques: Los buques procedentes de otros Registros que 

se pretendan inscribir en el Registro Especial deberán justificar el cumplimiento de 

las normas de seguridad establecidas por la legislación española y por los convenios 

internacionales suscritos por España, por lo que podrán ser objeto de una inspección 

con carácter previo a su inscripción en el Registro Especial, en las condiciones que 

determine el Ministerio de Fomento. 

c) Con carácter previo a la matriculación de un buque en el Registro Especial, 

el titular del mismo deberá aportar el justificante que acredite el pago de los tributos 

de aduanas, en el caso de buques importados sujetos a esta formalidad. 

5. Otras reglas de inscripción. 

Se podrán inscribir en el Registro Especial los buques de las empresas navieras 

que cumplan los requisitos del apartado anterior y la normativa comunitaria en 

materia de ayudas de Estado al transporte marítimo. 

6. Dotaciones de los buques. 

La dotación de los buques inscritos en el Registro Especial deberá reunir las 

siguientes características: 

26.º Procedimiento sobre autorización o prohibición de entrada y salida en 

aguas españolas.  

27.º Procedimiento sobre autorización de operaciones fuera de límites. 

28.º Procedimiento sobre autorización de remolque.  

29.º Procedimiento de inscripción de embarcaciones destinadas a un uso de 

recreo o deportivo.  

30.º Procedimiento de otorgamiento de los permisos temporales de 

navegación.  

31.º Procedimiento sobre autorización de actividades náutico‑deportivas.  

32.º Procedimiento sobre autorización de servicios de temporada en playas. 

 

 



a) Nacionalidad: El capitán y el primer oficial de los buques deberán tener, en 

todo caso, la nacionalidad de un Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio 

Económico Europeo, salvo en los supuestos en que se establezca, por la 

Administración marítima, que estos empleos han de ser desempeñados por 

ciudadanos de nacionalidad española por implicar el ejercicio efectivo de forma 

habitual de prerrogativas de poder público que no representen una parte muy 

reducida de sus actividades. 

El resto de la dotación deberá ser de nacionalidad española o de algún otro 

Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo al menos, 

en su 50 por ciento. 

No obstante lo anterior, cuando no haya disponibilidad de tripulantes de 

nacionalidad española o de algún otro Estado miembro de la Unión Europea o del 

Espacio Económico Europeo, cuando medien razones de viabilidad económica del 

servicio de transporte, o por cualquier otra causa que pudiera tener una incidencia 

fundamental en la existencia del servicio, el Ministerio de Fomento podrá autorizar 

a las Empresas solicitantes el empleo de tripulantes no nacionales de los Estados 

miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo en proporción 

superior a la expresada anteriormente, siempre que quede garantizada la seguridad 

del buque y la navegación, teniendo en cuenta las formalidades establecidas en la 

normativa española vigente en materia de extranjería e inmigración. 

b) Composición mínima: A instancia de la empresa naviera, que en todo caso 

deberá acompañar la solicitud de inscripción del buque en el Registro, el Ministerio 

de Fomento fijará, antes de que se formalice la matrícula del buque en el 

mencionado Registro, la tripulación mínima del mismo, en función del tipo del 

buque, de su grado de automatización y del tráfico a que esté destinado, ajustándose 

al mínimo compatible con la seguridad del buque y de la navegación y a los 

compromisos internacionales asumidos por España. 

A estos efectos se determinarán las homologaciones profesionales precisas para 

cubrir los puestos que requieran una especial cualificación técnica y se tendrá en 

cuenta la posible polivalencia funcional de las tripulaciones derivadas de una 

adecuada cualificación de las mismas. 



7. Normativa laboral y de Seguridad Social aplicable a los trabajadores no 

nacionales. 

Las condiciones laborales y de Seguridad Social de los trabajadores no 

nacionales españoles, empleados a bordo de los buques matriculados en el Registro 

Especial, se regularán por la legislación a la que libremente se sometan las partes, 

siempre que la misma respete la normativa emanada de la Organización 

Internacional del Trabajo o, en defecto de sometimiento expreso, por lo dispuesto 

en la normativa laboral y de Seguridad Social española, todo ello sin perjuicio de la 

aplicación de la normativa comunitaria y de los convenios internacionales suscritos 

por España. 

8. Normativa aplicable en materia de jornada laboral y descansos. 

En materia de jornada laboral y descansos, los buques inscritos en el Registro 

Especial se regirán por lo dispuesto en la Ley del Estatuto de los Trabajadores, texto 

refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y en la 

normativa sectorial específica, constituida por el Real Decreto 1561/1995, de 21 de 

septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, o la norma que lo sustituya, con 

excepción de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 35 del Estatuto de los 

Trabajadores, que no será de aplicación. 

 

Disposición adicional trigésima cuarta. Tasa por la emisión del Certificado 

de seguro o de otra garantía financiera relativo a la responsabilidad civil del 

transportista de pasajeros por mar en caso de accidente. 

 

1. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios de 

emisión del Certificado de seguro o de otra garantía financiera relativo a la 

responsabilidad civil nacida de daños a los pasajeros por vía marítima en caso de 

accidente. 

2. El devengo de la tasa se producirá en el momento en que se presente la 

solicitud que motive el servicio, que no se tramitará sin que se haya efectuado el 

pago correspondiente. 

 

Disposición adicional trigésima cuarta. Actualización de las cuantías 

del seguro obligatorio de responsabilidad civil de suscripción obligatoria 

para embarcaciones de recreo o deportivas. 

 

Se eleva la cobertura del seguro de responsabilidad civil de suscripción 

obligatoria exigida reglamentariamente para embarcaciones de recreo o 

deportivas, y se establece un límite conjunto para daños personales y materiales 

de 650.000 euros y un límite por víctima de 240.000 euros. Reglamentariamente 

se actualizarán los límites del seguro de responsabilidad civil de suscripción 

obligatoria para embarcaciones de recreo o deportivas. 

 



3. Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten 

la prestación de servicios que constituyen el hecho imponible. 

4. La cuantía de la tasa es 120,00 euros. Esta cuantía podrá modificarse por la 

Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

5. El pago de la tasa se realizará en efectivo, en entidad de depósito autorizada 

por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y le será aplicable lo 

dispuesto en el Reglamento General de Recaudación aprobado por Real Decreto 

939/2005, de 29 de julio. 

6. La gestión de la tasa se llevará a cabo por la Dirección General de la Marina 

Mercante del Ministerio de Fomento. 

 

Disposición adicional trigésima quinta. Actualización de las cuantías de las 

tasas. 

 

Las cuantías de las tasas reguladas en el título IV del Libro Segundo de la 

presente ley podrán ser modificadas por la Ley de Presupuestos Generales del 

Estado. 

 

Disposición adicional trigésima quinta. Ámbito de aplicación del 

Reglamento (UE) 2017/352 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 

de febrero de 2017, por el que se crea un marco para la prestación de 

servicios portuarios y se adoptan las normas comunes sobre la 

transparencia financiera de los puertos. 

 

El Reglamento (UE) 2017/352 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

15 de febrero de 2017, por el que se crea un marco para la prestación de servicios 

portuarios y se adoptan las normas comunes sobre la transparencia financiera 

de los puertos se aplica a todos los puertos de interés general incluidos en el 

anexo I de este texto refundido, en atención a lo previsto en el apartado 6 del 

artículo 1 del citado reglamento. 

 

 

 

Disposición adicional trigésima séptima. Tratamiento de la 

información. 

 

La información almacenada por los diferentes registros y sistemas 

regulados en la presente ley, así como su intercambio, deberá hacerse de 

acuerdo con las indicaciones del Esquema nacional de seguridad, el Esquema 

nacional de interoperabilidad y las directrices fijadas por la Oficina del dato de 

la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial.  



Toda información no sujeta a consideraciones de privacidad o sometida a 

la protección de la propiedad intelectual, de la propiedad industrial o del secreto 

comercial, deberá ser publicada como datos abiertos de acuerdo con la 

normativa de reutilización de la información del sector público. 

  

Disposición transitoria undécima. Arqueo de buques o embarcaciones 

a efectos del cálculo de las tasas de la marina mercante. 

 

Para el cálculo de aquellas tasas que se determinen en atención del arqueo 

del buque o embarcación medido en GT, cuando el buque no disponga de esta 

unidad de medida, se utilizará como unidad la TRB hasta su conversión en GT 

por desaparición de esta unidad de medida. 
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 Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima 

 

[Texto consolidado] 

 

 Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos 

del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 de julio, 

de Navegación Marítima 

[modificación]1 

PREÁMBULO 

XII 

 

La actualización del régimen general aplicable al tráfico marítimo también 

permite que en el título X se pongan al día los expedientes de jurisdicción 

voluntaria, eliminando aquellos que habían perdido su razón de ser, como es el 

caso de la autorización para la descarga del buque, las obligaciones derivadas del 

contrato de transporte marítimo o la apertura de escotillas. Esta depuración parte 

de una nueva concepción que incluye en la jurisdicción voluntaria sólo los 

expedientes que han quedado encomendados a los tribunales. 

La protesta de mar e incidencias del viaje, la liquidación de la avería gruesa, 

el depósito y venta de mercancías y equipajes en el transporte marítimo y la 

 

La actualización del régimen general aplicable al tráfico marítimo también 

permite que en el título X se pongan al día los expedientes de jurisdicción 

voluntaria, eliminando aquellos que habían perdido su razón de ser, como es el 

caso de la autorización para la descarga del buque, las obligaciones derivadas del 

contrato de transporte marítimo o la apertura de escotillas. Esta depuración parte 

de una nueva concepción que incluye en la jurisdicción voluntaria sólo los 

expedientes que han quedado encomendados a los tribunales. 

La protesta de mar e incidencias del viaje, la liquidación de la avería gruesa, 

el depósito y venta de mercancías y equipajes en el transporte marítimo y la 

 
1  Se resalta en la columna de la izquierda, en color rojo, lo que se suprime y en la de la derecha, en color azul, las modificaciones y adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  

https://www.boe.es/eli/es/l/2014/07/24/14/con
https://www.boe.es/eli/es/l/2014/07/24/14/con
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-34-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-34-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-34-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-34-1.PDF


enajenación de efectos mercantiles alterados o averiados son los únicos que se 

mantienen. Y, como novedad, se introduce un nuevo expediente, el relativo al 

extravío, sustracción o destrucción del conocimiento de embarque. Su tramitación 

y resolución se atribuye a los notarios y pasan a denominarse certificación pública 

de expedientes de Derecho marítimo. 

enajenación de efectos mercantiles alterados o averiados son los únicos 

expedientes que se mantienen. Y, como novedades, se introducen dos nuevos 

expedientes, el relativo al extravío, sustracción o destrucción del conocimiento de 

embarque y el de abandono de buques y embarcaciones de recreo. Todos ellos se 

agrupan ahora bajo de la denominación de «certificación pública de expedientes 

de Derecho marítimo», cuya tramitación y resolución se atribuye a los notarios. 

TÍTULO I 

De la ordenación administrativa de la navegación 

CAPÍTULO II 

Del régimen de estancia en aguas interiores marítimas y en puerto 

 

Artículo 8. Cierre de puertos. 

 

1. Corresponde a la Autoridad Portuaria correspondiente, de acuerdo con la 

normativa vigente, ordenar el cierre temporal de puertos y terminales a la 

navegación de buques, previo informe de la Capitanía Marítima, así como adoptar 

las medidas precisas para dar a dichas decisiones la debida publicidad 

internacional. 

2. La Administración Marítima podrá proponer provisionalmente la 

prohibición de la navegación en los puertos y en sus canales de acceso, así como 

también la entrada y salida de buques, cuando lo aconsejen las condiciones 

meteorológicas o hidrográficas, existan obstáculos para la navegación o medien 

razones de protección, emergencia, seguridad pública o medioambiental o de 

orden público. 

3. Dicha propuesta de prohibición podrá asimismo formularse o 

condicionarse respecto a los buques que, por presentar graves deficiencias de 

navegabilidad, pudieran constituir un peligro para la seguridad de las personas o 

de los bienes o del medioambiente. 

 

Artículo 8. Cierre de puertos. 

 

1. Corresponde a la Autoridad Portuaria correspondiente, de acuerdo con la 

normativa vigente, ordenar el cierre temporal de puertos y terminales a la 

navegación de buques, previo informe de la Capitanía Marítima, así como adoptar 

las medidas precisas para dar a dichas decisiones la debida publicidad 

internacional. 

2. La Administración Marítima podrá proponer provisionalmente la 

prohibición de la navegación en los puertos y en sus canales de acceso, así como 

también la entrada y salida de buques, cuando lo aconsejen las condiciones 

meteorológicas o hidrográficas, existan obstáculos para la navegación o medien 

razones de protección, emergencia, seguridad pública o medioambiental o de 

orden público. 

3. La Administración Marítima prohibirá emprender la navegación a aquellos 

buques que, por presentar graves deficiencias de navegabilidad, pudieran 

constituir un peligro para la seguridad de las personas o de los bienes o del 

medioambiente. 



 

Artículo 18. Despacho de buques. 

 

1. Para hacerse a la mar o, en general, para emprender la navegación, todo 

buque requiere la previa autorización de salida, que otorgará la Administración 

Marítima y se denominará «despacho», sin perjuicio de las preceptivas 

autorizaciones previas que corresponda conceder a otras autoridades y de los 

supuestos de autodespacho por el capitán y otras modalidades que se prevean 

reglamentariamente. 

2. El despacho se concederá, a petición del armador, capitán o consignatario, 

siempre que se presente la Declaración General y el buque tenga en regla el resto 

de la documentación y certificados exigibles. El despacho sólo podrá negarse en 

virtud de causa legal o reglamentaria, por orden judicial o a solicitud de autoridad 

competente. 

3. Reglamentariamente se regulará el régimen de despacho de buques. 

4. El reglamento establecerá un régimen simplificado para los buques y 

embarcaciones de recreo, para los buques dedicados exclusivamente a la 

navegación por aguas interiores marítimas y para todos los que realicen trayectos 

cortos y de elevada rotación. 

 

Artículo 18. Despacho de buques. 

 

1. Para hacerse a la mar o, en general, para emprender la navegación, todo 

buque requiere la previa autorización o habilitación de salida, que otorgará la 

Administración Marítima y se denominará «despacho», sin perjuicio de las 

preceptivas autorizaciones previas que corresponda conceder a otras autoridades 

y de los supuestos de autodespacho por el capitán y otras modalidades que se 

prevean reglamentariamente. 

2. El despacho se concederá, a petición del armador, capitán o consignatario, 

siempre que se presente la Declaración General y el buque tenga en regla el resto 

de la documentación y certificados exigibles. El despacho sólo podrá negarse en 

virtud de causa legal o reglamentaria, por orden judicial o a solicitud de autoridad 

competente. 

3. Reglamentariamente se regulará el régimen de despacho de buques. 

4. El reglamento establecerá un régimen simplificado para los buques y 

embarcaciones de recreo, para los buques dedicados exclusivamente a la 

navegación por aguas interiores marítimas y para todos los que realicen trayectos 

cortos y de elevada rotación. 

 

CAPÍTULO III 

Del régimen general de navegación marítima 

 

 

Artículo 22. Exhibición del pabellón y submarinos. 

 

1. Los buques que naveguen por los espacios marítimos españoles deberán 

estar abanderados en un solo Estado y llevar marcado su nombre y puerto de 

matrícula. Llevarán asimismo izado su pabellón en lugar bien visible cuando 

 

Artículo 22. Exhibición del pabellón y submarinos. 

 

1. Los buques que naveguen por los espacios marítimos españoles deberán 

estar abanderados en un solo Estado y llevar marcado su nombre y puerto de 

matrícula. Llevarán asimismo izado su pabellón en lugar bien visible cuando 



naveguen por las aguas interiores marítimas o se hallen surtos en puerto o terminal 

nacional. 

2. Los buques extranjeros, salvo los de guerra, enarbolarán, junto al suyo, el 

pabellón español, conforme a los usos marítimos internacionales. 

3. Los buques submarinos extranjeros y otros vehículos sumergibles deberán 

navegar en superficie y con su pabellón desplegado cuando naveguen por las aguas 

interiores marítimas y por el mar territorial españoles. 

Los submarinos extranjeros que naveguen sumergidos serán invitados y, en 

su caso, obligados a emerger. En caso de impedimento debido a avería, tendrán 

obligación de señalarlo por todos los medios posibles. 

4. Los reglamentos podrán establecer exenciones a la obligación de que las 

embarcaciones exhiban las marcas, el nombre y el pabellón. 

naveguen por las aguas interiores marítimas o se hallen surtos en puerto o terminal 

nacional. 

2. Los buques extranjeros, salvo los de guerra, enarbolarán, junto al suyo, el 

pabellón español, conforme a los usos marítimos internacionales. 

3. Los buques submarinos extranjeros y otros vehículos sumergibles deberán 

navegar en superficie y con su pabellón desplegado cuando naveguen por las 

aguas interiores marítimas y por el mar territorial españoles. 

Los submarinos extranjeros y otros vehículos autónomos que naveguen 

sumergidos serán invitados y, en su caso, obligados a emerger. En caso de 

impedimento debido a avería, tendrán obligación de señalarlo por todos los 

medios posibles. 

4. Los reglamentos podrán establecer exenciones a la obligación de que las 

embarcaciones exhiban las marcas, el nombre y el pabellón. 

 

Artículo 33. Obligación de notificar actos de contaminación. 

 

1. Los capitanes de los buques nacionales deberán notificar sin demora a la 

Administración Marítima española y a la autoridad competente del Estado 

ribereño más próximo, todo evento de contaminación por hidrocarburos o por 

sustancias nocivas o potencialmente peligrosas de los que tengan conocimiento 

durante la navegación, de conformidad con los procedimientos que se determinen 

reglamentariamente. 

2. La misma obligación tendrán los capitanes de los buques extranjeros que 

naveguen por los espacios marítimos españoles. 

 

Artículo 33. Obligación de notificar actos de contaminación. 

 

1. Los capitanes de los buques nacionales deberán notificar sin demora a la 

Administración Marítima española y a la autoridad competente del Estado 

ribereño más próximo, todo evento de contaminación por hidrocarburos o por 

sustancias nocivas o potencialmente peligrosas de los que tengan conocimiento 

durante la navegación, así como la información que les sea solicitada para 

determinar si se ha cometido una infracción, de conformidad con los 

procedimientos que se determinen reglamentariamente. 

2. La misma obligación tendrán los capitanes de los buques extranjeros que 

naveguen por los espacios marítimos españoles. 

 

 

 



TÍTULO II 

De los vehículos de la navegación  

CAPÍTULO I 

De los buques, embarcaciones y artefactos navales 

 

Artículo 57. Embarcación. 

 

Se entiende por embarcación el vehículo que carezca de cubierta corrida y el 

de eslora inferior a veinticuatro metros, siempre que, en uno y otro caso, no sea 

calificado reglamentariamente como unidad menor en atención a sus 

características de propulsión o de utilización. 

 

Artículo 57. Embarcación. 

 

Se entiende por embarcación el vehículo que carezca de cubierta corrida y el 

de eslora inferior a veinticuatro metros. Las motos náuticas, así como otras 

unidades menores, tienen la consideración de embarcaciones, cuyas normas les 

resultan de aplicación con las especificaciones que se establezcan 

reglamentariamente, en atención a sus características de propulsión o de 

utilización. 

 

Artículo 59. Plataforma fija. 

 

1. Se entiende por plataforma fija toda estructura o instalación susceptible de 

realizar operaciones de explotación de los recursos naturales marítimos o de 

destinarse a cualesquiera otras actividades, emplazada sobre el lecho del mar, 

fondeada o apoyada en él. 

 

 

 

2. Por encontrarse permanentemente sujeta al fondo de las aguas, la 

plataforma fija tiene la consideración de bien inmueble con arreglo al Código 

Civil. 

 

Artículo 59. Plataforma fija. 

 

1. Se entiende por plataforma fija toda estructura o instalación susceptible de 

realizar operaciones de explotación de los recursos naturales marítimos o de 

destinarse a cualesquiera otras actividades, emplazada sobre el lecho del mar, 

fondeada o apoyada en él.  

No tendrán la consideración de plataformas fijas aquellas instalaciones como 

son los oleoductos, gasoductos, cables submarinos, emisarios submarinos, y 

cualquier otro tipo de tuberías o instalaciones de carácter industrial o de 

saneamiento. 

2. Por encontrarse permanentemente sujeta al fondo de las aguas, la 

plataforma fija tiene la consideración de bien inmueble con arreglo al Código 

Civil. 



CAPÍTULO II 

Del registro y documentación de los buques 

 

Artículo 65. Registro y matrícula. 

 

1. Las titularidades y gravámenes sobre los buques, embarcaciones y 

artefactos navales se inscribirán en la Sección de Buques del Registro de Bienes 

Muebles, con la finalidad de proporcionar seguridad a las relaciones jurídicas de 

aquéllos. 

2. La matrícula de un buque o embarcación corresponde a la Administración 

Marítima a través del Registro de Buques y Empresas Navieras y va destinada a 

mantener la identificación y el control administrativo de los buques y 

embarcaciones españoles. El Registro de Buques y de Empresas Navieras y el 

Registro Especial de Buques y Empresas Navieras se regirán por lo establecido en 

esta ley y en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, así como en 

los reglamentos correspondientes. 

 

Artículo 65. Registro y matrícula. 

 

1. Las titularidades y gravámenes sobre los buques, embarcaciones y 

artefactos navales se inscribirán en la Sección de Buques del Registro de Bienes 

Muebles, con la finalidad de proporcionar seguridad a las relaciones jurídicas de 

aquéllos.  

2. La matrícula de un buque o embarcación corresponde a la Administración 

Marítima a través de los registros marítimos españoles y va destinada a mantener 

la identificación y el control administrativo de los buques y embarcaciones 

españoles. Los registros marítimos españoles se regirán por lo establecido en esta 

ley y en la legislación de marina mercante, así como en los reglamentos 

correspondientes. 

 

Artículo 66. Coordinación entre Registros. 

 

1. Los asientos que se practiquen en la Sección de Buques del Registro de 

Bienes Muebles deberán coordinarse con las anotaciones que se hagan en la hoja 

de asiento del Registro de Buques y Empresas Navieras mediante comunicaciones 

que deberán cursarse directamente en la forma que reglamentariamente se 

determine. 

2. Los titulares de ambos Registros sólo tendrán competencia para expedir 

certificaciones del contenido que sea propio de los respectivos asientos a su cargo, 

pero no de los que les consten por comunicaciones derivadas de la obligada 

coordinación entre ambos organismos. No obstante, si se pidiere en uno de ellos 

certificación referida a extremos contenidos en el otro, deberá admitirse la 

solicitud y requerir del Registro competente que la expida, con objeto de que el 

 

Artículo 66. Coordinación entre Registros. 

 

1. Los asientos que se practiquen en la Sección de Buques del Registro de 

Bienes Muebles deberán coordinarse con las anotaciones que se hagan en los 

registros marítimos españoles mediante comunicaciones que deberán cursarse 

automáticamente en la forma que reglamentariamente se determine. 

2. Los titulares de ambos Registros sólo tendrán competencia para expedir 

certificaciones del contenido que sea propio de los respectivos asientos a su cargo, 

pero no de los que les consten por comunicaciones derivadas de la obligada 

coordinación entre ambos organismos. No obstante, si se pidiere en uno de ellos 

certificación referida a extremos contenidos en el otro, deberá admitirse la 

solicitud y requerir del Registro competente que la expida, con objeto de que el 



solicitante pueda obtener en un solo organismo toda la publicidad formal referida 

al buque. 

solicitante pueda obtener en un solo organismo toda la publicidad formal referida 

al buque. 

 

 

Sección 1.ª De la inscripción en la Sección de Buques del Registro de Bienes Muebles 

 

 

Artículo 69. Bienes inscribibles. 

 

1. Todos los buques, embarcaciones y artefactos navales abanderados en 

España deberán obligatoriamente inscribirse en la Sección de Buques del Registro 

de Bienes Muebles. 

2. Sin embargo, será potestativa la inscripción de los buques, embarcaciones 

y artefactos de titularidad pública. 

También será potestativa la inscripción de buques y embarcaciones de recreo 

o deportivos. Los derechos de garantía, reservas de dominio y prohibiciones de 

disponer, arrendamientos financieros y demás gravámenes inscribibles impuestos 

sobre los mismos, sólo serán oponibles frente a terceros si figuran inscritos en el 

Registro de Bienes Muebles, en cuyo caso deberán inscribirse sin exigirse para 

ello más requisitos que los previstos para la constitución de la garantía de que se 

trate. La inmatriculación en el Registro de Bienes Muebles de buques y 

embarcaciones de recreo embargadas o secuestradas judicial o 

administrativamente se practicará en mérito de la misma resolución judicial o 

administrativa en que se decreta el embargo o la prohibición de disponer. 

Reglamentariamente se podrá excluir de la obligación de inscripción en la 

Sección de Buques del Registro de Bienes Muebles determinadas embarcaciones 

y artefactos que ya estuvieran matriculados o inscritos en otras listas o registros. 

3. Los buques en construcción podrán inscribirse en cualquier caso, pero será 

obligatoria su inscripción cuando vayan a ser hipotecados de conformidad con lo 

 

Artículo 69. Bienes inscribibles. 

 

1. Todos los buques, embarcaciones y artefactos navales abanderados en 

España deberán obligatoriamente inscribirse en la Sección de Buques del Registro 

de Bienes Muebles. 

2. Sin embargo, será potestativa la inscripción de los buques, embarcaciones 

y artefactos de titularidad pública. 

También será potestativa la inscripción de buques y embarcaciones de recreo 

o deportivos. Los derechos de garantía, reservas de dominio y prohibiciones de 

disponer, arrendamientos financieros y demás gravámenes inscribibles impuestos 

sobre los mismos, sólo serán oponibles frente a terceros si figuran inscritos en el 

Registro de Bienes Muebles, en cuyo caso deberán inscribirse sin exigirse para 

ello más requisitos que los previstos para la constitución de la garantía de que se 

trate. La inmatriculación en el Registro de Bienes Muebles de buques y 

embarcaciones de recreo embargadas o secuestradas judicial o 

administrativamente se practicará en mérito de la misma resolución judicial o 

administrativa en que se decreta el embargo o la prohibición de disponer. 

Reglamentariamente se podrá excluir de la obligación de inscripción en la 

Sección de Buques del Registro de Bienes Muebles determinadas embarcaciones 

y artefactos que ya estuvieran matriculados o inscritos en otras listas o registros. 

3. Los buques en construcción podrán inscribirse en cualquier caso, pero será 

obligatoria su inscripción cuando vayan a ser hipotecados de conformidad con lo 



previsto en esta ley. A estos efectos, se llevará en la Sección de Buques del 

Registro de Bienes Muebles un libro especial para inscribir los actos y contratos 

relativos a los buques en construcción hasta que, terminada ésta, se trasladen al 

Libro de Buques construidos en la forma en que se determine reglamentariamente. 

La inscripción del buque en construcción se podrá efectuar presentando copia 

certificada de su matrícula o asiento, expedida por el Comandante de Marina de la 

provincia en que esté matriculado o en virtud de cualquiera de los documentos del 

artículo 73. 

A este efecto, el dueño presentará en el Registro una solicitud, acompañada 

de certificación expedida por el constructor, en que conste el estado de 

construcción del buque, longitud de su quilla y demás dimensiones de la nave, 

tonelaje y desplazamientos probables, calidad del buque, lugar de construcción y 

expresión de los materiales que en él hayan de emplearse, coste de casco y plano 

del mismo buque. 

previsto en esta ley. A estos efectos, se llevará en la Sección de Buques del 

Registro de Bienes Muebles un libro especial para inscribir los actos y contratos 

relativos a los buques en construcción hasta que, terminada ésta, se trasladen al 

Libro de Buques construidos en la forma en que se determine reglamentariamente. 

La inscripción del buque en construcción se podrá efectuar presentando copia 

certificada de su matrícula o asiento, expedida por la Capitanía Marítima en que 

esté matriculado o en virtud de cualquiera de los documentos del artículo 73. 

A este efecto, el dueño presentará en el Registro una solicitud, acompañada 

de certificación expedida por el constructor, en que conste el estado de 

construcción del buque, longitud de su quilla y demás dimensiones de la nave, 

tonelaje y desplazamientos probables, calidad del buque, lugar de construcción y 

expresión de los materiales que en él hayan de emplearse, coste de casco y plano 

del mismo buque. 

 

Artículo 71. Inscripción y cierre. 

 

1. La primera inscripción de cada buque en el Registro será de dominio y se 

practicará en virtud de certificación de la hoja de asiento expedida por el Registro 

de Buques y Empresas Navieras, acompañada del título de adquisición, que deberá 

constar en cualquiera de los documentos citados en el artículo 73, salvo que se 

trate de buques y embarcaciones de recreo o deportivas construidas en serie o de 

buques procedentes de países cuyas leyes no exijan esa forma de documentación. 

 

2. Para que pueda inscribirse o anotarse en el Registro cualquier otro acto, 

negocio jurídico o resolución judicial o administrativa relativa al buque, será 

preciso que la persona que lo otorgue o aquella contra quien se dirija tenga 

previamente inscrito su derecho. 

3. Salvo que del Registro resulten cargas vigentes, el folio real del buque se 

cancelará mediante una diligencia de cierre a continuación de la última 

 

Artículo 71. Inscripción y cierre. 

 

1. La primera inscripción de cada buque en el Registro será de dominio y se 

practicará en virtud de comunicación por el registro marítimo español 

correspondiente, al que se podrá solicitar también que expida certificación del 

abanderamiento del buque. El interesado acompañará a su solicitud el título de 

adquisición, que deberá constar en cualquiera de los documentos citados en el 

artículo 73, salvo que se trate de buques y embarcaciones de recreo o deportivas 

construidas en serie o de buques procedentes de países cuyas leyes no exijan esa 

forma de documentación. 

2. Para que pueda inscribirse o anotarse en el Registro cualquier otro acto, 

negocio jurídico o resolución judicial o administrativa relativa al buque, será 

preciso que la persona que lo otorgue o aquella contra quien se dirija tenga 

previamente inscrito su derecho. 

3. Salvo que del Registro resulten cargas vigentes, el folio real del buque se 

cancelará mediante una diligencia de cierre a continuación de la última 



inscripción, practicada en virtud de comunicación del Registro de Buques y 

Empresas Navieras que haga constar la baja del buque. 

4. Reglamentariamente se regularán las especialidades registrales para las 

situaciones de cambio temporal de pabellón. 

inscripción, practicada en virtud de comunicación del registro marítimo español 

que corresponda que haga constar la baja del buque. 

4. Reglamentariamente se regularán las especialidades registrales para las 

situaciones de cambio temporal de pabellón. 

 

Sección 2.ª De la documentación de los buques nacionales 

 

Artículo 78. Documentación de los buques nacionales. 

 

1. Además de los certificados y documentos relativos a la seguridad de la 

navegación, a la lucha contra la contaminación marina, a la sanidad exterior, al 

régimen aduanero y otros que procedan de acuerdo con la legislación nacional y 

con los convenios internacionales en que España sea parte, todo buque nacional 

deberá llevar a bordo el Certificado de Matrícula, la Patente de Navegación, el Rol 

de Despacho y Dotación, el Diario de Navegación, el Cuaderno de Máquinas y, 

en su caso, el Cuaderno de Bitácora y los Certificados de Seguros, sin perjuicio de 

las salvedades y especialidades existentes o que puedan establecerse 

reglamentariamente respecto de los buques de Estado y otras categorías 

determinadas de embarcaciones. 

2. Los documentos a que se refiere el apartado anterior se ajustarán a los 

modelos que sean aprobados por la Administración Marítima. 

3. Reglamentariamente se establecerá un régimen simplificado de 

documentación para los buques de recreo o deportivos y para las embarcaciones. 

 

Artículo 78. Documentación de los buques nacionales. 

 

1. Además de los certificados y documentos relativos a la seguridad de la 

navegación, a la lucha contra la contaminación marina, a la sanidad exterior, al 

régimen aduanero y otros que procedan de acuerdo con la legislación nacional y 

con los convenios internacionales en que España sea parte, todo buque nacional 

deberá llevar a bordo el Certificado de Registro, el Rol de Despacho y Dotación, 

el Diario de Navegación, el Cuaderno de Máquinas y, en su caso, el Cuaderno de 

Bitácora y los Certificados de Seguros. Reglamentariamente se podrán establecer 

salvedades y especialidades en relación con esta documentación respecto de los 

buques de Estado y otras categorías determinadas de embarcaciones.  

2. Los documentos a que se refiere el apartado anterior se ajustarán a los 

modelos que sean aprobados por la Administración Marítima. 

 

Artículo 79. Certificado de Matrícula. 

 

El Certificado de Matrícula reflejará de forma literal el contenido del asiento 

obrante en la correspondiente hoja y deberá ser renovado cada vez que en éste se 

produzca alguna modificación. El Certificado acredita que el buque está 

 

Artículo 79. Documentación de los buques y embarcaciones de recreo o 

deportivos. 

 

Reglamentariamente se establecerá un régimen simplificado de 

documentación para los buques y embarcaciones de recreo o deportivos. 



legalmente matriculado en España y deberá exhibirse a petición de las autoridades 

competentes de la Administración Marítima nacional, de la del Estado ribereño o 

de la del Estado del puerto. 

 

Artículo 80. Patente de Navegación. 

 

La Patente de Navegación acredita la nacionalidad española del buque y que 

ha sido autorizado para navegar por los mares enarbolando el pabellón nacional. 

También legitimará la identidad al capitán o a la persona a la que ha sido conferido 

el mando del buque. 

 

Artículo 80. Certificado de Registro. 

 

1. El Certificado de Registro acredita la nacionalidad española del buque, que 

el buque está legalmente matriculado en España y que ha sido autorizado para 

navegar por los mares enarbolando el pabellón nacional. También legitimará la 

identidad al capitán o a la persona a la que ha sido conferido el mando del buque. 

 2. El Certificado de Registro deberá exhibirse a petición de las autoridades 

competentes de la Administración Marítima nacional, de la del Estado ribereño o 

de la del Estado del puerto.  

3. El Certificado de Registro reflejará de forma literal el contenido del asiento 

obrante en la correspondiente hoja y deberá ser renovado cada vez que en éste se 

produzca alguna modificación. El Certificado de Registro se expedirá en español 

y en inglés, siendo su denominación en este idioma ‘‘Certificate of Registry’’. 

 

Artículo 85. Forma de llevar los libros. 

 

1. Los Diarios de Navegación y los Cuadernos de Máquinas y de Bitácora 

deberán llevarse foliados, rubricados y sellados, hoja por hoja, por la autoridad de 

la Administración Marítima y no deberán contener interlineaciones, raspaduras ni 

enmiendas. Los asientos deben ser sucesivos y fechados, firmados por el capitán 

los del Diario de Navegación, por los pilotos los del Cuaderno de Bitácora y por 

el jefe del servicio de máquinas los del Cuaderno de Máquinas. 

2. Reglamentariamente podrá establecerse un régimen de llevanza de los 

libros mediante soporte informático u otras técnicas de carácter similar. 

 

Artículo 85. Forma de llevar los libros. 

 

1. Los Diarios de Navegación y los Cuadernos de Máquinas y de Bitácora 

deberán llevarse foliados, rubricados y sellados en su primera hoja por la 

Administración Marítima y no deberán contener interlineaciones, raspaduras ni 

enmiendas. Los asientos deben ser sucesivos y fechados, firmados por el capitán 

los del Diario de Navegación, por los pilotos los del Cuaderno de Bitácora y por 

el jefe del servicio de máquinas los del Cuaderno de Máquinas. 

2. Reglamentariamente podrá establecerse un régimen de llevanza de los 

libros mediante soporte informático u otras técnicas de carácter similar. 



CAPÍTULO III 

De la nacionalidad de los buques 

 

Artículo 88. Abanderamiento de buques. 

 

El abanderamiento es el acto que otorga el derecho a enarbolar el pabellón 

español. Todos los buques matriculados en el Registro de Buques y Empresas 

Navieras estarán abanderados en España. 

Las condiciones para la concesión del abanderamiento se rigen por lo 

dispuesto en la normativa de marina mercante. 

 

Artículo 88. Abanderamiento de buques. 

 

El abanderamiento es el acto que otorga el derecho a enarbolar el pabellón 

español. Todos los buques matriculados en los registros marítimos españoles 

estarán abanderados en España.  

Las condiciones para la concesión del abanderamiento se rigen por lo 

dispuesto en la normativa de marina mercante.  

Las disposiciones de este capítulo se aplicarán a embarcaciones, artefactos 

navales y plataformas fijas. 

 

Artículo 89. Navegación con pabellón nacional. 

 

La navegación bajo pabellón nacional se realizará una vez obtenida la Patente 

de Navegación. Provisionalmente podrá también realizarse por medio de 

pasavante por el tiempo necesario para que un buque adquirido en el extranjero 

pueda realizar los viajes necesarios para llegar a un puerto nacional. 

 

Artículo 89. Navegación con pabellón nacional. 

 

La navegación bajo pabellón nacional se realizará una vez obtenido el 

Certificado de Registro. Provisionalmente podrá también realizarse por medio de 

pasavante por el tiempo necesario para que un buque adquirido en el extranjero 

pueda realizar los viajes necesarios para llegar a un puerto nacional. 

 

Artículo 91. Prohibición de doble nacionalidad y de doble registro. 

 

1. Fuera de los supuestos de abanderamiento temporal contemplados en esta 

ley, un buque no podrá estar simultáneamente matriculado en el Registro de 

Buques y Empresas Navieras y en el registro de buques de otro u otros Estados. 

2. Los buques matriculados en España enarbolarán únicamente el pabellón 

español y no podrán cambiarlo sino a través del procedimiento establecido para la 

baja en la normativa correspondiente. 

 

Artículo 91. Prohibición de doble nacionalidad y de doble registro. 

 

1. Fuera de los supuestos de abanderamiento temporal contemplados en esta 

ley, un buque no podrá estar simultáneamente matriculado en uno de los registros 

marítimos españoles y en el registro de buques de otro u otros Estados. 

2. Los buques matriculados en España enarbolarán únicamente el pabellón 

español y no podrán cambiarlo sino a través del procedimiento establecido para 

la baja en la normativa correspondiente. 



 

Artículo 93. Régimen de las garantías reales en caso de cambio definitivo 

de pabellón. 

 

1. A salvo lo dispuesto en el artículo 484, no se autorizará la baja del buque 

en el Registro de Buques y Empresas Navieras para su registro definitivo en el 

extranjero a no ser que se hayan cancelado previamente todas las hipotecas y 

demás cargas y gravámenes inscritos en la Sección de Buques del Registro de 

Bienes Muebles, o que se haya hecho constar en el mismo Registro el 

consentimiento por escrito de todos los titulares de esas hipotecas, cargas o 

gravámenes. 

2. Asimismo, la adquisición del pabellón español quedará subordinada al 

consentimiento de todos los titulares de los gravámenes inscritos y no cancelados 

en el registro de procedencia. 

 

Artículo 93. Régimen de las garantías reales en caso de cambio definitivo 

de pabellón. 

 

1. A salvo lo dispuesto en el artículo 484, no se autorizará la baja del buque 

en uno de los registros marítimos españoles para su registro definitivo en el 

extranjero a no ser que se hayan cancelado previamente todas las hipotecas y 

demás cargas y gravámenes inscritos en la Sección de Buques del Registro de 

Bienes Muebles, o que se haya hecho constar en el mismo Registro el 

consentimiento por escrito de todos los titulares de esas hipotecas, cargas o 

gravámenes. 

2. Asimismo, la adquisición del pabellón español quedará subordinada al 

consentimiento de todos los titulares de los gravámenes inscritos y no cancelados 

en el registro de procedencia. 

 

Artículo 95. Comienzo y cese del abanderamiento temporal. 

 

1. En el caso de abanderamiento temporal de buques en España, el Registro 

de Buques y Empresas Navieras no practicará la anotación temporal en la hoja de 

asiento mientras no se cerciore de la suspensión de la nacionalidad y del derecho 

a enarbolar el pabellón en el registro de procedencia. 

2. La Administración Marítima notificará al anterior Estado de pabellón el 

momento en que se produzca la baja del abanderamiento temporal en España. 

 

Artículo 95. Comienzo y cese del abanderamiento temporal. 

 

1. En el caso de abanderamiento temporal de buques en España, los registros 

marítimos españoles no practicarán la anotación temporal en la hoja de asiento 

mientras no se cerciore de la suspensión de la nacionalidad y del derecho a 

enarbolar el pabellón en el registro de procedencia. 

2. La Administración Marítima notificará al anterior Estado de pabellón el 

momento en que se produzca la baja del abanderamiento temporal en España. 

 

Artículo 96. Régimen de las garantías reales en caso de cambio temporal 

de pabellón. 

 

1. No se autorizará el cambio temporal de pabellón a los buques matriculados 

en España en tanto no se hayan cancelado todas las hipotecas y demás cargas y 

gravámenes inscritos o se haya obtenido el consentimiento por escrito de los 

titulares de tales hipotecas, cargas o gravámenes, atendiéndose en todo caso a la 

normativa comunitaria y convencional aplicable, en particular a lo previsto en el 

 

Artículo 96. Régimen de las garantías reales en caso de cambio temporal 

de pabellón. 

 

1. No se autorizará el cambio temporal de pabellón a los buques matriculados 

en España en tanto no se hayan cancelado todas las hipotecas y demás cargas y 

gravámenes inscritos o se haya obtenido el consentimiento por escrito de los 

titulares de tales hipotecas, cargas o gravámenes, atendiéndose en todo caso a la 

normativa comunitaria y convencional aplicable, en particular a lo previsto en el 



Convenio internacional sobre los privilegios marítimos y la hipoteca naval, hecho 

en Ginebra el 6 de mayo de 1993. 

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el Registro de Buques y 

Empresas Navieras anotará en la hoja de asiento correspondiente al buque, con 

comunicación a la Sección de Buques del Registro de Bienes Muebles, el Estado 

cuyo pabellón el buque ha sido autorizado a enarbolar temporalmente. Asimismo, 

requerirá a la autoridad encargada del registro del Estado cuyo pabellón ha sido 

autorizado a enarbolar el buque para que haga constar en dicho registro por nota 

de referencia que el buque está inscrito en España. 

3. La concesión temporal del pabellón español a buques extranjeros quedará 

condicionada a la presentación por los interesados, ante el Registro de Buques y 

Empresas Navieras, de certificación emitida por el registro de procedencia 

acreditativo de la relación de hipotecas, cargas y gravámenes existentes, así como 

del consentimiento del cambio temporal prestado por los correspondientes 

acreedores. 

4. El cambio temporal de pabellón no afectará a la determinación de la ley 

aplicable a las hipotecas y demás gravámenes inscritos, que seguirá siendo la del 

registro que tenía el buque al constituirse la hipoteca y demás cargas y 

gravámenes. 

Convenio internacional sobre los privilegios marítimos y la hipoteca naval, hecho 

en Ginebra el 6 de mayo de 1993.  

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, los registros marítimos 

españoles anotarán el Estado cuyo pabellón el buque ha sido autorizado a 

enarbolar temporalmente, con comunicación a la Sección de Buques del Registro 

de Bienes Muebles. Asimismo, requerirá a la autoridad encargada del registro del 

Estado cuyo pabellón ha sido autorizado a enarbolar el buque para que haga 

constar en dicho registro por nota de referencia que el buque está inscrito en 

España.  

3. La concesión temporal del pabellón español a buques extranjeros quedará 

condicionada a la presentación por los interesados, ante el registro marítimo 

español que corresponda, de certificación emitida por el registro de procedencia 

acreditativo de la relación de hipotecas, cargas y gravámenes existentes, así como 

del consentimiento del cambio temporal prestado por los correspondientes 

acreedores. 

4. El cambio temporal de pabellón no afectará a la determinación de la ley 

aplicable a las hipotecas y demás gravámenes inscritos, que seguirá siendo la del 

registro que tenía el buque al constituirse la hipoteca y demás cargas y 

gravámenes. 

CAPÍTULO IV 

De la seguridad de los buques y de las sociedades de clasificación 

 

Artículo 97. Requisitos de seguridad de los buques nacionales. 

 

Los requisitos de seguridad y los relativos a la prevención de la contaminación 

de los buques y embarcaciones nacionales se determinarán y controlarán de 

acuerdo con la naturaleza y finalidad de los servicios que presten y de la 

navegación que efectúen. 

 

Artículo 97. Requisitos de seguridad de los buques nacionales. 

 

Los requisitos de seguridad y los relativos a la prevención de la 

contaminación de los buques y embarcaciones nacionales se determinarán y 

controlarán de acuerdo con la naturaleza y finalidad de los servicios que presten 

y de la navegación que efectúen. Este control se llevará a cabo con arreglo a los 

requerimientos y estándares establecidos en la normativa nacional e internacional. 



CAPÍTULO VII 

De los derechos de garantía sobre el buque  

Sección 1.ª De los privilegios marítimos 

 

Artículo 124. Otros privilegios. 

 

1. Además de los privilegios enumerados en el Convenio internacional sobre 

los privilegios marítimos y la hipoteca naval, pueden recaer también sobre el 

buque cualesquiera otros privilegios reconocidos por el Derecho común o leyes 

especiales, pero tales privilegios, sea cual fuere el rango de prelación que le 

otorguen las leyes que los reconozcan, serán graduados tras las hipotecas y demás 

cargas y gravámenes inscritos. 

2. Asimismo, en los términos previstos en la normativa de la Unión Europea 

o en los tratados aplicables y, en su defecto, con sujeción al principio de 

reciprocidad, podrán ser reconocidos otros privilegios distintos de los previstos en 

el artículo 4 del Convenio internacional sobre los privilegios marítimos y la 

hipoteca naval, que graven buques extranjeros con arreglo a la ley del pabellón. 

La graduación de dichos créditos respetará, en todo caso, el orden de prelación 

establecido en el apartado anterior. 

 

Artículo 124. Otros privilegios. 

 

1. Además de los privilegios enumerados en el Convenio internacional sobre 

los privilegios marítimos y la hipoteca naval, pueden recaer también sobre el 

buque cualesquiera otros privilegios reconocidos por el Derecho común o leyes 

especiales, pero tales privilegios, sea cual fuere el rango de prelación que le 

otorguen las leyes que los reconozcan, serán graduados tras las hipotecas y demás 

cargas y gravámenes inscritos. 

2. Asimismo, en los términos previstos en la normativa de la Unión Europea 

o en los tratados aplicables y, en su defecto, con sujeción al principio de 

reciprocidad, podrán ser reconocidos otros privilegios distintos de los previstos 

en el artículo 4 del Convenio internacional sobre los privilegios marítimos y la 

hipoteca naval, que graven buques extranjeros con arreglo a la ley del pabellón. 

La graduación de dichos créditos respetará, en todo caso, el orden de prelación 

establecido en el apartado anterior. 

 

3. Los créditos por suministros o reparaciones y por servicios de 

consignación prestados a buques nacionales o extranjeros en puertos o espacios 

marítimos españoles estarán dotados de privilegio marítimo en los términos 

establecidos en el artículo 6 del Convenio internacional sobre los privilegios 

marítimos y la hipoteca naval. 

Estos créditos se tendrán por nacidos en la fecha en que su pago sea exigible 

conforme al correspondiente contrato y concurrirán entre sí a prorrata. 



TÍTULO III 

De los sujetos de la navegación  

CAPÍTULO I 

Del armador 

 

Artículo 148. Presunción de armador. 

 

1. A falta de inscripción en otro sentido y salvo prueba en contrario que nunca 

perjudicará a tercero de buena fe, se considerará armador al propietario que figure 

inscrito en el Registro de Bienes Muebles. 

2. En el caso de buques y embarcaciones dedicadas exclusivamente a la 

navegación deportiva o de recreo, a falta de inscripción en otro sentido, tendrá la 

consideración de armador la persona que aparezca como dueño en el Registro de 

Bienes Muebles o, en su defecto, en el Registro de Buques y Empresas Navieras, 

sin que valga prueba en contrario. 

3. Si el buque no figurara inscrito o si la embarcación no estuviera ni inscrita 

ni matriculada se entenderá que el armador es su propietario. 

 

Artículo 148. Presunción de armador. 

 

1. A falta de inscripción en otro sentido y salvo prueba en contrario que nunca 

perjudicará a tercero de buena fe, se considerará armador al propietario que figure 

inscrito en el Registro de Bienes Muebles. 

2. En el caso de buques y embarcaciones dedicadas exclusivamente a la 

navegación deportiva o de recreo, a falta de inscripción en otro sentido, tendrá la 

consideración de armador la persona que aparezca como dueño en el Registro de 

Bienes Muebles o, en su defecto, en el registro marítimo español que corresponda, 

sin que valga prueba en contrario. 

3. Si el buque no figurara inscrito o si la embarcación no estuviera ni inscrita 

ni matriculada se entenderá que el armador es su propietario. 

TÍTULO IV 

De los contratos de utilización del buque 

 

CAPÍTULO I 

Del contrato de arrendamiento de buque 

 



 

Artículo 196. Efectos de la enajenación del buque sobre el 

arrendamiento. 

 

En caso de enajenación del buque, el adquirente quedará subrogado en el 

contrato de arrendamiento existente, siempre que estuviese inscrito en el Registro 

de Bienes Muebles o conociese efectivamente su existencia al tiempo de la 

compraventa. En otro caso, quedará extinguido el contrato, con independencia del 

derecho del arrendatario a ser indemnizado por el arrendador. En todo caso, el 

adquirente deberá respetar el viaje en curso de ejecución en el momento de la 

transmisión. 

 

Artículo 196. Efectos de la enajenación del buque sobre el 

arrendamiento. 

 

En caso de enajenación del buque, el adquirente quedará subrogado en el 

contrato de arrendamiento existente, siempre que estuviese inscrito en el Registro 

de Bienes Muebles o conociese efectivamente su existencia al tiempo de la 

compraventa. En otro caso, quedará extinguido el contrato, con independencia del 

derecho del arrendatario a ser indemnizado por el arrendador. En todo caso, el 

adquirente deberá respetar el viaje en curso de ejecución en el momento de la 

transmisión. 

 

Este régimen será aplicable en los supuestos de venta forzosa del buque, en 

cuyo caso quedará extinguido el contrato, sin perjuicio de los derechos que 

puedan corresponder al arrendatario frente al arrendador.  

 

 

 

CAPÍTULO II 

Del contrato de fletamento  

Sección 2.ª De las obligaciones del porteador 

 

Artículo 225. Seguridad del puerto. 

 

1. Si el puerto de destino designado en el contrato no fuera accesible en 

condiciones de seguridad para el buque, el porteador podrá dirigirlo al puerto 

conveniente más próximo y exigir que se acepte allí la entrega de las mercancías. 

No podrá hacer uso de esta facultad si el obstáculo para el acceso es sólo temporal, 

en cuyo caso deberá esperar a su subsanación en un tiempo razonable. 

2. Si el fletador se hubiera reservado en el contrato la facultad de designar el 

puerto de destino, se aplicarán las disposiciones del artículo 216.1. 

 

Artículo 225. Seguridad del puerto. 

 

1. Si el puerto de destino designado en el contrato no fuera accesible en 

condiciones de seguridad para el buque, el porteador podrá dirigirlo al puerto 

conveniente más próximo y exigir que se acepte allí la entrega de las mercancías. 

No podrá hacer uso de esta facultad si el obstáculo para el acceso es sólo temporal, 

en cuyo caso deberá esperar a su subsanación en un tiempo razonable. 

2. Si el fletador se hubiera reservado en el contrato la facultad de designar el 

puerto de destino, se aplicarán las disposiciones del artículo 216. 



3. Si la causa de la inseguridad existiera en el momento de contratar y el 

puerto de destino figurara en el contrato, el porteador soportará los gastos que 

ocasione la descarga en un puerto distinto del pactado, salvo que las circunstancias 

permitan suponer que no conoció los factores de inseguridad del puerto en el 

momento de contratar. 

4. En los casos del apartado 1, el porteador deberá comunicar sin demora al 

destinatario y, en todo caso, al fletador, el desvío al puerto más próximo. 

3. Si la causa de la inseguridad existiera en el momento de contratar y el 

puerto de destino figurara en el contrato, el porteador soportará los gastos que 

ocasione la descarga en un puerto distinto del pactado, salvo que las 

circunstancias permitan suponer que no conoció los factores de inseguridad del 

puerto en el momento de contratar. 

4. En los casos del apartado 1, el porteador deberá comunicar sin demora al 

destinatario y, en todo caso, al fletador, el desvío al puerto más próximo. 

 

 

Artículo 228. Obligación de entrega. 

 

El porteador deberá entregar sin demora y conforme a lo pactado las 

mercancías transportadas al destinatario legitimado para recibirlas. Si éste no se 

presentase o rechazase la entrega, el porteador podrá, a costa del destinatario, 

almacenar las mercancías hasta su entrega o recurrir a su depósito judicial. 

 

Artículo 228. Obligación de entrega. 

 

El porteador deberá entregar sin demora y conforme a lo pactado las 

mercancías transportadas al destinatario legitimado para recibirlas. Si éste no se 

presentase o rechazase la entrega, el porteador podrá, a costa del destinatario, 

almacenar las mercancías hasta su entrega o recurrir al procedimiento de depósito 

y venta de las mercancías regulado en el capítulo IV del título X de esta ley. 

 

 

Sección 8.ª De la extinción anticipada del contrato 

 

Artículo 276. Venta del buque. 

 

1. En caso de venta del buque antes de comenzar la carga de las mercancías, 

el comprador no estará obligado a respetar los contratos realizados por el 

vendedor, quedando extinguido el contrato de fletamento si este hacía referencia 

al buque vendido, sin perjuicio del derecho del fletador a ser indemnizado por el 

vendedor. 

2. Si la venta sobreviniese una vez comenzada la carga o hallándose el buque 

en viaje, el comprador deberá cumplir los contratos referentes a las mercancías a 

bordo, subrogándose en los derechos y obligaciones del porteador. 

 

Artículo 276. Venta del buque. 

 

1. En caso de venta del buque antes de comenzar la carga de las mercancías, 

el comprador no estará obligado a respetar los contratos realizados por el 

vendedor, quedando extinguido el contrato de fletamento si este hacía referencia 

al buque vendido, sin perjuicio del derecho del fletador a ser indemnizado por el 

vendedor. 

2. Si la venta sobreviniese una vez comenzada la carga o hallándose el buque 

en viaje, el comprador deberá cumplir los contratos referentes a las mercancías a 

bordo, subrogándose en los derechos y obligaciones del porteador. 



3. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, el comprador del buque deberá 

respetar los fletamentos por tiempo superior a un año cuando conociera su 

existencia en el momento de adquirir el buque. 

3. En el caso de venta de un buque fletado por tiempo el comprador deberá 

respetar el contrato cuando este sea de duración superior a un año y conociera su 

existencia en el momento de adquirir el buque. En los demás supuestos quedará 

extinguido el contrato, sin perjuicio del derecho del fletador a ser indemnizado 

por el vendedor. 

4. Lo dispuesto en los anteriores apartados será igualmente aplicable a otros 

negocios traslativos del derecho de propiedad del buque. 

CAPÍTULO V 

Del contrato de arrendamiento náutico 

 

Artículo 312. Seguro obligatorio. 

 

El arrendador está obligado a contratar y mantener vigente, durante toda la 

duración del contrato, el seguro obligatorio de responsabilidad civil, en los 

términos previstos reglamentariamente y de conformidad con lo establecido en el 

artículo 464. 

 

Artículo 312. Seguro obligatorio. 

 

El arrendador está obligado a contratar y mantener vigente, durante toda la 

duración del contrato, el seguro obligatorio de responsabilidad civil y el seguro 

de accidente de los ocupantes, u otras garantías financieras que cubran los citados 

riesgos, en los términos previstos reglamentariamente y de conformidad con lo 

establecido en el apartado 2 del artículo 406. 

TÍTULO V 

De los contratos auxiliares de la navegación  

CAPÍTULO IV 

Del contrato de manipulación portuaria 

 

 

Artículo 334. Limitación de la responsabilidad. 

 

1. Sin perjuicio de la pérdida del beneficio de la limitación de la 

responsabilidad del porteador por pérdida o daño de las mercancías prevista en el 

 

Artículo 334. Limitación de la responsabilidad. 

 

1. La responsabilidad del operador de manipulación portuaria podrá limitarse 

conforme a las reglas siguientes:  



artículo 4.5.e) del Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas Reglas 

en Materia de Conocimientos de Embarque, que será asimismo aplicable al 

operador de manipulación portuaria, la responsabilidad de dicho operador por 

causa de pérdida o daño de las mercancías transportadas se limitará conforme a 

las reglas siguientes: 

a) En los casos de pérdida o daño en las mercancías, estará limitada a una 

suma de dos derechos especiales de giro, definidos por el Fondo Monetario 

Internacional, por kilogramo de peso bruto. 

b) Cuando la pérdida o daño de una parte de la mercancía afecte al valor de 

otra parte, se tendrá en cuenta el peso total de las mercancías perdidas o dañadas 

y de las mercancías cuyo valor haya resultado afectado para determinar ese límite 

de responsabilidad. 

 

c) En caso de retraso en la entrega, estará limitada a una suma equivalente a 

dos veces y media de la remuneración que deba pagársele por sus servicios con 

respecto a las mercancías que hayan sufrido el retraso, sin exceder de la cuantía 

total de la remuneración debida por la remesa de que formen parte esas 

mercancías. 

 

 

 

 

 

 

2. En ningún caso, la responsabilidad acumulada por pérdida o daño más la 

derivada de retraso excederá de la suma que resultaría aplicable por pérdida total 

de las mercancías en aplicación de apartado 1.a). 

 

 

 

a) En los casos de pérdida o daño en las mercancías manipuladas, estará 

limitada a la mayor de las siguientes cantidades: 666’67 derechos especiales de 

giro por bulto o dos derechos especiales de giro por kilogramo de peso bruto, 

definidos por el Fondo Monetario Internacional  

b) Cuando la pérdida o daño de una parte de la mercancía afecte al valor de 

otra parte, se tendrá en cuenta, tanto el peso o, en su caso, el número de bultos de 

las mercancías perdidas o dañadas como el peso o los bultos de las mercancías 

cuyo valor haya resultado afectado, para determinar ese límite de responsabilidad.  

c) Si las mercancías manipuladas fueren agrupadas en contenedores, bandejas 

de carga u otros medios similares de agrupación, cualquier bulto mencionado en 

el recibo de recepción por el operador como incluido dentro de dicho medio de 

agrupación se considerará como un bulto a efectos de limitación de 

responsabilidad por pérdida o daño. Si en el recibo no se hiciera constar el 

contenido se considerará que existe un solo bulto.  

d) En caso de retraso en la entrega, estará limitada a una suma equivalente a 

dos veces y media de la remuneración que deba pagársele al operador portuario 

por sus servicios con respecto a las mercancías que hayan sufrido el retraso, sin 

exceder de la cuantía total de la remuneración debida por la remesa de que formen 

parte esas mercancías. 

e) En ningún caso, la responsabilidad acumulada por pérdida o daño más la 

derivada de retraso excederá de la suma que resultaría aplicable por pérdida total 

de las mercancías en aplicación del apartado 1.a).  

2. El operador no podrá prevalerse del derecho a limitar su responsabilidad 

cuando se pruebe que el daño, la pérdida o el retraso han sido causados por él 

mismo, intencionadamente o actuando en forma temeraria y con conciencia de su 

probabilidad. De igual forma, los auxiliares del operador portuario no podrán 

prevalerse del derecho a limitar su responsabilidad cuando se pruebe que el daño 



o la pérdida han sido causados por ellos mismos, intencionadamente o actuando 

de forma temeraria y con conciencia de su probabilidad. 

 

TÍTULO VI 

De los accidentes de la navegación  

CAPÍTULO I 

Del abordaje 

 

Artículo 339. Régimen jurídico y concepto de abordaje. 

 

1. El abordaje se regulará por lo dispuesto en el Convenio Internacional para 

la Unificación de Ciertas Reglas en Materia de Abordaje, firmado en Bruselas el 

23 de septiembre de 1910, los demás convenios sobre esta materia de los que 

España sea Estado parte y por las disposiciones de este capítulo. 

 

2. Se entiende por abordaje el choque en el que intervengan buques, 

embarcaciones o artefactos navales, del que resulten daños para alguno de ellos o 

para las personas o las cosas. 

3. Los daños que un buque, embarcación o artefacto naval cause a otro sin 

contacto como consecuencia de una maniobra incorrecta en la navegación se 

regularán también por las normas contenidas en este capítulo. 

4. Las disposiciones de este capítulo no se aplicarán en los abordajes en que 

intervengan buques de Estado. 

 

 

Artículo 339. Régimen jurídico y concepto de abordaje. 

 

1. La responsabilidad civil nacida de abordaje se regulará por lo dispuesto en 

el Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas Reglas en Materia de 

Abordaje, firmado en Bruselas el 23 de septiembre de 1910, cualquiera que sea el 

pabellón de los buques, la nacionalidad o residencia de los interesados y el lugar 

en que haya tenido lugar el abordaje. Supletoriamente serán de aplicación las 

disposiciones de este Capítulo. 

2. Se entiende por abordaje el choque en el que intervengan buques, 

embarcaciones o artefactos navales, del que resulten daños para alguno de ellos o 

para las personas o las cosas. 

3. Los daños que un buque, embarcación o artefacto naval cause a otro sin 

contacto como consecuencia de una maniobra incorrecta en la navegación se 

regularán también por las normas contenidas en este capítulo. 

4. Las disposiciones de este capítulo no se aplicarán en los abordajes en que 

intervengan buques de Estado. 

 



 

Artículo 342. Supuestos de solidaridad. 

 

1. Ambos armadores son solidariamente responsables en los casos de abordaje 

por culpa compartida con respecto a los daños sufridos por terceros, sean 

personales o materiales. 

2. El armador que haya abonado una indemnización en virtud de dicha 

solidaridad gozará de acción de regreso contra el otro armador en proporción al 

grado de culpa de su buque. 

 

Artículo 342. Supuestos de solidaridad. 

 

1. Ambos armadores son solidariamente responsables en los casos de 

abordaje por culpa compartida con respecto a los daños sufridos por terceros. 

2. El armador que haya abonado una indemnización en virtud de dicha 

solidaridad gozará de acción de regreso contra el otro armador en proporción al 

grado de culpa de su buque. 

CAPÍTULO II 

De la avería gruesa 

 

Artículo 353. Liquidación privada. 

 

La liquidación de averías hecha privadamente, y salvo que en el título que la 

origina se haya pactado otra cosa, carece de fuerza de obligar para los interesados, 

quienes podrán discutirla en el procedimiento judicial correspondiente. 

 

Artículo 353. Liquidación privada. 

 

La liquidación de averías hecha privadamente, y salvo que en el título que la 

origina se haya pactado otra cosa, carece de fuerza de obligar para los interesados. 

TÍTULO VII 

De la limitación de la responsabilidad  

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 393. Relación con el régimen de responsabilidad. 

 

El régimen de limitación de responsabilidad se aplicará con independencia de 

que la responsabilidad se exija en un procedimiento judicial de naturaleza civil, 

social o penal, o bien en vía administrativa. 

 

Artículo 393. Relación con el régimen de responsabilidad. 

 

El régimen de limitación de responsabilidad se aplicará con independencia 

de que la responsabilidad se exija en un proceso judicial de naturaleza civil, social 

o penal, en vía administrativa o bien en un procedimiento arbitral. 



 

Artículo 394. Ámbito de aplicación. 

 

1. Las normas de este título se aplicarán siempre que cualquiera de los 

titulares del derecho a limitar invoque dicho derecho ante los órganos judiciales o 

administrativos españoles que resulten competentes. A tal efecto será irrelevante 

la nacionalidad o domicilio de los acreedores o deudores, así como el pabellón del 

buque respecto al cual se invoque el derecho de limitación. 

2. No serán limitables las responsabilidades relativas a artefactos navales ni a 

las plataformas fijas construidas para la exploración o explotación de los recursos 

naturales de los fondos o del subsuelo marino. 

 

Artículo 394. Ámbito de aplicación. 

 

1. Las normas de este título se aplicarán siempre que cualquiera de los 

titulares del derecho a limitar invoque dicho derecho ante los órganos judiciales, 

administrativos o arbitrales españoles que resulten competentes. A tal efecto será 

irrelevante la nacionalidad o domicilio de los acreedores o deudores, así como el 

pabellón del buque respecto al cual se invoque el derecho de limitación. 

2. No serán limitables las responsabilidades relativas a artefactos navales ni 

a las plataformas fijas construidas para la exploración o explotación de los 

recursos naturales de los fondos o del subsuelo marino. 

CAPÍTULO II 

De los créditos limitables 

 

Artículo 396. Reclamaciones sujetas a limitación. 

 

1. Estarán sujetas a limitación las reclamaciones enumeradas a continuación: 

a) Reclamaciones por muerte o lesiones corporales, o por pérdidas o daños 

sufridos en las cosas, incluidos daños a obras portuarias, vías navegables, ayudas 

a la navegación y demás bienes del demanio marítimo o portuario, que se hayan 

producido a bordo o estén directamente vinculados con la explotación del buque 

o con operaciones de salvamento, así como los perjuicios derivados de 

cualesquiera de esas causas. 

b) Reclamaciones relacionadas con los perjuicios derivados del retraso en el 

transporte de la carga, los pasajeros y sus equipajes. 

c) Reclamaciones relacionadas con perjuicios derivados de la lesión de 

derechos que no sean contractuales, irrogados directamente con ocasión de la 

explotación del buque o con operaciones de salvamento. 

 

Artículo 396. Reclamaciones sujetas a limitación. 

 

1. Estarán sujetas a limitación las reclamaciones enumeradas a continuación: 

a)  Reclamaciones por muerte o lesiones corporales, o por pérdidas o daños 

sufridos en las cosas, incluidos daños a obras portuarias, vías navegables, ayudas 
a la navegación y demás bienes del demanio marítimo o portuario, que se hayan 

producido a bordo o estén directamente vinculados con la utilización y 

navegación del buque o con operaciones de salvamento, así como los perjuicios 

derivados de cualesquiera de esas causas. 

b) Reclamaciones relacionadas con los perjuicios derivados del retraso en el 

transporte de la carga, los pasajeros y sus equipajes. 

c) Reclamaciones relacionadas con perjuicios derivados de la lesión de 

derechos que no sean contractuales, irrogados directamente con ocasión de la 

utilización y navegación del buque o con operaciones de salvamento. 



d) Reclamaciones promovidas por una persona distinta de la que sea 

responsable, relacionadas con las medidas tomadas a fin de evitar o aminorar los 

perjuicios respecto de los cuales la persona responsable pueda limitar su 

responsabilidad y los ocasionados ulteriormente por tales medidas, salvo cuando 

las mismas hayan sido adoptadas en virtud de un contrato concertado con la 

persona responsable. 

2. Las reclamaciones establecidas en el apartado 1, sean cuales fueren los 

supuestos de responsabilidad, estarán sujetas a limitación de responsabilidad con 

independencia de que la acción ejercitada posea naturaleza contractual o 

extracontractual. 

d) Reclamaciones promovidas por una persona distinta de la que sea 

responsable, relacionadas con las medidas tomadas a fin de evitar o aminorar los 

perjuicios respecto de los cuales la persona responsable pueda limitar su 

responsabilidad y los ocasionados ulteriormente por tales medidas, salvo cuando 

las mismas hayan sido adoptadas en virtud de un contrato concertado con la 

persona responsable. 

2. Las reclamaciones establecidas en el apartado 1, sean cuales fueren los 

supuestos de responsabilidad, estarán sujetas a limitación de responsabilidad con 

independencia de que la acción ejercitada posea naturaleza contractual o 

extracontractual. 

CAPÍTULO II 

De los créditos limitables 

 

Artículo 399. Límites especiales. 

 

1. Respecto a las reclamaciones relacionadas con muerte o lesiones corporales 

de los pasajeros de un buque surgidas en un mismo accidente y con independencia 

de cuál sea su arqueo bruto, el límite de responsabilidad será la cantidad prevista 

en los convenios internacionales y las normas de la Unión Europea multiplicada 

por el número de pasajeros que el buque esté autorizado a transportar, de 

conformidad con su certificado. A estos efectos se entenderán incluidas en el 

concepto de pasajero las personas que, con el consentimiento del porteador, viajen 

a bordo acompañando a un vehículo o a animales vivos en virtud de un contrato 

de transporte de mercancías. 

2. Los límites de responsabilidad aplicables para los buques y embarcaciones 

con arqueo inferior a 300 toneladas son: 

a) Un millón de derechos especiales de giro para las reclamaciones 

relacionadas con muerte o lesiones corporales. 

 

Artículo 399. Límites especiales. 

 

1. Respecto a las reclamaciones relacionadas con muerte o lesiones 

corporales de los pasajeros de un buque surgidas en un mismo accidente y con 

independencia de cuál sea su arqueo bruto, el límite de responsabilidad será la 

cantidad prevista en los convenios internacionales y las normas de la Unión 

Europea multiplicada por el número de pasajeros que el buque esté autorizado a 

transportar, de conformidad con su certificado. A estos efectos se entenderán 

incluidas en el concepto de pasajero las personas que, con el consentimiento del 

porteador, viajen a bordo acompañando a un vehículo o a animales vivos en virtud 

de un contrato de transporte de mercancías.  

2. Los límites de responsabilidad aplicables para los buques y embarcaciones 

con arqueo inferior a 300 toneladas son: 

 a) 3,02 millones de derechos especiales de giro para las reclamaciones 

relacionadas con muerte o lesiones corporales.  



b) Quinientos mil derechos especiales de giro para las demás reclamaciones 

limitables. 

b) 1,51 millones de derechos especiales de giro para las demás reclamaciones 

limitables. 

TÍTULO IX 

Especialidades procesales  

CAPÍTULO II 

Del embargo preventivo de buques 

 

Artículo 472. Embargo por créditos marítimos. 

 

1. Para decretar el embargo preventivo de un buque por crédito marítimo que 

se define en el artículo 1 del Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo 

de Buques, bastará que se alegue el derecho o créditos reclamados, la causa que 

los motive y la embargabilidad del buque. 

2. El juez exigirá en todo caso garantía en cantidad suficiente para responder 

de los daños, perjuicios y costas que puedan ocasionarse. Esta fianza podrá ser de 

cualquiera de las clases que reconoce el Derecho, incluido el aval bancario. 

Una vez fijada esa garantía, que como mínimo será del 15 por ciento del 

importe del crédito marítimo alegado, el tribunal podrá revisar su cuantía, de oficio 

o a instancia de parte, en atención al porte y a las dimensiones del buque, al coste 

derivado de la estancia del buque en el puerto, a su precio de mercado por día, a 

si está o no sujeto a línea regular, a si está o no cargado, así como a sus 

compromisos contractuales. 

 

Artículo 472. Embargo por créditos marítimos. 

 

1. Para decretar el embargo preventivo de un buque por crédito marítimo que 

se define en el artículo 1 del Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo 

de Buques, bastará que se alegue el derecho o créditos reclamados, la causa que 

los motive y la embargabilidad del buque.  

2. El juez exigirá en todo caso garantía en cantidad suficiente para responder 

de los daños, perjuicios y costas que puedan ocasionarse. Esta fianza podrá ser de 

cualquiera de las clases que reconoce el Derecho, incluido el aval bancario, seguro 

de caución o garantía equivalente. La cuantía de la garantía será como mínimo 

del 5 por ciento del importe del crédito marítimo alegado. Y, una vez fijada, se 

podrá revisar la cuantía de la garantía, de oficio o a instancia de parte, en atención 

a los siguientes criterios relacionados con el buque objeto de embargo: 

a) Su porte y dimensiones.  

b) El coste derivado de su estancia en el puerto.  

c) Su precio de mercado por día.  

d) Si está o no sujeto a línea regular.  



e) Si está o no cargado.  

f) Sus compromisos contractuales.  

Asimismo, el juez podrá tener en cuenta para la fijación de la garantía si el 

embargante tiene bienes ejecutables en España u otras causas similares. No se 

exigirá garantía alguna cuando se aleguen créditos salariales garantizados con 

privilegio marítimo. 

CAPÍTULO IV 

Del procedimiento para limitar la responsabilidad por créditos marítimos 

 

Artículo 489. Invocación en otros procedimientos. 

 

1. Cuando la limitación se alegue en un procedimiento judicial penal, 

contencioso-administrativo o de lo social o en un procedimiento administrativo, 

la solicitud de constitución del fondo se presentará ante el Juzgado de lo Mercantil 

del mismo lugar, acreditándolo mediante testimonio al Juzgado de lo Penal, de lo 

Contencioso-administrativo o de lo Social u órgano administrativo en el mismo 

plazo señalado en el artículo anterior. 

 

En estos casos, las sentencias o resoluciones firmes dictadas en aquellos 

procedimientos no serán ejecutables sino contra el fondo regularmente 

constituido. 

2. El Juzgado de lo Mercantil competente tramitará en este caso la solicitud 

de acuerdo con lo dispuesto en esta ley y, en lo no previsto, por los trámites del 

juicio verbal. 

 

Artículo 489. Invocación en otros procedimientos. 

 

1. Cuando la limitación se alegue en un procedimiento judicial penal, 

contencioso‑administrativo o de lo social, en un procedimiento administrativo, o 

en un arbitraje, la solicitud de constitución del fondo se presentará ante el Juzgado 

de lo Mercantil del mismo lugar en el que se tramite cualquiera de esos 

procedimientos. Se deberá acreditar que se ha iniciado el trámite de constitución 

del fondo mediante testimonio al Juzgado de lo Penal, de lo 

Contencioso‑administrativo o de lo Social, órgano administrativo, árbitro o 

tribunal arbitral, en el mismo plazo señalado en el artículo anterior.  

En estos casos, las sentencias, resoluciones firmes o laudos dictados en 

aquellos procedimientos no serán ejecutables sino contra el fondo regularmente 

constituido. 

2. El Juzgado de lo Mercantil competente tramitará en este caso la solicitud 

de acuerdo con lo dispuesto en esta ley y, en lo no previsto, por los trámites del 

juicio verbal. 



TÍTULO X 

Certificación pública de determinados expedientes de derecho marítimo  

CAPÍTULO V 

Del expediente sobre extravío, sustracción o destrucción del conocimiento de embarque 

 

Artículo 516. Notario competente. 

 

Para conocer del expediente regulado en este capítulo será competente el 

notario con sede en el lugar de destino fijado en el conocimiento para la entrega 

de las mercancías. 

 

Artículo 516. Notario competente. 

 

Para conocer del expediente regulado en este capítulo será competente el 

notario con sede en el lugar de destino fijado en el conocimiento para la entrega 

de las mercancías. Cuando el lugar de emisión del título y el puerto de descarga 

se encuentren en España, también será competente el notario con sede en el lugar 

de emisión del conocimiento de embarque. 

 
CAPÍTULO VII 

De los expedientes en materia de abandono de buques y embarcaciones de 

recreo 

 

  

Artículo 525. Ámbito de aplicación y legitimación. 

 

1. Serán aplicables las disposiciones contenidas en este capítulo en los casos 

de abandono de buques y embarcaciones de recreo o deportivos.  

2. Se entenderá que se encuentran en situación de abandono los buques y 

embarcaciones de recreo que, durante un período mínimo de seis meses, han 

permanecido en alguna instalación náutico‑deportiva sin que su titular haya 

abonado los costes que por ello le correspondían y sin que hubieran sido objeto 

de navegación habitual. A los efectos del cálculo del período de tiempo indicado 

será irrelevante si la embarcación ha sido objeto de navegación de forma 

ocasional.  



Este plazo se reducirá a la mitad en el supuesto de que el titular del buque o 

embarcación no adopte las medidas de seguridad necesarias, o cuando las 

condiciones técnicas o materiales del buque o embarcación supongan un peligro 

para la seguridad del puerto, la instalación náutica deportiva o instalación 

terrestre.  

3. Estará legitimado para la iniciación del expediente el titular de la 

instalación náutico‑deportiva o el concesionario del amarre, atraque o instalación 

portuaria o terrestre donde se localice el buque o embarcación.  

4. En caso de naufragio o accidente de un buque o embarcación de recreo, si 

el propietario o asegurador no se hacen cargo de la remoción, la Administración 

marítima podrá instar la iniciación del expediente, sin necesidad de esperar los 

plazos previstos en este capítulo. 

5. El expediente se tramitará ante notario hábil en el lugar en el que se 

encuentre el buque o embarcación. 

  

Artículo 526. Solicitud. 

 

1. En la solicitud de declaración de abandono de un buque o embarcación de 

recreo se acreditarán los siguientes extremos:  

a) Que el buque o embarcación ha permanecido amarrado, atracado, 

fondeado o varado en seco en el mismo lugar dentro de un puerto, instalación 

náutico-deportiva o instalación terrestre, al menos, durante alguno de los plazos 

señalados en el artículo anterior.  

b) Que el propietario, armador o persona autorizada del buque o embarcación 

de recreo no ha abonado en el plazo de, al menos, tres meses las tasas, tarifas, 

facturas, costes o gastos de amarre o depósito correspondientes al citado período; 

o que, por idéntico período, ha hecho dejación de las medidas necesarias para 

evitar que el buque o embarcación suponga un peligro para la seguridad del 

puerto, la instalación náutica deportiva o instalación terrestre.  

c) Que no ha sido posible contactar durante ese plazo con el propietario, 

armador o persona autorizada en el lugar o dirección, física o electrónica, 



señalado por aquellos en la declaración de entrada del buque o embarcación en el 

puerto, instalación náutica‑deportiva o instalación terrestre.  

2. La solicitud irá acompañada de la siguiente documentación:  

a) Copia de la documentación del buque o embarcación que haya sido 

entregada al solicitante en el momento de entrada en el puerto u ocupación del 

punto de atraque, con identificación de un domicilio en España o, en su defecto, 

de una dirección electrónica para notificaciones.  

b) Los documentos o facturas que acrediten la suma a que asciende la deuda 

con el solicitante de la iniciación del expediente, junto a la manifestación del 

acreedor legítimo o su representante de que tales facturas no se han satisfecho. La 

deuda pendiente debe extenderse necesariamente y como mínimo a un periodo de 

tres meses.  

c) Los justificantes de envío de comunicaciones e intentos de localización de 

su propietario, armador o persona autorizada en el domicilio o la dirección, física 

o electrónica, designado por ellos y firmado en la declaración de entrada del buque 

o embarcación. Deberán acreditarse, al menos, dos intentos de notificación en el 

plazo de tres meses. 

  

Artículo 527. Procedimiento. 

 

1. El notario, comprobada la concurrencia de las circunstancias expresadas 

en la solicitud, iniciará el procedimiento para la declaración de abandono y llevará 

a cabo las siguientes actuaciones:  

a) Incorporará al acta la documentación aportada en la solicitud.  

b) Consultará la información relativa a ese buque o embarcación que pueda 

obrar en el Registro de Bienes Muebles, en los registros españoles de buques y 

empresas navieras, en el Registro público concursal o, en su caso, el registro de 

matrícula del Estado donde estuviera abanderado.  

c) Requerirá a la menor brevedad de pago al propietario o armador del buque 

o embarcación de recreo o a la persona autorizada. Este requerimiento se llevará 



a cabo en el domicilio en España indicado en la solicitud, por cualquiera de los 

medios previstos en la legislación notarial, del cual se colocará una copia en el 

tablón de anuncios de la instalación donde se encuentre la embarcación 

abandonada.  

2. Si en el plazo de un mes el propietario del buque o embarcación de recreo 

no fuera hallado o bien no pagara o diera garantía suficiente de pago, el notario 

declarará el abandono del buque o embarcación, y acordará su tasación y venta 

por persona o entidad especializada o en pública subasta, de acuerdo con la 

legislación notarial.  

3. Finalizada la venta del buque, el notario lo comunicará al registro marítimo 

y al registro público que corresponda, sin perjuicio de la obligación de inscripción 

en estos registros que recae sobre el comprador. 

  

Artículo 528. Pago de las deudas. 

 

1. Con el importe obtenido de la venta del buque o embarcación de recreo se 

atenderá en primer lugar al pago de los gastos ocasionados por el procedimiento 

notarial, la tasación y la venta, que no hayan sido provisionados. El remanente se 

destinará a satisfacer las deudas, debidamente acreditadas, de los acreedores que 

solicitaron el inicio del expediente, de las Autoridades Portuarias por las tasas 

pendientes de pago, de los demás tributos por los que pueda responder el buque o 

la embarcación, así como de aquellos que hubieran tenido conocimiento del 

expediente posteriormente y se personen justificando adecuadamente su crédito, 

a juicio del notario.  

2. En el supuesto de que existan acreedores marítimos privilegiados o 

hipoteca naval, serán aplicables las preferencias establecidas en los artículos 122, 

137 y 486.  

3. Satisfechas las deudas, la cantidad restante permanecerá en la cuenta de 

consignaciones del notario actuante durante un período de seis meses a 

disposición del quien fuera propietario de la embarcación abandonada. 

Transcurrido dicho plazo el notario transferirá esa cantidad al Tesoro Público a 

través de la Caja General de Depósitos.  



4. En el supuesto de buques o embarcaciones que no tengan el estatuto 

aduanero de la Unión Europea, su disposición estará condicionada al 

cumplimiento de las formalidades aduaneras que correspondan. 

  

Artículo 529. Supuesto de embarcaciones de escaso o nulo valor. 

 

Si la persona o entidad que ha iniciado el expediente de abandono aporta 

informe de avalúo del buque o embarcación emitido por perito que constate que 

su valor no permite financiar los gastos de tasación y venta, el notario acordará el 

desguace del buque o embarcación, cuyos gastos correrán a cargo de quién haya 

iniciado el procedimiento de abandono, dejándose constancia de todo ello 

mediante oportuna acta notarial. El desguace se comunicará al registro marítimo, 

con indicación de la instalación que llevará a cabo el desguace, y al registro 

público que corresponda.  

El perito que elabore el informe de avalúo del buque o embarcación se 

designará con arreglo a la legislación notarial y deberá tener conocimiento del 

mercado náutico.  

En estos casos, el periodo mínimo de abandono del buque o embarcación para 

poder iniciar el expediente será de tres meses. 
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 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas 

 

[Texto consolidado] 

 

 Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de 

Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 de julio, 

de Navegación Marítima 

[modificación]1 

 

Disposición adicional primera. Especialidades por razón de materia. 

 

1. Los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón 

de la materia que no exijan alguno de los trámites previstos en esta Ley o regulen 

trámites adicionales o distintos se regirán, respecto a éstos, por lo dispuesto en 

dichas leyes especiales. 

2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa 

específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley: 

a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia 

tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa. 

 

 

Disposición adicional primera. Especialidades por razón de materia. 

 

1. Los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por 

razón de la materia que no exijan alguno de los trámites previstos en esta Ley o 

regulen trámites adicionales o distintos se regirán, respecto a éstos, por lo 

dispuesto en dichas leyes especiales. 

2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa 

específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley: 

a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia 

tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa. 

 
1  Se resalta en la columna de la izquierda, en color rojo, lo que se suprime y en la de la derecha, en color azul, las modificaciones y adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  
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https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-34-1.PDF


b) Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, 

recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo. 

 

c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y 

aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de 

extranjería. 

d) Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo. 

b) Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, 

recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y 

Desempleo. 

c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y 

aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial, en materia de 

extranjería y en materia de régimen sancionador de la marina mercante y puertos 

de interés general. 

d) Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo. 
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REAL DECRETO 1772/1994, DE 5 DE AGOSTO, POR EL QUE SE ADECUAN DETERMINADOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS  

EN MATERIA DE TRANSPORTES Y CARRETERAS A LA LEY 30/1992, DE 26 DE NOVIEMBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS  

ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN 

 

[Texto consolidado] 
  

 
 

Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima 

[Derogación]1 

ANEXO II 

Reglamento del procedimiento sancionador de las infracciones en el ámbito de la Marina Civil establecidas en la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos 

del Estado y de la Marina Mercante 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

El ejercicio de la potestad sancionadora, en supuestos de infracciones en materia de Marina Civil tipificadas en la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 

Estado y de la Marina Mercante, se acomodará a lo previsto en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el 

ejercicio de la potestad sancionadora, con las singularidades establecidas en los artículos siguientes. 

 
1 Se resalta, en color rojo, lo que deroga el Proyecto de Ley. 

https://www.boe.es/eli/es/rd/1994/08/05/1772/con
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Artículo 2. Órganos competentes. 

1. Serán competentes para acordar la iniciación del procedimiento sancionador, el Director general de la Marina Mercante para las infracciones muy graves y el 

Capitán Marítimo para las graves y leves. 

2. Será competente para la instrucción el funcionario de la Dirección General de la Marina Mercante o de la Capitanía Marítima designado por el órgano competente 

para iniciar el procedimiento, sin que sea imprescindible que el instructor preste sus servicios en el mismo órgano que lo inicie. 

En todo caso deberá entenderse que el funcionario designado para la instrucción del procedimiento tendrá el carácter de órgano instructor. 

3. Para la resolución serán órganos competentes los preceptuados en el artículo 123.1 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre. 

4. En virtud de lo dispuesto en el artículo 10.3 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, se desconcentra la titularidad y el ejercicio de la competencia sancionadora 

en los siguientes órganos: 

a) Por infracciones muy graves cuya sanción corresponde al Consejo de Ministros a tenor de lo que se dispone en el artículo 123.1.e) de la Ley 27/1992, de 24 de 

noviembre, en el Ministro de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, a propuesta del Secretario general para los Servicios de Transportes. 

b) Por infracciones muy graves cuya sanción corresponde al Ministro de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente a tenor del artículo 123.1.d) de la Ley 

27/1992, de 24 de noviembre, en el Secretario general para los Servicios de Transportes, a propuesta del Director general de la Marina Mercante. 

CAPÍTULO II 

Iniciación del procedimiento 

Artículo 3. Actuaciones previas. 

Si identificados los presuntos responsables tuviesen los mismos domicilios en un país extranjero se les podrá requerir para que señalen uno radicado en España a 

efectos de notificación. De no hacerlo así se les notificará en su domicilio del extranjero. Cuando intentada la notificación en el domicilio del país extranjero no se hubiera 

podido practicar, se remitirá la misma a la Embajada correspondiente a efectos de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 59.4, segundo párrafo, de la Ley 30/1992, 

de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, entendiéndose así realizada definitivamente la notificación. 

Siempre que los presuntos responsables residan en el extranjero o cuando, residiendo en España, fuera necesario cumplimentar algún trámite en el extranjero, se hará 

efectiva la posibilidad de ampliación de plazos a que se refiere el artículo 49.2 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común. 

 



Artículo 4. Medidas de carácter provisional. 

Además de las medidas provisionales expresamente previstas en el artículo 15 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, será posible la retención del buque o de 

los buques intervinientes en los hechos constitutivos de posibles infracciones en el ámbito de la Marina Civil, con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que 

pudiera recaer, hasta tanto se constituya aval o garantía suficiente a juicio del órgano que haya adoptado dicha medida provisional. 

CAPÍTULO III 

Fase de instrucción 

Artículo 5. Medios de prueba. 

En los procedimientos iniciados por causa de presunta contaminación del medio marino se procurará utilizar medios de prueba que permitan constatar la introducción 

directa o indirecta en el medio marino de sustancias, materiales o formas de energía que puedan constituir peligro para la salud humana, perjudicar los recursos biológicos, 

turísticos o paisajísticos, reducir las posibilidades de esparcimiento u obstaculizar otros usos legales de los mares, en la medida en que dicha introducción fuera contraria 

a la legislación vigente o no contara con la debida autorización. 

En cualquier caso deberán concretarse los extremos acerca de los que se solicitan los informes, análisis o pruebas pudiendo señalarse las clases y número de los 

mismos a realizar, así como las sustancias o elementos contaminantes que se pretendan encontrar o cualquier otra indicación que sirviera para poner de manifiesto la 

comisión de la infracción y el grado de gravedad de la misma. 

Artículo 6. Valor probatorio. 

Las actas de inspección levantadas por los inspectores adscritos a los órganos de la Administración marítima, así como las actas de constatación de hechos acaecidos 

provenientes del Servicio Marítimo de la Guardia Civil o de otros órganos de la Administración española o extranjera, siempre que se formalicen observando los requisitos 

legales pertinentes, tendrán valor probatorio respecto de los hechos reflejados en las mismas, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o 

intereses puedan señalar o aportar los presuntos responsables. 

CAPÍTULO IV 

Resolución 

. Artículo 7. Plazo para resolver. 

El plazo máximo para la tramitación del procedimiento que este Reglamento regula será de ocho meses, contados a partir de la fecha del acuerdo de iniciación, sin 

perjuicio de las posibles interrupciones de su cómputo a que hace referencia el artículo 20.6 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto. 



Artículo 8. Publicidad. 

En virtud de lo establecido en el artículo 120.11 de la Ley 27/1992, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, la imposición de sanciones graves y muy graves, 

una vez que sean firmes las correspondientes resoluciones, se publicará en los tablones de anuncios de las Capitanías Marítimas y en los medios de comunicación que se 

estimen oportunos, en función de la relevancia o grado de responsabilidad o de cualesquiera otras circunstancias de la infracción cometida. 

El Capitán Marítimo podrá poner en conocimiento de aquellas personas físicas o jurídicas que estime conveniente las resoluciones sancionatorias, a fin de reforzar la 

publicidad de las sanciones impuestas y la ejemplaridad de las mismas. 
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Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima 

[Derogación]1 

CAPÍTULO II 

Tasas y prestaciones patrimoniales de carácter público 

Artículo 17. Tasa por Expedición de Títulos Profesionales Marítimos y de Recreo. 

Uno. Se crea la Tasa por Expedición de Títulos Profesionales Marítimos y de Recreo que se regirá por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para 

las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios de expedición o renovación de títulos profesionales y certificados de seguridad y 

especialidad marítima, necesarios para el ejercicio de la profesión en buques de acuerdo con las disposiciones vigentes, y expedición o renovación de títulos necesarios 

para el manejo de embarcaciones de recreo. 

Tres. El devengo de la tasa se producirá en el momento en que se presente la solicitud que motive el servicio, que no se tramitará sin que se haya efectuado el pago 

correspondiente. 

Cuatro. Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas que soliciten la prestación de servicios que constituyen el hecho imponible. 

 
1 Se resalta, en color rojo, lo que deroga el Proyecto de Ley. 

https://www.boe.es/eli/es/l/1997/12/30/66/con
https://www.boe.es/eli/es/l/1997/12/30/66/con


Cinco. Las cuantías de la tasa serán las siguientes: 

Tarifa primera. Expedición de Títulos Profesionales de la Marina Mercante: 30,05 euros. 

Tarifa segunda. Expedición de Certificados de Especialidad y Seguridad Marítimas: 4,21 euros. 

Tarifa tercera. Expedición de Títulos de Recreo: 30,05 euros. 

Tarifa cuarta. Otros servicios: 

1. Expedición o renovación de Tarjetas de Identidad Marítima: 6,01 euros. 

2. Expedición del Título de Patrón de Embarcaciones de Recreo por posesión del Título de Patrón de Embarcaciones Deportivas de Motor más Vela: 6,01 euros. 

3. Compulsa de documentos no incorporados al expediente: 0,60 euros. 

Seis. El pago de la tasa se realizará en efectivo, en entidad de depósito autorizada por el Ministerio de Hacienda, y le será aplicable lo dispuesto en el Reglamento 

General de Recaudación aprobado por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. 

Siete. La gestión de la tasa se llevará a cabo por la Dirección General de la Marina Mercante del Ministerio de Fomento. 
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Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima 

[Derogación]1 

CAPÍTULO III 

Tasas 

Artículo 17. Tasa por Expedición de Títulos Profesionales Marítimos y de Recreo. 

Uno. Se crea la Tasa por Expedición de Títulos Profesionales Marítimos y de Recreo que se regirá por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para 

las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. Artículo 12. Tasas por la prestación de servicios por la Dirección 

General de la Marina Mercante. 

Uno. Se crea la tasa por los Servicios de Inspección y Control de la Marina Mercante, según lo dispuesto en el artículo 105 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, 

de Puertos del Estado y de la Marina Mercante. 

Esta tasa se regirá por el presente artículo y por las demás fuentes normativas que para las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas 

y Precios Públicos. 

 
1 Se resalta, en color rojo, lo que deroga el Proyecto de Ley. 

https://www.boe.es/eli/es/l/2000/12/29/14/con
https://www.boe.es/eli/es/l/2000/12/29/14/con


Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación, por la Administración competente en materia de seguridad marítima, de los servicios y actuaciones 

inherentes a la emisión de los certificados exigidos por los Convenios internacionales que han sido ratificados por el gobierno español, así como las actividades en materia 

de inspección marítima definidas en la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, y que se concretan en el presente artículo. 

Tres. El devengo de la tasa nace en el momento en que se presente la solicitud que motive el servicio o la actuación administrativa que constituye el hecho imponible 

de la misma. 

No obstante, en aquellos supuestos en que el servicio o la actuación que constituye el hecho imponible de la tasa se prestase de oficio por la Administración, la 

obligación del pago de aquélla nacerá en el momento en que se inicie la prestación del servicio o se realice la actividad, sin perjuicio de la posibilidad de exigir su depósito 

previo. 

Cuatro. Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas, incluidas las entidades a que se refiere el artículo 33 de la Ley General Tributaria que soliciten 

o a quienes se les preste cualquiera de los servicios y actuaciones que constituyen el hecho imponible. 

Cinco. El pago de la tasa se realizará mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito autorizada por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, bien 

en forma de autoliquidación o de acuerdo con la liquidación que le será presentada por la Administración, y le será aplicable lo dispuesto en el Reglamento General de 

Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio. 

La tasa a satisfacer por la prestación de los servicios o actividades relacionados en los números 15, 17, 18, 31, 36 y 41 del apartado siete de este artículo será objeto 

de autoliquidación por el sujeto pasivo. 

El pago de la tasa es requisito indispensable para la entrega del correspondiente certificado. 

La cuantía de esta tasa podrá ser modificada por la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

Seis. La gestión de la tasa se efectuará por la Dirección General de la Marina Mercante del Ministerio de Fomento. 

Siete. La cuantía de la tasa es la siguiente: 

ANEXO 

1. Permiso de construcción 

(Mínimo 96,00 euros) 

0 < GT <= 200 0,60 euros/GT 

200 < GT <= 500 0,30 euros/GT 



500 < GT <= 1000 0,12 euros/GT 

1000 < GT <= 2500 0,09 euros/GT 

2500 < GT <= 5000 0,05 euros/GT 

5000 < GT <= 10000 0,02 euros/GT 

10000 < GT  0,01 euros/GT 

2. Certificado de navegabilidad 

(Mínimo 60,00 euros) 

0 < GT <= 250 0,90 euros/GT 

250 < GT <= 500 0,78 euros/GT 

500 < GT <= 1000 0,36 euros/GT 

1000 < GT <= 5000 0,09 euros/GT 

5000 < GT <= 10000 0,03 euros/GT 

10000 < GT  0,02 euros/GT 



0 < kW <= 50 0,60 euros/kW 

50 < kW <= 200 0,48 euros/kW 

200 < kW <= 1000 0,30 euros/kW 

1000 < kW <= 5000 0,11 euros/kW 

5000 < kW  0,04 euros/kW 

3. Certificado de arqueo 

0 < GT <= 100 96,15 euros 

100 < GT <= 20000 132,25 euros 

20000 < GT  324,55 euros 

4. Certificado de francobordo 

0 < GT <= 100 51,70 euros 

100 < GT <= 500 66,10 euros 

500 < GT <= 1000 114,20 euros 



1000 < GT <= 5000 192,30 euros 

5000 < GT <= 20000 324,55 euros 

20000 < GT  390,65 euros 

5. Acta y experiencia de estabilidad 

(Estabilidad en averías se aplicará el factor 1,5) 

0 < GT <= 100 51,70 euros 

100 < GT <= 500 66,10 euros 

500 < GT <= 1000 114,20 euros 

1000 < GT <= 5000 192,30 euros 

5000 < GT <= 20000 324,55 euros 

20000 < GT  390,65 euros 

 

 

 



6. Certificado aptitud buques quimiqueros 

(Mínimo 120,00 euros) 

0 < GT <= 10000 0,02 euros/GT 

10000 < GT  0,01 euros/GT 

7. Certificado de aptitud buques gaseros 

(Mínimo 150,00 euros) 

0 < GT <= 10000 0,03 euros/GT 

10000 < GT  0,01 euros/GT 

8. Certificado de IOPP 

150 < GT <= 2500 132,20 euros 

2500 < GT <= 5000 192,30 euros 

5000 < GT <= 10000 258,45 euros 

10000 < GT  300,50 euros 

 



9. Certificado SNL 

150 < GT <= 2500 132,20 euros 

2500 < GT <= 5000 192,30 euros 

5000 < GT <= 10000 258,45 euros 

10000 < GT  300,50 euros 

10. Certificado aptitud para el transporte de mercancías peligrosas 

150 < GT <= 2500 132,20 euros 

2500 < GT <= 5000 192,30 euros 

5000 < GT <= 10000 258,45 euros 

10000 < GT  300,50 euros 

11. Certificado de instalación frigorífica 

150 < m3 = 500 96,00 euros 

500 < m3 =  132,00 euros 



12. Certificación medios de carga y descarga 

0 < kg <= 1000 30,00 euros 

1000 < kg <= 10000 60,00 euros 

10000 < kg <= 20000 96,00 euros 

20000 < kg <=  132,00 euros 

13. Certificado para el transporte de grano 

0 < GT <= 1000 90,00 euros 

1000 < GT <= 10000 120,00 euros 

10000 < GT <= 20000 150,00 euros 

20000 < GT  180,00 euros 

14. Certificado de cámara de máquinas sin dotación permanente 

0 < kW <= 1000 96,00 euros 

1000 < kW <= 5000 132,00 euros 



5000 < kW <= 10000 192,00 euros 

10000 < kW  258,00 euros 

15. Certificado de exención 

60,00 euros 

16. Certificado de EIAPP/prueba de motores 

0 < kW <= 500 120,00 euros 

500 < kW <= 1000 180,00 euros 

1000 < kW <= 5000 240,00 euros 

5000 < kW  300,00 euros 

17. Certificado de tiro 

90,00 euros 

18. Certificado de explotacion nave alta velocidad 

96,00 euros. 

19. Certificado de seguridad para buque de pasaje 

100 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

20. Certificado de buque de pasaje (R. D. 1247/1999) 



100 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

21. Certificado de seguridad para naves de gran velocidad 

100 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

22. Certificado de gestión de la seguridad (CGS) 

25 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

23. Documento de cumplimiento con el codigo CGS 

25 por 100 del importe de los certificados CGS del total de buques de la Compañía. 

24. Certificado de seguridad para buque de carga 

100 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

25. Certificado de conformidad buques pesqueros 

100 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

26. Certificado nacional de seguridad de equipo 

40 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

27. Certificado de material náutico 

5 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

28. Certificado de número máximo de pasajeros 

5 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

29. Reconocimiento extraordinario/operativo 

12 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 

30. Certificado de valoración estado buque (CAS) 

50 por 100 del importe del certificado de navegabilidad. 



31. Certificado de navegabilidad embarcación de recreo (marca CE) 

60,00 euros. 

32. Certificado de seguridad radioeléctrica zona A1 

(Derogado) 

33. Certificado de valoración 

(Mínimo 6,00 euros) 

0 < V <= 3005 0,002xV euros 

3005 < V <= 12020 0,001xV euros 

12020 < V <= 6010 0,0006xV euros 

60101 < V  0,0002xV euros 

34. Certificado de homologación/aprobación 

(Mínimo 30,00 euros) 

0 < V <= 3005 0,07xV euros 

3005 < V <= 12020 0,02xV euros 

12020 < V <= 601012 0,0003xV euros 



60101 < V  0,0002xV euros 

 

35. Reconocimientos para emisión de certificados a buques extranjeros 

Se aplicarán las tarifas del certificado solicitado. 

Se aplicarán los siguientes coeficientes: 

Buque comunitario: 1,00. 

Buque no comunitario: 2,00. 

36. Copias de certificados 

3,00 euros/copia. 

37. Coeficientes a aplicar por inspecciones realizadas fuera de jornada, a petición de armador 

Se aplicará el siguiente coeficiente: 

Horario festivo: 2,00. 

Horario nocturno (20.00/08.00): 2,00. 

Otros 1,50. 

38. Certificados visados o renovados en base a informes de reconocimientos realizados por organizaciones reconocidas 

25 por 100 de la tasa del certificado correspondiente. 

 

 

 

 



39. Inspección de apertura de nuevos astilleros, talleres, etc. 

Capacidad de construcción autorizada 

0 < GT <= 150 33,00 euros 

150 < GT <= 500 66,00 euros 

500 < GT <= 3000 96,00 euros 

3000 < GT  192,00 euros 

 

40. Coeficientes a aplicar por abanderamiento de buques extranjeros 

Buques procedentes de país comunitario (no sujeto a revisión) 0,25. 

Buques procedentes de país comunitario (sujeto a revisión) 0,70. 

Buques procedentes de otros países 1,00. 

41. Certificado internacional relativo al sistema antiincrustante. 

Importe: 100 euros. 

42. Certificado internacional de prevención de la contaminación atmosférica (IAPP), 

10 por ciento del importe del certificado de navegabilidad. 

43. Certificado internacional de prevención de la contaminación por aguas sucia, 

10 por ciento del importe del certificado de navegabilidad. 

 



Dos. Queda derogado el artículo 23 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 

Nota 1: 

A los buques petroleros, quimiqueros y gaseros se les aplicará una tasa 50% superior a la obtenida de las tablas en lo referente a: 

Permiso de construcción. 

Certificado de seguridad de buque de carga y 

Certificado de IOPP. 

Nota 2: 

Para los buques de pasaje la tasa del permiso de construcción será doble de la indicada en la tabla. 

Nota 3: 

Los refrendos de los certificados por visita periódica vendrán afectados del coeficiente 0.35. 

La tasa a aplicar por renovación de certificados vendrá afectada del coeficiente 0.70. 

Nota 4: 

Cuando la unidad de medida sea la GT y el buque no disponga de la misma, se utilizará como unidad la TRB. 

Nota 5. 

En el caso de los certificados en los que la cuantía de la tasa se establezca a través de una escala, el importe se determinará sumando todos los recorridos de la escala 

hasta llegar al intervalo que corresponda. 

Disposición adicional vigésima novena. Régimen jurídico aplicable a la resolución administrativa en determinadas materias 



ANEXO 1 

Procedimiento Norma reguladora Artículo 
Plazo para la 
resolución y 
notificación 

Asignación y reasignación de las cantidades de referencia de la 
reserva nacional. 

Real Decreto 174/1998, de 16 de febrero. 
Real Decreto 1486/1998, de 10 de julio. 
Real Decreto 1192/2000, de 23 de junio. 
Real Decreto 1775/1994, de 5 de agosto. 

Anexo. 12 meses. 

Asignación de una cantidad de referencia para el reinicio de la 
producción láctea. 

Real Decreto 1775/1994, de 5 de agosto. Anexo. 12 meses. 

Autorización de trasvases de venta directa de leche a venta a 
industria y viceversa. 

R.D.1775/1994, de 5 de agosto. Anexo. 12 meses. 

Concesión de ayudas asistenciales y otras prestaciones 
económicas no regladas en el ámbito del Mutualismo 
Administrativo (MUFACE). 

Ley de Seguridad Social de los Funcionarios 
Civiles del Estado, aprobada por Real Decreto 
legislativo 4/2000. Reglamento General de 
Mutualismo Administrativo, aprobado por el 
Decreto 843/1976. 

Artículo 31. 12 meses. 

  
Reglamento de Adecuación de Procedimientos 
del Mutualismo Administrativo, aprobado por el 
Real Decreto 1773/1994. 

Artículos 195 a 198.   

Procedimientos de gestión de la reserva nacional láctea y 
trasvases de cantidades de referencia. 

Real Decreto 324/1994, por el que se 
establecen normas reguladoras en el sector de 
la leche y los productos lácteos. 
Real Decreto 1486/1998 sobre modernización 
y mejora del sector lácteo. 

  12 meses. 



Procedimiento regulador de la acreditación de centros médicos 
aeronáuticos. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación 
Aérea, Real Decreto 270/2000, de 25 de 
febrero, sobre condiciones para ejercer las 
funciones de personal de vuelo, y 
disposiciones complementarias. 

  9 meses. 

Procedimiento sobre autorización de médicos examinadores 
aéreos. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación 
Aérea, Real Decreto 270/2000, de 25 de 
febrero, sobre condiciones para ejercer las 
funciones de personal de vuelo, y 
disposiciones. 

  9 meses. 

Procedimiento sobre concesión de autorizaciones y expedición de 
certificaciones relacionadas con las perturbaciones acústicas de 
las aeronaves. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación 
Aérea, Real Decreto 873/1987, de 29 de 
mayo, sobre limitación de emisiones sonoras 
de aeronaves subsónicas, Real Decreto 
1256/1990, de 11 de octubre, sobre limitación 
de emisiones sonoras de aviones de reacción 
subsónicos civiles, normativa comunitaria y 
disposiciones complementarias. 

  10 meses. 

Procedimiento de aprobación de modelo. 

Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología, 
Real Decreto 1616/1985, de 11 de septiembre, 
sobre control metrológico, y normativa 
específica de cada instrumento. 

  12 meses. 

Procedimiento sancionador en materia de marina mercante. 
Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante. 

Artículos 113 a 123 12 meses. 

  

Real Decreto 1772/1994, de 5 de agosto, por 
el que se adecuan determinados 
procedimientos administrativos en materia de 
transportes y carreteras a la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Anexo II.   



Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

Procedimiento disciplinario de los funcionarios de la 
Administración General del Estado. 

Reglamento de Régimen Disciplinario de los 
Funcionarios de la Administración del Estado, 
aprobado por Real Decreto 33/1986, de 10 de 
enero. 

  12 meses. 

 



ANEXO 2 

Procedimiento Norma reguladora Artículo 

Ejercicio del derecho de gracia. Ley de 18 de junio de 1870.   

  Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre.   

Sucesión y rehabilitación de títulos nobiliarios. 

Real Decreto de 27 de mayo de 1922. 
Real Decreto de 8 de junio de 1922. 
Ley de 4 de mayo de 1948. 
Real Decreto 222/1988. 
Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre, y 
disposiciones concordantes. 

  

Solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado. Ley 5/1984 modificada por Ley 9/1994. Artículo 4. 

Autorización y modificación de la inscripción de las empresas de 
seguridad. 

Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada. 
Reglamento de Seguridad Privada. 

Artículos 2 y 9. 

Autorización de servicios de protección de personas. Reglamento de Seguridad Privada. Artículo 28. 

Autorización de servicio de vigilantes con armas de fuego. Reglamento de Seguridad Privada. Artículo 81. 

Habilitación y expedición de la tarjeta al personal de seguridad privada 
(vigilantes de seguridad, escoltas privados, vigilantes de explosivos, 
jefes y directores de seguridad, y detectives privados). 

Reglamento de Seguridad Privada. Artículo 60. 

Habilitación de guardias particulares de campo. Reglamento de Seguridad Privada. Artículo 58. 

Reconocimiento de la condición de armero. Reglamento de Armas. Artículo 10. 

Autorización especial para el establecimiento, modificación sustancial, 
traslado y cambio de titularidad de las fábricas de armas y de los 
talleres que fabriquen piezas fundamentales de armas de las 1.ª, 2.ª y 
3.ª categorías. 

Reglamento de Armas. Artículo 11. 



Aprobación de medidas de seguridad en la fabricación, circulación y 
comercio de instalaciones deportivas. 

Reglamento de Armas. Artículo 78. 

Concesión de licencias de armas B, C, F, y D. Reglamento de Armas. Artículo 96. 

Autorizaciones a coleccionistas. Reglamento de Armas. Artículo 107. 

Autorizaciones de transferencia entre particulares. Reglamento de Armas. Artículo 51. 

Autorizaciones de campos y galerías de tiro. Reglamento de Armas. Artículo 151. 

Reconocimiento de centros de formación para la expedición de 
licencias D y E (preparación de exámenes.). 

    

Autorizaciones especiales para uso de armas por menores de edad. Reglamento de Armas. Artículo 109. 

Autorización de talleres de reparación de armas. Reglamento de Armas. Artículo 26. 

Autorización para instalación de campos de tiro eventuales. Reglamento de Armas. Artículo 152. 

Conformidad para el nombramiento de Director de una fábrica de 
explosivos. 

Reglamento de Explosivos. Artículo 68. 

Aprobación de los planes de seguridad de transportes de explosivos y 
de cartuchería metálica. 

Reglamento de Explosivos. Artículo 243. 

Aprobación de los planes de emergencia en transportes de explosivos. Reglamento de Explosivos. Artículo 254. 

Aprobación de los planes de seguridad de instalaciones de elaboración 
y almacenamiento de explosivos. 

Reglamento de Explosivos. Artículo 33. 

Autorización de importación. Reglamento de Explosivos. 
Artículos 216 y 
217. 

Autorización de las medidas de alarma de los talleres de pirotecnia. Reglamento de Explosivos. Artículo 87. 

Sustitución de la vigilancia humana en depósitos comerciales y de 
consumo. 

Reglamento de Explosivos. Artículo 88. 

Autorización para transporte de cartuchos en exceso del permitido en 
vehículo particular. 

Reglamento de Explosivos. Artículo 250. 



Autorización de centros para impartir enseñanzas de recarga de 
cartuchería metálica. 

Reglamento de Explosivos. ITC-14. 

Autorización de recarga de cartuchería metálica a particulares. Reglamento de Explosivos. Artículo 120. 

Autorización de cartuchería a coleccionistas. Reglamento de Explosivos. Artículo 189. 

Aprobación de medidas de seguridad de los lugares de custodia de las 
máquinas de recarga de cartuchería metálica. 

Reglamento de Explosivos. Artículo 87. 

Procedimiento para la concesión de Licencia de Actividad a 
Operadores de sustancias químicas catalogadas de la categoría 1. 

Ley 3/1996, sobre medidas de control de sustancias 
químicas catalogadas susceptibles de desvío para la 
fabricación ilícita de drogas. 

Artículo 29.2. 

Solicitud de permisos. 

(Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria, y Real Decreto 190/1996, de 9 de 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento 
Penitenciario). 

  

  Reglamento Penitenciario. Artículo 160. 

Petición de traslado. Reglamento Penitenciario. Artículo 31. 

Peticiones y quejas. Reglamento Penitenciario. Artículo 53. 

Comunicaciones y visitas. Reglamento Penitenciario. 
Artículos 41 y 
ss. 

Revisión de grado. Reglamento Penitenciario. Artículo 105. 

Clasificación inicial. Reglamento Penitenciario. Artículo 103. 

Solicitud de revisión de grado por la Central de Observación. Reglamento Penitenciario. Artículo 109. 

Revisión de la aplicación del régimen del artículo 10 de la Ley Orgánica 
General Penitenciaria. 

Reglamento Penitenciario. Artículo 103. 

Concesión de beneficios penitenciarios. Reglamento Penitenciario. Artículo 202. 

Solicitud de puesto de trabajo productivo en un centro penitenciario. Reglamento Penitenciario. 
Artículos 132 y 
ss. 



Solicitud de prestaciones de formación. Reglamento Penitenciario. 
Artículos 130 y 
131. 

Solicitud de ayudas y prestaciones sociales. Reglamento Penitenciario. 
Artículos 227 a 
229. 

Solicitudes de intervención en centros penitenciarios de asociaciones, 
entidades y ONGs. 

Reglamento Penitenciario. Artículo 62. 

Procedimiento para la declaración y revocación de utilidad pública de 
Asociaciones. 

Real Decreto 1786/1996, de 19 de julio. 
Artículos 2, 3 y 
4. 

Procedimiento para el reconocimiento de indemnizaciones por daños 
causados a medios de transporte extranjeros que se hallen en territorio 
español en viajes de carácter internacional. 

Ley 52/1984, de 26 de diciembre, sobre Protección de 
los Medios de Transporte que se hallen en territorio 
español realizando viajes de carácter internacional. 

  

Procedimiento para la concesión de resarcimiento por lesiones a 
víctimas del terrorismo. 

Real Decreto 1211/1997, de 18 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de ayudas y resarcimientos a 
las víctimas de delitos de terrorismo. 

Artículo 42.2 
RLJPAC; y 
artículo 4.3.b). 

Procedimiento para el resarcimiento de daños materiales a víctimas del 
terrorismo. 

Real Decreto 1211/1997, de 18 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de ayudas y resarcimientos a 
las víctimas de delitos de terrorismo. 

Artículo 42.2 
RLJPAC; y 
artículo 4.3.b). 

Ayudas a Corporaciones Locales para compensar gastos derivados de 
actuaciones inmediatas ante situaciones de emergencia. 

Orden de 18 de marzo de 1993. Apartados primero, 
segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, 
noveno, décimo y undécimo. 

  

Ayudas a unidades familiares o de convivencia para paliar daños en su 
vivienda habitual y enseres ocasionados por situaciones de 
emergencia. 

    

Ayudas a personas físicas o jurídicas requeridas para una prestación 
personal o de bienes por situaciones de emergencia. 

    

Procedimiento para el abono del anticipo del 30 por 100 de las 
subvenciones por gastos electorales a partidos políticos. 

Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, de Financiación 
de Partidos Políticos. 

  



Procedimiento para el abono de las subvenciones anuales por gastos 
de funcionamiento a partidos políticos. 

Ley Orgánica 3/1987.   

Permisos y licencias para conducir. 

Real Decreto legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por 
el que se aprueba el texto articulado de la Ley sobre 
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial. 
Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento General de Conductores. 
Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto, por el que 
se adecuan a la Ley 30/1992, las normas reguladoras 
de los procedimientos de otorgamiento, modificación 
y extinción de las autorizaciones. 

Artículos 14 y 
ss. 

Prórroga de vigencia de permisos y licencias. 
Reglamento General de Conductores y Real Decreto 
1778/1994. 

Artículo 17. 

Canje de permisos expedidos por terceros países no miembros de la 
Unión Europea. 

Convenios internacionales multilaterales o bilaterales. 
Reglamento de Conductores. 

Artículo 30. 

Canje de permisos militares. Reglamento General de Conductores. Artículo 80. 

Obtención de duplicados por extravío, deterioro o cambio de domicilio. Reglamento de Conductores. 
Artículos 18 y 
ss. 

Autorización para conducir vehículos de transporte escolar o de 
menores y de mercancías peligrosas. 

Reglamento de Conductores. 
Artículos 32 y 
33. 

Matriculación ordinaria de vehículos. Reglamento General de Vehículos.   

Cambios de titularidad de vehículos. Reglamento de Vehículos. 
Artículos 32 y 
ss. 

Matrícula turística y de vehículos históricos. Reglamento de Vehículos. 
Artículos 40 y 
41. 

Autorizaciones temporales de circulación. Reglamento de Vehículos. 
Artículos 43 y 
ss. 



Autorización de apertura y funcionamiento de Escuelas Particulares de 
Conductores. 

Real Decreto 1753/1984, de 30 de agosto, por el que 
se aprueba el Reglamento Regulador de las Escuelas 
Particulares de Conductores de Vehículos a motor. 

Artículo 14. 

Autorizaciones de ejercicio del personal directivo y docente. Real Decreto 1753/1984. Artículo 15. 

Procedimiento para el otorgamiento, visado o modificación de 
autorizaciones para el ejercicio de la actividad de transporte y auxiliares 
y complementarias del mismo. 

Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, y Reglamento de la Ley 
aprobado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de 
septiembre. 

  

Procedimiento para la concesión de autorizaciones de transporte 
internacional de viajeros y mercancías. 

Reglamentos comunitarios; Acuerdos internacionales; 
Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, y Reglamento de la Ley 
aprobado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de 
septiembre, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre reconocimiento de la capacitación para ejercer la 
profesión de transportista. 

Disposición transitoria primera de la Ley 16/1987, de 
30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. 

  

Procedimiento sobre reconocimiento de títulos de capacitación 
profesional para ejercer la actividad de transportista obtenidos en otros 
Estados miembros de la Unión Europea. 

Orden ministerial de 28 de mayo de 1999 y normativa 
comunitaria. 

  

Procedimiento para la concesión de autorizaciones de construcciones y 
obras en zonas afectadas por servidumbres aeronáuticas. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Decreto 584/1972, de 24 de febrero, sobre 
servidumbres aeronáuticas, y disposiciones 
complementarias. 

  

Procedimiento sobre concesión de autorizaciones para el 
establecimiento de aeródromos y helipuertos privados. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Orden Ministerial, de 26 de octubre de 1966, sobre el 
establecimiento de aeródromos privados y 
disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre concesión de autorizaciones para instalaciones de 
centros de vuelo de ultraligeros motorizados (ULM). 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Real Decreto 2876/1982, de 15 de octubre, por el que 

  



se regula el registro y uso de aeronaves de estructura 
ultraligera y se modifica el Registro de Aeronaves 
Privadas no Mercantiles; Real Decreto 73/1992, de 31 
de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
Circulación Aérea, y disposiciones complementarias. 

Procedimiento para la acreditación de compañías aéreas no 
comunitarias. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Real Decreto 73/1992, de 31 de enero, por el que se 
aprueba el Reglamento de Circulación Aérea, 
Convenios Aéreos Internacionales, y disposiciones 
complementarias. 

  

Procedimientos sobre otorgamiento de certificado de operador aéreo, 
licencias de explotación a empresas de tráfico aéreo y de autorización 
de permisos de tráfico aéreo. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Reglamento (CEE) número 2407/92, de 23 de julio, 
sobre concesión de licencias a las compañías aéreas; 
Real Decreto 73/1992, de 31 de enero, por el que se 
aprueba el Reglamento de Circulación Aérea, y 
disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre autorización de la publicidad comercial a través de 
aeronaves. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Decreto de 13 de agosto de 1948, sobre propaganda 
comercial aérea, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre concesión de autorizaciones a empresas de 
trabajos aéreos. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea, 
y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre expedición, renovación, revalidación y 
convalidación de títulos y licencias de pilotos de avión, pilotos de 
helicóptero, pilotos de aviación deportiva y mecánicos de a bordo. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Real Decreto 270/2000, de 25 de febrero, sobre 
condiciones para ejercer las funciones de personal de 
vuelo, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre habilitaciones y autorizaciones de personal de 
vuelo. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Real Decreto 270/2000, de 25 de febrero, sobre 
condiciones para ejercer las funciones de personal de 
vuelo, y disposiciones complementarias. 

  



Procedimiento sobre autorización de Centros de Formación 
Aeronáutica. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Real Decreto 270/2000, de 25 de febrero, sobre 
condiciones para ejercer las funciones de personal de 
vuelo, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre autorización de cursos de formación aeronáutica. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Real Decreto 270/2000, de 25 de febrero, sobre 
condiciones para ejercer las funciones de personal de 
vuelo, y disposiciones complementarias. 

  

(Derogado)     

Procedimiento sobre matriculación y cambios de titularidad de 
aeronaves civiles. 

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea; 
Decreto 416/1969, de 13 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento del Registro de Matrícula de 
Aeronaves; Real Decreto 2876/1982, de 2 de octubre, 
por el que se regula el registro y uso de aeronaves de 
estructura ultraligera, y disposiciones 
complementarias. 

  

(Derogado)     

(Derogado)     

(Derogado)     

Procedimiento sobre autorización de construcción de buques. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre autorización de obras de reforma y cambio de 
motor. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  



Procedimiento sobre autorización de botadura de naves. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre pruebas de motores. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre pruebas oficiales de funcionamiento de buques. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre pruebas de estabilidad. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre homologación y aprobación de equipos para 
buques. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre expedición, renovación, prórroga y visado de 
certificados de cumplimiento de Convenios Internacionales y normativa 
interna. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  



Procedimiento sobre exenciones y equivalencias en materia de 
certificados. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre cambios de clasificación de buques. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Decreto 3384/1971, 
de 28 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones, y disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre asignación de números para el funcionamiento de 
sistemas de radiocomunicación. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Reglamento de 
Radiocomunicaciones de la U.I.T. de 1979. 

  

Procedimiento sobre autorización de instalaciones de equipos de 
radiocomunicación. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Reglamento de 
Radiocomunicaciones de la U.I.T. de 1979. 

  

Procedimiento sobre autorizaciones para la instalación de estaciones 
de radiocomunicación de buque. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Reglamento de 
Radiocomunicaciones de la U.I.T. de 1979. 

  

Procedimiento sobre adaptación de buques al sistema SMSSM. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Convenio 
Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en 
la Mar de 1973 (SOLAS). 

  

Procedimiento de evaluación de conformidad de equipos marinos. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Real Decreto 
297/1998, de 27 de febrero, sobre requisitos de 
seguridad de embarcaciones de recreo. 

  

Procedimiento sobre pruebas de aptitud para titulaciones profesionales 
o náuticas de recreo. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Real Decreto 
2062/1999, de 30 de diciembre, sobre nivel mínimo 

  



de formación en profesiones marítimas, y Orden 
Ministerial de 17 de junio de 1997. 

Procedimiento sobre certificados para personal marítimo sobre 
especialidad y seguridad marítima. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Órdenes 
Ministeriales de 16 de octubre de 1990 y 31 de julio 
de 1992. 

  

Procedimiento sobre expedición y convalidación de titulaciones 
profesionales y de títulos náuticos de recreo y tarjetas. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Real Decreto 
2062/1999, de 30 de diciembre, sobre nivel mínimo 
de formación en profesiones marítimas. 

  

Procedimiento sobre autorización de vertidos al mar de material 
procedente de obras portuarias de dragado. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante. 

  

Procedimiento sobre autorización de tripulaciones mínimas de 
seguridad. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Orden Ministerial 
de 14 de julio de 1964. 

  

Procedimiento sobre habilitaciones y exenciones de practicaje. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Real Decreto 
393/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Practicaje, y disposiciones 
complementarias. 

  

Procedimiento sobre autorización para el transporte de mercancías 
peligrosas. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Real Decreto 
145/1989, de 20 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento sobre mercancías peligrosas en los 
puertos. 

  

Procedimiento sobre despacho de buques. 
Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Orden Ministerial 
de 18 de enero de 2000. 

  



Procedimiento sobre autorización de actividades náutico deportivas. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Real Decreto 
1246/1995, de 14 de julio, sobre constitución y 
creación de las Capitanías Marítimas. 

  

Procedimiento sobre autorización o prohibición de entrada y salida en 
aguas españolas. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante. 

  

Procedimiento sobre autorización de servicios de temporada en playas. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Ley 22/1988, de 
Costas, y Reglamento de Costas aprobado por el 
Real Decreto 1471/1989, de 1 de diciembre. 

  

Procedimiento sobre autorización de remolque. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, y Decreto 
3384/1971, de 28 de octubre, por el que se aprueba 
el Reglamento de reconocimiento de buques y 
embarcaciones. 

  

Procedimiento sobre inscripción marítima. 

Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante; Real Decreto 
2062/1999, de 30 de diciembre, sobre nivel mínimo 
de formación en profesiones marítimas; Convenio 
Internacional sobre Normas de Formación, Titulación 
y Guardia para la Gente de Mar de 1978 (STCW), y 
disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento sobre autorizaciones para la realización de obras o 
actividades en zona de servidumbre o en la zona interior a la línea 
límite de edificación de las carreteras estatales. 

Ley 25/1998, de 29 de julio, de Carreteras; 
Reglamento General de Carreteras, aprobado por el 
Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, y 
disposiciones complementarias. 

  

Procedimiento de aprobación de modelo CEE. 
Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología; Real 
Decreto 1616/1985, de 11 de septiembre, sobre 
control metrológico; Real Decreto 597/1998, de 10 de 

  



junio, por el que se regula el control metrológico CEE, 
y normativa específica de cada instrumento. 

Procedimiento de aprobación CE de modelo. 

Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología; Real 
Decreto 597/1988, de 10 de junio, por el que se 
regula el control metrológico CEE, Orden Ministerial 
de 22 de diciembre de 1994, y disposiciones 
comunitarias de aplicación. 

  

Procedimiento de verificación CE. 

Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología; Real 
Decreto 597/1988, de 10 de junio, por el que se 
regula el control metrológico CEE; Orden Ministerial 
de 22 de diciembre de 1994, y disposiciones 
comunitarias de aplicación. 

  

Procedimiento de verificación CE por unidad. 

Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología; Real 
Decreto 597/1988, de 10 de junio, por el que se 
regula el control metrológico CEE; Orden Ministerial 
de 22 de diciembre de 1994, y disposiciones 
comunitarias de aplicación. 

  

Procedimiento de declaración CE de conformidad con el modelo. 

Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología; Real 
Decreto 597/1988, de 10 de junio, por el que se 
regula el control metrológico CEE; Orden Ministerial 
de 22 de diciembre de 1994, y disposiciones 
comunitarias de aplicación. 

  

Cesión de bienes y derechos del Patrimonio Sindical Acumulado. 
Ley 4/1986, de 8 de enero, de cesión de bienes del 
Patrimonio Sindical Acumulado. 

  

Reintegración o compensación de bienes incautados a entidades 
sindicales por aplicación de la Ley de Responsabilidades Políticas de 9 
de febrero de 1939 (Patrimonio Sindical Histórico). 

Ley 4/1986, de 8 de enero, de cesión de bienes del 
Patrimonio Sindical Acumulado. 

Disposición 
adicional 
cuarta. 

Real Decreto 1671/1986, de 1 de agosto (Reglamento 
de desarrollo de la Ley 4/1986). 

Disposición 
adicional 
segunda. 



La autorización previa de introducción de vegetales o determinados 
organismos nocivos con fines de investigación cuando se trate de 
material procedente de un país tercero. 

Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto. 
Anexo 
apartado C.1. 

La autorización, registro, expedición de pasaportes fitosanitarios, y 
ensayos en materia de productos fitosanitarios, fertilizantes y afines. 

Directiva 91/414/CEE, de 15 de julio. 
Real Decreto 72/1988, de 5 de febrero. 
Real Decreto 877/1991, de 31 de mayo. 
Orden ministerial de 28 de mayo de 1998. 
Orden ministerial de 2 de noviembre de 1999. 
Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto. 
Real Decreto 2163/1994, de 18 de noviembre. 

Artículos 3 y 4 
en relación con 
el artículo 2.11. 

  Orden ministerial de 11 de diciembre de 1994. 

Anexo 
apartado C.2. 
del R.D. 
1778/1994. 
Artículo 3.2 de 
la Orden 
ministerial. 

Subvenciones iniciadas a instancia de parte en las que exista 
financiación procedente de la Unión Europea. 

Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el 
que se aprueba el Reglamento del procedimiento 
para la concesión de subvenciones públicas. 

  

Reingreso al servicio activo sin reserva de puesto de trabajo. 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma para la Función Pública. 

Art. 29 bis. 

Resolución de solicitudes sobre adscripción de puestos de trabajo y 
otros procedimientos regulados en el Real Decreto 469/1987, de 3 de 
abril, cuya resolución implique efectos económicos. 

Real Decreto 469/1987, de 3 de abril.   

Los procedimientos de expedición, renovación, revalidación, 
homologación, convalidación, reconocimiento, correspondencia y 
equivalencia a titulación y a nivel académico de títulos, diplomas, 
asignaturas, licencias y certificados académicos o profesionales. 

    



No inclusión en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de 
Salud de una especialidad farmacéutica, a petición de parte. 

Real Decreto 83/1993, de 22 de enero («Boletín 
Oficial del Estado» número 43, de 19 de febrero), por 
el que se regula la selección de los medicamentos a 
efectos de su financiación por el Sistema Nacional de 
Salud; Orden de 6 de abril de 1993 («Boletín Oficial 
del Estado» número 88, de 13 de abril), de desarrollo 
del Real Decreto 83/1993. 

  

Exclusión de la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud 
de una especialidad farmacéutica, a petición de parte. 

Real Decreto 83/1993, de 22 de enero («Boletín 
Oficial del Estado» número 43, de 19 de febrero), por 
el que se regula la selección de los medicamentos a 
efectos de su financiación por el Sistema Nacional de 
Salud; Orden de 6 de abril de 1993 («Boletín Oficial 
del Estado» número 88, del 13), de desarrollo del 
Real Decreto 83/1993. 

  

Sometimiento a condiciones especiales de prescripción y dispensación 
en el Sistema Nacional de Salud de una especialidad farmacéutica, a 
petición de parte. 

Real Decreto 83/1993, de 22 de enero («Boletín 
Oficial del Estado» número 43, de 19 de febrero), por 
el que se regula la selección de los medicamentos a 
efectos de su financiación por el Sistema Nacional de 
Salud; Orden de 6 de abril de 1993 («Boletín Oficial 
del Estado» número 88, del 13), de desarrollo del 
Real Decreto 83/1993. Las normas reglamentarias 
deben ponerse en relación con el artículo 22 de la Ley 
25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, que 
no contempla el sentido del silencio. 

  

Inclusión en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud 
de un efecto o accesorio, a petición de parte. 

Real Decreto 9/1996, de 15 de enero («Boletín Oficial 
del Estado» número 33, de 7 de febrero), por el que 
se regula la selección de efectos y accesorios, su 
financiación con fondos de la Seguridad Social o 
fondos estatales afectos a la sanidad y su régimen de 
suministro y dispensación a pacientes no 
hospitalizados. 

  



Sometimiento a condiciones especiales de prescripción y dispensación 
en el Sistema Nacional de Salud de un efecto o accesorio, a petición de 
parte. 

Real Decreto 9/1996, de 15 de enero («Boletín Oficial 
del Estado» número 33, de 7 de febrero), por el que 
se regula la selección de efectos y accesorios, su 
financiación con fondos de la Seguridad Social o 
fondos estatales afectos a la sanidad y su régimen de 
suministro y dispensación a pacientes no 
hospitalizados. Las normas reglamentarias deben 
ponerse en relación con los artículos 22 y 94.4 de la 
Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, 
que no contemplan el sentido del silencio. 

  

Exclusión de la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud 
de un efecto o accesorio, a petición de parte. 

Real Decreto 9/1996, de 15 de enero («Boletín Oficial 
del Estado» número 33, de 7 de febrero), por el que 
se regula la selección de efectos y accesorios, su 
financiación con fondos de la Seguridad Social o 
fondos estatales afectos a la sanidad y su régimen de 
suministro y dispensación a pacientes no 
hospitalizados. 

  

Revisión de los precios correspondientes a la distribución y 
dispensación de los medicamentos. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, 
que no contemplan el sentido del silencio. 

Artículos 103 y 
104. 

(Derogado) 
  
(Derogado) 
  

  

Registro y autorización de productos sanitarios no incluidos en el 
ámbito de aplicación del Real Decreto 634/1993, de 3 de mayo, sobre 
productos sanitarios implantables activos, y del Real Decreto 414/1996, 
de 1 de marzo, por el que se regulan los productos sanitarios. 

Orden de 21 de julio de 1978 («Boletín Oficial del 
Estado» número 197, de 18 de agosto), por la que se 
regula el registro y control de implantes clínicos, 
terapéuticos o de corrección; Orden de 13 de junio de 
1983 («Boletín Oficial del Estado» número 150, del 
24), por la que se regula el material e instrumental 
médico-quirúrgico estéril para utilizar una sola vez; 
Orden de 5 de mayo de 1964, sobre registro para 
diferentes productos. 

  



Autorización de comercialización de especialidades farmacéuticas y 
medicamentos de uso humano. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 767/1993, de 21 de mayo, por el que se 
regula la evaluación, autorización, registro y 
condiciones de dispensación de especialidades 
farmacéuticas y otros medicamentos de uso humano 
fabricados industrialmente. 

Artículo 9. 

Autorización de comercialización de medicamentos por el 
procedimiento de reconocimiento mutuo entre Estados miembros de la 
Unión Europea. 

Real Decreto 767/1993, de 21 de mayo.   

Modificación titular o fabricante de una autorización de 
comercialización. 

Real Decreto 767/1993, de 21 de mayo.   

Modificación de las condiciones sustanciales de la autorización de 
especialidades farmacéuticas y otros medicamentos de uso humano. 

Real Decreto 767/1993, de 21 de mayo.   

Modificación de las condiciones no sustanciales de la autorización. Real Decreto 767/1993, de 21 de mayo.   

Autorización de modificación de etiquetado y prospectos de 
medicamentos. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 2236/1994, por el que se regula el 
etiquetado y prospecto de los medicamentos de uso 
humano. 

  

Autorización de medicamentos homeopáticos sin indicación 
terapéutica. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 2208/1994, de 16 de noviembre, por el 
que se regulan los medicamentos homeopáticos. 

  

Registro de medicamentos de Plantas Medicinales. 
Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Orden Ministerial de 3 de octubre de 1976. 

  

Suspensión y revocación de la autorización de especialidades 
farmacéuticas y otros medicamentos de uso humano. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 767/1993, de 21 de mayo. 

  

Autorización de comercialización y modificación de medicamentos 
veterinarios. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 109/1995, de 27 de enero, sobre 
medicamentos veterinarios. 

  



Modificación de importancia mayor y/o convalidación de la autorización 
de comercialización de medicamentos veterinarios. 

Real Decreto 109/1995, de 27 de enero, sobre 
medicamentos veterinarios. 

  

Autorización por reconocimiento mutuo entre Estados de la Unión 
Europea de medicamentos veterinarios. 

Real Decreto 109/1995, de 27 de enero, sobre 
medicamentos veterinarios. 

  

Autorización de laboratorios farmacéuticos e importadores de 
medicamentos. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 1564/1992, de 18 de diciembre, por el 
que se desarrolla y regula el régimen de autorización 
de los laboratorios farmacéuticos e importadores de 
medicamentos y la garantía de calidad en su 
fabricación industrial. 

  

Autorización de fabricación y control de medicamentos por terceros. 
Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 1564/1992, de 18 de diciembre. 

  

Autorización y modificación de laboratorios de medicamentos de uso 
veterinario. 

Real Decreto 109/1995, de 27 de enero, sobre 
medicamentos veterinarios. 

  

Procedimiento de suspensión o revocación de la autorización de 
laboratorios farmacéuticos. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento; 
Real Decreto 1564/1992, de 18 de diciembre, y Real 
Decreto 109/1995, de 27 de enero. 

  

Procedimiento de autorización de ensayos clínicos y/o productos en 
fase de investigación clínica. 

Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y 
Real Decreto 561/1993, de 16 de abril. 

  

Autorización de centros para la realización de ensayos sin finalidad 
terapéutica. 

Real Decreto 561/1993, de 16 de abril.   

Renovación de la calificación de un producto en fase de investigación 
clínica. 

Real Decreto 561/1993, de 16 de abril.   

Procedimiento de autorización de ensayos clínicos de medicamentos 
veterinarios. 

Real Decreto 109/1995, de 27 de enero sobre 
medicamentos veterinarios. 

  

Procedimiento de autorización relativa a comercio exterior de 
medicamentos veterinarios y otros productos zoosanitarios. 

Real Decreto 109/1995, de 27 de enero.   



Autorización de importación de un producto en fase de investigación 
clínica. 

Real Decreto 561/1993, de 16 de abril, por el que se 
establecen los requisitos para la realización de 
ensayos clínicos. 

  

Concesión de incentivos regionales. 
Real Decreto 1535/1987 en la redacción dada por el 
Real Decreto 2315/1993, de 29 de diciembre. 

Artículos 28 y 
32. 

Autorización para la modificación del proyecto inicial superior al 10 por 
100. 

Real Decreto 1535/1987 en la redacción dada por el 
Real Decreto 2315/1993, de 29 de diciembre. 

Artículos 28 y 
32. 

Autorización para la creación de entidades de crédito. 

Ley 26/1988, de 29 de julio. 
Real Decreto 1245/1995, de 14 de julio. 
Real Decreto 692/1996, de 26 de abril. 
Ley 13/1989, de 26 de mayo. 
Real Decreto 84/1993, de 22 de enero (Reglamento 
de desarrollo Ley de Cooperativas de Crédito). 
Decreto 1838/1975, de 3 de julio. 

Artículo 43. 
Artículo 1. 
Artículo 3. 
Artículo 5. 
Artículo 1. 

Autorización para la transformación de otras entidades en entidades de 
crédito. 

Real Decreto 1245/1995, de 14 de julio. 
Disposición 
adicional 
cuarta. 

Autorización para la creación de Sociedades de Garantía Recíproca. Ley 1/1994, de 11 de marzo. Artículo 11. 

Homologación de Sociedades de Tasación y de servicios de tasación. Real Decreto 775/1997, de 30 de mayo. Artículos 4 y 9. 

Autorización de absorciones, fusiones y escisiones de entidades de 
crédito. 

Ley de Ordenación Bancaria de 31 de diciembre de 
1946, en la redacción dada por la disposición 
adicional tercera de la Ley 26/1988, de 29 de julio. 
Decreto 1838/1975, de 3 de julio. 

Artículo 45.c). 

  Real Decreto 692/1996, de 26 de abril. Artículo 10. 

  Ley 13/1989, de 26 de mayo. Artículo 10. 

  
Real Decreto 84/1993, de 22 de enero (Reglamento 
de desarrollo Ley de Cooperativas de Crédito). 

Artículo 30. 

  Ley 1/1994, de 11 de marzo. Artículo 55. 



Autorización de conversión de cooperativas de crédito en otra clase de 
cooperativas. 

Real Decreto 84/1993, de 22 de enero (Reglamento 
de desarrollo Ley de Cooperativas de Crédito). 

Artículo 36. 

Autorización de la creación de entidades de crédito ZEC. Ley 19/1994, de 6 de julio. Artículo 53. 

Autorización para la constitución de Sociedades y Fondos de Inversión 
Colectiva. 

Real Decreto 1393/1990, de 2 de noviembre 
(Reglamento de desarrollo de la Ley 46/1984, de 26 
de diciembre). 

Artículo 9. 

Reconocimiento de la condición de creador de mercado. Orden de 10 de febrero de 1999.   

Autorización de fábricas de explosivos y depósitos comerciales de 
explosivos de más de 10.000 kilogramos. 

Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero 
(Reglamento de Explosivos). 

Artículos 31 a 
44 y 154.1. 

Autorización para venta y suministro de explosivos. 
Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero 
(Reglamento de Explosivos). 

Artículo 196. 

Autorización consumidores habituales de explosivos de ámbito 
nacional. 

Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero 
(Reglamento de Explosivos). 

Artículo 208.1. 

Clasificación y catalogación de explosivos, cartuchería y artificios 
pirotécnicos. 

Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero 
(Reglamento de Explosivos). 

Artículo 26. 

Procedimientos regulados en el Real Decreto 491/1998, de 27 de 
marzo (Reglamento del Comercio Exterior de Material de Defensa y de 
Doble Uso). 

Real Decreto 491/1998, de 27 de marzo (Reglamento 
del Comercio Exterior de Material de Defensa y de 
Doble Uso). 

  

Procedimientos previstos expresamente en el desarrollo reglamentario 
de las disposiciones adicional primera y final segunda de la Ley 
49/1999, de 20 de diciembre. 

Disposiciones adicional primera y final segunda de la 
Ley 49/1999, de 20 de diciembre. 

  

Procedimiento para la expedición de permisos de importación y 
exportación CITES (Convention on International Trade in Endangered 
Species of Wild Fauna and Flora), certificados de reexportación CITES 
y certificados CITES previstos en el Reglamento (CE) n.º 338/97, del 
Consejo, de 9 de diciembre de 1996, relativo a las especies de la fauna 
y flora silvestres mediante el control de su comercio 

Convenio Internacional sobre el Comercio Inter 
nacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna 
Silvestre (Washington, 3 de marzo de 1973). 
Reglamento ( C E ) 338/1997, de 9 de diciembre de 
1996 

  



Procedimiento para la concesión de apoyo oficial al crédito a la 
exportación mediante convenios de ajuste recíproco de interés. 

Real Decreto 677/1993, de 7 de mayo, o por la norma 
que lo sustituya. 

  

Concesión de ayudas con cargo al o en el ámbito del Fondo de Ayuda 
al Desarrollo. 

Ley 30/1997, de 30 de diciembre. Artículo 118. 

Procedimiento para la asignación y reserva de recursos públicos de 
numeración. 

Real Decreto 225/1998, de 16 de febrero 
(Reglamento de procedimiento de asignación y 
reserva de recursos públicos de numeración por la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones). 

  

Autorización para la creación de establecimientos de cambio de 
moneda 

Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 

Artículo 178 

  
R. D. 2660/1998, de 14 de diciembre, sobre cambio 
de moneda extranjera en establecimientos abiertos al 
público distintos de entidades de crédito. 

Artículo 3.2 
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REAL DECRETO-LEY 8/2011, DE 1 DE JULIO, DE MEDIDAS DE APOYO A LOS DEUDORES HIPOTECARIOS, DE CONTROL DEL  

GASTO PÚBLICO Y CANCELACIÓN DE DEUDAS CON EMPRESAS Y AUTÓNOMOS CONTRAÍDAS POR LAS ENTIDADES LOCALES,  

DE FOMENTO DE LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL E IMPULSO DE LA REHABILITACIÓN Y DE SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA 

 

[Texto consolidado] 
  

 
 

Proyecto de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2011, de 5 de septiembre, y de la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima 

[Derogación]1 

ANEXO I 

Procedimientos administrativos con sentido del silencio negativo que pasa a positivo 

Procedimiento Norma reguladora Artículo 
Plazo de 

resolución 

Obtención del nombramiento de Intérprete Jurado mediante 
exención de examen para licenciados en Traducción e 
Interpretación. 

Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 
Orden AEX/1971/2002, de 12 de julio, por la 
que se establecen los requisitos y el 
procedimiento de Intérprete Jurado por los 
Licenciados en Traducción e Interpretación. 

DA 29ª Ley 14/2000. 4 meses. 

 
1 Se resalta, en color rojo, lo que deroga el Proyecto de Ley. 

https://www.boe.es/eli/es/rdl/2011/07/01/8/con
https://www.boe.es/eli/es/rdl/2011/07/01/8/con


Dispensa del requisito de residencia legal en España para la 
recuperación de la nacionalidad española, salvo los supuestos en 
los que la recuperación de la nacionalidad española necesita la 
habilitación del Gobierno. 

Artº 26-1-a) Código Civil, DA 2ª Ley del 
Registro Civil de 8-6-1957 y DA 1ª Ley 
36/2002, de 8-10, de modificación del Código 
Civil en materia de nacionalidad. 

  Un año. 

Concentraciones económicas no notificadas. 
Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia. 
RD 261/2008, Reglamento de Defensa de la 
Competencia. 

Art. 9. 5 Ley 15/2007. 

1 mes en primera 
fase (Art. 36. 6 Ley 
15/2007). 
2 meses en 
segunda fase. 

Concentraciones económicas a remitir a la UE. 
Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia. 
RD 261/2008, Reglamento de Defensa de la 
Competencia. 

Art. 57.2 Ley 15/2007. 

1 mes en primera 
fase (Art. 36. 6 Ley 
15/2007). 
2 meses en 
segunda fase. 

Procedimiento de control de concentraciones económicas cuando el 
notificante no responda a un requerimiento de información o lo haga 
fuera de plazo. 

Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia. 
RD 261/2008, Reglamento de Defensa de la 
Competencia. 

Art. 55.5 Ley 15/2007. 

1 mes en primera 
fase (Art. 36. 6 Ley 
15/2007). 
2 meses en 
segunda fase. 

Fusión, absorción, escisión cooperativas de crédito. 
Ley 13/1989, de 26 de mayo, de Cooperativas 
de Crédito. 

Artículo 1. de la Ley 
13/1989, de 26 de 
mayo. 

6 meses. 

Fusión, absorción, escisión sociedades de garantía recíproca. 
Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre Régimen 
Jurídico de las Sociedades de Garantía 
Recíproca. 

Artículo 5. de la Ley 
1/1994, de 11 de 
marzo. 

6 meses. 

Fusión, escisión, absorción de Empresas de Servicios de Inversión. 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores. 

Artículo 7. de la Ley 
24/1988, de 28 de 
julio. 

3 meses. 

Autorización para la fusión y escisión de gestoras de fondos de 
pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 

Artículo 20.7 del 
Texto refundido de la 

3 meses. 



Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre (BOE 13-12-2002). 

Ley de regulación de 
los planes y fondos 
de pensiones. 

Comunicación de sustitución de entidad gestora o depositaria de 
fondos de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de planes y Fondos 
de Pensiones aprobado por RDL 1/2002, de 
29 de noviembre. 

Artículo 11.5 y DA 2ª 
Texto refundido de la 
Ley de regulación de 
los planes y fondos 
de pensiones. 

3 meses. 

Modificación de datos registrales de entidades depositarias de 
fondos de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

Disposición Adicional 
2ª Texto refundido de 
la Ley de regulación 
de los planes y 
fondos de pensiones 
Artículos 20 y 22 de la 
Orden EHA/407/2008 
de 7 de febrero. 

3 meses. 

Modificación de datos registrales de entidades gestoras de fondos 
de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. Reglamento de desarrollo 
aprobado por R.D. 304/2004 de 20 de febrero. 

Disposición Adicional 
2ª Texto refundido de 
la Ley de regulación 
de los planes y 
fondos de pensiones 
Artículos 20 y 22 de la 
Orden EHA/407/2008 
de 7 de febrero. 

3 meses. 

Modificación de datos registrales de fondos de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

Artículo 11.5 y DA 2ª 
Texto refundido de la 
Ley de regulación de 
los planes y fondos 
de pensiones. 

3 meses. 



Revocación de autorización de fondos de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre y artículo 62 del R.D. 304/2004 de 
20 de febrero por el que se aprueba el 
reglamento de planes y fondos de pensiones. 

Disposición Adicional 
2ª Texto refundido de 
la Ley de regulación 
de los planes y 
fondos de pensiones. 

3 meses. 

Solicitud de autorización e inscripción como entidad gestora de 
fondos de pensiones para una entidad aseguradora. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

Artículo 20.2 Texto 
refundido de la Ley de 
regulación de los 
planes y fondos de 
pensiones. 

3 meses. 

Solicitud de autorización e inscripción de entidad depositaria de 
fondos de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

Artículo 2. Texto 
refundido de la Ley de 
regulación de los 
planes y fondos de 
pensiones. 

3 meses. 

Solicitud de autorización e inscripción de entidad gestora de fondos 
de pensiones pura. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

Artículo 2. Texto 
refundido de la Ley de 
regulación de los 
planes y fondos de 
pensiones. 

3 meses. 

Solicitud de autorización e inscripción de fondos de pensiones. 

Texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

Artículo 1. y 11 bis 
Texto refundido de la 
Ley de regulación de 
los planes y fondos 
de pensiones. 

3 meses. 

Solicitud de inscripción en el registro de mediadores de seguros y 
corredores de reaseguros, salvo agentes exclusivos. 

Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de 
seguros y reaseguros privados. 

Artículo 21.4 y 27.2 
Ley 26/2006, de 17 
de julio, de mediación 

3 meses. 



de seguros y 
reaseguros privados. 

Duplicados de permisos de conducir. 
Real Decreto Legislativo 339/1990. Ley 
14/2000. 

    

Informe sobre vehículos. 
Real Decreto Legislativo 339/1990. Ley 
14/2000. 

    

Bajas definitivas voluntarias de vehículos. 
Real Decreto Legislativo 339/1990. Ley 
14/2000. 

    

Prórroga de vigencia de permisos licencias y otras autorizaciones 
para conducir. 

Real Decreto Legislativo 339/1990. Ley 
14/2000. 

  

9 meses en los 
supuestos de la 
prórroga de 
permisos y licencias 
para conducir. 

Procedimiento sobre concesión de autorizaciones para 
instalaciones de centros de vuelo de ultraligeros motorizados. 

Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 

Disposición Adicional 
vigésimo novena. 

  

Procedimiento sobre autorización de la publicidad comercial a 
través de aeronaves. 

Ley 14/2000 de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 

Disposición Adicional 
vigésimo novena. 

  

Procedimiento sobre despacho de buques. 
Ley 14/2000 de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 

Disposición Adicional 
vigésimo novena. 

  

Autorización inicial de actividad de empresas de trabajo temporal de 
ámbito nacional o suprautonómico. 

Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se 
regulan las empresas de trabajo temporal. 

2.4. 3 meses. 

Autorización de reinicio de actividad de empresas de trabajo 
temporal de ámbito nacional o suprautonómico. 

Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se 
regulan las empresas de trabajo temporal. 

2.4. 3 meses. 

Autorización para actuar como agencia de colocación. Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de empleo. 21bis.2.   

Autorización de participación en los servicios de ajuste del sistema 
para las instalaciones a que se refiere el artículo 33.1.b) del Real 
Decreto 661/2007. 

Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico. 

Disposición Adicional 
Tercera. 

3 meses. 



Transmisión total o parcial de la titularidad de los permisos de 
investigación a la que se refiere el art.11 de la ley de hidrocarburos 
en las condiciones que se establezcan reglamentariamente. 

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos. 

Disposición Adicional 
Octava. 

3 meses. 

Concentración de inversiones y transferencia de obligaciones de 
inversión entre permisos de investigación no colindantes, 
pertenecientes al mismo titular. 

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos. 

Disposición Adicional 
Octava. 

3 meses. 

Autorización de cierre de refinerías. 
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos. 

Disposición Adicional 
Octava. 

3 meses. 

Autorización de cierre de instalaciones de almacenamiento y 
distribución de gas licuado del petróleo. 

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos. 

Disposición Adicional 
Octava. 

3 meses. 

Autorización de coeficientes de equivalencia de crudo y materia 
prima para la presentación de declaraciones a la corporación de 
reservas energéticas. 

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos. 

Disposición Adicional 
Octava. 

3 meses. 

Aprobación de las memorias de planes de mantenimiento, 
desmantelamiento y cierre y desinversiones de las centrales 
paralizadas definitivamente. 

Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico. 

Disposición Adicional 
Tercera. 

3 meses. 

Procedimiento de autorización de comercialización e inscripción en 
el registro de productos zoosanitarios distintos de los medicamentos 
veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
65 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses, ampliables 
por otros 3. 

Procedimiento de renovación de la autorización de comercialización 
e inscripción en el registro de productos zoosanitarios distintos de 
los medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
67 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses. 

Procedimiento de modificación de la autorización de 
comercialización e inscripción en el registro de productos 
zoosanitarios distintos de los medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
69 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses. 

Procedimiento de transmisión de la titularidad de la autorización de 
comercialización e inscripción en el registro de productos 
zoosanitarios distintos de los medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
69 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses. 



Procedimiento de autorización de apertura de entidades 
elaboradoras de productos zoosanitarios distintos de los 
medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
65 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses, ampliables 
por otros 3. 

Procedimiento de renovación de la autorización de apertura de 
entidades elaboradoras de productos zoosanitarios distintos de los 
medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
67 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses. 

Procedimiento de modificación de la autorización de apertura de 
entidades elaboradoras de productos zoosanitarios distintos de los 
medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
69 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses. 

Procedimientos de transmisión de la titularidad de la autorización de 
apertura de entidades elaboradoras de productos zoosanitarios 
distintos de los medicamentos veterinarios. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
69 y Disposición 
adicional primera. 

6 meses. 

Procedimiento de expedición de certificaciones de productos 
zoosanitarios distintos de los medicamentos veterinarios, y de 
entidades elaboradoras de éstos. 

Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 
65 a 71 y Disposición 
adicional primera. 

3 meses. 

Autorización y registro de fertilizantes. 
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 

Disposición adicional 
vigésimo novena. 

3 meses. 

Ensayos en materia de productos fitosanitarios, fertilizantes. 
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 

Disposición adicional 
vigésimo novena. 

3 meses. 

Asignación de cuota láctea de la reserva nacional. 
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 

Disposición adicional 
vigésimo novena. 

1 año. 

Cambio de censo de buques pesqueros. 
Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca 
Marítima del Estado. 

Art. 26. 6 meses. 

Cambios de puerto base. 

Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca 
Marítima del Estado. 
Real Decreto 1838/1997, de 5 de diciembre, 
por el que se regula el inicio de la actividad 
pesquera y los establecimientos y cambios de 
base de los buques pesqueros. 

Art. 67 y 68 
Art. 5. 

6 meses. 



Autorización de agrupación de instalaciones. 
Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se 
regula el régimen del comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero. 

Art. 12. 6 meses. 

Autorizaciones para concurso de pesca deportiva. 

disposición adicional sexta de la Ley 3/2001, 
de 26 de marzo, de Pesca Marítima. 
Real Decreto 347/2011, de 11 de marzo de de 
2011, por el que se regula la pesca marítima 
de recreo en aguas exteriores. 
Orden de 26 de febrero de 1999 por la que se 
establecen las normas que regulan la pesca 
marítima de recreo. 

Art. 17 RD347/2011. 6 meses. 

Autorización para los sistemas colectivos de responsabilidad 
ampliada para el resto de las Comunidades Autónomas. 

Artículo 7 de la Ley11/1997, de 24 de abril, de 
Envases y residuos de envases. 

Artículo 8.4 de la Ley 
11/1997. 

6 meses. 

Autorización a las Federaciones Deportivas Españolas en caso de 
gravamen o enajenación de bienes inmuebles que han sido 
financiados en todo o en parte con fondos públicos del Estado. 

Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte. 36.2.b). 12 meses. 

Transformación de clubes profesionales en Sociedades Anónimas 
Deportivas o adecuación del capital social de la Sociedad Anónima. 

Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte. 
Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio, sobre 
Sociedades Anónimas Deportivas. 

24 y siguientes 
5. 

12 meses. 

Calificación y nombramiento de deportistas de alto nivel. 
Ley 10/1990 de 15 de octubre, del Deporte. 
Real Decreto 971/2007 de 13 de julio, sobre 
deportistas de alto nivel y alto rendimiento. 

53 
2.2. 

12 meses. 

Declaración de importación de Bienes Culturales. 

Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español. 
Real Decreto 111/1986, 10 de enero, de 
desarrollo parcial de la Ley de Patrimonio. 

Art 32 de la Ley 
16/1985 
Art. 46.3 del Real 
Decreto 111/1986. 

3 meses. 

Transmisión de la propiedad de un bien de interés cultural o bien 
inventariado. 

Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español. 
Real Decreto 111/1986, 10 de enero, de 
desarrollo parcial de la Ley de Patrimonio. 

Art. 38 de la Ley 
16/1985 
Art. 41 del Real 
Decreto 111/1986. 

2 meses desde que 
se notifique a la 
Administración. 



Inscripción en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores 
y Usuarios. 

Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras Leyes 
complementarias. 
Real Decreto 825/1990, de 22 de junio, sobre 
el derecho de representación, consulta y 
participación de los consumidores y usuarios a 
través de sus asociaciones. 

Arts. 33 a 36. 
Arts. 2 a 4. 

6 meses. 

Autorizaciones de variaciones de importancia menor en los 
Medicamentos. Tipo I A y Tipo I B. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
Real Decreto 1345/2007, de 11 de octubre, por 
el que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y condiciones de 
dispensación de los medicamentos de uso 
humano fabricados industrialmente. 

D.A. 29 
Art. 64. 

30 días naturales 
tras la recepción de 
una notificación 
válida de la 
modificación tipo IA 
o IB. 

Modificación de importancia menor de la autorización de 
comercialización de medicamentos de uso veterinario. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
Real Decreto 1246/2008, de 18 de julio, por el 
que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y farmacovigilancia de 
los medicamentos veterinarios fabricados 
industrialmente. 

D.A. 29 
Art. 47. 

30 días naturales 
tras la recepción de 
una notificación 
válida de la 
modificación tipo IA 
o IB. 

Autorización de los ensayos clínicos y/o productos en fase de 
investigación clínica, excepto los tres siguientes en los que el 
silencio será negativo: 
a) ensayos clínicos en los que la AEMPS haya comunicado 
objeciones al promotor dentro de los 60 días naturales, a contar 
desde la notificación de la admisión a trámite de la solicitud. 
b) ensayos clínicos con medicamentos que requieren la calificación 
de productos en fase de investigación clínica. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
  
Real Decreto 223/2004, de 6 de febrero, por el 
que se regulan los ensayos clínicos con 
medicamentos. 
  
  

D.A. 29 
  
  
Arts. 20 a 27. 
  
  
  
  

60 días naturales a 
contar desde la 
notificación de la 
admisión a trámite 
de la solicitud. 



c) ensayos clínicos con medicamentos de terapia genética, terapia 
celular somática (incluidos los de terapia celular xenogénica),así 
como todos los medicamentos que contengan organismos 
modificados genéticamente, definidos ahora como medicamentos 
de Terapias Avanzadas que incluyen, asimismo, a los de ingeniería 
tisular conforme al Reglamento 1394/2007, de 13 de noviembre, del 
Parlamento Europeo y del Consejo. 

  
  
  
  
  
  
  

  
  
  
  
  
  

Revalidación quinquenal de la autorización de comercialización de 
medicamentos de uso veterinario, excepto aquellos que no hayan 
pasado la revalidación extraordinaria, según la Circular 2/2005 
modificada por la Circular 2/2009. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
Real Decreto 1246/2008, de 18 de julio, por el 
que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y farmacovigilancia de 
los medicamentos veterinarios fabricados 
industrialmente. 

D.A. 29 
Art. 26. 

90 días naturales. 

Autorización de ensayos clínicos y productos en fase de 
investigación clínica con medicamentos veterinarios. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
RD 109/1995, de 27 de enero, sobre 
medicamentos veterinarios. 

D.A. 29. 
Art. 56. 

30 días naturales. 

Autorización de importación de medicamentos para utilizar en 
ensayos clínicos autorizados en España. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
Real Decreto 223/2004, de 6 de febrero, por el 
que se regulan los ensayos clínicos con 
medicamentos. 

D.A. 29. 
Árt. 32 y Arts. 20 a 
27, para el 
procedimiento general 
de autorización de 
ensayos clínicos. 

60 días naturales. 

Autorizaciones relativas a importación de medicamentos registrados 
de uso veterinario y principios activos para su fabricación. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
Real Decreto 824/2010, de 25 de junio, por el 
que se regulan los laboratorios farmacéuticos, 
los fabricantes de principios activos de uso 
farmacéutico y el comercio exterior de 

D.A. 29. 30 días naturales. 



medicamentos y medicamentos en 
investigación. 

Autorizaciones relativas a importación de medicamentos registrados 
de uso Humano. 

Ley 14/2000, de 29 de noviembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
Real Decreto 824/2010, de 25 de junio, por el 
que se regulan los laboratorios farmacéuticos, 
los fabricantes de principios activos de uso 
farmacéutico y el comercio exterior de 
medicamentos y medicamentos en 
investigación. 

D.A. 29.   

Aseguramiento de Cooperantes. Real Decreto 519/2006; Orden AEC/163/2007. 

Art. 12, DA 5ª, DT 1ª 
y 2ª RD 519/2006; 
Bases 4ª y ss, DT 1 y 
2ª Orden 
AEC/163/2007. 

105 días. 

Calificación de Organizaciones no Gubernamentales de Desarrollo. 

Orden AEC/1303/2005, de 27 de abril, por la 
que se regulan las bases para la concesión de 
subvenciones a ONGs, para la realización de 
intervenciones en materia de cooperación 
internacional para el desarrollo. 

Base 13ª Orden 
AEC/1303/2005; I.6 
Resolución 
22/09/2009. 

6 meses. 

Solicitud de un sistema de facturación electrónica. 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
ORDEN/EHA/962/2007, de 10 de abril. 

Disposición Adicional 
5.1 
Artículo 3.5. 

6 meses. 

IVA: homologación de software de digitalización certificado de 
facturas. 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
ORDEN EHA/962/2007, de 10 de abril. 

Disposición Adicional 
5.1 
Artículo 7.3f). 

6 meses. 

Acceso a archivos y registros y obtención de copias de expedientes 
concluidos de homologación de software de digitalización certificado 
de facturas. 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
ORDEN EHA/962/2007, de 10 de abril. 

Artículo 37 
Disposición Adicional. 

1 mes. 



Autorización a entidades para prestar servicios de certificación. 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
Orden HAC/1181/2003, de 12 de mayo. 

Disposición Adicional 
5.1. 

6 meses. 

Conversión de cooperativas de crédito en otra clase de 
cooperativas. 

Real Decreto 84/1993, de 22 de enero, por el 
que se aprueba el Reglamento de desarrollo 
de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de 
Cooperativas de Crédito. 

Artículos 31 y 36 del 
RD 84/1993, de 22 de 
enero. 

6 meses. 

Modificación programa actividades Empresas de Servicios de 
Inversión. 

Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, 
sobre el régimen jurídico de las empresas de 
servicios de inversión. 

Artículos 11 y 12 del 
RD 217/2008, de 15 
de febrero. 

3 meses. 

Modificación estatutos sociedad gestora de Fondos de Titulización. 

Real Decreto 926/1998, de 14 de mayo, por el 
que se regulan los fondos de titulización de 
activos y las sociedades gestoras de fondos 
de titulización. 

Artículos 13 y 17 del 
RD 926/1998, de 14 
de mayo. 

3 meses. 

Creación Sociedad gestora de Fondos de Titulización. 

Real Decreto 926/1998, de 14 de mayo, por el 
que se regulan los fondos de titulización de 
activos y las sociedades gestoras de fondos 
de titulización. 

Artículo 13.2 del RD 
926/1998, de 14 de 
mayo. 

3 meses. 

Reconocimiento de cualificaciones profesionales vinculadas al 
MEH. 

Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 
Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, 
por el que se incorporan al ordenamiento 
jurídico español la Directiva 2005/36/CE y la 
Directiva 2006/100/CE. 

Disposición Adicional 
vigésima novena. 

4 meses. 

Autorización de cierre temporal de expendedurías. Real Decreto 1199/1999, de 9 de julio. 
Art. 47 Real Decreto 
1199/1999. 

3 meses. 

Autorización de comercialización de otros artículos en las 
expendedurías de tabaco y timbre. 

Real Decreto 1199/1999, de desarrollo de la 
Ley 13/1998 y por el que se regula el Estatuto 
Concesional de la Red de Expendedurías de 
Tabaco y Timbre. 

Art. 31.4 Real Decreto 
1199/1999. 

3 meses. 



Autorización de Extensiones transitorias de expendedurías. 

Real Decreto 1199/1999, de 9 de julio, por el 
que se desarrolla la Ley 13/1998, y se regula 
el Estatuto Concesional de la Red de 
Expendedurías de Tabaco y Timbre. 

Art. 34 Real Decreto 
1199/1999. 

3 meses. 

Consulta previa sobre la viabilidad de una estación de servicio fuera 
de un área de servicio. 

Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, 
por el que se aprueba el Reglamento General 
de carreteras. 

Artículos 67 a 72.   

Autorizaciones de carteles informativos, rótulos y anuncios. 
Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, 
por el que se aprueba el Reglamento General 
de carreteras. 

Artículos 89 y 90.   

Consulta previa sobre la viabilidad de un acceso a la carretera. 
Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, 
por el que se aprueba el Reglamento General 
de carreteras. 

Artículos 101 a 106.   

Autorizaciones para pruebas deportivas y otros usos excepcionales. 
Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, 
por el que se aprueba el Reglamento General 
de carreteras. 

Artículo 108.   

Informe vinculante de la Dirección General de Carreteras sobre 
autorizaciones en tramos urbanos que otorgan los Ayuntamientos y 
sujetas a la exigencias y limitaciones del Título III, Capítulo I, del 
Reglamento General de Carreteras. 

Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, 
por el que se aprueba el Reglamento General 
de carreteras. 

Artículo 125.   

Suspensión y revocación de habilitaciones del personal de 
infraestructura, en el caso de falta de resolución expresa para 
resolver el recurso potestativo de reposición contra las resoluciones 
del Administrador de Infraestructuras Ferroviarias. 

Orden FOM 2872/2010, de 5 de noviembre, 
por la que se determinan las condiciones para 
la obtención de los títulos habilitantes que 
permiten el ejercicio de las funciones del 
personal ferroviario relacionadas con la 
seguridad en la circulación, así como el 
régimen de los centros homologados de 
formación y de los de reconocimiento médico 
de dicho personal. 

Artículo 17.5.   



Suspensión y revocación de habilitaciones del personal de 
operaciones de tren, en el caso de falta de decisión expresa en el 
recurso contra las decisiones de las entidades ferroviarias 
otorgantes. 

Orden FOM 2872/2010, de 5 de noviembre, 
por la que se determinan las condiciones para 
la obtención de los títulos habilitantes que 
permiten el ejercicio de las funciones del 
personal ferroviario relacionadas con la 
seguridad en la circulación, así como el 
régimen de los centros homologados de 
formación y de los de reconocimiento médico 
de dicho personal. 

Artículo 23.5.   

Suspensión y revocación de habilitaciones del personal responsable 
de control de mantenimiento de material rodante ferroviario, en el 
caso de falta de decisión expresa en el recurso contra la decisión 
del director del centro homologado. 

Orden FOM 2872/2010, de 5 de noviembre, 
por la que se determinan las condiciones para 
la obtención de los títulos habilitantes que 
permiten el ejercicio de las funciones del 
personal ferroviario relacionadas con la 
seguridad en la circulación, así como el 
régimen de los centros homologados de 
formación y de los de reconocimiento médico 
de dicho personal. 

Artículo 29.5.   

Resolución presunta de un recurso de alzada interpuesto contra la 
resolución el Director del Centro de Estudios y Experimentación de 
Obras Públicas, -CEDEX-, por la que, resolviendo el procedimiento 
de concesión de las becas, concede o deniega las ayudas 
solicitadas. 

Orden FOM/2037/2006, de 20 de junio, por la 
que se aprueban las bases reguladoras para la 
concesión de becas por el Centro de Estudios 
y Experimentación de Obras Públicas. 

Apartado 4.6.   

Acreditación de compañías aéreas no comunitarias. 

Real Decreto 1392/2007, de 29 de octubre, por 
el que se establecen los requisitos para la 
acreditación de compañías aéreas de terceros 
países. 

Artículo 9.   

Matriculación - Inscripción por unidades. 
R. D. 1027/1989, de 28 de julio, sobre 
abanderamiento, matriculación de buques y 
registro marítimo. 

    



Matriculación - Inscripción definitiva de embarcaciones menores de 
24 metros. 

R. D. 1027/1989, de 28 de julio, sobre 
abanderamiento, matriculación de buques y 
registro marítimo. 

    

Matriculación - Inscripción definitiva de buques mayor o igual a 24 
metros. 

R. D. 1027/1989, de 28 de julio, sobre 
abanderamiento, matriculación de buques y 
registro marítimo. 

    

Matriculación -matriculación de motos náuticas. 
R. D. 259/2002 por el que se actualizan las 
medidas de seguridad en la utilización de 
motos náuticas. 

    

Construcción – Pruebas oficiales. 
R. D. 1837/2000 sobre Inspección y 
Certificación de buques civiles españoles. 

    

Buque en servicio - Obras de reforma autorizadas por la Dirección 
General de la Marina Mercante. 

R. D. 1837/2000 sobre Inspección y 
Certificación de buques civiles españoles. 

    

Titulaciones y formación marítima - títulos de recreo. 
Orden FOM/3200/2007 por la que se regulan 
las condiciones para el gobierno de 
embarcaciones de recreo. 

    

Seguridad Marítima Autorización de salidas de buque sin entregar 
residuos. 

R. D. 1381/2002 sobre instalaciones portuarias 
de recepción de desechos generados por los 
buques y residuos de carga. 

    

Radiocomunicaciones Solicitud de número de identificación del 
servicio móvil marítimo (MMSI). 

R. D. 1185/2006 por el que se aprueba el 
Reglamento de Radiocomunicaciones 
marítimas a bordo de los buques civiles 
españoles. 

    

Radiocomunicaciones Solicitud de licencia de estación de barco 
(LEB). 

R. D. 1185/2006 por el que se aprueba el 
Reglamento de Radiocomunicaciones 
marítimas a bordo de los buques civiles 
españoles. 

    

Evaluación del Personal Docente e Investigador Contratado. 
RD 1052/2002, de11 de octubre, por el que se 
regula el procedimiento para la obtención de la 

  6 meses. 



evaluación de la ANECA y de su certificación, 
a los efectos de contratación de personal 
docente e investigador universitario. 

Movilidad de alumnos en enseñanzas universitarias oficiales de 
máster. 

Orden EDU/959/2010, de 14 de abril, por la 
que se convocan subvenciones para favorecer 
la movilidad de profesores visitantes y de 
estudiantes de enseñanzas universitarias 
oficiales de máster para el curso 2010-2011. 

  6 meses. 

Acreditación de títulos de terceros países homologados a títulos 
españoles. 

Directiva 2005/36/CE. 
REAL DECRETO 1837/2008, de 8 de 
noviembre, por el que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 
2005/36/CE,, y la Directiva 2006/100/CE, del 
Consejo, de 20 de noviembre de 2006, 
relativas al reconocimiento de cualificaciones 
profesionales, así como a determinados 
aspectos del ejercicio de la profesión de 
abogado. 

  3 meses. 

Acreditación de títulos españoles correspondientes a profesiones 
reguladas de acuerdo con las previsiones contenidas en la Directiva 
2005/36/CE. 

Directiva 2005/36/CE. 
Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, 
por el que se incorporan al ordenamiento 
jurídico español la Directiva 2005/36/CE, y la 
Directiva 2006/100/CE, del Consejo, de 20 de 
noviembre de 2006, relativas al 
reconocimiento de cualificaciones 
profesionales, así como a determinados 
aspectos del ejercicio de la profesión de 
abogado. 

  3 meses. 

Expedición de títulos oficiales: de Especialistas en Ciencias de la 
salud y de títulos oficiales de homologaciones. 

ORDEN de 12 de marzo de 1987 por la que se 
dictan instrucciones en materia de expedición 

Artículo 3. 6 meses. 



y homologación de títulos oficiales españoles 
acreditativos de una especialización. 

Admisión de alumnos en las Agrupaciones de Lengua y Cultura 
Española en el Extranjero. 

Resolución de 9 de octubre de 2003, de la 
Secretaría General Técnica por la que se 
dictan instrucciones para regular la 
planificación, la organización, el 
funcionamiento y las actividades de 
finalización de curso de las enseñanzas 
complementarias de lengua y cultura 
españolas para alumnos españoles residentes 
en el exterior. 

Apartados 2, 3 y 4. 6 meses. 

Admisión de alumnos en los centros de titularidad española en el 
exterior. 

Real Decreto 1027/1993, de 25 de junio, por el 
que se regula la acción educativa en el 
exterior. 

Art. 17. 6 meses. 

Modificación de la autorización de Centros Docentes Privados. 

Real Decreto 332/1992, de 3 de abril, sobre 
autorizaciones de centros docentes privados, 
para impartir enseñanzas de régimen general 
no universitarias. 

Art. 13 y 14. 3 meses. 

Autorización de apertura y funcionamiento de centros docentes 
privados. 

Real Decreto 332/1992, de 3 de abril, sobre 
autorizaciones de centros docentes privados, 
para impartir enseñanzas de régimen general 
no universitarias. 

Art. 5 a 12. 3 meses. 

Extinción de la autorización de centros docentes privados. 

Real Decreto 332/1992, de 3 de abril, sobre 
autorizaciones de centros docentes privados, 
para impartir enseñanzas de régimen general 
no universitarias. 

Art. 15 a 19. 3 meses. 

Pruebas de acceso a Ciclos Formativos en el ámbito de gestión del 
Ministerio de Educación. 

RD 1538/2006, de 15 de diciembre, por el que 
se ordena la Formación Profesional del 
Sistema Educativo. 

Art. 20 y 31. 1 mes. 



Formulario Matrícula Online para FP a distancia. 
RD 1538/2006, de 15 de diciembre, por el que 
se ordena la Formación Profesional del 
Sistema Educativo. 

Art. 26. 1 mes. 

Prueba libre para la obtención del título de Graduado en Educación 
Secundaria. 

RD 1613/2006, de 29 de diciembre.   1 mes. 

Movilidad de la funcionaria víctima de violencia de género. RD 1777/1994, de 5 de agosto. Artículo 2 h) y k). 3 meses. 

Permuta. RD 1777/1994, de 5 de agosto. Artículo 2 e). 3 meses. 

Homologación de buzones. 
Real Decreto 2062/2008, de 12 de diciembre, 
por el que se desarrolla la Ley 55/2007, de 28 
de diciembre, del Cine. 

Artículo 14.2. 1 mes. 

Modificaciones de carácter administrativo en la autorización de 
fabricación y comercialización de biocidas. 

Ley 11/2001, de 5 de julio, por la que se crea 
la agencia española de Seguridad alimentaria 
y Nutrición. 
Real Decreto 1054/2002, de 11 de octubre, por 
el que se regula el proceso de evaluación para 
el registro, autorización y comercialización de 
biocidas. 

Artículo 7. 6 meses. 

Libre elección de Médico General y Pediatra en el ámbito territorial 
de Ceuta y Melilla. 

Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad. 
Real Decreto 1575/1993, de 10 de septiembre, 
por el que se regula la libre elección de médico 
en los Servicios de Atención Primaria del 
Instituto Nacional de la Salud. 

  3 meses. 

Anulación de medicamentos de uso veterinario a petición de parte. 

Real Decreto 1246/2008, de 18 de julio, por el 
que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y farmacovigilancia de 
los medicamentos veterinarios fabricados 
industrialmente. 

Artículo 53. 3 meses. 



Notificación de cambio de titularidad de un laboratorio farmacéutico, 
o de cambio de denominación, sede social o representante legal. 

Real Decreto 824/2010, de 25 de junio, por el 
que se regulan los laboratorios farmacéuticos, 
los fabricantes de principios activos de uso 
farmacéutico y el comercio exterior de 
medicamentos y medicamentos en 
investigación. 

Artículo 11. 

30 días naturales 
(excepcionalmente 
puede ser 
prorrogado hasta 
los 90 días). 

Intención de comercialización de medicamentos de uso humano. 

Real Decreto 1345/2007, de 11 de octubre, por 
el que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y condiciones de 
dispensación de los medicamentos de uso 
humano fabricados industrialmente. 

Artículo 28.   

Intención de comercialización de medicamentos veterinarios. 

Real Decreto 1246/2008, de 18 de julio, por el 
que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y farmacovigilancia de 
los medicamentos veterinarios fabricados 
industrialmente. 

Art. 27.   

Modificaciones de la autorización de laboratorios farmacéuticos por 
cambios menores. 

Real Decreto 824/2010, de 25 de junio, por el 
que se regulan los laboratorios farmacéuticos, 
los fabricantes de principios activos de uso 
farmacéutico y el comercio exterior de 
medicamentos y medicamentos en 
investigación. 

Art. 11. 

30 días naturales 
(excepcionalmente 
puede ser 
prorrogado hasta 
los 90 días). 

 

 


